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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes, y de Agricultura, señor Luis Mayol Bouchon.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 15ª y 16ª, ordinarias, en 8 y 9 de mayo del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Seis de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, al proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca (boletín N° 7.947-03).



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos:



1.- El que aumenta las sanciones a los responsables de incendios forestales (boletín N° 8.155-01).



2.- El que incrementa las subvenciones del Estado a los establecimientos educacionales (boletín Nº 8.070-04).



3.- El que establece el sistema de elecciones primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes (boletín N° 7.911-06).



4.- El que modifica diversos artículos de la ley N° 19.327, de Violencia en los Estadios (boletines números 5.877-07, 6205-25, 7251-07, 7509-07, 7718-25, 7600-25, 7721-25, 6055-25, 6175-25, 6210-25, 7229-07, 7603-25 y 7741-25, refundidos).



5.- El que aumenta las penas del delito de robo de cajeros automáticos (boletín N° 7.689-07).



Con el cuarto hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley que regula el contrato de seguro (boletín N° 5.185-03).



Con los dos últimos retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06).



2.- Proyecto que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665 en las materias que indica (boletín N° 6.244-07). 



3.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Bilateral entre la República de Chile y la República de Nicaragua al Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica y sus Anexos, suscrito en Managua el 22 de febrero de 2011 (boletín Nº 8.037-10).



4.- Proyecto de ley que obliga a incluir la remuneración denominada “semana corrida” dentro de la base de cálculo del feriado de los trabajadores dependientes (boletín Nº 8.156-13).



5.- Proyecto que modifica la ley N° 18.287, sobre procedimiento ante los juzgados de policía local, a fin de prohibir el envío de citaciones en caso de que las infracciones sean registradas con los vehículos en movimiento (boletín N° 7.292-15).



6.- Proyecto que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, con el objeto de incorporar en el certificado de inscripción el kilometraje registrado en el dispositivo pertinente y sancionar a quienes lo adulteren (boletines números 7.559-15 y 7.565-15, refundidos).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar a la señora Pilar Molina Armas y a los señores Francisco Frei Ruiz-Tagle, Antonio Leal Labrín y Arturo Bulnes Concha directores de la Empresa Televisión Nacional de Chile, por el período que en cada caso se indica (boletín N° S 1.479-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que prestó su aprobación, en el primer trámite constitucional, a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto que modifica la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, para permitir el establecimiento de medidas de control de acceso en vías locales por motivos de seguridad ciudadana (boletín Nº 7.823-06) (Véase en los Anexos, documento 2).


2.- Proyecto de ley que prorroga el plazo para regularizar medidas de control de acceso y cierre de calles y pasajes (boletín Nº 8.195-25) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Envía copia autorizada de la sentencia definitiva recaída en la acción sobre inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 38, inciso quinto, de la ley N° 18.933.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Responde una solicitud de información, cursada en nombre de la Senadora señora Alvear, relativa al procedimiento anormal seguido por Carabineros de la 19ª Comisaría de Providencia con ocasión de un accidente de tránsito en que se vio involucrada la señora Mariluz Verdugo Fuentes.



Del señor Ministro de Justicia:



Remite, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el Balance de Gestión Integral 2011 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados, en documentos impresos y en archivos en formato digital.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Contesta solicitud de información, formulada en nombre del Senador señor Bianchi, concerniente al estado actual de cinco proyectos en la Duodécima Región, de particular relevancia para la provincia Antártica Chilena.



Del señor Director General de Asuntos Económicos Internacionales (s), Ministerio de Relaciones Exteriores:



Atiende petición de antecedentes, formulada en nombre del Senador señor Navarro, sobre las últimas rondas de negociaciones y los avances para concretar un acuerdo comercial de última generación en el marco del Acuerdo de Asociación Transpacífico.



Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos:



Da respuesta a una solicitud, enviada en nombre del Senador señor Bianchi, referente al aplazamiento del pago del impuesto al valor agregado correspondiente al mes de febrero en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



De la señora Intendenta de Fondos y Seguros Previsionales de Salud:



Contesta petición de informe, dirigida en nombre del Senador señor Navarro, respecto a la comercialización por clínicas privadas de un seguro contra accidentes traumáticos solo asequible por los cotizantes de instituciones de salud previsional.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:



Responde una solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, acerca del número de brigadistas forestales fallecidos en los últimos diez años, las causas y circunstancias de sus decesos, el tipo de capacitación que recibieron y las empresas para las que prestaban servicios.



Del señor Alcalde de Los Ángeles:



Da respuesta a una solicitud, remitida en nombre del Senador señor Navarro, para que se informe sobre la capacidad antisísmica de los estacionamientos superficiales y subterráneos que contempla la obra Plaza de Armas de Los Ángeles.



Del señor Gerente General de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado:



Atiende petición de antecedentes, formulada en nombre del Senador señor Navarro, tocante al estado de avance del proyecto de extensión del Biotrén hasta Coronel.

 

--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Moción



Del Senador señor Ruiz-Esquide, con la que inicia un proyecto que modifica el número 24° del artículo 19 de la Constitución Política de la República para reservar al Estado la exploración y explotación del litio y establecer modalidades en su régimen expropiatorio (boletín N° 8.303-08) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Minería y Energía.

Informes



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio mediante el cual Su Excelencia el Presidente de la República solicita el acuerdo del Senado para prorrogar por el plazo de un año la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Haití (boletín Nº S 1.469-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política) (Véase en los Anexos, documento 5). 



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo Bilateral entre la República de Chile y la República de Nicaragua al Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica y sus Anexos, suscrito en Managua el 22 de febrero de 2011 (boletín Nº 8.037-10) (con urgencia calificada de “simple”) (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7 ).


2.- Proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba la Convención que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos (boletín Nº 8.220-10) (Véanse en los Anexos, documentos 8 y 9).


--Quedan para tabla.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Para referirse a ella, tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, se acaba de dar cuenta del informe de las Comisiones unidas de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional recaído en el oficio por el que Su Excelencia el Presidente de la República solicita el acuerdo del Senado para prorrogar por el plazo de un año la permanencia de tropas y medios militares chilenos en Haití.



Atendido que ya está disponible ese informe y que lo planteado mediante el oficio en cuestión fue votado ayer por los referidos órganos técnicos, le pido a Su Señoría recabar la autorización de la Sala para tratar dicho asunto hoy, en la tabla de Fácil Despacho, pues los plazos pertinentes se encuentran por vencer.

El señor ESCALONA (Presidente).- Como últimamente la tabla de Fácil Despacho ha sido difícil de despachar, sugiero que coloquemos ese asunto en el primer punto del Orden del Día.



¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.

V. FÁCIL DESPACHO

MEJORAMIENTO DE FISCALIZACIÓN PARA PREVENCIÓN DE DELITO DE ABIGEATO

El señor ESCALONA (Presidente).- El Senado debe proseguir la discusión particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que mejora la fiscalización para la prevención del delito de abigeato, con segundo informe de la Comisión de Agricultura y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7411-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:

Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 56ª, en 27 de septiembre de 2011.


Informes de Comisión:


Agricultura: sesión 68ª, en 15 de noviembre de 2011.


Agricultura (segundo): sesión 14ª, en 2 de mayo de 2012.


Discusión:



Sesiones 80ª, en 13 de diciembre de 2011 (se aprueba en general); 17ª, en 15 de mayo de 2012 (queda para segunda discusión).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la sesión ordinaria de ayer se pidió segunda discusión para esta iniciativa. La primera discusión se realizó en esa oportunidad, y hubo diversas intervenciones sobre la materia.

El señor ESCALONA (Presidente).- En la segunda discusión, tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero formular una sugerencia para el despacho de este proyecto, atendidas las prevenciones que hizo en la sesión anterior el Senador Letelier.



Con tal fin, le entregué a la Secretaría una indicación, cuyo texto, entiendo, comprende lo que planteó Su Señoría -no pude analizarlo con él-, más un pequeño agregado.



Podría aprobarse por unanimidad en la Sala, y con ello se resolvería el problema surgido, que paso a explicitar.



Esta iniciativa sustituye la guía de libre tránsito por el formulario de movimiento animal, que será fiscalizado por el Servicio Agrícola y Ganadero.



¿En qué consistirá eso en la práctica, señor Presidente? Se lo menciono en particular a usted, que representa a zonas agrícolas.



Actualmente, cada vez que se trasladan animales de un lugar a otro debe utilizarse la guía de libre tránsito (el formulario se adquiere en librerías). El agricultor tiene que llevarla a la municipalidad respectiva, donde paga un impuesto. Esto le permite transportar su ganado, sea para venderlo a un tercero, llevarlo a un matadero o trasladarlo a una feria.



En la sesión de ayer el Senador Letelier dijo: “Si el nuevo formulario solo se podrá retirar en el SAG y este tiene oficinas únicamente en las capitales provinciales, le vamos a poner al pequeño agricultor una enorme dificultad, porque deberá recorrer largas distancias para acudir a ellas”.



A fin de resolver el problema que planteó, a mi juicio correctamente, el Senador Letelier, hay una indicación -entiendo que la redactó él; podrá corroborarlo el Ministro de Agricultura, don Luis Mayol, quien está presente en la Sala- que agrega al artículo 32 del DFL que se modifica el siguiente inciso segundo: “Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior,” (relativo a la facultad del SAG para emitir el nuevo documento) “los formularios de movimiento animal estarán a disposición de los requirentes y usuarios en general, en todas las unidades de Carabineros de Chile y en todas las oficinas del Servicio Agrícola y Ganadero existentes en el territorio nacional”.



Hay que puntualizar que, según el proyecto, el formulario pertinente puede retirarse exclusivamente en el SAG.



Y yo propongo agregar a ese texto, en punto seguido, la siguiente frase: “Dichas reparticiones deberán hacer entrega de los formularios de manera expedita”. Esto, al objeto de evitar que el pequeño agricultor deba esperar horas para que le pasen el documento.



Ahora, la única obligación de Carabineros consistirá en entregar los formularios y, cada cierto tiempo, conforme a la reglamentación del SAG, enviar a este Servicio la nómina de quienes los retiraron.



A mi juicio, de esa manera se soluciona el problema pendiente, vinculado con la falta de facilidades para acceder a los nuevos documentos.



Es cierto que por esa vía estamos recargando a Carabineros con un trámite administrativo. Pero también lo es que toda su acción se reduce a entregar un formulario, hacer una lista de las personas que lo recibieron y enviar la información al SAG.



Como la situación expuesta se da casi exclusivamente en las zonas rurales, la solución planteada es perfectamente razonable. Además, permitirá aumentar la fiscalización de un delito que en el campo -y pueden decirlo Senadores de todos los sectores políticos- se ha transformado en una verdadera pesadilla para el pequeño agricultor, por la cantidad de animales robados.



Por lo tanto, con su autorización, señor Presidente, presento la indicación en comento -como expresé, en parte importante la redactó el Senador Letelier, más un pequeño agregado que le hicimos-, que, a mi entender, la Sala puede acoger sin dificultades.

El señor ESCALONA (Presidente).- Con todo gusto le entregaría la autorización del caso, señor Senador, pero ello no está dentro de mis atribuciones: corresponde a una decisión de la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en el ánimo de solucionar los problemas y no dilatar más la votación -porque podríamos discutir sobre la materia hasta el infinito-, pido que se recabe la unanimidad del Senado para aceptar la indicación; votar sin mayor debate las proposiciones unánimes, conforme al Reglamento, y despachar de una vez por todas esta iniciativa, que está “al aguaite” hace mucho rato.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá a tramitación la indicación presentada por el Honorable señor Espina.



--Así se acuerda.
El señor ESCALONA (Presidente).- Debemos proceder a la votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Como se informó en la sesión de ayer, en la Comisión de Agricultura este proyecto fue objeto de enmiendas, todas las cuales se aprobaron por unanimidad.



Sin embargo, reglamentariamente, corresponde votarlas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, realizaremos una sola votación.



--Así se acuerda.
El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas acogidas unánimemente por la Comisión y la indicación que formuló en la Sala el Senador señor Espina (24 votos a favor), y el proyecto queda despachado en particular en este trámite.



Votaron las señoras Alvear y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Walker (don Patricio).

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, pido que se consigne mi voto afirmativo.

La señora RINCÓN.- El mío, también.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable de los Senadores señora Rincón y señor Zaldívar.



Tiene la palabra el señor Ministro, a quien no pude concedérsela cuando la pidió debido a que nos hallábamos en votación.

El señor MAYOL (Ministro de Agricultura).- Señor Presidente, por su intermedio, les agradezco a todos los señores Senadores el apoyo que brindaron al proyecto recién aprobado, que es muy sentido en todo el ámbito agrícola nacional.



Esta normativa por lo menos va a disminuir -no sé si le pondrá término- la comisión de un delito que afecta mucho, sobre todo, a los propietarios agrícolas más pequeños.



Muchas gracias.

VI. ORDEN DEL DÍA

PRÓRROGA DE PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS CHILENOS EN HAITÍ

El señor ESCALONA (Presidente).- De acuerdo a lo resuelto por la Sala, corresponde ocuparse en el oficio mediante el cual el Presidente de la República solicita el acuerdo del Senado para prorrogar por el plazo de un año la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Haití, con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, y la urgencia establecida en el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


--Los antecedentes sobre el oficio (S 1469-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 14ª, en 2 de mayo de 2012.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, unidas: sesión 18ª, en 16 de mayo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las Comisiones unidas de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional dejan constancia en su informe de los fundamentos del Gobierno para mantener la presencia militar de Chile en la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití, prorrogando, en consecuencia, el mandato hasta el 1 de junio de 2013.



Dichos órganos técnicos recibieron en audiencia al Ministro de Defensa Nacional, al Subsecretario de Relaciones Exteriores, al Subjefe del Estado Mayor Conjunto y a varios asesores, y, tras analizar los antecedentes existentes sobre esta materia, aprobaron la solicitud del Ejecutivo por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Coloma, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma y Patricio Walker.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión la solicitud del Primer Mandatario.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, pido segunda discusión. Y quiero explicar por qué.



Esta es probablemente la decisión más relevante que debe tomar el Senado respecto de personas. Y la hemos adoptado varias veces.



En esta ocasión se había estipulado que votáramos el próximo martes.



Me parece muy relevante para todos contar con la presencia de los Ministros de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores, ya que hay una serie de compromisos asumidos en la Sala, de los cuales es importante dejar constancia en el debate.



No se trata de un asunto reglamentario, de fast track, sino de algo bastante profundo respecto a la forma como participa Chile en misiones de paz, particularmente en Haití.



Sé que la solicitud viene aprobada por unanimidad. Pero también tengo claro que el plazo para aprobarla vence el 30 de mayo. O sea, hay tiempo suficiente. 



Desde mi perspectiva, en este tipo de discusiones deben estar presentes los Ministros -no fueron avisados; no me cabe duda de que tienen la mejor voluntad para venir a esta Corporación-, a fin de adquirir los compromisos que los Senadores en conjunto les planteemos: cómo se enfrenta la eventual salida de Chile desde Haití o cuáles son los pasos que debe dar nuestro país para pasar de la ayuda militar a la institucional.



Esas son cuestiones muy de fondo, y me importan mucho.



Por lo mismo, estoy convencido de que, para el buen funcionamiento de la Sala, lo lógico es que la solicitud en comento se resuelva con presencia ministerial.



El titular de Defensa estuvo presente en el debate de las Comisiones unidas; su aporte fue muy significativo.



Reitero: yo preferiría votar el martes, con la presencia de los Ministros.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Una sola precisión, Su Señoría: la petición de tratar ahora la solicitud presidencial la hizo el Comité Unión Demócrata Independiente.



En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Estaban inscritos los Honorables señores García, Prokurica y Tuma, pero no intervendrán.



Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, respaldo la petición del colega Coloma.



Se trata de una materia muy relevante. Por tanto, no podemos aprobar la solicitud -como manifestó Su Señoría- mediante fast track. Hay que discutirla.



En el verano visité República Dominicana. El problema de Haití es bastante complejo; pero no podemos seguir aprobando año a año la mantención de tropas sin tener una estrategia real sobre qué va a hacer Chile en el futuro.



El problema militar o policial se está terminando; ya no es trascendente. Existen otras cuestiones bastante complicadas.



Así que me parece bien que discutamos a fondo el tema, con presencia de los Ministros.

El señor ESCALONA (Presidente).- No quedan más inscritos.



Tiene la palabra el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, en efecto, esta materia es de mucha importancia. En tal sentido, el Ejecutivo estuvo conteste en que la solicitud se debatiera en las Comisiones unidas de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, donde se aprobó por unanimidad.



Por lo tanto, nos parece bien realizar la discusión el martes venidero, con presencia de los Ministros de ambas Carteras.



Muchas gracias.

El señor FREI (don Eduardo).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor FREI (don Eduardo).- Olvidé consignar que, a mi juicio, es preciso contar con un informe financiero en la materia, para conocer los costos en que se incurre y qué compromisos se contraen para el futuro.

El señor ESCALONA (Presidente).- Entendemos que el Ejecutivo ha tomado nota de ello de manera inmediata, a través del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, para hacerlo llegar.



El Honorable señor Pizarro se acaba de inscribir para usar de la palabra. Puede intervenir.

El señor PIZARRO.- Es para puntualizar, señor Presidente, que ese antecedente existe. La explicación pertinente se entregó, en parte, en las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa, unidas, y supongo que se incluye en el informe que emitieron.



Si el Senador señor Frei lo estima conveniente, sería bueno que se fijara una sesión extraordinaria de la Comisión de Hacienda antes de tratar el punto en la Sala, porque, en caso contrario, no habrá manera de aclarar algunas de las cosas que le interesan.

El señor ESCALONA (Presidente).- Eso ya forma parte de las atribuciones propias de dicho órgano técnico, cuyo informe se encuentra incluido en la Cuenta de la presente sesión.



--El asunto queda para segunda discusión.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Como Presidente de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, solicito a la Mesa recabar el acuerdo de la Sala para que se envíe a ese órgano técnico desde la Comisión de Trabajo y Previsión Social el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que excluye de la definición de relación laboral a la existente entre el propietario de un transporte menor y el titular de una concesión de transporte público. El boletín respectivo es el Nº 8.098-13.

El señor ESCALONA (Presidente).- No hay acuerdo.

INHABILITACIÓN PERPETUA E INGRESO A REGISTRO

PARA CONDENADOS POR DELITOS SEXUALES CONTRA MENORES

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece un registro de dichas inhabilidades, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6952-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 72ª, en 1 de diciembre de 2010.


Informes de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 22ª, en 1 de junio de 2011.


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): 14ª, en 2 de mayo de 2012.


Discusión:



Sesión 23ª, en 7 de junio de 2011 (se aprueba en general).

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión deja constancia en su informe, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



El órgano técnico realizó diversas enmiendas al texto aprobado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad, con excepción de dos de ellas, que serán sometidas oportunamente a discusión y al pronunciamiento de la Sala. Las modificaciones de esa naturaleza deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite que sean debatidas o que existan indicaciones renovadas.



Cabe hacer presente que, de las modificaciones unánimes, la relativa al artículo 6° bis, contenido en el número 2 del artículo 2°, debe ser aprobada con 20 votos, por incidir en normas de quórum calificado.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que en la tercera columna transcribe las enmiendas introducidas por la Comisión, y en la cuarta, la disposición que quedaría al aprobarlas.



Es preciso votar sin debate, primero, las proposiciones acordadas por unanimidad.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión particular.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Constitución, que presido, quisiera informar sobre el proyecto y referirme en especial a algunas de las observaciones formuladas por el señor Secretario respecto de algunos artículos que registraron votación dividida.



Deseo recordar a la Sala que la iniciativa reviste mucha importancia. Su propósito es determinar la pena de inhabilitación absoluta perpetua para desempeñar ciertos cargos, empleos u oficios en el caso de quienes sean condenados por delitos sexuales que afecten a menores de edad. Y, adicionalmente, apunta a establecer una sección especial, dentro del Registro General de Condenas, donde se incorporen los nombres y antecedentes de esas personas, como una medida destinada a asegurar el cumplimiento de la medida.



En lo fundamental, medió un acuerdo sustancial, tal como se recordó, en la mayoría de las modificaciones acordadas, salvo en dos, en las cuales me ocuparé oportunamente.



En primer lugar, se fijó el criterio para definir cuándo corresponde la inhabilitación absoluta perpetua y cuándo debe ser solo temporal. Y el elemento fundamental, sobre la base de una lista de ilícitos precisamente determinados e incorporados en la sanción, es la edad. Si se trata de un menor de 14 años que sea objeto de esos delitos sexuales, la pena accesoria de inhabilitación será siempre absoluta perpetua. Si es un menor de edad, pero mayor de 14, será absoluta temporal.



En seguida, respecto del Registro de Inhabilitaciones, se precisó cuándo es posible el acceso a su contenido y se contemplaron consideraciones diversas.



La primera de ellas es que solo se podrá solicitar información para verificar si alguien a quien se quiere contratar se halla inhabilitado para ejercer “algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad, o cualquier otro fin similar.”.



Ello fue parte de las discusiones que motivaron una votación dividida, en tanto no cualquiera, para cualquier fin, puede recurrir al Registro. El objetivo básico es evitar que estas penas revistan un carácter infamante y dejen marginados de la sociedad a quienes han cometido los delitos. Solo pueden acceder a los antecedentes, entonces, los que quieran o necesiten contratar personas -es algo que deberán acreditar- para trabajos relacionados con menores, como en la educación.



Por otra parte, se agregó la obligación de consultar en ciertos casos. Se señaló determinadamente que “Toda institución pública o privada que por la naturaleza de su objeto o el ámbito específico de su actividad requiera contratar a una persona determinada para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad” deberá hacerlo antes de efectuar la contratación.



Así, por ejemplo, una escuela o un liceo que quieran los servicios de un profesor deberán consultar siempre el Registro para evitar el contrato de alguien que haya sido condenado y objeto de una inhabilidad absoluta, sea temporal o perpetua, producto de lo cual se encuentre prohibida su actividad en relación con menores de edad.



También se precisa cuál es el tipo de información que el Servicio puede entregar una vez requerido, cualquiera que sea el camino a través del cual se pide el antecedente, y se señala que debe limitarse a dar a conocer si la persona por quien se consulta mantiene o no vigente una condena que la inhabilite para cargos o funciones que involucren una relación directa y habitual con menores de edad.



No cabe proporcionar ningún otro dato relativo al contenido del proceso en que se dispuso tal pena. Si alguien lo quiere, podrá obtenerlo, porque las sentencias judiciales son públicas, de manera que es posible solicitarlos a través de otros registros; pero, en el caso de que se trata, solo se entregará la información que aquí se señala, es decir, si la persona se encuentra o no impedida, en forma absoluta o temporal, para desempeñarse en los cargos o funciones que he mencionado.



Y, finalmente, se contempla una sanción de carácter pecuniario -es decir, no reviste carácter penal- para quien difunda la información con propósitos distintos de los que le han permitido acceder al contenido del Registro, como una manera de asegurar que quienes la soliciten la utilicen en los fines aducidos.



Ahora bien, como lo dio a conocer el señor Secretario, dos disposiciones fueron objeto de votación dividida.



Una de ellas se refiere a la incorporación de un delito entre los que son objeto de la sanción de inhabilitación absoluta temporal, cual es el contemplado en el artículo 367 ter del Código Penal. Es el que comete quien, “a cambio de dinero u otras prestaciones de cualquier naturaleza, obtuviere servicios sexuales por parte de personas mayores de catorce pero menores de dieciocho años de edad, sin que medien las circunstancias de violación o estupro”.



Tanto la Honorable señora Alvear como el Senador que habla nos pronunciamos en contra, pero la mayoría de la Comisión votó a favor. Hago presente que ambos, habiendo dejado constancia de nuestro rechazo, retiramos nuestra objeción, para los efectos de la decisión de la Sala, y, por lo tanto, la norma debe recibir el mismo trato que si hubiera sido acordada por unanimidad en el órgano técnico.



La otra es la que establece requisitos para acceder al Registro, que limita a quienes tengan un interés específico en la contratación de alguien para funciones determinadas. Voté en contra por la razón que mencioné antes. Si cualquier persona puede recurrir al Registro de Sentencias y solicitar información y, por lo tanto, darla a conocer, no se observa el porqué de la restricción.



Además, el punto se encuentra dentro de los principios de la Ley de Transparencia, de la cual he sido impulsor, como Sus Señorías saben.



No obstante, de la misma manera que en el caso anterior, habiendo ya dejado constancia de mi oposición en el órgano técnico, la retiro para los efectos de la votación en la Sala.



El proyecto que nos ocupa, por su importancia, fue aprobado por unanimidad en la Comisión, con la salvedad de las dos disposiciones citadas, respecto de las cuales -repito- retiramos nuestro rechazo, de modo de hacer más expedita la aprobación en el Hemiciclo.



Consideramos que el establecimiento de este tipo de inhabilitaciones y el hacerlas efectivas permitirán evitar que condenados por graves delitos sexuales que han afectado a menores de edad sean contratados en alguna actividad que tenga que ver con estos en forma habitual.



Las disposiciones atinentes a que el Registro proporcionará la información para tal efecto y a la obligación de las instituciones de verificar los antecedentes en forma previa no podrán ser objeto de cuestionamiento, desde el momento en que retiro mi reserva relacionada con el acceso libre que mencioné.



De ese modo, señor Presidente, creo que la Sala puede pronunciarse en una sola votación, en la cual la norma sobre la limitación del acceso al Registro debe ser aprobada con el quórum correspondiente, ya que, de acuerdo con la Carta,...

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador, pero puede disponer de un minuto adicional.

El señor LARRAÍN.- Hacía presente que esa disposición requiere quórum calificado para ser acogida, puesto que así lo exige el artículo 8° de la Constitución cuando se declara la reserva de determinada información, como es el caso de que se trata.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, el informe del Senador señor Hernán Larraín, Presidente de la Comisión, ha sido muy completo.



El proyecto es muy relevante -fue aprobado por unanimidad, como se consignó- y contiene algunas propuestas que hicimos presentes en una iniciativa presentada hace nueve años en la Cámara de Diputados, acogidas ahora por el Ejecutivo, afortunadamente.



Hemos avanzado con muchas normativas. Recordemos que el año pasado aprobamos la relativa al grooming, que sanciona el acoso sexual a menores por Internet. En la Comisión de Constitución estamos trabajando en otras, como la referida a la prescripción.



Hoy día existe la pena accesoria -a la principal, naturalmente, que es la privativa de libertad- de inhabilitación absoluta temporal para trabajar con menores que se dispone respecto de condenados por abusos sexuales contra estos. En la práctica, por desgracia, no todos los jueces la aplican. Y si lo hacen, en un período de 3 a 10 años, según su duración, es posible volver a desempeñarse con niños. Tratándose de los pedófilos “estructurales”, quienes reinciden por padecer un trastorno mental de índole sexual, eso genera un riesgo.



Por eso, contemplar la inhabilitación absoluta perpetua para trabajar con menores resulta muy importante. Ello dice relación con jardines infantiles, colegios, transporte escolar, en fin.



En seguida, se mejora la regulación del Registro de Condenas para poder acceder a información en la materia. Es una cuestión de eficacia. Porque si la gente no puede consultar, la dificultad se incrementa. Cuando alguien va a contratar a un profesor, a un jardinero, a un transportista escolar, debe ser posible averiguar si la persona presenta o no una inhabilitación. Es como una especie de semáforo. Cuando se pregunte, puede aparecer una especie de luz roja, por ejemplo, diciendo que el problema existe, y sin dar ningún detalle, porque es preciso proteger, obviamente, la privacidad y los datos personales.



Es necesario destacar que la inhabilitación absoluta perpetua procede cuando la víctima, como se expresó, tiene menos de 14 años y es objeto de violación, abuso sexual, conductas de significación sexual distintas de la violación y del estupro, abuso impropio, violación con homicidio, pornografía infantil. Esta última constituye una excepción por decir relación con menores de 18 años.



La inhabilitación absoluta temporal se refiere al resto de los casos.



¿Por qué se hace la distinción? También sostuvimos un debate al respecto. Desde el punto de vista conceptual, en la lógica del Código Penal, los menores de 14 años son indemnes sexualmente, es decir, no poseen la capacidad de disponer de manera voluntaria de su sexualidad. En cambio, al mayor de esa edad se le reconoce una capacidad restringida, la que es plena cuando cumple 18. En consideración a ello, dicho ordenamiento establece una penalidad mayor, más gravosa, cuando se trata de delitos sexuales contra menores de 14 años. Y nosotros seguimos la misma lógica.



El artículo 2° es bastante significativo: contiene lo relacionado con el Registro. Cualquier persona natural o jurídica podrá consultar la información, siempre y cuando se identifique y el antecedente sea necesario para contratar a alguien.



¿Qué hacemos acá? Agregar a la persona natural.



Y se recogió una indicación que considero relevante -ya la había presentado una vez en otro proyecto de ley-, en el sentido de que toda institución, pública o privada, que contrate a una persona para trabajar con niños, como hogares del SENAME, colegios, liceos, jardines infantiles, deberá consultar el Registro para tener la tranquilidad de que no existe una condena por el tipo de delitos sexuales de que se trata. Constituye una obligación.



Se sanciona el empleo inadecuado de la información por el solicitante con una multa de dos a diez unidades tributarias mensuales, la que será impuesta por un juez de policía local. El inciso cuarto del artículo 6º bis hace referencia a quien accediere al Registro y utilizare la información para fines distintos a los previstos en la ley. 



Es una pena infraccional que se traducirá en un pago de hasta 400 mil pesos en los juzgados de policía local. No mediará una privación de libertad impuesta por un tribunal. Y eso es muy relevante, porque se quiere establecer un garrote, pero no cortarle las manos a quien hace mal uso de esta información.



Pero se dispone una excepción -porque hay que ser prácticos- en el inciso siguiente del mismo artículo: “Se exceptúan de lo establecido en el inciso precedente las comunicaciones internas que los encargados de un establecimiento educacional, sus propietarios, sostenedores y profesionales de la educación, realicen con el objeto de resolver si una persona puede o no prestar servicios en el mismo en razón de afectarle una inhabilitación”. Obviamente, un profesor que le comunica a otro colega o al orientador de un colegio que hay una información sobre el particular no debe ser sancionado.



Concluyo haciendo presente que existe legislación comparada al respecto.



En Estados Unidos, por ejemplo, en 2005 se dictó la Ley Adam Walsh, en la que se establece que será de conocimiento público la ubicación de los pedófilos: dónde viven, dónde trabajan, dónde estudian. En verdad, se trata de algo estigmatizante. Naturalmente, esas personas viven como parias. No tienen cómo rehabilitarse. Se pone una especie de afiche con su foto afuera de su casa. Eso es inaceptable, pues así nunca podrán rehabilitarse. Nosotros no fuimos tan lejos.



En Argentina también existe una normativa en esta materia, de 2010, sobre lo cual no entregaré detalles. Y en la Unión Europea rige una directiva sobre el particular con una lógica muy parecida a lo que nosotros estamos aprobando.



Por lo expuesto, votaré a favor. 



Y felicito a todos los Senadores, de Gobierno y Oposición, que trabajaron con nosotros.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ofrezco la palabra al Senador señor Sabag. No se encuentra en la Sala.



Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, los informes del Presidente de la Comisión de Constitución, Senador señor Hernán Larraín, y del Senador Patricio Walker fueron muy pedagógicos, didácticos acerca de los efectos del proyecto.



Desde luego, me sumo a algo que pocas veces hacemos: reconocer cuando trabajamos unidos en torno a iniciativas de bien común, que se aprueban unánimemente. Sin duda, la materia que nos ocupa será un gran aporte para disminuir la delincuencia en nuestro país.



Yo quiero darle una arista distinta a este asunto.



En los últimos meses se han puesto en marcha dos medidas y se han abordado dos proyectos que, a mi juicio, resultan claves para reducir la delincuencia.



En primer término, se encuentra el llamado “STAD” (Sistema Táctico de Análisis Delictual), que ya está rindiendo sus frutos de manera muy importante, porque en las zonas donde se está aplicando se ha visto una disminución considerable de la victimización. En la práctica, significa la reunión periódica y permanente de las autoridades de la Subsecretaría de Prevención del Delito con los comisarios de los distintos sectores del país. En dichos encuentros se realiza un análisis a fondo de los lugares donde se cometen delitos con más frecuencia, de los modus operandi de los delincuentes, de la forma como se van trasladando de un lugar a otro. Eso permite focalizar bien el trabajo de las policías, de los fiscales, de los jueces. Esta fórmula está siendo exitosa en nuestro país, al igual que lo ha sido en el resto del mundo donde se ha aplicado.



Simultáneamente, se ha puesto en marcha una iniciativa que se denomina “Alerta Hogar”. En mi opinión, constituye un tremendo aporte. Mediante este mecanismo toda persona podrá enviar un mensaje desde su teléfono celular a un número e instantáneamente se le remitirá a siete u ocho contactos cercanos la alerta de que un vecino es víctima de un delito. Esto permitirá una participación muy activa de la comunidad en tal circunstancia, para que el hecho inmediatamente sea denunciado a la policía y se evite su consumación. La experiencia comparada ha señalado que esta medida también es muy exitosa.



Por otro lado, ayer aprobamos el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia, que de manera increíble en nuestro país no existía, menos en los términos en que se despachó. Tal nómina posibilitará que sean detenidos delincuentes que se encuentren prófugos por delitos graves.



Y, finalmente, está el proyecto que nos ocupa, que refuerza la lucha contra los delitos de abuso sexual con una medida que impedirá su reiteración.



Quizás uno de los delitos más cobardes que existen en nuestra sociedad es el abuso sexual.



En primer lugar, porque se comete, por lo general, en contra de un menor de edad, sea hombre o mujer.



En segundo término, porque se perpetra habitualmente con intimidación. En efecto, el agresor -muchas veces cercano a la propia familia- amenaza al menor diciéndole que, si lo delata, sufrirá represalias y consecuencias. Por eso tales delitos tienden a no denunciarse.



En tercer lugar, porque el daño sicológico que produce a la víctima en muchos casos no se repara. Y, si se repara, ello ocurre luego de varios años.



En consecuencia, se trata de un delito en el cual los autores habitualmente reinciden. Al revisar los prontuarios penales de estos, se observa que todos registran no uno, sino muchos abusos sexuales. Gran parte de tales hechos queda en la impunidad hasta que el delincuente es detenido por un caso puntual. Y ahí surgen las víctimas anteriores, que lo denuncian motivadas porque el hecho se hizo conocido públicamente.



Contar con un registro público de inhabilidades, al que tendrá acceso quien quiera contratar a otra persona y cuya consulta será obligatoria respecto de instituciones donde se trabaje directamente con menores, constituye un aporte gigantesco para identificar a quienes están condenados por un delito de abuso sexual, considerando que estos reincidirán si trabajan cerca de niños.



Por lo tanto, como expresaron muy bien el Presidente de la Comisión de Constitución, Senador señor Hernán Larraín, y el Senador Patricio Walker, me parece que esta legislación será un aporte real y concreto para prevenir delitos sexuales. Y se enmarca dentro de una serie de medidas que se han estado adoptando en el último tiempo, que, sin duda, van a contribuir a disminuir la delincuencia en nuestro país. 



Por esa razón, la votaremos afirmativamente.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, el tema que estamos tratando es de extrema gravedad e importancia.



Desde hace muchos años, en el Senado hemos trabajado en la línea de proteger a la infancia, planteando legislaciones más bien holísticas en la materia.



Primero buscábamos concretar un Código del Niño, un Código de la Familia. Nada de eso fue posible. Después elaboramos algunas leyes, como la relativa al maltrato infantil. En definitiva, se han publicado muchísimas normas legales sobre el particular y se ha aplicado una política coherente al respecto en los distintos Gobiernos, tanto los de la actual Oposición como el de la Alianza.



En esas condiciones, votaré favorablemente el proyecto.



Sin embargo, creo que llegó el momento de plantear con mucha franqueza que en esta materia se ha actuado de modo distinto de otras. Se elaboran iniciativas que van sumándose, de manera coherente y progresiva, y buscando un acuerdo más global acerca de lo que debemos hacer con la infancia en Chile; es decir, con quienes tienen entre 7 y 18 años.



En tal sentido, más que referirme al texto mismo -ya señalé que lo estimo importante y que constituye un avance, pues aborda asuntos que se vienen debatiendo desde hace varios años, razón por la cual lo aprobaré con mucha satisfacción-, quiero plantear solo dos elementos.



El primero apunta a estudiar en el Senado la creación de una Comisión de la Infancia. 



Hemos formado muchas Comisiones relativas a distintos temas, pero no sobre la materia que nos ocupa, en circunstancias de que en Chile hay cinco, seis o siete millones de personas que se encuentran en ese rango de edad, etapa que involucra distintos problemas. Y es en ese segmento donde todos los Gobiernos expresan tremenda preocupación, en especial por el aspecto delictual que afecta a los menores.



No creo que hayamos hecho bien las cosas, pues existe mucha dispersión de leyes. Pese a que son demasiadas y a veces muy perfiladas y precisas, pienso que llegó la hora de que estudiemos el asunto con mayor coherencia.



El segundo punto dice relación con algo que en otros países existe y que en Chile no hemos logrado, por distintas opiniones en contrario o, en último término, por falta de mayor preocupación. Me refiero a lo que en Costa Rica se llama “Código del Niño”. Otras naciones tienen un Código de la Familia. 



En mi opinión, deberíamos abordar el estudio de una propuesta legislativa más coherente en la materia, aparte de discutir y analizar la idea que ahora planteo. Espero conversar este punto con mi Comité al objeto de presentar una iniciativa concreta a la Mesa que hoy dirige el Senado. 



Y hay un tema adicional. 



Nuestra política en este ámbito, en general, ha sido coercitiva, aunque contiene elementos de prevención y de cuidados previos. Pero hay una tendencia a sancionar, más que a prevenir. 



Esa es una de las visiones en las que estamos profundamente equivocados. Sé que varios Senadores consideran que tal línea es la correcta. Yo estimo que ahí existe un déficit. Ese podría ser el punto de partida para la reconversión de ese enfoque. 



Pareciera que todo lo que nos está pasando (criminalidad, abusos sexuales, etcétera) formara parte de nuestra legislación, del sistema o de la preocupación por lo que les ocurre a quienes están en ciertas edades. Sin embargo, el problema se origina derecha y claramente a partir de los 5, 6 o 7 años, por la influencia de lo que tantas veces hemos dicho: una cultura y una televisión pública extraordinariamente inadecuadas para los niños. 



Votaré que sí. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear. 

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, como aquí se ha señalado, este proyecto reviste máxima relevancia.



Los abusos sexuales cometidos contra menores son, a mi juicio, los delitos más graves que pueden existir, por los daños que provocan a los niños y a la familia, y por lo difícil que resulta superar ese trauma. 



En la mayoría de los casos, tales delitos son llevados a cabo por familiares o personas conocidas. Y muchas veces los niños ocultan por años esos hechos, que les causan daños irreparables. 



Además, dichas acciones no son fáciles de probar. Por ende, es muy difícil -¡muy difícil!- lograr que se condene a una persona por delitos sexuales, como contrariamente debiese ocurrir en nuestro país. 



En consecuencia, establecer la “Inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad” para quienes han cometido dicho delito constituye una sanción adicional indispensable. ¡Indispensable! Estas personas no puedan volver a trabajar donde exista contacto directo con niños o adolescentes.



En ese contexto, señor Presidente, es muy importante la creación de una sección especial en el Registro General de Condenas en la que se incorporarán dichas inhabilitaciones. 



Cualquier ciudadano podrá solicitar esa información. Pero, de ella, solo obtendrá el dato de si tal persona se encuentra afecta a alguna inhabilidad o no. No se proporcionará ningún otro antecedente. Y quien lo recibe no podrá emplearlo con un fin distinto del establecido. La ley dispone sanciones para su mal uso. 



De esa manera, se protege a los niños de los abusadores. Y también se evita una publicidad excesiva que condene para siempre a una persona que ya ha cumplido su sentencia y puede trabajar en un lugar donde no tenga contacto alguno con menores de edad y no vuelva a delinquir.



Destaco la importancia de la sección especial creada en el Registro referido. Respecto de su contenido, la ley en proyecto impone la obligación -¡la obligación!- de consultarla. La norma dice: “Toda institución pública o privada que por la naturaleza de su objeto o el ámbito específico de su actividad requiera contratar a una persona determinada para algún empleo, cargo, oficio o profesión que involucre una relación directa y habitual con menores de edad, deberá, antes de efectuar dicha contratación, solicitar la información a que se refiere el inciso precedente.”.



Se trata de una obligación. Si un establecimiento educacional público o privado necesita contratar a un profesor, a un psicólogo, a un asistente social, a un jardinero, deberá consultar el registro pertinente para saber si la persona seleccionada tiene o no alguna inhabilitación.



Lo anterior representa una medida de protección realmente importante para los niños y jóvenes de nuestro país.



Por último, quiero felicitar a los miembros de la Comisión de Constitución por el trabajo realizado y, muy especialmente -aunque en este momento no se halle en la Sala-, al Senador Patricio Walker, quien se ha destacado por abordar materias relativas a delitos sexuales en diversas iniciativas. De hecho, es autor de la que nos ocupa, la cual posibilita contar con un mayor resguardo para nuestros niños y, así, evitar que quienes hayan cometido delitos sexuales reincidan. 



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, este es un gran proyecto, que viene a llenar vacíos en nuestra legislación.



Por no tomarse las precauciones necesarias, como las establecidas en la iniciativa en debate, se ha posibilitado la reincidencia del delito en comento. Las personas que presentan esta debilidad siempre andan buscando la forma de relacionarse con menores.



Deseo destacar también la labor del Senador Patricio Walker, quien presentó una moción sobre la materia, que contenía normas incluso más duras que las del proyecto que nos ocupa. Por diversas razones, el Ejecutivo acogió esa idea en esta propuesta legislativa que, por supuesto, vamos a aprobar con el mayor agrado. 



La iniciativa persigue dos objetivos principales: por un lado, establecer la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con menores de edad; y por otro, crear una sección especial en el Registro General de Condenas para anotar tales inhabilidades, a fin de que cualquier persona natural que demuestre un interés legítimo pueda saber si un individuo se encuentra inhabilitado por un delito tan censurable como el que estamos viendo en esta oportunidad. 



El Presidente de la Comisión de Constitución, los Senadores  miembros de ella señor Patricio Walker, señora Alvear y señor Espina, y todos los que han intervenido sobre esta materia ya entregaron detalles sobre lo visto en dicho órgano.



Felicito al Honorable señor Patricio Walker y a los demás integrantes de la Comisión por el trabajo realizado en este proyecto, aprobado por unanimidad, al cual le daré mi voto afirmativo con mucho agrado para que se convierta en ley lo antes posible. 



He dicho.

)----------(

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa un informe de la Comisión Mixta encargada de proponer la forma y el modo de superar las discrepancias producidas entre el Senado y la Cámara de Diputados en la tramitación del proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca (boletín Nº 7.947-03), con urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento 10).


--Queda para tabla.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Asimismo, ha llegado un oficio de la Honorable Cámara de Diputados con el que comunica los nombres de los señores Diputados que, en representación de dicha Corporación, integrarán las Comisiones de Reja y de Pórtico que recibirán, el día 21 de mayo, a Su Excelencia el Presidente de la República con motivo de la sesión de Congreso Pleno en que dará cuenta al país del estado político y administrativo de la Nación.



--Se toma conocimiento.

El señor ESCALONA (Presidente).- El Senador señor García-Huidobro ha solicitado intervenir para plantear un punto de Reglamento.



Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, con relación al informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca, debo informar que fue aprobado por unanimidad.



Por lo tanto, solicito que, de ser posible, lo votemos esta tarde, sin discusión, a fin de que la Cámara de Diputados haga lo propio en su sesión de mañana.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, dicho informe se tratará una vez despachada la iniciativa en debate.

El señor PROKURICA.- Conforme.

El señor WALKER (don Patricio).- Está bien.

El señor ROSSI.- Pido la palabra.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor ROSSI.- Yo estoy dispuesto a dar la unanimidad, pero creo que antes deberíamos tratar la iniciativa que otorga incentivos para el retiro de los funcionarios de la salud. De lo contrario, probablemente no lo alcanzaremos a ver.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, el informe de la Comisión Mixta referido se incorporará a la tabla del Orden del Día, a continuación del proyecto sobre incentivo al retiro de los funcionarios de la salud.



--Así se acuerda.



--(Aplausos en tribunas).

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Prosigue la discusión de la iniciativa acerca de inhabilitación para condenados por delitos sexuales cometidos contra menores.



Tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, en la Comisión de Constitución me correspondió participar en el debate en particular de este proyecto, que crea inhabilidades por delitos sexuales contra menores y establece un registro especial de inhabilitaciones.



Su texto, en general, resumido, ya fue analizado suficientemente. Solo quiero referirme a lo siguiente.



En el curso del examen de la normativa se produjo cierta discusión acerca del alcance de las modificaciones que se introducen a los artículos 21 y 39 bis del Código Penal y, sobre todo, de la publicidad que se daría a las penas especiales de inhabilitación absoluta perpetua o temporal. Ello dice relación a los artículos 361, 363, 365 bis, 366, 366 quáter, 366 quinquies, 367 ter y 372 bis de dicho Código; es decir, a la más amplia gama posible de delitos sexuales contra menores.



En el debate, que fue largo, hubo dos posiciones. Por un lado, se sostuvo que parecía de toda justicia tratar de limitar la publicación excesiva de la pena de inhabilitación absoluta perpetua o temporal, pues en verdad está dirigida a proteger a un grupo especial de la sociedad: a los menores. Y no se trata de una sentencia dictada en el pasado, sino de una pena de cumplimiento continuo. 



Frente a esa situación, yo fui del parecer de que la posibilidad de hacer circular la información sobre las personas culpables de tales delitos se circunscribiera a los grupos que efectivamente se relacionan con menores. Y se estableció que, previa acreditación de la identidad del solicitante, el Servicio de Registro Civil e Identificación tendrá la obligación de proporcionar la información referida.



Por otro lado, a la inversa, se quiso hacer obligatoria, para los establecimientos educacionales públicos, privados o de cualquier naturaleza, la formulación de esa consulta antes de contratar a una persona, precisamente por el hecho de que estaría en forma permanente en contacto con niños, sean menores de 14 años o mayores de esta edad e inferiores a 18.



En definitiva, nos inclinamos por una redacción intermedia, ya que, según la experiencia de algunos de los presentes, las escuelas muchas veces no solicitan esa clase de información para no ofender sensibilidades.



De ese modo, al quedar consagrada la obligación de los establecimientos educacionales de efectuar esa consulta, se salvan -por así decir- los respetos humanos y se protege al grupo que se desea beneficiar con ese tipo de sanciones.



Me permito hacer este alcance, simplemente, para que a la hora de interpretar la ley en estudio se sepa cuáles fueron las motivaciones que hubo para establecer la norma.



El proyecto constituye un gran avance. Lamentablemente, no siempre estos delitos se cometen en recintos escolares, sino en ámbitos de convivencia familiar o cuasifamiliar. Y algunos, por desgracia, no son de fácil determinación. Pero, al menos, el universo de menores sometidos al cuidado de un colegio tendrá ahora un instrumento adicional de protección.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, esta iniciativa apunta en la dirección correcta -¡qué duda cabe!- en cuanto a dar certezas a la comunidad, en particular frente a personas condenadas por delitos sexuales contra menores.



Todos los estudios psicológicos y psiquiátricos tienden a plantear que resulta muy difícil -¡muy difícil!- rehabilitar a quienes perpetran tales ilícitos. 



Es duro decirlo, pero ese es el dato científico. Es como lo que ocurre al pensar que la mediación va a ser útil en los casos de violencia intrafamiliar, porque, evidentemente, frente a un cuadro de violencia aquella ha demostrado ser inútil.



Creo que esta iniciativa es muy positiva. Necesitamos, eso sí, ir generando la cultura de pedir antecedentes y, además, comprobar y ver cómo en otros ámbitos de la vida se pueden también originar criterios culturales, por cuanto detrás de la ley en proyecto existe el propósito de generar un criterio de protección a la infancia.



Por desgracia, Chile está en deuda -aprovecho este debate para decirlo- con relación a una ley de protección de los derechos de nuestros niños y adolescentes. 



No se ha querido dictar una ley sobre la materia. Y no me refiero al actual Gobierno, sino al propio país. Hasta ahora se sigue pensando que los niños y adolescentes deben ser objeto de protección y no sujetos de derechos plenos; se tiende a dominar una concepción bastante decimonónica y que es la misma cultura que propicia defender el castigo corporal a los menores de edad como algo necesario.



Menciono lo anterior, porque el texto que nos ocupa -por cierto, lo voy a respaldar- apunta en la dirección correcta de generar la protección de derechos de los niños y adolescentes en un marco de promoción de su derecho a vivir en ambientes, sean educativos u otros, libres de amenazas. El Estado tiene esa obligación. 



Espero que el proyecto que hace un año -con la firma de la gran mayoría de los miembros de esta Corporación-, presentamos al Gobierno, como iniciativa de ley marco -dentro del espíritu de la Convención sobre los Derechos del Niño, de la Organización de las Naciones Unidas- de reconocimiento de los derechos de los niños y adolescentes, llegue al Parlamento para su debate legislativo.



Eso nos permitirá avanzar en una nueva institucionalidad sobre la infancia en nuestro país, separando el SENAME en lo que deberían ser dos institucionalidades: una para atender a los infantes en situación de abandono o vulnerabilidad; y otra para encargarse de aquellos menores que han violado la ley. Pero hay una tercera, consistente en crear, de una vez por todas, el Ombudsman para defender los derechos de la infancia.



Esa discusión ya la tuvimos. El Honorable señor Ruiz-Esquide fue uno de los grandes promotores del debate en el Senado.



De modo que la iniciativa legal apunta en esa dirección y la vamos a respaldar.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- El Senador señor Navarro ha solicitado fundamentar el voto.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, manifiesto mi apoyo al proyecto en estudio, pero pienso que es muy importante señalar que no dispone -no veo en la Sala al Ministro del ramo- qué pasa con los sacerdotes pedófilos. ¿La Iglesia Católica entregará el listado de ellos? ¿Van a figurar los que han sido separados, trasladados o enviados a Roma?



Hace casi dos años, presenté una iniciativa que establece la obligación de todo ciudadano de informar cuando esté en conocimiento de un delito. Porque el traslado de parroquia, de ciudad o el envío a Roma no subsana el problema.



Claramente, si se comete abuso contra un menor, es un delito. Y este no se resuelve con el Código de Roma, porque estamos en Chile.



Siento que un proyecto de esta naturaleza debiera haber incluido esa situación, como fue detallado por los señores Senadores que hicieron uso de la palabra, en el sentido de que todo aquel que trabaja en contacto con niños e incurre en esta figura delictual, debiera ser incorporado a esa nómina, sin excepción.



Siento que no bastan los procedimientos internos de la Iglesia, sino que se requiere que estos se sometan a la justicia.



Entonces, la gran duda que tengo es si los casos más bullados, más conocidos de la Iglesia Católica -por desgracia, no son pocos, sino muchos- van a ser incluidos en ese listado oficial. ¿Por qué va a haber una institución con un privilegio respecto a un delito calificado?



El Senador señor Carlos Larraín menea la cabeza, pero creo legítimo que yo plantee esta inquietud. ¿O habrá pedófilos que tendrán privilegios?

El señor LARRAÍN (don Carlos).- ¡No hay ningún privilegio!



¡Lea el proyecto!

El señor NAVARRO.- Tal vez el señor Ministro o el Senador Patricio Walker lo puedan aclarar. De ese modo, podríamos votar con más tranquilidad el proyecto. Porque hasta ahora, eso no ha ocurrido, y lo que se sabe es lo que yo señalo.



La moción que presenté en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia no se ha analizado, pese a nuestra insistente solicitud de ponerla en debate.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar, para fundamentar su voto.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, no iba a intervenir, pero después de escuchar al Senador señor Navarro estoy obligado a hacerlo.



Por lo que veo, Su Señoría no ha leído el proyecto. No ve la letra. ¡Aquí no se excluye a nadie!



La exposición que hace Su Señoría es gratuita, para lo que él ha pretendido.

El señor NAVARRO.- ¡Me imputa no haber leído el proyecto de ley! ¡Pero sí lo he hecho!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡No me interrumpa!

El señor ESCALONA (Presidente).- Llamo al orden al Senador señor Navarro. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Aquí no se excluye a nadie, porque la norma es general. Y si es católico, protestante, agnóstico o lo que sea, el que comete un delito de ese tipo entra al registro. Y la obligación de entregar esa información es para todos.



Por lo tanto, quiero dejar constancia de esto en la Versión Oficial, porque la afirmación del Honorable colega en relación con el tema de la Iglesia Católica es gratuita. Por eso he intervenido.



Voto que sí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Senador señor Navarro, lo llamo al orden por segunda vez.



Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Senador señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, participé en el trabajo de la Comisión y puedo confirmar lo dicho por el Honorable señor Zaldívar.



En el proyecto de ley no se exceptúa a nadie, cualesquiera sean su denominación religiosa, oficio en la vida civil o actividad que desempeñe. ¡No hay absolutamente excepción!



Y el cargo que hace el Senador señor Navarro solo demuestra que no ha tenido oportunidad de leer la iniciativa. Quizás con más calma lo puede hacer.



Todas las personas, cualquiera sea su actividad en la vida civil, están sujetas a la misma ley. Deberán cumplir las condenas y, si es necesario, se publicarán sus nombres de acuerdo a las condiciones que establece el proyecto. Eso es así.



Recuerdo al Senador señor Navarro que algunos sacerdotes están cumpliendo penas de cárcel. En consecuencia, lo comentado es verdaderamente injusto e innecesario, y solo demuestra que Su Señoría no leyó el proyecto.



Por lo tanto, requeriría que el Senador corrija sus dichos o, por lo menos, se aplique más a la lectura.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón, para fundamentar su voto.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, las leyes son generales y hay igualdad ante ellas. Se requeriría una norma expresa para exceptuar a alguien de su aplicación, razón por la cual no se puede suponer que hemos dejado fuera a alguien.



A mi entender, no es sano ni bueno ni siquiera enunciar lo manifestado. 



Solo deseo destacar que ninguna persona, cualquiera sea su posición -católico, protestante, médico o abogado- está fuera de la norma. Todos están considerados en ella.



Eso es todo, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (28 votos a favor), dejándose constancia, para los efectos reglamentarios, de que se cumplió el quórum constitucional exigido, y queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina. Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor ESCALONA (Presidente).- Asimismo, se deja constancia de la intención de voto afirmativo de los Senadores señores Tuma, Quintana, Pizarro, Lagos y Navarro.

BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO A FUNCIONARIOS DE SECTOR SALUD

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga a los funcionarios del sector salud que indica una bonificación por retiro voluntario, con informes de las Comisiones de Salud y de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8036-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 6ª, en 3 de abril de 2012.


Informes de Comisión:


Salud: sesión 17ª, en 15 de mayo de 2012.


Hacienda: sesión 17ª, en 15 de mayo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es crear diversos incentivos al retiro para los funcionarios del sector salud y consagrar la compatibilidad de sus beneficios con el bono poslaboral.



La Comisión de Salud discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chahuán, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte.



Por su parte, la Comisión de Hacienda también lo debatió y aprobó solo en general por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.



En el informe comparado, se transcribe el texto aprobado en general por ambas Comisiones.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación en general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi, para fundamentar el voto.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, deseo puntualizar algunas cosas. No voy a referirme en extenso a lo que implica el proyecto que, al parecer, concita el acuerdo y el apoyo de todos los sectores. Más bien, quiero transmitir un mensaje al señor Ministro de Salud.



Se encuentra en la Sala el Ministro señor Longueira. No está el de Salud, ni el Subsecretario,  como tampoco el de Redes Asistenciales, ni el Jefe de Gabinete. Y es bueno que siempre haya un representante de la Cartera involucrada, sobre todo en un proyecto tan importante como este, que beneficia a cerca de 8 mil personas.



Lo único que quiero pedir en estos minutos es que en la discusión particular se intente resolver una de las falencias que existen, tanto en la Comisión de Salud como en la de Hacienda. 



Los problemas que sufren los trabajadores son múltiples. Muchos tienen que ver con fallas estructurales de nuestro sistema previsional, y el bono poslaboral o este bono de incentivo al retiro voluntario en algo morigeran la precariedad que muestran las condiciones de vejez de los funcionarios de la Salud, que realizan una labor tan trascendente. Pero hay una situación que afecta a aquellos funcionarios y funcionarias que cumplieron 65 o 60 años antes del 1° de julio del 2010 y que no se acogieron a los beneficios de leyes anteriores. 



Distintos gremios nos plantearon que, dependiendo de si se trata de auxiliares, administrativos, paramédicos, técnicos, profesionales médicos y no médicos, hay hasta quinientos o mil funcionarios que se hallan en tales circunstancias y a los cuales se les ha llamado “rezagados”. 



Claro, siempre se valora que se haga un esfuerzo adicional, pero en el caso de este proyecto se habla de 200 cupos, distribuidos desde el 2012 hasta el 2014: 50 cupos un año, 100 el siguiente, 50 el tercero. 



Sin embargo, en mi opinión se puede hacer un esfuerzo mayor. Y ese es el sentido que tiene el no despachar hoy día en general y en particular esta iniciativa.



--(Aplausos en tribunas).



Evidentemente, se puede hacer un esfuerzo mayor para tratar de que todos los gremios concurran a respaldar esta propuesta. Yo entiendo que las asociaciones que participaron en las negociaciones son cinco. Cuatro de ellas están de acuerdo con el resultado. Y una tiene reparos, particularmente en cuanto al monto de la bonificación adicional y también respecto de la diferenciación entre mujer y hombre en el momento de recibirla.



Yo espero que en este espacio que se abre podamos abordar tales aspectos, que son realmente centrales.



Para concluir, señor Presidente, deseo contarle a la Sala que el día viernes pasado estuve en el hospital de Arica, muy moderno, y hace dos semanas, en el de Iquique, y la verdad es que uno se siente muy orgulloso -yo he trabajado en  hospitales públicos- cuando ve y percibe el tremendo compromiso de los funcionarios por sacar adelante la salud chilena.



--(Aplausos en tribunas).



Y es muy injusto -por cierto, no es culpa de este Gobierno, pues hay un tema de fondo detrás- que hoy día las tasas de reemplazo no alcancen siquiera al 30 por ciento. Algunas personas terminan con liquidaciones de sueldos menores a 200 mil pesos, y esa no es una forma digna de vivir para nadie, sobre todo pensando en el compromiso y la contribución que, como digo, realizan estos funcionarios al desarrollo social y a la salud chilena.




Así que, obviamente, vamos a votar a favor la idea de legislar y espero que podamos llegar a un acuerdo con el Gobierno para mejorar las condiciones de este proyecto de ley.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Existe una generosa lista de Senadores y Senadoras que se han inscrito para fundamentar su voto. La encabeza el Honorable señor Muñoz Aburto.



Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, solo quiero decir que existe una multiplicidad de textos legales de este tipo: generales, como la ley N° 19.882, de Nuevo Trato,  y específicos, como las leyes 20.282 y 20.212 y las vigentes, por ejemplo, para los funcionarios municipales, el personal de universidades y los profesionales de la educación.



Salvo la citada Ley de Nuevo Trato, las mencionadas normativas están referidas a un período acotado de tiempo y a un número limitado de cupos.



Acá no se advierten razones de peso para que los beneficios sean diversos según las negociaciones puntuales de los sectores con los respectivos Ministerios. 



Por eso, resulta relevante avanzar en el futuro -se lo planteo al Gobierno- en una política general que evite las negociaciones puntuales y que unifique estos incentivos para toda la Administración Pública y servicios afines, como lo pretendió hacer la ley N° 19.882, ya que no es posible seguir con esta lógica donde cada nuevo cuerpo legal implica retrocesos, como en este caso, y distingos entre los funcionarios.



Asimismo, quiero recoger una petición que me ha hecho la dirigenta del sector Salud de la Región de Magallanes Julia Gallardo, en el sentido de que estas leyes han tenido duraciones transitorias, con el objeto de impulsar a que los trabajadores de más edad se acojan a retiro. Transcurrido el plazo previsto, la bonificación va disminuyendo de cuantía o simplemente se extingue.



Yo entiendo esa lógica y sus objetivos. Sin embargo, en los últimos años hemos vivido una situación coyuntural distinta: la dramática y sistemática caída en el valor de los fondos de pensiones. Incluso, la propia Ministra del Trabajo ha recomendado a muchos trabajadores que, dada la rentabilidad negativa de las cotizaciones individuales, posterguen su deseo de pensionarse.



Además, conozco numerosos casos de trabajadores que luego de jubilar tuvieron el desacierto de invertir sus bonificaciones al retiro en ahorro voluntario, el que se esfumó en pocos meses.



Por eso, solicito al Gobierno estudiar una solución excepcional, de mayor alcance, que permita, a todos los trabajadores que no hicieron uso de la bonificación oportunamente, acogerse a retiro en los términos de la ley anterior, ahora que los fondos han recuperado, en alguna medida, su valor. Ello, porque no es justo obligar a los trabajadores a pensionarse afectando sus jubilaciones o castigarlos con la pérdida o disminución de la bonificación al retiro por no haberlo hecho en la fecha que se indicaba en el respectivo cuerpo legal.



Por último, señor Presidente, no puedo dejar pasar esta oportunidad sin insistir en la necesidad de avanzar hacia un cambio profundo del sistema previsional chileno,...



--(Aplausos en tribunas).


... ya que todos estos incentivos al retiro tienen como única finalidad tratar de reparar el daño previsional que están sufriendo los trabajadores chilenos.



Esto tiene que ser materia de debate, pero creo que los trabajadores están dispuestos a dar dura batalla para intentar establecer un sistema previsional que sea más justo y equitativo para cuando lo utilicen al momento de pensionarse.



Voy a votar a favor del proyecto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Gracias, Senador Muñoz. ¡Lo felicito por los generosos aplausos que ha recibido...! 



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, no me voy a referir específicamente a las normas concretas del proyecto. Ya se conocen, se saben, se han discutido. Además, estamos en la votación general y solamente tenemos cinco minutos para intervenir.



Ante todo, deseo resaltar la necesidad de mejorar la situación en que se encuentra el mundo de los trabajadores de la Salud. Esto lo venimos diciendo desde hace muchísimos años y quienes trabajamos con ellos por largo tiempo sabemos cuáles son las deficiencias y las cosas que se deben mejorar.



Se ha hecho un esfuerzo, han mejorado algunos aspectos, pero de todas maneras nos estamos quedando con tres o cuatro problemas de primerísima magnitud.



Primero, el personal de salud tiene un régimen de trabajo que se asimila a lo que es el trabajo pesado. Esa es exactamente la descripción que corresponde a nuestra labor en los hospitales.



Segundo, hay una planta escasa que debe mejorarse. Yo quiero recordar aquí la caída de la atención en salud que se produjo entre los años 73 y 90, la que nos obligó, a partir de ese momento, a hacer una excepción en materia de remuneraciones y de recuperación de la planta, que no ha sido satisfecha suficientemente hasta ahora.



Tercero,  el tema central es el que aquí se ha señalado: cómo hacer retirarse del servicio, en condiciones adecuadas y mejores, al personal que de acuerdo a las plantas que nos ha presentado el Ejecutivo debe salir, reponerse, optimizarse y ser bien remunerado a contar de ese instante.



Y hay un punto adicional, que quiero plantear con mucha fuerza y claridad. 



Nosotros vamos a aprobar esta normativa legal -por lo menos los Senadores que nos hallamos en estas bancadas-, pues, dentro de las opciones que nos presentó el Ejecutivo, es lo único que pudimos lograr en la Comisión de Salud.



Sin embargo, algunos gremios que no están de acuerdo con lo que aquí se ha aplicado nos formularon una solicitud en el sentido de que hagamos fuerza sobre al menos siete temas que no se han tratado y que el Ejecutivo no desea resolver.



Las razones ya se han dado, pero, en definitiva, el hecho final es que en esta materia solamente tiene iniciativa el Ejecutivo y, por tanto, en la Comisión debatimos si aprobábamos lo que se nos ofrecía o, de lo contrario, nos quedábamos sin nada de lo que se estaba pidiendo, dado que el Gobierno se formó una opinión muy clara en cuanto a que no había más temas pendientes.



Yo, señor Presidente, quiero plantearles a mis colegas y al Ministro del ramo...



Veo que no hay nadie del Gobierno en este momento en la Sala, pero al menos se hallan presentes los Senadores oficialistas que forman parte de la Comisión de Salud...

El señor LAGOS.- ¡Se lo haremos saber a los Ministros...!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Muchas gracias, Su Señoría, porque yo no tengo comunicación directa con el Gobierno.

El señor LAGOS.- ¡Yo tampoco...!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- El punto, señor Presidente, es que creo que debemos prestar nuestra aprobación general al proyecto para que vuelva a la Comisión con el objeto de formularle indicaciones.

El señor CHAHUÁN.- Acá vienen entrando los Ministros, señor Senador.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¡Llegaron los Ministros!

El señor PROKURICA.- ¡A ver, dígalo ahora...!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¡Dije que no había nadie de los Ministerios, que el Senador Lagos tenía mejor llegada que yo en el Gobierno, y ahora digo, con toda franqueza, que el 80 por ciento del peso del Gabinete está aquí detrás de nuestros pupitres...! 



¡Agradézcanmelo públicamente, señores Ministros...! ¡Muchas gracias...!



Señor Presidente, pido que aprobemos en general la iniciativa y la enviemos a la Comisión de Salud, a fin de que esta aprobación se convierta en un mandato de la Sala para que el Presidente de dicho órgano la represente ante el Gobierno en orden a abordar las materias que faltan y a que ellas sean reconocidas como una tarea pendiente.



Legislar para cuatro de los cinco gremios es un avance, pero dejar a un lado a un grupo importante de funcionarios que no comparten el proyecto y que se quejan de quedar muy demeritados frente a los demás es clavar una flecha...



--(Aplausos y manifestaciones en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Puede terminar, señor Senador.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, lo que estamos tratando de hacer es una justicia completa. 



Si los dirigentes creen que eso no es posible, lo dirán en la Cámara de Diputados o en la Comisión...



--(Manifestaciones en tribunas).


... pero, en definitiva, soy partidario de brindar una solución a todos. Y si no es posible hacerlo aquí...



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Hago un llamado a guardar silencio a quienes se hallan en las tribunas para permitir el desarrollo normal de la sesión. ¡Si son tan amables!



Recupera la palabra, señor Senador.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Termino señalando, nuevamente, que vamos a votar a favor de la idea de legislar y que solicitaremos el acuerdo de la Sala para que encomiende a la Comisión de Salud realizar las gestiones necesarias, a través de su Presidente, con el objeto de incorporar algunos aspectos que incluso trabajadores de otras instituciones nos están solicitando.



Lo peor que nos puede pasar aquí...



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Pido de manera enfática a las tribunas guardar silencio.



Es un agrado tener en el Senado a los trabajadores de la salud, pero es necesario que los miembros de esta Corporación puedan manifestar sus ideas sin interrupciones.



Puede concluir, Senador Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Gracias.



Decía que lo peor que nos puede pasar es que los propios trabajadores impidan la posible o eventual resolución de los problemas que afectan a otros trabajadores, porque ello sería un ejemplo bastante inadecuado.



Votaré que sí, señor Presidente.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, al igual que en el caso de los funcionarios que prestan servicios en la atención primaria de salud, en este proyecto se contempla el otorgamiento de un incentivo al retiro para los trabajadores de la salud primaria -iniciativa que fue consensuada con los diversos gremios de la salud pública- y todas sus disposiciones han sido debidamente analizadas por el Ministerio de Hacienda, contando con el presupuesto pertinente para su financiamiento.



De esta forma, se permitirá que los funcionarios de la atención de salud pública que no han jubilado, pese a cumplir los requisitos de edad para hacerlo, y cuya pensión al momento de retirarse del servicio se vería notoriamente mermada por el daño previsional, puedan acceder a un legítimo descanso, debidamente compensado mediante el presente incentivo económico, después de haber cumplido largas y sacrificadas trayectorias dedicadas al servicio público en un área de tanta importancia para la comunidad como lo es la atención de salud pública en las diversas comunas de nuestro país.



Por lo tanto, pienso que esta iniciativa legal subsana dicha situación y posibilita a los funcionarios de la salud pública acogerse a sus disposiciones, ejerciendo las opciones que este mismo cuerpo legal contempla.



En consecuencia, se hace necesario aprobar la idea de legislar, razón por la cual pido a mis Honorables colegas que se pronuncien en tal sentido.



A los funcionarios de la salud que hoy nos acompañan en las tribunas -de la FENTESS, de la FENATS Unitaria, de la CONFENATS, de la FENFUSSAP y de la FENPRUSS-, deseo recordarles que acá el Gobierno ha querido terminar con el trato discriminatorio que afectaba a ciertos y determinados gremios -como ocurría antiguamente con el acuerdo entre el Gobierno de la época y la ANEF- y ha establecido...



--(Aplausos en tribunas).   


... una ley pareja, particularmente...



--(Aplausos en tribunas).   


... para los funcionarios y los gremios que han sido históricamente perjudicados en las negociaciones por una cúpula de dirigentes.



--(Manifestaciones en tribunas).



Obviamente, nosotros hemos tratado -y así lo hace el proyecto de ley enviado por el Ejecutivo- de buscar todas y cada una de las medidas que permitan dignificar las condiciones de incentivo al retiro.



Sabemos que los funcionarios públicos tienen un daño previsional que se ha ido acumulando a través del tiempo y del cual hay que hacerse cargo, como Parlamento, como Estado.



Es efectivo que, en muchas ocasiones, medidas como el incentivo al retiro planteado en esta iniciativa no logran compensar la merma de recursos con que los trabajadores podrían contar, eventualmente, para jubilar como corresponde, después de una trayectoria...



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Disculpe, señor Senador.



Advierto a las personas que se encuentran en las tribunas que para nada está en el ánimo de la Mesa proceder a desalojos de ninguna especie. Sin embargo, si insisten en interrumpir la intervención de los Senadores, no será posible el diálogo, y esta Corporación es la casa del diálogo. 



Por lo tanto, les pido encarecidamente a los dirigentes que guarden silencio, porque las diferencias no las van a zanjar gritando más, sino que se resolverán acá.



Así que les ruego que escuchen con respeto las distintas intervenciones.



Hago esta primera advertencia.



Recupera la palabra el Senador señor Chahuán, a quien le abonaremos el tiempo perdido.

El señor CHAHUÁN.- Muchas gracias.



Básicamente, lo que hemos planteado es que, aun mediando este esfuerzo que hace el Estado en términos de otorgar un incentivo al retiro a los funcionarios públicos que han visto mermados sus recursos previsionales producto de un daño previsional que se arrastra a través del tiempo, hay que hacerse cargo de este problema.



En ese sentido,...



--(Manifestaciones en tribunas).



Señor Presidente, efectivamente se hace necesario que nos escuchemos y, dado que estamos haciendo uso de la palabra, pido también el respeto que corresponde.



El proyecto de ley otorga una bonificación por retiro voluntario y una adicional como incentivo al retiro para los funcionarios de planta o a contrata que se desempeñen en los servicios de salud central; beneficia a más de 8 mil trabajadores y tiene un costo de 120 mil millones de pesos.



Para optar a los beneficios se requiere cumplir los siguientes requisitos copulativos: estar regido simultáneamente por el Estatuto Administrativo y por la Escala Única de Sueldos, en el caso del personal que labora en los servicios de salud y en las reparticiones del Ministerio; haber cumplido o cumplir 60 años de edad, las mujeres, y 65 años de edad, los hombres, entre el 1º de julio de 2010 y el 30 de junio de 2014, y presentar la renuncia voluntaria al cargo entre la fecha de publicación de la ley y el 31 de marzo del año 2015. 



Adicionalmente, respecto de las mujeres contempla una excepción para ellas, cual es que podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación que se fijen más adelante. Y si son seleccionadas, deberán renunciar durante el primer trimestre del año siguiente; si no lo son, podrán repostular en los períodos consecutivos.



A todos nos gustaría que la totalidad de los gremios concurrieran con entusiasmo a la suscripción de este acuerdo con el Gobierno. Lo que ha hecho este ha sido, por lo menos, garantizar una ley pareja para todos y cada uno de los gremios,...




--(Aplausos en tribunas).


... y particularmente respecto de aquellos que siempre han estado afectados, asegurarles condiciones mínimas de dignidad para el incentivo al retiro.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, estamos frente a lo que hemos venido denunciando por muchos años: ¡El Estado de Chile es el peor empleador!



--(Aplausos en tribunas).



Y esa situación hace que hoy día tengamos que ver de nuevo en esta Sala lo que se denomina -comillas- “incentivo”, que es, ni más ni menos, el más perverso de los incentivos y que en nada -¡en nada!- contribuye a la dignidad de aquellas mujeres y hombres que trabajan en el sector público y, fundamentalmente, en la salud pública.



Si se quiere subsanar de verdad el problema: ¡año trabajado, año pagado! Porque eso del límite de los once años, que se entrega como un gran premio, como una gran cosa, a mí en lo personal me revuelve el estómago. Cada vez que enfrentamos esta situación y los funcionarios nos piden desesperadamente que aprobemos la iniciativa, en conciencia, tanto ellos como nosotros, sabemos que estamos apoyando y acogiendo una normativa que a la larga será como lo mejor dentro de lo peor que se puede otorgar. Pero esto, desgraciadamente, no resuelve el problema.



Y voy a explicar por qué.



Hoy está aquí presente Julia Gallardo. Pedí autorización a los dirigentes, con quienes me reuní hace poco tiempo en el Hospital Regional de Punta Arenas, para explicar el caso de esta funcionaria.



Ella tiene 39 años de servicio, al igual que una de sus colegas que desempeña idéntica función, con el mismo empleador. Y lo dije aquí hace un par de semanas: ¡Julia Gallardo, después de haber cumplido 39 años de servicio, queda con una pensión de 114 mil pesos, y su colega, por estar en el sistema antiguo -el IPS-, con una de 560 mil pesos! 



En consecuencia, no hay manera de recuperar el profundo daño que el sistema previsional ha causado a los funcionarios de los sectores público y privado.  



Y lo que es peor, señor Presidente: el daño hoy día es mucho más grave, porque la pérdida de fondos previsionales que ha experimentado el sistema resulta infinitamente mayor que lo que ahora se pretende mostrar diciendo que “es como una recuperación del daño previsional”.



Estos incentivos, estos bonos, por desgracia, no compensan, no equiparan. Pero es lo que tenemos que hacer.



Por eso, en un ánimo propositivo, junto con saludar a quienes hoy nos acompañan, debo señalar que mientras nosotros estamos discutiendo en general esta iniciativa legal, ¡hay por lo menos ocho funcionarios con cáncer, que se encuentran en un estado grave de salud, esperando, antes de irse de esta vida, poder recibir esta miseria...



--(Aplausos en tribunas).


... que hoy día se les entrega como una cosa especial!



Sinceramente, duele, señor Presidente; sinceramente, molesta; sinceramente, incomoda. Pero hay que hacerlo. Y es por ello que hoy día aspiramos a que, una vez aprobado en general el proyecto, en la discusión particular se pueda perfeccionar este instrumento. ¡Pero nivelemos para arriba! ¡Nivelemos para todos!...



--(Aplausos en tribunas).


... ¡Nivelemos en el sentido de evitar que se beneficie a unos más que a otros, con la dignidad que merecen nuestros trabajadores públicos!



Voto a favor.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en primer término, deseo saludar a los trabajadores de la salud que nos acompañan y hacer presente su interés en lo que respecta a las bonificaciones que se otorgan.



Hoy día estamos legislando como lo hicimos ayer por la salud primaria, por los municipales. Y, seguramente, lo tendremos que hacer mañana por otros gremios. Sin embargo, el problema de fondo es que en esta Sala no estamos resolviendo el injusto sistema previsional existente.



Tengo un amigo, un colega de las bancadas de enfrente, que siempre me dice: “Cuidemos el sistema previsional”. Pero yo diría que lo que se debe cuidar es a los trabajadores, porque recientemente se celebraron los 30 años desde que empezó a operar el sistema de las AFP, ese mismo que le da a Julia Gallardo 114 mil pesos de pensión y que a otra funcionaria que pertenece al antiguo sistema le otorga 560 mil pesos.



Creo que el asunto de fondo es que debemos reformar el sistema previsional chileno...



--(Aplausos en tribunas).


... No es posible pensar en seguir tolerando un sistema que hace que tengamos que estar negociando, legislando y aprobando incentivos al retiro; pidiendo por favor que se retiren los trabajadores que han cumplido su período, especialmente en la salud, donde muchas veces ellos tienen más edad que las personas ancianas que cuidan. Porque no pueden retirarse, o si lo hacen deben comenzar a buscar trabajo, ¡dado que las pensiones no son dignas, no les permiten mantener un hogar!



En el fondo, tenemos un sistema previsional que no entrega pensiones dignas, toda vez que el empleador -en este caso, el Estado- no ha querido cotizar. Antes de la reforma, los empleadores cotizaban. Hoy día solo lo hacen los trabajadores, pero los fondos individuales no permiten que puedan atesorar recursos necesarios que les garanticen una pensión digna.



Por eso, señor Presidente, creo que estas soluciones de parche para resolver el problema de algunos sectores, con cupos que no todos van a alcanzar, es lo peor que podemos hacer. ¡Aquí el acento hay que colocarlo en una reforma!



Al respecto, se aprobó la formación de una Comisión -espero que la próxima semana todas las bancadas entreguen los nombres de los parlamentarios que la van a conformar- que formulará una propuesta de reforma previsional, para que no tengamos que realizar este mismo ejercicio cada cierto tiempo: darles explicaciones a los trabajadores y entregarles sucedáneos en reemplazo de un buen sistema.



Por lo anterior, señor Presidente, no obstante que voto favorablemente, insisto en que el fondo del problema no está resuelto. Solo se soluciona con una reforma al sistema previsional.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, desde luego anuncio que vamos a votar -es lo mínimo que podemos hacer- a favor de la idea de legislar, con el ánimo de que en las otras instancias el Ejecutivo pueda mejorar las condiciones de retiro de estos trabajadores abnegados, que viven sometidos a la presión de los miles y miles de usuarios que buscan ser atendidos en forma rápida y expedita. Pero como son tantos, muchas veces no se les puede atender con la prontitud que se requiere. Y esos funcionarios deben sufrir los embates y apremios que ello origina.



Conforme a las leyes anteriores, ha quedado un rezago de 1.300 trabajadores, los cuales, teniendo todos los derechos, por diversas razones no se pudieron acoger al beneficio.



Yo espero que ahora, ojalá, puedan ampliarse los cupos de quienes se van a retirar, porque aquí se habla solamente de 7 mil 700. Y, según los dirigentes, son muchos más los beneficiarios. Así lo expresaron en las Comisiones correspondientes.



A ellos se les otorga una bonificación equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio, con un máximo de once meses, más 395 UF, ¿y cuánto es la renta que perciben, cuánto es la suma de esas dos cantidades? ¡Exiguas!



Hemos visto aquí las tribunas llenas de otros gremios para los cuales solamente el bono de término de conflicto ha significado 15 millones de pesos: ¡15 millones de pesos! ¿Quién de los trabajadores que ahora nos acompañan va a recibir esa cantidad? 



Por eso, sostengo que es muy poco lo que se está dando.



Lamentablemente, como parlamentarios carecemos de facultades para otorgar una mayor bonificación. Eso le corresponde al Ejecutivo. Nosotros solo tenemos atribuciones para aprobar, rebajar o rechazar. Y, por supuesto, no vamos a rechazar, ni a rebajar. Por tal motivo, hoy le pedimos al Gobierno que mejore las condiciones de incentivo al retiro de estos abnegados trabajadores de nuestra patria, los cuales se van muy disminuidos debido a que los obligaron a traspasar sus fondos a una AFP y ahora solo pueden aspirar a recibir una pensión que representa la cuarta parte de lo que reciben mensualmente. ¡Con eso no pueden vivir! Van camino a la vejez, que es cuando más necesitan disfrutar de un buen ingreso para los últimos años de vida que les quedan, pero están siendo enviados a la pobreza y al atraso.



Por eso, apoyo este proyecto de ley, pues en algo les mejora las condiciones de vida a estos abnegados trabajadores de nuestra patria.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, anuncio mi voto favorable a esta iniciativa legal, pero quiero efectuar algunas precisiones.



En primer lugar, los 7 mil 700 funcionarios que van a poder acceder al incentivo al retiro cubren el universo completo, el 100 por ciento de las personas que a partir del 1° de julio de 2010 cumplen 60 años, en el caso de las damas, y 65 años, en el de los varones, que son las edades establecidas para acogerse a jubilación.



No hay funcionarios comprendidos en la fecha que señalé que queden fuera.



También quiero precisar que las mujeres podrán elegir el momento de pensionarse o de presentar su renuncia. No están obligadas a hacerlo al momento de cumplir 60 años, lo cual me parece que es por una razón de enorme sentido común, pues cuanto más pronto se las obligue a jubilar van a tener cinco años menos de cotizaciones y cinco años más de cálculo en su pensión. Por consiguiente, sus pensiones, que ya son bajas, van a quedar un 30 por ciento más disminuidas que las de los hombres.



Este proyecto, además, busca adecuar ciertos requisitos para que todos puedan acceder al bono poslaboral. 



En mi opinión, el problema que se presenta -y considero que hay que hacer un esfuerzo especial para resolverlo- dice relación con aquellos funcionarios que hemos llamado “rezagados”. ¿Quiénes son ellos? Son los que habiendo podido acogerse a una ley anterior de incentivo al retiro, particularmente la que venció el 30 de junio de 2010, no lo hicieron. Y no lo hicieron porque, como la tasa de remplazo es tan pequeña, en muchos casos están todavía pagando sus casas, sus créditos hipotecarios; o bien, tienen hijos estudiando y, por lo tanto, no se hallan en condiciones económicas para acogerse a retiro. A ello se suma el hecho de que en los años 2008 y 2009 tuvo lugar una crisis económica que significó una fuerte caída en los fondos previsionales, los cuales recién a fines de 2010 comienzan a recuperarse.



Muchas veces fue el llamado de la propia autoridad la que les advirtió: “No es el momento de pensionarse, porque los fondos, en lugar de aumentar, han venido disminuyendo”. 



En esa situación existen, de acuerdo con los antecedentes que nos entregaron los gremios, 1.310 funcionarios. Y para ellos, en la Cámara de Diputados el Ejecutivo accedió a crear 200 cupos, pero faltan 1.100. Y estos 1.100 cupos, en mi opinión, es de entera justicia instaurarlos en este proyecto y en este trámite parlamentario.



Pienso así porque, además, se establece un cierto orden de prelación para ocupar esos 200 cupos de los llamados “rezagados”. Y lo más probable es que los profesionales de la salud no entren en dichos cupos. 



--(Manifestaciones en tribunas).



Por lo tanto, me parece que debemos darles a todos la oportunidad de acceder a los beneficios que entrega este proyecto.



El gran problema, a mi juicio, dice relación con quienes no se acogieron a la ley anterior de incentivo al retiro.



Por eso, señor Presidente, voto a favor y siento que debemos realizar la mayor cantidad de esfuerzos para, al menos, solucionar el problema de los llamados “rezagados”.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, sin lugar a dudas este es un proyecto importante.



Hemos tenido varias sesiones en la Comisión -entiendo, si mal no recuerdo, que fueron tres- destinadas a discutir este proyecto y a escuchar a distintas agrupaciones y asociaciones de funcionarios a los que va a beneficiar, o bien comprende.



Esta iniciativa no es nueva, pues repite una vez más algo sobre lo que ya se legisló en el pasado.



No voy a entrar a detallar cada una de las situaciones que se describen, ni los beneficios a los que los funcionarios y funcionarias públicos pueden acceder.



La Comisión votó en forma unánime a favor de la idea de legislar. En la tramitación en general de este proyecto se vieron una serie de aspectos que preocupan. Uno valora, obviamente, el esfuerzo que se hace (además reconocemos a las asociaciones que han logrado celebrar este acuerdo por la importancia que reviste), pero hay cosas que nos inquietan y que hicimos presentes durante la discusión en general al Ejecutivo.



Primero, que los años en la administración pública no estuvieran referidos solamente al sector salud, sino que comprendieran el trabajo en ella, en general. El Ejecutivo accedió a recoger este punto durante la discusión en particular. 



Segundo, como señaló el Senador García, hay un conjunto de funcionarios que quedaron fuera en los procesos anteriores y los 200 cupos adicionales que se han consignado, claramente no son suficientes. Nosotros vamos a insistir para que se creen los 1.100 cupos que faltan.



Tercero, considerando que existen asociaciones que apoyan el proyecto que nos ocupa, y nosotros, obviamente, las respaldamos, en nuestra opinión, este es regresivo respecto de lo que se había logrado en los Gobiernos de la Concertación. Nos parece pertinente que el Ejecutivo explique por qué se rebajó el monto que recibían los profesionales, de 527 UF a 395; por qué se modificó la discriminación positiva de un mes adicional para las mujeres y rentas más bajas, y por qué se excluyó a las personas de mayor edad que no fueron beneficiadas con leyes anteriores y solo se otorgaron, mediante una indicación posterior, los 200 cupos que ya explicó el Senador García.



En el fondo, señor Presidente, y de acuerdo con lo que discutimos en la Comisión y conversamos con las distintas asociaciones (no solo tuvimos reuniones en la Comisión, pues me reuní con más de una de ellas fuera del ámbito del órgano técnico), quiero solicitar al Gobierno que incorpore en esta iniciativa diversas materias.



Primero, la adición de un mes de incremento en favor de las mujeres y otro de iguales características para los auxiliares, administrativos, técnicos y profesionales con menores remuneraciones.



--(Aplausos en tribunas).



Señor Presidente, aquí se hacen distintas reflexiones respecto del detrimento de las pensiones de nuestros trabajadores y trabajadoras.



Solo quiero decir que quizás donde mayor impacto existe entre la remuneración que se percibe y la pensión que finalmente se obtiene es en el sector salud. Esto ocurre porque lo que reciben mes a mes quienes laboran allí es absolutamente distinto del monto por el cual se les impone. Y ello genera una brecha, la que repercute cuando se acogen a retiro.



Discutimos el punto, señor Presidente, al ver qué pasaría con las mujeres cuando accedieran al posnatal extendido, pues se iba a provocar una brecha -valga la repetición- significativa. El Gobierno no resolvió ese problema. Así, hoy día más de alguna funcionaria tiene un posnatal que difiere de su remuneración. Y eso favorece al Fisco, pues el Estado se ahorra toda la diferencia.



En segundo término, le solicito al Ejecutivo incorporar a todos los funcionarios y funcionarias actualmente en servicio que cumplieron los requisitos exigidos antes del 30 de junio del 2010 y no pudieron retirarse durante la vigencia de la ley N° 20.282 (los rezagados), eliminando el tope de 200 cupos.



En tercer lugar, le pido reponer las 527 UF del bono adicional para profesionales y directivos que fijó la ley N° 20.282 o establecer un mecanismo de compensación para la rebaja de las 132 UF que dispone la ley en proyecto con respecto a las legislaciones anteriores.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Perdón, señora Senadora, pero concluyó su tiempo.



Su Señoría tiene un minuto adicional.

La señora RINCÓN.- Muchas gracias.



Señor Presidente, avanzar en mayor dignidad para los trabajadores de la salud pública es un imperativo ético para quienes tenemos el orgullo de representar a los ciudadanos en el Senado.



Mejorar las condiciones de retiro de los funcionarios, muchos de ellos afectados por el daño previsional causado durante el Gobierno militar y el cambio en nuestro sistema jubilatorio, es posible. Si somos capaces de hacerlo, les daremos acceso a una pensión que les permita vivir con dignidad.



Espero que en la discusión particular logremos acercar posiciones y perfeccionar lo que ya han conseguido las asociaciones de funcionarios, que obviamente merece nuestro reconocimiento.



Por ello, apruebo la idea de legislar.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, una vez más estamos en el Parlamento conociendo este tipo de proyectos, que pretenden subsanar en mínima parte el daño causado a los funcionarios del Estado al habérselos cambiado de régimen previsional en 1982.



Precisamente, hace algún tiempo me tocó participar, con trabajadores de la Contraloría, de la salud, de las municipalidades, con gente afiliada a la ANEF, en una reunión en la que se propuso buscar una fórmula que no fuera de parche, para dar solución a un sector, y que permitiera recuperar el daño previsional. Y muchos Senadores suscribieron acuerdos unánimes para mandarle al Ejecutivo una idea que posibilitara legislar sobre la materia.



¿En qué consiste el daño previsional?



El año 1982, por presiones que se ejercieron sobre ellos y porque entendieron que recibirían un beneficio adicional al no tener que hacer todas sus cotizaciones, numerosos funcionarios se trasladaron al sistema nuevo.



Sin embargo, la realidad fue otra, como ya se ha dicho aquí. Y muchas veces quienes jubilan a través del sistema antiguo perciben pensiones equivalentes al doble, e incluso más, de las que reciben aquellos que se traspasaron al de las AFP.



Por eso propusimos crear el llamado “fondo solidario”, que sería administrado por el Instituto de Previsión Social, al cual se reintegraría, por decisión de cada funcionario, la totalidad de sus ahorros en las AFP, más los bonos de reconocimiento. Y, a su vez, el Estado haría un esfuerzo financiero para complementarlos, de manera que la persona restituida al sistema antiguo pudiera jubilar con una tasa de reemplazo razonable, que hoy día, en el sistema antiguo, bordea el 50 a 60 por ciento.

El señor BIANCHI.- El 70 por ciento.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- En efecto, llega hasta el 70 por ciento.



No se nos ha hecho caso hasta el momento. Y por eso deberemos seguir legislando como se plantea hoy.



En el fondo, la gente a la que se le otorgan jubilaciones de esta índole recibe -discúlpenme la expresión- una aspirina. Porque se le entrega una pensión que normalmente -esto se reitera en todos los sectores: salud, municipal, educación, administración central-, como en el caso de la persona que aquí se mencionó, no va más allá del 30 por ciento. Y para compensarla se le da una bonificación complementaria de 50 mil pesos, más la indemnización.



¡Eso no es admisible!



Entonces, debemos buscar un mecanismo para que todo ese contingente de funcionarios del Estado pueda renovar su sistema jubilatorio, de acuerdo a normas más positivas y que permitan percibir una pensión digna.



Esta iniciativa incurre en lo mismo que las precedentes: da lo menos posible (porque otorga beneficios inferiores a los previstos en la ley anterior).



Además, como se ha dicho aquí, no contempla a los 1.300 funcionarios que no pudieron acogerse a jubilación en el momento en que lo deseaban porque eso habría significado hacerlo en peores condiciones, ya que los fondos previsionales estaban en caída y, por tanto, las pensiones habrían sido más bajas.



En consecuencia, a esos funcionarios no se los puede someter a cuotas de 200, 250 o 300 cupos. Hay que aplicar un criterio objetivo: todos aquellos que cumplían los requisitos en su momento deben tener derecho aunque sea al beneficio mínimo que se otorga mediante este proyecto.



Aquí se ha dicho que con 8 mil cupos todos serán considerados.



Si vamos a cubrir a la totalidad, ¡para qué poner cupos! ¡Beneficiemos a todos en forma objetiva!



Recientemente discutimos en el Senado el llamado “salario ético”. Se planteaba otorgar a las familias pobres asignaciones condicionadas; por ejemplo, a que la mujer encontrara empleo. Y logramos que el Gobierno cambiara su criterio, pues también quería fijar cuotas que favorecían a algunos y dejaban fuera a otros.



¡Este debe ser un derecho garantizado!



¡Qué ha de ser más garantizado que el derecho a la previsión, al igual que el derecho a la salud!



Señor Presidente, pienso que en la discusión particular deberemos procurar que el Ejecutivo reflexione en el sentido de que este beneficio debe concederse a todas las personas que cumplan los requisitos de edad y los demás que determine la ley y que voluntariamente se acojan al sistema.



Les digo lo siguiente, Honorables colegas: yo he visto en mi Región y en numerosas otras partes que mucha gente toma estos beneficios porque es lo único que puede lograr; y tiene la esperanza de sobrevivir algún tiempo con los 10 millones o la cifra que reciba. Pero estoy seguro de que la mayoría de esas personas deberán seguir trabajando hasta que se lo permitan sus fuerzas, porque es imposible vivir con una pensión de 150 mil a 200 mil pesos luego de haber recibido en actividad una remuneración de 500 mil a 600 mil pesos.



En tales condiciones no se puede jubilar. Obligar a hacerlo implica vulnerar un derecho esencial.



Por eso, pienso que hemos de buscar la manera -y es un deber del Parlamento y del Gobierno- de que todos los pensionados dañados previsionalmente por la reforma del año 1982 puedan rejubilarse de acuerdo a las normas del sistema antiguo, reintegrando sus imposiciones y haciendo las reliquidaciones necesarias.



Esa será la única forma de solucionar el problema. Si no (acuérdense de mí), seguiremos trayendo al Congreso proyecto tras proyecto; continuaremos peleando cada vez por un poco más, e incluso, impidiendo que se les rebajen los derechos a los trabajadores, por no haber resuelto el problema de fondo.



Voy a votar a favor en general, pero me jugaré por que ojalá el Gobierno rectifique en las cosas mínimas que le estamos pidiendo: que no haya cupos, que se le reconozca a toda la gente el derecho a hacer efectivo el beneficio que se otorga mediante la iniciativa en discusión. Ello no va a solucionar todas las dificultades de los trabajadores de la salud, pero por lo menos constituirá un paliativo.



Voto que sí.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, primero haré un comentario de carácter general.



Tal vez pueda resultar difícil, pero no porque las cosas se hayan venido haciendo de cierta forma durante años uno debe dejar de pensar que es posible cambiarlas.



Me parece que la negociación individual con cada uno de los gremios en los distintos sectores del ámbito público genera diferencias que pueden ser odiosas, y a veces, de difícil explicación y de más difícil aceptación.



Entonces, primero hay que ver si es factible pensar en criterios fijos, estables, para aplicarlos en las diversas situaciones que se enfrentan en distintos Ministerios a fin de generar el incentivo al retiro.



Después de ese comentario general, debo puntualizar que este proyecto -no me cabe duda de que se aprobará la idea de legislar; y voy a contribuir a ello- requiere modificaciones. Y, en esta línea, al menos hay que jugarse por introducir cambios que produzcan un grado más alto de justicia en materia de incentivo al retiro. Pero, por sobre todo, es necesario reflexionar primero acerca de por qué estamos discutiendo sobre este.



¿Por qué surge dicho incentivo? Porque se dice: “Quiero generar un estímulo para que funcionarios públicos den un paso al costado tras haber trabajado durante años recibiendo remuneraciones a veces no de las mejores y cotizando en las AFP por la renta imponible y no por la real” (esto último tiene más repercusión en los estamentos directivos, profesionales y administrativos que en los técnicos y auxiliares).



Al final del día, tratamos de “cuadrar el círculo”, sin hacer verdadera justicia. Porque lo que hay detrás de esto sí que es notable: se llama “incentivo al retiro”, pero no es solo para que en la carrera funcionaria puedan ascender quienes están en cargos inferiores, sino también para complementar una pensión magra.



Eso está detrás: una pensión insuficiente.



A ningún Ministro de Hacienda -ni al actual ni a los anteriores- le gusta hablar de “daño previsional”.



¡Pónganle el nombre que quieran! Pero lo que estamos haciendo acá, en último término, es entregar una cantidad de dinero a funcionarios públicos porque la pensión es mala.



Esa es “la verdad de la milanesa”. No hay otra.



Pónganle al incentivo al retiro el nombre que quieran. Podrían llamarlo “incentivo a la carrera funcionaria”; porque, como alguien va a aceptar lo que se le da, se retirará y vamos a estimular la carrera de quienes se queden trabajando.



Sin embargo, lo cierto es que existe un daño previsional.



Como bien dijo el Senador señor Zaldívar, detrás de esto se encuentra el hecho de que hubo funcionarios que se cambiaron a un sistema nuevo: el de las AFP.



--(Manifestaciones en tribunas).



No he terminado de hablar.



¡Fueron cambiados!



--(Manifestaciones en tribunas).



¡No existía alternativa, porque el Régimen de la época obligaba a cambiarse! Muy pocos pudieron quedarse en el sistema antiguo; y debieron soportar muchas presiones.



Ciertamente, hay que modificar lo relativo a los rezagados y al financiamiento. Pero en lo concerniente al diferencial, con una reflexión, hago un llamado a pensar.



Se dice: “Queremos igualdad para todos”.



Pues bien, si el origen es el daño previsional, yo pregunto: proporcionalmente, ¿quiénes lo sufren con mayor fuerza? Los de rentas más altas, quienes cotizaron en función de la remuneración imponible y no de la real. Como bien expresó la Senadora Rincón, en el sector salud existe una cantidad de gratificaciones y de agregados que exceden la renta imponible; sobre esos dineros no se cotiza.



Por consiguiente, si el criterio es el de corregir el daño previsional, se debe buscar un mecanismo que nivele, no hacia abajo, sino hacia arriba.



Pero hay que hacerse cargo...



--(Aplausos en tribunas).



¡Por favor, no me interrumpan!



¿Saben lo que pasa? Que esto genera una división profunda también entre los trabajadores de la salud.



Entonces, procuremos no aportillarnos.



Se trata, pues, de tener un sistema que haga justicia, aunque tardíamente.



Está claro que el sistema de AFP no funcionó. Porque no es posible que todos los Gobiernos, del color que sea, estén cada dos años otorgando un incentivo al retiro, que no es otra cosa que expresar: “Mi amigo, lo voy a compensar”.



A la gente que dice “Queremos igualdad para todos” le formulo una pregunta: ¿Qué igualdad hay para los trabajadores que no están en el sector público? ¿A cuál de ellos le van a dar 15 millones, 12 millones, 20 millones de pesos? ¡A ninguno!



Yo sé: “igualdad para todos”.



Señor Presidente, va a concluir mi tiempo. Le pido algunos segundos adicionales.

El señor ESCALONA (Presidente).- Un minuto, señor Senador.

El señor LAGOS.- Muchas gracias.



Señor Presidente, respecto de la “igualdad para todos”, alguien (no sé si el Senador Ruiz-Esquide) habló de los bonos de 15 millones por término de conflicto en el sector minero.



¡Aquello equivale a lo que, conforme a este proyecto de ley, se van a llevar los funcionarios de los grados inferiores del sector salud!



En consecuencia, si vamos a hacer justicia, intentemos reconocer que existen diferencias. No se trata de igualar hacia abajo. Pero si se desea reparar el daño previsional, hay que hacerse cargo de que las remuneraciones, que fueron diferentes y cuyo total no se trasuntaba en las imposiciones, deben reflejarse en el incentivo al retiro.



Por último, tengamos conciencia de que cuanto estamos haciendo acá es para el sector público.



Millones de chilenos no tienen ni el ISP ni nada por el estilo: “AFP, mi amigo, si es que cuenta con plata para imponer. De lo contrario, se va a quedar sin nada y solo podrá recibir la pensión básica solidaria de la Presidenta Michelle Bachelet”.


--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, se nos ofreció una nueva forma de gobernar; se nos ofreció excelencia. Sin embargo, en una materia tan delicada y compleja como esta se nos ofrece el mismo mecanismo usado por Gobiernos anteriores.



Y este no es el primer proyecto de tal naturaleza. Espero, sí, que sea el último.



Porque, si existen hoy en el mundo síntomas de agotamiento del orden social o de las estructuras económicas por percibirse como injustos son, precisamente, los que aluden a este tipo de inventos.



Yo tenía 14 años cuando, en 1981, veía en la televisión a los “genios” que decían: “No seas quedado. Cámbiate al nuevo sistema”.



Como bien señalaban algunas de las personas que nos acompañan hoy, para algunos trabajadores, especialmente del sector público, fue una obligación. No se le preguntó a nadie si quería cambiarse o no; si quería o no salir del sistema de las antiguas cajas de previsión. ¡Había que hacerlo!



Por supuesto, en el sector privado se dieron algunas facilidades, se posibilitó elegir.



En definitiva, la inmensa mayoría de los cotizantes terminó en lo que todos sabemos: un sistema absolutamente colapsado.



El Gobierno de la Presidenta Bachelet hizo una reforma para quienes no tenían cotizaciones previsionales, mas no para solucionar el problema a que estamos abocados ahora. Y, como decía recién el Senador Lagos, no fue la idea que una reforma con pilares solidarios terminara resolviendo la situación de personas que, según expresaba el Honorable señor Bianchi, impusieron durante 39 años para obtener una pensión de 114 mil pesos.



Alguien me preguntaba esta mañana: ¿Y qué es esto de ser de Izquierda?



Ser de Izquierda -por lo menos así lo concibo yo- es estar en contra de un sistema previsional tan injusto, tan desquiciado como el que se diseñó en Chile.



No olvidemos que las AFP, cuyas utilidades todos conocemos, prestan parte de los recursos que recaudan a los bancos, a una tasa de 6 por ciento. ¿Y qué hacen estos? Los prestan a las mismas personas que están en tribunas, a los 7 mil 800 funcionarios que se pensionarán en el nuevo sistema.



Eso es desquiciado. Es un síntoma del agotamiento, del hastío que el modelo impuesto provoca en Chile y el resto del mundo.



Recordemos que algunos “genios” de nuestro país quisieron exportar el “modelito” a otras naciones. Pero al menos en las que han querido copiarlo ha habido más garantías, porque se mantuvieron los sistemas estatales.



En Chile, algunos sectores políticos plantearon hace tres o cuatro años la creación de una AFP estatal, y pareció que el mundo se iba a acabar. El proyecto quedó archivado, y nunca más se volvió a hablar del asunto.



Por supuesto, señor Presidente, voy a votar a favor de la idea de legislar, en la perspectiva de que durante la discusión particular se puedan abordar los problemas pendientes.



Es cierto: se beneficia a varios miles de funcionarios, pertenecientes a los servicios de salud, a la Central de Abastecimientos, a las distintas Subsecretarías del Ministerio de Salud. También lo es que el incentivo en comento se ofreció hace algún tiempo para la atención primaria. Por tanto, uno puede decir: “Cómo no hacerlo asimismo con ese importante segmento de esforzados y abnegados servidores públicos”. 



A propósito, debo puntualizar que en las Regiones afectadas por el terremoto -las conozco bien- varios de esos trabajadores debieron laborar -algunos lo hacen todavía- en carpas y en hospitales modulares, en pésimas condiciones, con turnos extenuantes y con realidades como las descritas aquí por varios Senadores y en las que no quiero abundar.



En consecuencia, se trata de un daño previsional inconmensurable, que atenta contra uno de los derechos más importantes del ser humano.



Creo que eso nos debe hacer reflexionar. Porque, cuando a lo largo del mundo vemos a los “indignados” y cuando en Chile observamos que emerge una sociedad con nuevas demandas, se nos está diciendo: “Señores políticos, o ustedes se hacen cargo de esto, o los cambios van a venir igual”. Así ha ocurrido en otras partes del orbe. Y nos van a pasar por el lado.



Esta normativa guarda directa relación con el problema de las AFP. Y lo digo a manera de autocrítica. Porque si nosotros, la Concertación, perdimos el Gobierno, en gran medida se debió a que no quisimos ver el problema, a que nos hicimos los lesos, a que barrimos para debajo de la alfombra. “No, si estamos bien. Mire lo bonito que lo hizo la Concertación 20 años atrás.”. Pero no estamos pensando en los 20 años que vienen.



Y cabe recordar la deuda histórica con los profesores.



Son muchos los asuntos en que también tenemos que asumir nuestras responsabilidades. Ofrecimos un proyecto socialdemócrata al país en 1989, pero terminamos administrando un modelo neoliberal.



Tiene razón el Senador señor Ruiz-Esquide al hacer presente que los primeros intentos por detener la situación fueron en 1990. Los Gobiernos de la Concertación encontraron en el suelo la infraestructura hospitalaria. Y no solo lo anterior, sino que también se presentaba la condición de miles de trabajadores. Los establecimientos tenían el puro letrero de hospital, pero no existían. Todo ello deparó grandes esfuerzos.



Y a propósito de la reforma tributaria de la cual se habla hoy, el Gobierno está reconociendo finalmente un miserable perfeccionamiento...

El señor ESCALONA (Presidente).- Dispone de un minuto más, Su Señoría.

El señor QUINTANA.- ...para financiar una reforma educacional que nadie sabe a qué alude, que nadie sabe cuál es. Un cambio de verdad debiera permitirnos abordar de manera definitiva, de fondo, las dificultades que afectan y van a seguir afectando a muchos chilenos en el futuro, como la que presenta el sistema previsional.



Voto a favor, señor Presidente, sin garantizar mi voto en particular, en la perspectiva de que tiene que mediar un mejoramiento en la etapa siguiente.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, percibo que el Gobierno se puso duro en la materia y ha sometido a lo que el Senador que habla podría considerar una especie de chantaje: “Tómenlo o déjenlo”, quedando muy poco espacio para el diálogo.



Cuatro grandes inquietudes se han expuesto en el debate. La primera de ellas es que todas las agrupaciones recibidas por la Comisión han planteado el caso de los rezagados, que serían alrededor de mil 300 funcionarios, en circunstancias de que solo se contemplan 200 cupos para los efectos de la iniciativa.



Además, los asociados de la FENPRUSS -representantes de la entidad nos acompañan en las tribunas- no califican para ocuparlos, en razón de contar con rentas más altas que el promedio.



El segundo punto se refiere a aumentar la bonificación adicional de 395 a 527 unidades de fomento, para mantener, en esta forma, el beneficio otorgado por leyes anteriores de incentivo al retiro.



El tercero se vincula con la consideración de un mes adicional -lo ha planteado también la Senadora señora Rincón- de bonificación para las mujeres.



Y el cuarto dice relación con que no se exija postular dentro de un determinado año cuando se cumpla el requisito de edad, sino que sea posible hacerlo durante toda la vigencia de la ley, sin límites.



Si pudiéramos resolver estos topes en el transcurso del debate en particular, se podría concluir: “Avanzamos”. Estamos votando la aprobación en general.



Confío en que el Gobierno, al que se le abre una extraordinaria posibilidad de dar una señal concreta de preocupación respecto de un sistema perverso -es, en el fondo, lo que estamos discutiendo- como el de las administradoras de fondos de pensiones, pueda manifestar consideración. Porque se despachan constantemente cuerpos legales para parchar la cuestión central, que es la imposibilidad de obtener pensiones justas. Es algo que aquí se ha planteado.



CENDA, en el estudio “Resultados para sus afiliados de las AFP y Compañías de Seguros Relacionadas con la Previsión, 1982-2008”, disponible en su página web, se pregunta: “¿Es posible terminar de inmediato con el sistema de AFP y restablecer en Chile el sistema público de reparto, tal como acaba de hacer el Gobierno Argentino?”. Estoy leyendo antecedentes casi de fines de 2010. Y se expone que “La factibilidad financiera de dicha medida: queda de manifiesto al comprobar que las cotizaciones y aportes anuales efectuados al sistema por los afiliados y el fisco, resultan más que suficientes para financiar el pago anual de todas las pensiones, tanto las públicas como las privadas, quedando un excedente sustancial; aparte de la totalidad del fondo de pensiones acumulado, que puede ser ahorrado para el futuro.”.



Entonces, tenemos claramente una tarea pendiente. El sistema de las administradoras de fondos de pensiones tiene que ser reformulado en forma urgente.



Y a quienes amenazan incluso con recurrir al Tribunal Constitucional sosteniendo que el Estado no puede imponer una sola forma de ahorro previsional les hemos opuesto: “Entonces, que exista una AFP estatal”. En salud funcionan FONASA y las isapres. En materia previsional, tómalo o déjalo: operan solo las administradoras. Para nadie es posible decidir. Y los campeones de la libertad y de la libertad de mercado expresan, una vez más: “Ahí están las AFP”. No hay competencia. Repito: tómalo o déjalo. No hay dónde elegir.



Por cierto, es una discusión que viene. Porque el problema que afecta a quienes nos acompañan en las tribunas, esforzados funcionarios profesionales y técnicos que se han desempeñado durante 30 a 40 años, y que se resuelve ahora con un proyecto de ley de parche, lo van a tener todos los que vienen detrás. La realidad que viven se repetirá en sus compañeros que hoy día ingresan al sistema, porque este no va a lograr resolver la situación de fondo de todos los trabajadores. Por lo tanto, se plantea -repito- una solución de parche, la cual, además, no contempla ni satisface todas las peticiones, de modo que quedará una deuda para el Gobierno actual o para el próximo.



O la Derecha enfrenta la cuestión hoy día, o lo hará la Oposición. Pero alguien tendrá que hacerlo, porque el sistema no resiste más: es inmoral y claramente atentatorio. Las administradoras de fondos de pensiones siguen ganando dinero, aun cuando se registren pérdidas y no aumente la ganancia para los afiliados. 



En consecuencia, señor Presidente, espero que el Gobierno dé espacio para poder discutir en particular los cuatro puntos de tope que he mencionado, y que no nos basemos, por cierto, en la pugna que pueda registrarse entre las asociaciones de la Salud, sino que intentemos resolver el problema de todos.



Es preciso apresurar el debate. Hay gente que está muriendo. Hay gente que está perdiendo toda posibilidad de jubilar. Procedamos en forma rápida. Pero la voluntad para este efecto solo radica en el Ejecutivo: los parlamentarios no tenemos iniciativa en la materia.



Confío en que Ministros de gran capacidad como el señor Longueira, quien nos acompaña, puedan comprender que la cuestión le va a provocar un grave daño al Gobierno y que se cuenta, en definitiva, con los recursos para resolverla, porque se está pidiendo muy poco: migajas. Y este último tiene los recursos para resolver el problema en el caso de todos los funcionarios de la Salud.



Voto a favor.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



¡Nueva Constitución, ahora!



--(Aplausos en tribunas).

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 33 votos a favor y un pareo, se aprueba en general el proyecto, fijándose plazo hasta el lunes 4 de junio, a las 12, para la presentación de indicaciones.


Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés). 



No votó, por estar pareado, el señor Coloma.

FOMENTO DE PESCA ARTESANAL, CREACIÓN DE COMISIÓN

NACIONAL DE ACUICULTURA Y MEJORA DE CONSEJOS ZONALES

DE PESCA. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme a lo acordado por la Sala, corresponde ocuparse en el informe de la Comisión Mixta encargada de proponer la forma y el modo de superar las discrepancias registradas entre el Senado y la Cámara de Diputados en la tramitación del proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véase en los Anexos, documento N° 10).

--Los antecedentes sobre el proyecto (7947-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 56ª, en 27 de septiembre de 2011.


En tercer trámite, sesión 16ª, en 9 de mayo de 2012.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 16ª, en 9 de mayo de 2012.


Informes de Comisión:


Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 59ª, en 4 de octubre de 2011.


Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo): sesión 5ª, en 21 de marzo de 2012.


Hacienda: sesión 5ª, en 21 de marzo de 2012.


Certificado de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 16ª, en 9 de mayo de 2012.


Mixta: sesión 18ª, en 16 de mayo de 2012.


Discusión:



Sesiones 70ª, en 22 de noviembre de 2011 (se aprueba en general); 8ª, en 10 de abril de 2012 (se aprueba en particular); 16ª, en 9 de mayo de 2012 (pasa a Comisión Mixta).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión Mixta deja constancia de que los números 1), 7), 10), 11), 12) y 13) del artículo 1° del proyecto y el Artículo 2° transitorio, sobre los cuales se originó una divergencia entre ambas Cámaras, tienen el carácter de ley orgánica constitucional. En consecuencia, requieren 22 votos para su aprobación.



Por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó proponer que se aprueben el texto despachado por el Senado en el primer trámite constitucional, para cada una de las disposiciones materia de la controversia, más las enmiendas acordadas a instancias del Presidente de la República relativas al artículo 90 B, que incorpora el número 7) del artículo 1° del proyecto, con las debidas adecuaciones de redacción.



Concurrieron al acuerdo los Senadores señores Bianchi, García-Huidobro y Horvath, y los Diputados señora Muñoz y señores Ascencio, Melero, Recondo y Rivas.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, la Comisión Mixta aprobó el informe rápidamente, en forma unánime, dado que se reitera lo que se despachó, también por unanimidad, en el trámite en el Senado, con dos modificaciones que quiero recordar.



La primera de ellas nació aquí, en la discusión en la Sala, al solicitar el Honorable señor Navarro que a la Comisión Nacional de Acuicultura se incorporara un representante de los trabajadores de los centros de cultivo. La letra i) del artículo 90 B contempla dos representantes del sector laboral, de acuerdo con el compromiso adquirido por el Ejecutivo. Lo concretamos en el trámite en la Cámara.



Y en esta última instancia también se planteó, por el Diputado señor Vallespín y otros parlamentarios, de todos los partidos, aumentar de uno a tres los representantes de las asociaciones de prestadores de servicios de la acuicultura. Pero, dado que en la otra rama del Congreso se registró una confusión en las votaciones y “se cayó” la Comisión Nacional de Acuicultura, ocurrió otro tanto con la indicación respectiva, repuesta en la Comisión Mixta.



En consecuencia, lo que se somete a votación ahora son las normas aprobadas por consenso en el Senado en el primer trámite y las dos modificaciones que mencioné, correspondientes a compromisos adquiridos durante el estudio del proyecto.



Por eso, la Comisión, en forma unánime, restituyó en el día de hoy la Comisión Nacional de Acuicultura, así como también los Consejos Zonales que “se habían caído” en los trámites anteriores, ya que, de lo contrario, varias Regiones habrían quedado sin ellos. Recuerdo a los señores Senadores que existen cinco de esos organismos y que contaremos con tres nuevos, lo que nos permitirá avanzar en una mirada más regional de la pesca.



Eso es cuanto puedo informar.



El señor Presidente de la Comisión puede complementar lo que se ha dado a conocer.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.

El señor WALKER (don Patricio).- Conforme.

El señor CANTERO.- De acuerdo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tendrá lugar un solo pronunciamiento, que incluirá las normas de quórum especial.



Acordado.

El señor ORPIS.- ¿Están sonando los timbres, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Así es, Su Señoría.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, la Comisión Mixta se constituyó para resolver las discrepancias entre ambas ramas del Congreso en relación con el proyecto que regula y mejora el fomento de la pesca artesanal, crea la Comisión Nacional de Acuicultura y define en mejor forma los Consejos Zonales de Pesca, acercando más las decisiones respecto a la protección y valoración de los recursos de las distintas Regiones.



La Comisión Nacional de Acuicultura y los elementos aludidos, aprobados por el Senado, no reunieron el quórum suficiente en la Cámara de Diputados. Por tal razón, esa materia, habiendo mediado una decisión unánime de la Comisión Mixta, tuvo que volver a ser conocida por una y otra Corporación.



Tal como lo expresó el señor Ministro, en esta Sala se contrajo el compromiso de incorporar a un representante del sector de los trabajadores de la acuicultura, y en la Cámara de Diputados se determinó un total de tres, con el respaldo del Ejecutivo, ya que, en definitiva, son propuestos al Presidente de la República, quien los nombra para integrar la Comisión.



Por todos es conocido que la acuicultura dice relación con un muy poderoso desarrollo económico y social en las distintas Regiones. Además, un cuerpo legal establece su armonización con los pescadores artesanales, con el turismo, con las áreas de conservación, a través de la zonificación del borde costero, que es un instrumento de planificación participativo y que, finalmente, regula las compatibilidades e incompatibilidades para lograr un desarrollo armónico y no caer en riesgo de colisión con actividades diferentes.



Y, por otro lado, la nueva Ley de Acuicultura permite generar los espacios para evitar contaminaciones sanitarias, densidades, a fin de generar condiciones de sustentación en el tiempo.



En la Cámara de Diputados se registró una divergencia fundamentalmente por la división de los Consejos Zonales de Pesca desde la Quinta a la Octava Regiones. Ahora se generó un espacio distinto, de la Quinta a la Séptima, quedando la Octava separada.



Ello permite, en el nivel regional, tomar las decisiones en mejor forma para salvaguardar los recursos y que los actores puedan desarrollar una labor sustentable en el tiempo.



Habiéndose registrado unanimidad en la Comisión Mixta, le proponemos a la Sala aprobar el informe, en consideración a que la urgencia ha sido calificada de “discusión inmediata”.



Eso es lo que puedo exponer.

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, seré muy breve.



Solo deseo expresar mi apoyo a la proposición que nos ocupa y, muy en particular, agradecer al señor Ministro de Economía por la iniciativa de crear el Consejo Zonal de Pesca para las Regiones de La Araucanía y de Los Ríos. Estas son muy parecidas tanto respecto de la cantidad de pesca -en ella los artesanales registran una gran participación- como de los recursos.



Por lo tanto, estoy seguro de que el nuevo organismo permitirá tomar mejores decisiones, sobre todo para proteger los recursos pesqueros y, además, incrementar la participación de los representantes de pescadores artesanales y de acuicultores.



Voto que sí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, aprovechando la presencia del Ministro señor Longueira, quien conoce bien la actividad parlamentaria -siempre es necesario que los Secretarios de Estado concurran al estudio de iniciativas legales importantes-, deseo consignar que el proyecto me provoca dudas, por cuanto un sector significativo de la pesca artesanal de la Región que represento no se limita únicamente a esta, sino que también se traslada a otras, y el establecimiento de un Consejo Zonal de Pesca solo respecto de la Octava Región plantea la interrogante acerca de una eventual restricción de la actividad.



¿Qué es lo que está faltando para echar abajo mitos, desconfianzas? Un debate más amplio sobre la Ley de Pesca, sobre el término de la llamada “ley corta”.



Y las señales que tenemos es que no habrá ley; que no habrá espacio para discutir la evaluación de una normativa que estableció el límite máximo de captura, que asignó cuotas históricas y que no ha logrado el objetivo de detener el deterioro de los recursos, sino que, por el contrario, ha aumentado el colapso, el número de pescadores artesanales y la cantidad de trabajadores de la industria despedidos. En realidad, la “ley larga” ya no lo es, porque le quedan pocos meses, y todo indica que no contaremos con un cuerpo legal -repito- y que se buscará la prórroga.



Entonces, nos encontramos en la política del salame: estamos haciendo la normativa a pedacitos. Y estimo que ese no es el debate que se necesita. Uno de un carácter mucho más profundo es el que dice relación con el establecimiento administrativo de los zonales. Es preciso que estos tengan un sentido.



Mientras se mantenga el Consejo Nacional de Pesca, organismo integrado esencialmente por el sector industrial, que se autoasigna las cuotas y ha destruido el recurso, estimo que esta es una discusión que contribuye a aliviar o a fortalecer parte del sistema institucional.



Estoy por un Ministerio de la Pesca. El Presidente Salvador Allende envió al Congreso, en 1972, un proyecto de ley sobre el Ministerio del Mar que estuvo en trámite en la Cámara de Diputados. Necesitamos un Ministerio de la Pesca, no una Subsecretaría, sujeta a las más amplias presiones.



Como dijo el Diputado Alinco cuando entró el Subsecretario: “Perdone, no lo había reconocido, ya que anda con el maletín”...



Si seguimos repartiendo pescado -y como estos no votan, nadie los defiende-, si seguimos parchando la Ley de Pesca, vamos a terminar en un adefesio.



Por mi parte, le voté a favor el proyecto al Ministro la última vez. Teníamos la certeza de que en algún minuto nos sentaríamos a discutir la “ley grande”, de la institucionalidad pesquera, para resolver los problemas de investigación, de ordenamiento institucional, y para cerrar los registros y generar condiciones de protección y recuperación de los recursos. Pero todo indica que nada de eso va a ocurrir. 



Estamos a mayo. La ley vence este año. Y siento que, con el parche y, particularmente, con la discusión sesgada, no avanzamos.



Yo quiero un mayor ordenamiento para los Consejos Zonales. Pero el tema debe discutirse con el sector artesanal, específicamente respecto de cuál será el ámbito en que este desarrollará su actividad extractiva.



Lo más probable es que esta iniciativa se apruebe. Yo me voy a abstener. Mi posición obedece no solo a las dudas manifestadas, sino fundamentalmente a la percepción de que el contenido de este proyecto no contribuye al fortalecimiento del sector pesquero, sea artesanal o industrial. Por el contrario, genera más confusión, más enfrentamiento entre los propios pescadores artesanales. Cada vez que discutimos sobre la Ley de Pesca, ese gremio se divide. Y esta no ha sido la excepción: la CONAPACH se ha vuelto a dividir.



Si no existe claridad respecto de una legislación que aborde a fondo la institucionalidad pesquera; si no se recoge la idea de crear un ministerio que regule la actividad de la pesca, o un instituto de investigación que establezca lo que Chile requiere para cuidar los recursos, los elementos que nos ocupan resultan parciales.



Señor Presidente, como ya señalé, me abstengo en esta votación, pues claramente la creación de más Consejos Zonales no resuelve la situación. El problema de la pesca en nuestro país no es administrativo (cómo se organiza el sector en las Regiones), sino de protección y de asignación de los recursos.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (25 votos a favor y una abstención), dejándose constancia de que se cumplió el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Navarro.

REFORMA DE CARTA EN MATERIA DE DERECHOS A PROTECCIÓN DE SALUD Y A SEGURIDAD SOCIAL

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide, relativo a los derechos a la protección de la salud y la seguridad social, con informe de la Comisión de Salud.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7960-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional (moción de los Senadores señores Girardi, Rossi y Ruiz-Esquide):


En primer trámite, sesión 57ª, en 28 de septiembre de 2011.


Informe de Comisión:


Salud: sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011.


Discusión:



Sesión 95ª, en 7 de marzo de 2012 (queda para segunda discusión).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La primera discusión acerca de la iniciativa tuvo lugar en sesión del día miércoles 7 de marzo.



Cabe señalar que el proyecto requiere, para su aprobación, el pronunciamiento favorable de las dos terceras partes de los Senadores en ejercicio, esto es, 25 votos afirmativos.

El señor PROKURICA.- Que se ponga en votación.

La señora RINCÓN.- No hay quórum.

El señor ESCALONA (Presidente).- En la segunda discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.

El señor PROKURICA.- Que se vote.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, dado que esta iniciativa es de gran importancia y ha sido ampliamente debatida, en nombre de mi Comité, solicito segunda discusión, a fin de realizar la votación con la presencia de la totalidad de los Senadores.

El señor LARRAÍN.- Ya se pidió segunda discusión.

El señor ESCALONA (Presidente).- Senador señor Navarro, reglamentariamente solo queda pedir aplazamiento de la votación.

El señor NAVARRO.- Entonces, en nombre del Comité MAS, así lo solicito.

El señor ESCALONA (Presidente).- De acuerdo.



Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, ¿cuál es el proyecto que está en análisis?

La señora RINCÓN.- La reforma constitucional sobre derecho a la protección de la salud y la seguridad social.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Muchas gracias, señora Senadora.



Si no están los votos en este momento para aprobar la iniciativa, de acuerdo a lo solicitado por el Senador Navarro, ¿esto pasa a segunda discusión o hay otra fórmula para que aquella no se pierda?

El señor ESCALONA (Presidente).- El Senador señor Navarro pidió el aplazamiento de la votación.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Muy bien. Entonces queda para la próxima sesión ordinaria.

El señor PROKURICA.- Y en el primer lugar de esa tabla.

El señor ESCALONA (Presidente).- Cerrado el debate.



--Queda aplazada la votación del proyecto.

TRASPASO A FONDO NACIONAL DE SALUD DE TRAMITACIÓN DE LICENCIAS MÉDICAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que traspasa al Fondo Nacional de Salud la tramitación de las licencias médicas que indica, con informe de la Comisión de Salud.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7899-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 63ª, en 18 de octubre de 2011.


Informe de Comisión:


Salud: sesión 76ª, en 29 de noviembre de 2011.


Discusión:



Sesión 95ª, en 7 de marzo de 2012 (queda para segunda discusión).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La primera discusión acerca de la iniciativa se realizó en sesión del día miércoles 7 de marzo.



Cabe recordar que la Comisión de Salud discutió el proyecto solo en general y que, al votar la idea de legislar, se produjo un doble empate, por lo que se efectuó la votación por tercera vez en la sesión siguiente. En esa oportunidad se obtuvo el mismo resultado, razón por la cual se dio por desechada en general la iniciativa.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Pido la palabra.

El señor ESCALONA (Presidente).- En la segunda discusión, tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, por lo que escuché de la relación, si prima el criterio de la Comisión y se rechaza la idea de legislar, el proyecto quedaría fuera de toda discusión de aquí a un año.



Pido a la Sala, por su intermedio, que retomemos el punto y busquemos una fórmula para que esta materia se siga tratando. Este es un asunto no menor. Aborda una situación extremadamente grave: el famoso tema de las licencias médicas, respecto de lo cual nunca hemos puesto el énfasis en los aspectos que realmente producen las distorsiones. De ahí, mi solicitud.



He conversado con la Senadora señora Rincón, quien considera que la iniciativa también debe pasar a la Comisión de Trabajo. Yo no tengo absolutamente ningún problema en ello. No obstante, espero que después se nos convoque para revisar un punto.



Entre la Comisión de Trabajo y la de Salud no hay ningún inconveniente. Por el contrario. Pero es bueno que de una vez por todas definamos qué analizará cada órgano técnico. Porque siempre que llega un proyecto a la de Salud también se va a la de Trabajo. ¡Para qué estamos haciendo caminos dobles!



Ahora pido que busquemos el mecanismo para permitir que se siga discutiendo este tema. 



Si se quiere que la iniciativa vaya también a la Comisión de Trabajo, como lo pedirá la Senadora señora Rincón, encantado. Pero de ahí en adelante fijemos cierto ordenamiento de estas materias, porque es absurdo que operemos así. O hacemos Comisiones unidas o planteamos otra fórmula. Si no, estaremos trabajando el doble, “al de por ver”, como dicen en el norte.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, conversé el asunto con miembros de mi bancada. Independiente del número de Senadores que hubiera a esta hora en la Sala, iba a pedir que el proyecto pasara a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Coincido con mi colega Ruiz-Esquide en el sentido de que esta materia debe ser vistas por ambas Comisiones. Y no debe ser motivo de discusión. Quizás se podría adoptar como criterio -me gustaría que los Comités revisaran el punto- el que siempre fueran a Comisiones unidas los asuntos relacionados con seguridad social y salud -en este caso eso es claro-, a fin de evitar el doble trabajo e integrar los aspectos médicos con los de seguridad social.



Hace ya bastante tiempo -esto lo conversamos incluso con la ex Senadora Matthei- formulamos un planteamiento al Ministro de Salud con relación al tema que aborda el proyecto. Sin adelantar posiciones, no puede ser que finalmente el asegurador -en este caso, FONASA- se transforme en juez y parte de un ámbito que afecta a los trabajadores. Es un criterio que está instalado en el sistema del administrador privado y que ahora vamos a replicar como modelo en el administrador público. Ello tiene implicancias cuando hay, además, invalidez permanente.



Por eso, creo que debemos enfocar el tema desde una mirada absolutamente distinta de la que se le ha dado durante años. 



La institución que posee la última palabra en la materia es la Superintendencia de Seguridad Social, que se encuentra bajo la dependencia del Ministerio del Trabajo.



Por lo tanto, señor Presidente, pido que la iniciativa pase a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, sin perjuicio de ser analizada también por la de Salud. 

El señor ESCALONA (Presidente).- La Senadora señora Rincón ha solicitado que el proyecto vaya a la Comisión de Trabajo, por los aspectos de seguridad social involucrados.

El señor PIZARRO.- Estamos de acuerdo.

El señor NOVOA.- Pero después de que se vote en general.

El señor ESCALONA (Presidente).- Entonces, no hay acuerdo. 



Tiene la palabra la Honorable señora Rincón. 

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, yo no puedo comprometer la aprobación de la iniciativa, menos después de escuchar a mi colega de la Comisión de Salud, quien señaló tener aprensiones sobre el asunto.



Tal como está redactado el texto propuesto, me parece que hay que rechazarlo. Si no logramos un consenso con los Ministerios del Trabajo y de Salud antes de votar la idea de legislar en la Sala, se nos obliga a adoptar una posición absolutamente absurda. 



Por eso pedimos que el proyecto vaya ahora a la Comisión de Trabajo. Me gustaría que el resto de los colegas presentes entendiera la situación y acogiera mi solicitud. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Señora Senadora, creo que no es un problema de entendimiento, sino de desacuerdo, que es diferente. 



Tiene la palabra el Honorable señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el proyecto establece el traspaso de la tramitación de las licencias médicas al Fondo Nacional de Salud. 



Si bien lo que referiré no se encuentra dentro de las ideas matrices del proyecto, igual quiero advertirlo a los señores Senadores: hace una semana la Corte de Apelaciones de Concepción ratificó una sentencia favorable al reclamo de los usuarios en el sentido de que la denegación de una licencia médica debe estar fundada por la COMPIN, aspecto que no se halla recogido en la legislación. 



A mi juicio, dicho fallo pone de manifiesto la clara necesidad de incluir en el proyecto una disposición que señale que el organismo que emite el rechazo de una licencia médica debe fundamentar sus razones. Es el mínimo derecho a la información al cual puede aspirar un trabajador cuya licencia médica fue denegada.



Entiendo que la petición para que el proyecto vaya a la Comisión de Trabajo no solo se formula por los aspectos que necesariamente tiene que considerar, sino por la existencia de otros elementos muy importantes, como el que acabo de describir.



En lo relativo a las licencias médicas, se hace un alarde extraordinario. Las isapres realizan campañas para presionar a los médicos. Por un pequeño grupo de abusadores, pagan justos por pecadores. Siempre se arma un gran escándalo por el tema de las licencias falsas. Sin embargo, poco se dice de las licencias denegadas. En el caso de las isapres, se actúa como juez y parte. Y en el caso del FONASA y las COMPIN, ¡para qué hablar! Claramente hay un atropello a los derechos de los trabajadores. 



Creo que hay fundamentos de sobra para acceder a lo que pido. 



En una iniciativa de ley tan importante como esta no puede haber disenso, sino consenso, dado que hay coincidencia en los temas de fondo. El sistema debe ser reformado. Y todo tiene que apuntar a una mayor transparencia para ambos lados: para las instituciones y para los usuarios.



Por ello, señor Presidente, solicito que se recabe nuevamente la unanimidad de la Sala a fin de aprobar la petición de la Senadora Rincón. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, estamos ante un proyecto de la mayor importancia. Y no creo, como bien señaló el Senador Navarro, que haya dos opiniones sobre la necesidad de mejorar en distintos aspectos lo relativo a las licencias médicas. 



Si existe acuerdo en lo de fondo, lo que corresponde discutir son las normas en particular. Entonces, por qué no aprobamos en general la iniciativa y, en el trámite siguiente, podemos acordar que sea vista por las Comisiones de Salud y de Trabajo, unidas o por separado, como se estime más adecuado. 



¡Pero no podemos seguir difiriendo un problema tan complejo como el de las licencias médicas! El Estado está perdiendo millones de dólares por la falta de regulación.



El proyecto apunta en la dirección correcta. Yo no soy experto en el tema y tampoco estoy interviniendo acerca del fondo del asunto. Solo trato de convencer a los colegas sobre la conveniencia de resolver el asunto para que avancemos. 



Me preocupa la sensación que debe tener la opinión pública de que no solucionamos las dificultades. Por uno u otro motivo, por razones de interés o por lo que fuera, al final no legislamos. Debemos resolver las cosas, y esta es la oportunidad de hacerlo. 



En consecuencia, pido que la iniciativa se vote ahora, señor Presidente. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, al parecer hemos entrado en el debate de fondo.



En esta materia yo también quiero ser extremadamente claro. 



La Comisión de Salud rechazó este proyecto en general. Y el Ministro del ramo -y no estoy haciendo un uso inadecuado de su opinión-, después de acogerse otra iniciativa sobre licencias médicas, no estuvo de acuerdo en que no lo aprobáramos.



Excúsenme los Senadores de Gobierno, pero una de las grandes críticas que hemos hecho desde hace 30 años a las isapres en materia de licencias médicas es que son juez y parte. Y, al traspasar de la COMPIN al FONASA la tramitación de estas, ¡se mantiene dicha irregularidad! 



Esa fue la razón, señor Presidente, por la cual se rechazó la idea de legislar. 



Ahora pido que no sigamos discutiendo el proyecto y que lo enviemos a las Comisiones unidas ya mencionadas para una segunda revisión. 



Sin embargo, veo que no hay mayor interés en eso. Y no es conveniente mandar la iniciativa a la Comisión de Trabajo primero y después, nuevamente, a la de Salud. 



Si la intención es votarla ahora, muy bien, hagámoslo. Pero en ese caso, anuncio mi pronunciamiento en contra.



Gracias, señor Presidente. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro, último inscrito para intervenir. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, ya que no hay posibilidad de solución, pedimos que se vote el proyecto. Nosotros, como dijo el Senador Ruiz-Esquide, rechazaremos la idea de legislar. 

El señor NOVOA.- Solicitamos aplazamiento de la votación.

El señor ESCALONA (Presidente).- Entonces, queda cerrado el debate y se aplaza la votación, tal como lo ha pedido el Comité UDI.



--Queda aplazada la votación del proyecto. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminado el Orden del Día. 

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes: 



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, pidiéndole información sobre MODALIDAD PARA PROVISIÓN A ARMADA DE PETRÓLEO Y OTROS HIDROCARBUROS.


Del señor ESCALONA:



A la señora Ministra de Bienes Nacionales, a fin de solicitar ACELERACIÓN DE TRASPASO DE TERRENOS A COMUNIDAD INDÍGENA QUILIPULLI, COMUNA DE CHONCHI (Región de Los Lagos).



Del señor FREI (don Eduardo):



Al señor Subsecretario del Trabajo, para que considere RECONTRATACIÓN DE PERSONAS DESPEDIDAS A RAÍZ DE SU DEMANDA LABORAL CONTRA MUNICIPALIDAD DE VALDIVIA Y SERVICIO DE SALUD DE VALDIVIA.


Del señor WALKER (don Ignacio):



Al señor Subsecretario de Desarrollo Regional, a fin de que informe sobre NOMBRE, MONTO Y COMUNA DE PROYECTOS PMU EN REGIÓN DE VALPARAÍSO DURANTE 2011 Y 2012.
)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- En Incidentes, el Comité Demócrata Cristiano no hará uso de su tiempo.



Los Comités Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata tampoco intervendrán, pero han cedido sus minutos al Senador señor Navarro.



En el turno del Comité Unión Demócrata Independiente, ofrezco la palabra.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Antes de darle la palabra, señor Senador, solicito el asentimiento de la Sala para que el Honorable señor Muñoz Aburto asuma como Presidente accidental. 



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión el Senador señor Muñoz Aburto, en calidad de Presidente accidental. 

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

ENTREGA GRATUITA DE MEDICAMENTO PARA TRATAMIENTO DE CÁNCER DE MAMA. OFICIO

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, quiero traer a la memoria del Senado un proyecto de acuerdo que presenté aproximadamente hace dos años, junto al fallecido Diputado doctor Juan Lobos, mediante el cual solicitamos al Gobierno la entrega del medicamento Herceptín a las mujeres que padecen cáncer de mama. 



Deseo valorar la decisión que tomó el Ministro de Salud y el Gobierno del Presidente Piñera de otorgar gratuitamente dicho medicamento a quienes se encuentran sufriendo ese mal.



Muchas mujeres esperaban ansiosas tal decisión. Inclusive, se había interpuesto un recurso de protección ante la necesidad de recibir este medicamento, que es fundamental para mantener la vida sin dolor de quienes padecen esa enfermedad.



Precisamente por ello, valoro la decisión adoptada por el Gobierno. Ya la dio a conocer hoy día el Ministro de Salud y aprovecho la tribuna del Senado para destacarla.



Cabe reconocer el enorme trabajo que realizó el Diputado Juan Lobos (Q.E.P.D.), en su calidad de médico y Presidente de la Comisión de Salud de la Cámara Baja, en beneficio de la gente de su Región y del país.



Repito: valoro el anuncio del Gobierno. Sin duda, constituye un avance muy grande para apoyar a tantas mujeres que sufren esa patología y que no tienen los recursos económicos para adquirir el medicamento referido.



Señor Presidente, pido oficiar al señor Ministro de Salud expresándole mis felicitaciones y agradecimiento por la decisión adoptada.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- En el turno del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

CALIDAD DE AGUA POTABLE EN ATACAMA. OFICIO

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, con fecha 30 de abril, la Autoridad Sanitaria de Atacama me remitió la información que solicité, a través del Senado, relativa al estudio de calidad del agua potable en la Región. 





Conforme a dicho estudio, desde 2011 hasta hoy se han registrado incumplimientos en el parámetro ARSÉNICO en el agua potable distribuida en la red de la comuna Diego de Almagro y de la localidad de El Salado, de la comuna de Chañaral.



La empresa sanitaria de la Región Aguas Chañar tiene la obligación legal de entregar y garantizar un servicio de calidad, como lo prescriben los artículos 34 y 35 de la Ley General de Servicios Sanitarios. Por su parte, la NORMA CHILENA de calidad del agua potable señala que esta debe cumplir con los requisitos microbiológicos, de turbiedad, químicos, radioactivos, organolépticos y de desinfección, que aseguran su inocuidad y aptitud para el consumo humano.



En las normas de calidad se establecen los criterios sobre elementos o sustancias químicas de importancia para la salud, entre ellos, que el límite máximo de arsénico en el agua no debe ser superior a 0,01 miligramos por litro.



La medición registrada por la Autoridad Sanitaria el pasado 22 de febrero y certificada por el Instituto de Salud Pública, es de 0,065 miligramos de arsénico por litro, o sea, seis veces más de lo permitido.



La misma norma fija los parámetros críticos, entendiendo por tales aquellos que, en ausencia o falla del sistema de tratamiento, superen el límite máximo especificado. De acuerdo con ello, cuando se analicen más de 10 muestras, se acepta que hasta 10 por ciento de estas excedan el límite. Entre el 4 de mayo y el 29 de diciembre de 2011, se tomaron en Diego de Almagro 294 muestras, de las cuales 269 excedieron el límite legal; esto es, hay 91,4 por ciento de incumplimiento, muy por sobre el 10 por ciento de tolerancia permitido.



Más del 70 por ciento del agua de la que se abastece la comuna es tratada en una planta de osmosis inversa que construyó Aguas Chañar y que sirvió de justificación -¡lógico!- para aumentar las tarifas que cobra. Las muestras recogidas dan cuenta de que esta planta funciona de manera defectuosa y producto de ello la Autoridad Sanitaria inició el correspondiente sumario sanitario.



Sin embargo, a pesar de hallarse acreditado el incumplimiento de Aguas Chañar, la empresa les sigue efectuando cobros a los usuarios de Diego de Almagro y de El Salado por concepto de tratamiento de agua potable, servicio que no presta o que entrega en forma deficitaria.



Por lo expuesto, me permito solicitar que se oficie a la Superintendencia de Servicios Sanitarios para que, en uso de las facultades que le otorga la ley, ordene la suspensión de todos los cobros que por concepto de producción y tratamiento de agua potable esté realizando Aguas Chañar en la comuna Diego de Almagro y en la localidad de El Salado. Y, además, que se ordene a la empresa reintegrar a los usuarios las sumas pagadas por tales servicios, pues se encuentra acreditado que el agua que se les entrega no cumple con los estándares de calidad exigidos por la ley.



De otro lado, quiero informar que esta semana, junto con el concejal señor Mario Araya, de Diego de Almagro, hemos pedido al Ministro de Salud que se practiquen exámenes de sangre y de orina a los habitantes de las localidades mencionadas, con el propósito de detectar la presencia de arsénico, que es una sustancia contaminante que se va depositando y acumulando en el organismo, y determinar, en definitiva, si tal anomalía está produciendo efectos negativos en la salud de las personas.



--Se anuncia el envío del oficio pertinente, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- En los turnos de los Comités Partido Por la Democracia, Radical Social Demócrata y Socialista, que le han cedido su tiempo, más el del Movimiento Amplio Social, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

DEFICIENCIAS EN LABORATORIO DE LICEO VIRGINIO ARIAS, DE COMUNA DE RÁNQUIL. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido oficiar al Ministerio de Educación, a la Ilustre Municipalidad de Ránquil y a la Intendencia de la Octava Región, respecto al problema que enfrenta el Liceo Virginio Arias, de la localidad de Ñipas.



El laboratorio de práctica de dicho establecimiento educacional (humanista y técnico) se halla mínimamente equipado, lo que es, desde todo punto de vista, una clara demostración del estado de la educación.



Desde hace cuatro años que los estudiantes están en esa condición educacional indigna. El laboratorio cuenta con un total de 70 metros cuadrados y carece de las garantías de seguridad mínimas para los alumnos. Por ejemplo, según se me ha informado, no tiene puertas alternativas de evacuación ni sistema de ventilación adecuada; la luz trifásica, a la fecha, impide que los estudiantes utilicen los paneles hidráulicos, cuyo costo, hace un año, fue de 18 millones de pesos. ¡Y para qué hablar de herramientas, como taladros manuales, taladro de pedestal, máquina soldadora, equipos de etileno, torno, fresadoras! Sencillamente, no hay.



Los apoderados me han confesado la existencia de aportes económicos de parte del Alcalde de Ránquil, señor Carlos Garrido, para mejorar el espacio laboral, pero poco o nada de ello se ha visto reflejado, cuestión que es grave si consideramos que las oportunidades de trabajo se han visto mermadas por los incendios forestales que han afectado a la Región del Biobío y al secano costero.



Es imprescindible una respuesta acerca de la situación del laboratorio, que debería estar totalmente operativo. No se especifica en qué se han gastado los recursos destinados a él y -reitero- se deben tomar medidas.



Pido a los señores Alcalde de Ránquil y Ministro de Educación y a la Intendencia Regional toda la información indispensable, a fin de resolver el problema que hoy día afecta a los alumnos del Liceo Virginio Arias, de Ñipas.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, de acuerdo al Reglamento.

COMENTARIOS SOBRE PROCESO DE RECONSTRUCCIÓN Y DICTACIÓN DE DECRETO SUPREMO N° 49. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, esperamos que el discurso del Presidente de la República, del 21 de mayo próximo, informe acerca de la reconstrucción. 



Ya se van a cumplir tres años desde el terremoto -¡tres inviernos!- y las casas de los damnificados de Talcahuano y Chiguayante están recién en construcción primaria.



Algunos proyectos de reconstrucción ya están terminados y otros en avanzada preparación, por no tener adjudicación ni reserva de recursos. Se estima que al menos 14 proyectos CNT (Construcción en Nuevos Terrenos) identificados, que suman alrededor de 2.800 familias, se encuentran en preparación pero quedan en el aire.



Se ha planteado que tales proyectos deben ser reconvertidos al nuevo decreto supremo para familias vulnerables, el DS N° 49. Sin embargo, esto no tiene ninguna posibilidad real de efectuarse.



Por otra parte, muchas familias que en el mes de diciembre postularon al subsidio AVC (Adquisición de Vivienda Construida) de damnificados, aún no lo reciben. 



Si sumamos a aquellas las que sí tienen subsidio otorgado pero en comunas donde ya no quedan viviendas usadas para adquirir (AVC otorgados sin viviendas para adquirir), estamos enfrentados a un grave problema.



Gran cantidad de familias vinculadas a proyectos en sitio propio no pueden resolver su situación en el terreno en que originalmente postularon o pretendieron hacerlo. La plata no alcanza. Y otras familias hábiles, con proyectos evaluados técnicamente por las EGIS, y que no reciben subsidios, porque estos se agotaron, pese a cumplir todas las condiciones para postular.



Estimamos que las familias afectadas son aproximadamente 7 mil 500, y se encuentran en un estado muy frágil e inconfortable, ya que aún esperan que el Ministerio les asigne las ayudas asociadas a su situación. Y entendemos que esto no será así. De allí la gravedad.



¿Qué significa el decreto supremo N° 49? Esta normativa impone mayores exigencias a las constructoras, a las EGIS y sube la calidad de las viviendas, lo que es muy bueno.



En la Región del Biobío, el subsidio baja en 32 comunas. Estas acogen al 91 por ciento de la población regional y allí el déficit es mayor. Mientras que las comunas donde el beneficio sube -que es importante-, son marcadamente rurales y con poca población: el 9,1 por ciento del total regional.



Es decir, conforme al decreto supremo N° 49, el 90 por ciento de los subsidios disminuye en los lugares en que hay gran concentración de gente, y claro, sube lo rural. ¡Bienvenido por lo rural! Pero solo aumenta en 10 por ciento.



Esa norma legal no consideró la mano de obra y los costos de los mejoramientos urbanos, los cuales han sido explosivos en el último año. Hay gran demanda; son pocas las constructoras y la mano de obra es utilizada en su totalidad. Los carpinteros, además, suben sus remuneraciones, al igual que los operarios y los maestros concreteros. Sin embargo, tal alza en los costos viene produciéndose hace 3 o 4 años en viviendas de tipo social, como consecuencia de los mejoramientos y las mayores exigencias habidas para subir la calidad de la vivienda.



Estimamos que los nuevos procedimientos y las mayores exigencias constructivas de calidad hacen bajar el subsidio máximo disponible. Ello, junto con el aumento del costo del terreno, la habilitación y la mano de obra, va a tener impacto sobre el subsidio, el cual será de muy difícil aplicación para las familias vulnerables de las 32 comunas con población urbana, pues su monto se reduce.



Este nuevo instrumento -el decreto supremo N° 49-, en comparación con la normativa aplicada a la clase media, es muy complicado de operar: baja el monto del subsidio disponible para los proyectos de urbanización y suben los requisitos para los más pobres, lo que les impide la opción de tener proyectos; es decir, requieren un ahorro mayor.



Eso es el decreto supremo N° 49. Aunque debiera denominarse el “decreto bancario”, pues obliga a los beneficiarios a endeudarse. Claro, aumenta el subsidio hasta mil UF para la clase media. ¡Bienvenido! Pero solo se entregan 500. Es decir, van a tener que endeudarse por las otras 500. ¿Y dónde? En el sistema bancario, que el primer trimestre del año ha tenido 431 mil millones de pesos de utilidades, 898 millones de dólares. O sea, ganancias cuantiosas.



La banca lidera el sector de utilidades en el área empresarial en Chile. Por tanto, ese decreto, en comparación con lo que hay para la clase media, es más complicado y difícil de operar. Por eso pensamos que se debe desfocalizar. Es más fácil y, proporcionalmente, hay más recursos para la clase media; pero más dificultoso y, proporcionalmente, aquellos bajan para los más pobres.



Señor Presidente, hay cuadros sobre disponibilidad de subsidio en las comunas -los tengo en mi mano- en los que se advierte que el panorama es bastante desolador.



Este es un decreto elaborado por el señor Ministro. No sé si se han evaluado sus implicancias; pero, al obligar al endeudamiento, se hace funcionar el sistema bancario. Se trata, entonces, de una norma jurídica ideológica, pensada no en razón del subsidio, en el apoyo, sino en cómo se mueve el área financiera, la de equipamiento, la habitacional y la de la construcción, por cuanto va a obligar a las familias a endeudarse.



No está resuelta la regulación de la banca para que tenga intereses acordes a la capacidad de endeudamiento de las familias. Tal sistema va a afectar, a lo menos, a 10 mil familias que tenían subsidios y que se verán enfrentadas a algo diferente a lo que se les prometió.



El señor Ministro manifestó que ha recogido todas las observaciones que hemos formulado, de lo que me alegro. Le hemos hecho muchos planteamientos. Sin embargo, el decreto dictado nos sorprende, porque cambia las reglas del juego, tanto para las empresas como para las familias. Y nos deja perplejos, porque, en definitiva, las que tuvieron la oferta de un subsidio, cuando vayan al mercado a tratar de conseguir la construcción de sus viviendas, verán que las cosas son distintas.



Aquí se alabó y se publicitó que se entregaron 200 mil subsidios.



En verdad, con mucho respeto, solicito al señor Ministro que nos informe exactamente cuántos son los subsidios asignados por Región y por comuna, y cuántos son los realmente utilizados. ¿Cuántos de ellos hoy en día se encuentran en operación práctica de construcción? Porque esa es la cifra que vale.



Recuerdo la discusión sobre el SIPCO con el Ministro Felipe Larraín. Desde este mismo lugar, le dijimos que no iba a funcionar, que era una aventura ir al mercado a contratar un seguro. Más bien que eso que se le ocurría -que es de Harvard- no se le pasó por la mente a Andrés Velasco. Y le señalamos que el Fondo de Estabilización del Petróleo era más seguro.



Entonces, la pregunta es si ahora va a funcionar el decreto supremo N° 49 y qué efectos tendrá. Como su dictación es discrecionalidad del Ejecutivo, es bueno que los beneficiarios sepan que no es una ley discutida en el Parlamento. El Ministro y sus asesores definen la política habitacional, la que este Gobierno ha variado de manera radical. Es la política de los bandazos.



Hoy día el mencionado decreto supremo borra las reglas del juego, establece más endeudamiento y obliga a endeudarse a las familias que ya tenían subsidio, pese a que se les ofreció una vivienda nueva por la destrucción total de la antigua. En definitiva, altera las reglas del juego. Nada dice tampoco que vaya a mejorar, efectivamente, la calidad. O sea, es enorme la presión sobre las actuales constructoras.



Señor Presidente, los subsidios máximos establecidos no serán suficientes para cubrir en la actualidad una vivienda de calidad.



En Coliumo los subsidios alcanzaron 1.200 UF. Por lo tanto, van a ser casas de calidad, pero una especie de palafitos.



En el caso de Cosmito, en Penco, según el proyecto entregado el 26 de febrero por la constructora Vanrom, el subsidio fue de 939 UF. Hubo un ahorro de 200 mil pesos, con lo cual allí se ha creado una situación compleja.



Pido también al señor Ministro que nos informe detalladamente sobre lo descrito, porque las familias están reclamando que las terminaciones no obedecen a lo acordado. Estuvimos en el acto de inauguración con el Secretario de Estado. Claramente hay problemas en ventanas, puertas, cielos, llaves de agua, cajas de escala, bajadas de agua, artefactos sanitarios, lavaderos, enchufes, calefón, tabiquería.



Pero quiero llamar la atención sobre los montos.



En la construcción de una vivienda en sitio propio, en Tomé, por ejemplo, cuyo 80 por ciento de la superficie es cerro -lo mismo que en Penco-, el subsidio no alcanza. De modo que, de las 600 viviendas que debieran ser reconstruidas, no se han levantado más de 60. Y a las constructoras pequeñas no les da, no les calzan los números.



Por tanto, no se han construido ni se van a construir si no hay un reenfoque de la asignación de subsidios. Y, lo que hace este reenfoque, que beneficiaría a las comunas rurales -¡bienvenido!-, es disminuir el beneficio para las 32 comunas urbanas.



Quiero saber cuál va a ser el impacto en las viviendas con sitio propio y subsidio adjudicado y que, hoy día, efectivamente, no pueden construir, porque no hay empresas disponibles que asuman el compromiso, porque no les da el terreno. En consecuencia, las casas tendrán que ser más chicas.



Quiero recordar que la mayoría de quienes perdieron su vivienda en Tomé tenían casas muy superiores y más grandes que las de 60 metros que les ofrecen.



Señor Presidente, es necesario que el señor Ministro aclare los alcances del decreto supremo N° 49, que permite más movilidad y que los comités de allegados contraten la compra de terrenos con las empresas. ¡Pero eso es para los allegados! Ese es un sistema de mayor flexibilidad que posibilita una acción dinámica, pero también tiene más riesgos.



En muchos casos, los comités de allegados se han visto estafados por empresas o dirigentes inescrupulosos. Considero que tiene que haber un acompañamiento que evite tal situación, para que no tengamos que lamentar que el sueño de la casa nueva se vea frustrado o que el dueño de la casa nueva sea engañado por esa calidad de empresas o dirigentes. ¡Ahí tiene que haber un asesoramiento permanente!



Deseo que los damnificados de mi Región -particularmente, los de Coronel- no tengan que esperar mucho para recibir su vivienda definitiva. Allí hay comités que quedaron fuera debido a que no ingresaron a tiempo en la EGIS -a la que se le pagaba- la documentación del proyecto.



Ello ha motivado protestas frente al SERVIU. 



El plazo del decreto para la construcción N° 174 fue dictado principalmente a raíz del terremoto. Pero no ingresaron todos los afectados.



Por lo tanto, al Gobierno y al Ministerio de Vivienda debe hacérsele la siguiente pregunta: ¿Los plazos son para cumplir con algo o alguien, o son una mera referencia? Porque esta discusión entre plazos y metas hay que abrirla. El Gobierno debiera tener una meta: reconstruir todo lo afectado, darles casa nueva a todos los que perdieron la suya, y no, por un planteamiento administrativo, dejar a 480 familias, que esperaban contar con la pronta entrega de sus viviendas, traspasadas para el 2014.



De ahí que solicito la mayor información al Ministro de Vivienda, a quien aprovecho de señalarle, tal como se lo he manifestado personalmente, que en el caso de la población o del sector Villa Futuro, en Chiguayante, el mecanismo de indemnización ha sido un desastre. Lo he repetido diez veces en este Hemiciclo: se les pagaron 10 millones a las personas como indemnización para que dejaran sus departamentos. No se hizo resguardo alguno. 



¿Qué cree usted que sucedió, señor Presidente? La gente se gastó en marzo la plata, y a algunos que tenían 10 les quedan 7. Y cuando deban ir a comprar vivienda no les va a alcanzar. Creo que fue un craso error haber dejado esos fondos, que eran para la adquisición de viviendas, a la libre disposición de familias con una enorme necesidad.



Allí no ha habido negligencia ni abuso. Ha habido necesidad y “la necesidad tiene cara de hereje”. Porque cuando no hay comida ni vestimenta para el colegio de los niños se usa la plata destinada para la vivienda, como ocurrió en este caso.



A su vez, pido que se haga llegar también esta intervención al Intendente Regional y al Director del SERVIU -como la Oficina Nacional de Emergencia, salvo en la Región del Biobío, donde tenemos una ONEMI más o menos “paradita”, es un desastre-, señalándoles que alguien tiene que resolver la situación de Villa Futuro, por cuanto a la gente se la está obligando a pasar de los campamentos a los departamentos declarados inhabitables. Y alguien tiene que responsabilizarse de eso. Las personas salieron de los departamentos porque estaban inhabitables y ahora se les dice: “Regresen a los departamentos porque queremos eliminar los campamentos, las denominadas ‘aldeas’”. 



¡Esa no es la forma de terminar con las aldeas! Alguien tiene que asumir la responsabilidad del riesgo y yo siento que es ilegal -estamos en la evaluación- que a la gente se la obligue diciéndole: “Si no te vas, te pasamos un subsidio de arriendo de 150 mil pesos por tres meses, por un año”, en circunstancias de que en la Región del Biobío no se arrienda nada con esa cantidad, dado que ahí se perdieron miles de viviendas y los cánones de arrendamiento se fueron a las nubes.



Esta propuesta la hicimos a principios de marzo del 2010, cuando aún había posibilidad de negociación en la contratación de arriendos masivos con la certeza de pago del Estado. 



En ese sentido, señor Presidente, tenemos dos problemas: uno, la gente se está gastando el dinero, y dos, los departamentos inhabitables han vuelto a ser ocupados y alguien tiene que responsabilizarse por ello. Y esa responsabilidad debe ser del Ministerio de Vivienda, que ha presionado para que la gente vuelva, de la mediagua, del campamento, al departamento declarado inhabitable. 



Se ha abierto un gran debate en la Octava Región sobre los certificados de inhabitabilidad. Yo solo quisiera reafirmar lo que la Contraloría dijo hace algunos días: examinados los certificados de inhabitabilidad de Aurora de Chile, se advirtió que el 20 por ciento de ellos eran falsos, ya que correspondían a casas susceptibles de ser reparadas. Y en el caso de Centinela II, en Talcahuano, se ocultó el informe del IDIEM, que declaraba reparables los departamentos, los cuales habían sido demolidos.



Este es un debate que debiera llevar al señor Intendente, no a valorar el informe de la Contraloría, sino a investigar. Porque eso es lo que tiene que hacer cuando hay un delito, como lo es la falsificación de certificados de inhabitabilidad. Creo que el señor Intendente, por quien tengo mucho aprecio, se equivocó al valorar los informes que exculpan a determinada autoridad.



Señor Presidente, pido que copia de mi intervención sea enviada al señor Ministro de Vivienda y al Intendente, al Director del SERVIU, a los Comités de Reconstrucción y al Seremi de Vivienda de la Región del Biobío.



Queremos que este sea un debate amplio, público y abierto, pues todos estamos interesados en sacar adelante la reconstrucción y estos elementos pueden ser superados si hay voluntad y decisión.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:44.







Manuel Ocaña Vergara,
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A C T A S  A P R O B A D A S

SESIÓN 15ª, ORDINARIA, EN MARTES 8 DE MAYO DE 2012


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia subrogante y de Desarrollo Social, señores Claudio Alvarado y Joaquín Lavín, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS


El acta de la sesión 14ª, ordinaria, del día 2 de mayo de 2012, se encuentra en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes


Seis de S. E. el Presidente de la República:


Con los dos primeros, comunica que ha retirado la urgencia a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal “CONAF” (Boletín N° 7.486-01).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.419, en materia de ambientes libres de humo de tabaco (Boletín Nº 7.914-11).


3.- Proyecto de acuerdo que aprueba la Convención que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961, en La Haya, Países Bajos (Boletín Nº 8.220-10).


- Se tiene presente el retiro de las urgencias.


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto de los siguientes proyectos de ley:


1.- El que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (Boletín N° 5.838-07).


2.- El que crea el ingreso ético familiar (Boletín Nº 7.992-06).


Con el quinto, retira y hace presente la urgencia, en carácter de “suma”, para el despacho de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que regula la venta y arriendo de video juegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (Boletín N° 5.579-03).


2.- Proyecto de ley que otorga beneficios a los deudores del crédito con garantía estatal y modifica la ley N° 20.027 (Boletín Nº 7.898-04).


3.- Proyecto de ley que autoriza al Banco Central suscribir un aumento de la cuota correspondiente a Chile en el Fondo Monetario Internacional, FMI (Boletín N° 8.217-05).


4.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


5.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (Boletín N° 4.864-29).


6.- Proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (Boletines Nºs 5.917-18 y 7.007-18, refundidos).


7.- Proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665, en las materias que indica (Boletín N° 6.244-07).


8.- Proyecto de ley que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (Boletín N° 6.952-07).


9.- Proyecto de ley relativo a las facultades de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones para practicar, sin orden previa, las primeras diligencias de investigación de un delito (Boletín N° 7.050-07).


10.- Proyecto de ley que crea el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia (Boletín N° 7.408-07).


11.- Proyecto de ley que faculta a los directorios de las comunidades de aguas y de las juntas de vigilancia, para representar a los interesados en los procedimientos de perfeccionamiento de títulos de derecho de aprovechamiento de aguas (Boletín Nº 8.150-09). 


12.- Proyecto de acuerdo que aprueba la “Convención sobre la Conservación y Ordenamiento de los Recursos Pesqueros en Alta Mar en el Océano Pacífico Sur”, hecha en Auckland, el 14 de noviembre de 2009 (Boletín N° 7.892-10). 


13.- Proyecto de ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (Boletín N° 6.499-11).


14.- Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación referente a farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).


15.- Proyecto de ley que otorga a los funcionarios del sector salud que indica, una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional (Boletín Nº 8.036-11).


16.- Proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (Boletín N° 7.829-13).


17.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


18.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, estableciendo requisitos alternativos para obtener licencia profesional (Boletín Nº 7.319-15).


El mismo documento hace presente la urgencia, con idéntico carácter de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal “CONAF” (Boletín N° 7.486-01).


Con el último de los Mensajes, retira y hace presente la urgencia, con el carácter de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que aumenta las penas del delito de robo de cajeros automáticos (Boletín N° 7.689-07).


2.- Proyecto de ley que crea un Consejo Parlamentario de Futuro en Ciencia y Tecnología (Boletín N° 7.906-07).


3.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


4.- Proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (Boletín N° 8.272-08).


5.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo de Asunción sobre Restitución de Vehículos Automotores Terrestres y/o Embarcaciones que Trasponen Ilegalmente las Fronteras entre los Estados Partes del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile”, suscrito en Montevideo, República Oriental del Uruguay, el 7 de diciembre de 1999 (Boletín N° 8.058-10).


6.- Proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (Boletín N° 7.815-15).


Asimismo, el Mensaje hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley que mejora la fiscalización para la prevención del delito de abigeato (Boletín N° 7.411-01).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que ha prestado su aprobación a algunas de las observaciones formuladas por S. E. el Vicepresidente de la República al proyecto de ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (Boletín Nº 4.921-11), el rechazo de otras y, asimismo, las normas aprobadas por el Congreso Nacional en que ha acordado insistir. 


- Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.


Con el segundo, comunica que ha prestado su aprobación a la enmienda propuesta por esta Corporación al proyecto de ley que modifica la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, con el objeto de promover las presentaciones de música en vivo (Boletín N° 7.449-11).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento, junto con sus antecedentes.


Con el último, informa que prestó su aprobación, en el primer trámite constitucional, al proyecto de ley que previene la ocurrencia de incendios forestales (Boletín Nº 8.155-01).


- Pasa a la Comisión de Agricultura.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 bis de la ley N° 18.933, Ley de Isapres, y del inciso primero, del artículo 70 del Código de Minería y del inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 19.573, interpretativo de aquél.


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.

Del señor Contralor General de la República


Remite ejemplar del folleto publicado por la División de Análisis Contable de esa Entidad de Control, en el marco del proceso de convergencia de la normativa contable pública de Chile con las Normas Internacionales de Contabilidad para el Sector Público (NICSP), cuya aplicación se hará efectiva el año 2015. 

Del señor Ministro (S) de Relaciones Exteriores


Da respuesta a petición de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de los compromisos contraídos por Chile en los acuerdos, convenios u otros instrumentos suscritos con el Observatorio Europeo Austral (ESO) o con la Unión Europea.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Navarro y Lagos, sobre la urgente adopción de medidas legales y reglamentarias por el estado de sobrexplotación de diversas pesquerías nacionales (Boletín N° S 1.432-12).

Del señor Ministro de Obras Públicas


Atiende petición cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre nombre, ubicación y estándar de los aeropuertos y aeródromos nacionales construidos, administrados o concesionados por la Dirección de Aeropuertos.

Del señor Ministro (S) de Salud


Contesta peticiones, remitidas en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativas a los asuntos siguientes:


1.- Activación de un mecanismo de ayuda en el caso que afecta, actualmente, a la familia del señor Rodrigo Scheihing Águila, fallecido por causa de una leucemia linfoblástica aguda Phi.


2.- Factibilidad de entregar una ambulancia debidamente equipada a la Ilustre Municipalidad de Máfil.


Da contestación a solicitudes de información, enviadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de las materias expresadas a continuación:


1.- Sanciones aplicadas por la Autoridad Sanitaria a la empresa SOJS, proveedora de la  Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, cuyos alimentos causaron la intoxicación de dos centenares de estudiantes de las comunas de El Bosque y La Pintana.


2.- Información sobre las políticas y directrices generadas para enfrentar el fenómeno de los perros vagos y sobre el monto de recursos destinados a solucionar ese problema.

Del señor Ministro de Agricultura


Responde consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, sobre acciones emprendidas durante el incendio que afectó al Parque Nacional Torres del Paine, en particular, sobre desplazamientos de recursos humanos y equipamiento técnico.

De la señora Ministra del Medio Ambiente


Informa resultado de las fiscalizaciones que ha realizado la Secretaría Regional Ministerial del Medio Ambiente del Bío Bío a las instalaciones de la Central Termoeléctrica Santa María, en la comuna de Coronel; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

De la señora Subsecretaria de Transportes


Contesta petición de antecedentes, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de denuncias en contra de Forestal Celco S. A., motivadas por la realización de controles de velocidad en carreteras a sus vehículos, y sobre la legitimidad de esas prácticas.  

Del señor Presidente de la Comisión Nacional de

Distorsión en los Precios de las Mercaderías Importadas


Da noticia, en respuesta a solicitud de información cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, del inicio formal de una investigación por salvaguardias respecto del maíz partido, clasificado en el código arancelario 1104-2300, y de la aplicación de una medida provisional a las importaciones del mismo. 

Del señor Jefe de la División de Educación Superior


Expone la razón por la que no puede absolver una consulta, requerida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa al número de estudiantes chilenos que cursan programas de pre-grado en instituciones de educación superior extranjeras.

Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental


Responde petición, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, para que en la evaluación ambiental del proyecto minero “Optimización Cerro Casale” se consideren, entre otros, factores como sus efectos sobre los acuíferos y las condiciones socio-económicas de las comunas de Copiapó, Tierra Amarilla y Caldera.

Del señor Director Regional de Onemi, Región del Bío Bío


Se abstiene de pronunciarse, ante una petición de información remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a la capacidad antisísmica de los  estacionamientos de superficie y subterráneos que contempla la obra “Plaza de Armas de Los Ángeles”, por carecer de las competencias técnicas y de facultad legal para hacerlo.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley que crea el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia (Boletín N° 7.408-07) (con urgencia calificada de “suma”).


Dos de la Comisión de Trabajo y Previsión Social:


1- Informe recaído en el proyecto de ley que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (Boletín N° 7.829-13) (con urgencia calificada de “suma”).


2.- Segundo informe, recaído en el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo sancionando las prácticas de acoso laboral (Boletín Nº 3.198-13).


- Quedan para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Bianchi, Gómez, Walker, don Patricio y Zaldívar, con la que inician un proyecto de ley que amplía la conducta tipificada y agrava la pena del delito de cohecho electoral, previsto en el artículo 137 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios (Boletín N° 8.290-06).


Del Honorable Senador señor Orpis, con la que da inicio a un proyecto de ley que establece en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades la causal de cesación temporal en el cargo de concejal (Boletín N° 8.291-06).


- Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi, García-Huidobro, Horvath y Walker, don Patricio, con la que dan inicio a un proyecto de ley que amplía el universo de menores de edad que tienen derecho al subsidio establecido en el artículo 35 de la ley N° 20.255.


- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyectos de acuerdo


Del Honorable Senador señor Chahuán, con el que solicita a S.E. el Presidente de la República la adhesión de Chile a la Convención Europea sobre violencia y desórdenes causados por los espectadores durante los espectáculos deportivos, especialmente en los partidos de fútbol (Boletín N° S 1.470-12).


De los Honorables Senadores señor Cantero, señoras Allende y Pérez San Martín y señores Bianchi, Escalona, García, García-Huidobro, Girardi, Letelier, Navarro, Orpis, Pizarro y Quintana, en apoyo a la creación de un Tratado de Comercio de Armas eficaz (Boletín N° S 1.471-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, para ausentarse del territorio nacional a contar del día 9 de mayo. 


- Se accede a lo solicitado.

- - -


Con posterioridad a la lectura de la Cuenta, llega a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que dio su aprobación a la proposición de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto que establece medidas contra la discriminación (Boletín Nº 3.815-07) (con urgencia calificada de “suma”).


- Queda para Tabla.

____________

ACUERDOS DE COMITÉS


El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) Colocar en el segundo lugar del Orden del Día, de la sesión de hoy, el proyecto de ley signado con el número 7, que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (Boletín N° 6.952-07).


2) Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que crea el ingreso ético familiar (Boletín Nº 7.992-06), hasta las 18:00 horas del día de hoy, las que deberán ser presentadas en la Secretaría de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas.


3) Tratar en Fácil Despacho de la sesión de mañana miércoles 9 de mayo, las siguientes iniciativas:


a) Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (Boletín N° 5.838-07).


b) Proyecto de ley que mejora la fiscalización para la prevención del delito de abigeato (Boletín N° 7.411-01).

- - -


En seguida, el Honorable Senador señor Orpis solicita recabar el asentimiento de la Sala para dirigir un oficio, en su nombre, a S.E. el Presidente de la República, a fin de solicitarle que considere hacer presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para el despacho de la Moción de su autoría, de la que se ha dado cuenta, que establece en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades la causal de cesación temporal en el cargo de concejal (Boletín N° 8.291-06).


Se accede a lo solicitado.

- - -


Posteriormente, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto solicita el desarchivo del proyecto de ley que modifica la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores con el fin de establecer un sistema de cobro por minutos por el uso de estacionamientos privados de vehículos (Boletín Nº 5.265-03), para que sea tratado conjuntamente con el proyecto de ley que incorpora en la ley N° 19.496, el deber de los prestadores de servicios de estacionamiento rotativo de vehículos motorizados, de cobrar el tiempo exacto de su utilización (Boletín N° 8.211-03), radicado en la Comisión de Economía. Así se acuerda.

- - -


A continuación, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Pizarro y Tuma, que se refieren a la sesión especial citada para mañana miércoles 9, cuyo objetivo es abordar la problemática y los efectos del accionar de las cajas de compensación en materia de los denominados "créditos sociales".


Acto seguido, la Sala acuerda dejar sin efecto la referida sesión.

- - -


En su momento, los Honorables Senadores señores Rossi, Cantero y Coloma, solicitan recabar el asentimiento de la Sala para que puedan sesionar en paralelo las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas; de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y de Agricultura, respectivamente. Se accede a lo solicitado.

- - -


Finalmente, el señor Presidente pide el acuerdo unánime de la Sala para enviar un oficio, en nombre del Senado, al rector de la Universidad de Santiago, señor Juan Manuel Zolezzi, a fin de manifestarle su solidaridad y condenar el atentado incendiario perpetrado en la sede de dicha Universidad, que destruyera el vehículo fiscal de la rectoría. Asimismo, expresarle su respaldo ante esta condenable e inaceptable acción de violencia y amedrentamiento cometida en su contra.


Así se acuerda. 

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

____________

Juramento o promesa de funcionarios del Senado


El señor Presidente expresa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 del Reglamento del Personal de la Corporación, corresponde que presten juramento o promesa los siguientes funcionarios: señoras Jacqueline Calderón Godoy, María Fernanda Esteban López, Rosalba López Mena, Carmen Ocampo Pinto, Sara Poblete Lozano y Karina Vargas Hormazábal y señores Carlos Alvarado Ruiz, Javier Besoaín Cornejo, Marco Cruz Arévalo, Esteban Espinoza Araya, Leonel Figueroa Veas, Mauricio Fuentes Díaz, Juan Gallardo Bazán, Germán Kayser López, Mauricio Núñez Gallardo, Rodrigo Poblete Masoli, Cristian Pradenas Ochoa, Gregorio Robles Villarroel, Marcelo Rojas Vega, José Tapia Cáceres y Juan Varas Ballesteros, al siguiente tenor:


“¿Juráis o prometéis cumplir lealmente con vuestras funciones y guardar sigilo acerca de los asuntos secretos o reservados de que toméis conocimiento en razón de vuestro cargo?”.


Los funcionarios responden: “Sí, juro” o “Sí, prometo”.


Luego, el señor Presidente da por terminado este acto.

____________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.539, permitiendo a los pensionados de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile y de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional incorporarse a Cajas de Compensación de Asignación Familiar, con informe

de la Comisión de Trabajo y Previsión Social


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, el que tiene el Boletín N° 7.441-13. 


Añade que su objetivo fundamental es permitir que los pensionados de dicha Dirección de Previsión y de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional se incorporen a las cajas de compensación de asignación familiar dándoles acceso a los regímenes de la ley respectiva en materia de prestaciones de crédito social, esto es, créditos en dinero, especies y servicios y prestaciones complementarias.


Indica que la Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió este proyecto solamente en general, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Kuschel y Muñoz Aburto.


Cabe tener presente que el numeral 1 del artículo 1° del proyecto de ley debe ser aprobado con quórum calificado.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Chahuán y Bianchi.


Cerrado el debate y puesto en votación en general, es aprobado por 30 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del numeral 1 del artículo 1° del proyecto.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señoras Rincón y Pérez San Martín y señores Sabag y Tuma.

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Girardi.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 22 de mayo de 2012, a las 13 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_____________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y

Regionalización


El señor Presidente anuncia que corresponde continuar la discusión en general del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 7.911-06 y urgencia “suma”, cuya discusión en general se iniciara en la sesión del día 18 de abril, prosiguiendo en la del 2 de mayo del presente año.

- - -


El señor Presidente, para continuar la discusión en general del proyecto, otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez, Pérez Varela, Sabag, Pizarro, Navarro, Tuma, Escalona, Muñoz Aburto, Larraín Peña, Lagos, Larraín Fernández y Walker (don Patricio). Posteriormente, hace uso de la palabra el señor Ministro Secretario General de la Presidencia subrogante.

- - -


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 29 votos a favor, un voto en contra y 4 abstenciones, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamenta su voto favorable, el Honorable Senador señor Zaldívar.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Navarro, quien fundamenta su decisión.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, Letelier y Ruiz-Esquide.


Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señores Frei, Letelier y Ruiz-Esquide.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

____________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi y Muñoz Aburto, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_______________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 16ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 9 DE MAYO DE 2012


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Escalona, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Navarro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; Secretario General de Gobierno; de Economía, Fomento y Turismo; de Desarrollo Social; de Justicia, y de Agricultura, señores Cristián Larroulet, Andrés Chadwick, Pablo Longueira, Joaquín Lavín, Teodoro Ribera y Luis Mayol, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 11ª, ordinaria, del día 17 de abril; 12ª, especial, y 13ª, ordinaria, ambas del día 18 de abril, y 14ª , ordinaria, del día 2 de mayo de 2012, respectivamente, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensaje


De S. E. el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que crea el Servicio Nacional Forestal “CONAF” (Boletín N° 7.486-01).


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios

Del señor Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones


Adjunta un ejemplar del Auto Acordado sobre Funcionamiento y Tramitación de las causas y asuntos que deban substanciarse ante esa Magistratura, publicado en el Diario Oficial del 20 de abril pasado.

Del señor Ministro de Hacienda


Remite, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, archivos, en formato digital, del Balance de Gestión Integral 2010 de dicha Secretaría de Estado y de sus servicios dependientes o relacionados.

Del señor Ministro de Educación


Da respuesta a un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señor Bianchi, señoras Allende y Pérez San Martín y señores Prokurica y Sabag, relativo al establecimiento de un programa especial de becas destinado a madres jefas de hogar (Boletín Nº S 1.425-12).

Del señor Ministro (S) de Salud


Adjunta copia de la respuesta dada por la Secretaría Regional Ministerial de Salud de la Región Metropolitana a una petición de antecedentes, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, respecto de la intoxicación que afectó a escolares de La Pintana, debido a la ingesta de alimentos entregados por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas.


Da contestación al acuerdo adoptado por el Senado, a proposición del Honorable Senador señor Chahuán, en materia de reconocimiento de la asignación especial de funcionarios de salud para los Técnicos de Enfermería de Nivel Superior, y de envío a tramitación legislativa de un proyecto que actualice el Código Sanitario en materia de profesiones auxiliares de la salud (Boletín N° S 1.438-12). 

Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo


Da respuesta a peticiones de información, requeridas en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, respecto de los asuntos siguientes: 


1.- Caso del señor Andrés Linero Velozo, domiciliado en la comuna de Linares, en lo que se refiere a su postulación a un subsidio o solución habitacional.


2.- Medidas adoptadas para reparar las viviendas de emergencia afectadas por el invierno del año pasado en la Región del Maule.

Del señor Subsecretario General de la Presidencia


Informa respecto de peticiones para que se estudie la factibilidad de dar tramitación legislativa a sendas iniciativas de ley sobre las materias que se enuncian a continuación:


1.- La enviada en nombre de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Lagos, Muñoz Aburto, Rossi y Walker, don Patricio, para extender el beneficio de sala cuna y crear el fondo nacional de solidaridad para el cuidado infantil.


2.- La remitida en nombre de los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán y Muñoz Aburto, con el objeto de eliminar el límite de días de remuneración al pago de indemnización por años de servicio.

Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile


Da respuesta a una consulta, cursada en nombre del Honorable Senador señor Quintana, sobre las circunstancias y los requisitos requeridos para instalar en alguna comuna de la Región de La Araucanía, como Vilcún o Collipulli, un cuartel de esa institución.

Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental


Informa respecto del proyecto “Modernización Ampliación Planta Arauco”, presentado por la empresa Celulosa Arauco y Constitución S.A., materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Certificado de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, recaído en el proyecto de ley que crea el ingreso ético familiar (Boletín Nº 7.992-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


Informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley que autoriza al Banco Central suscribir un aumento de la cuota correspondiente a Chile en el Fondo Monetario Internacional, FMI (Boletín N° 8.217-05) (con urgencia calificada de “suma”).


Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley que establece en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades la causal de cesación temporal en el cargo de concejal (Boletín N° 8.291-06).


- Quedan para Tabla.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Girardi, señora Rincón y señores Cantero y Rossi, sobre el litio (Boletín N° S 1.472-12).


De los Honorables Senadores señor Girardi, señora Rincón y señores Cantero, Chahuán y Rossi, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República la creación del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (Boletín N° S 1.473-12).


De los Honorables Senadores señoras Rincón y Pérez San Martín y señores Bianchi, Chahuán, Frei, García, Gómez, Lagos, Larraín Fernández, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker, don Patricio y Zaldívar, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República el envío de un proyecto de ley sobre regularización del pago de derechos de aseo domiciliario (Boletín N° S 1.474-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Girardi, para ausentarse del territorio nacional a contar del día de hoy. 


- Se accede a lo solicitado. 

- - -


Con posterioridad a la lectura de la Cuenta, llega a la Mesa un oficio de la Honorable Cámara de Diputados con el que informa que dio su aprobación, con las enmiendas que señala, al proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca (Boletín N° 7.947-03) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

- - -


Cabe señalar que en relación con lo anterior, el Honorable Senador señor Horvath, solicita autorización para que la aludida Comisión pueda sesionar paralelamente para conocer el proyecto del que se ha dado cuenta. Se accede a lo solicitado.

- - -


Durante el curso de la sesión, llega a la Mesa un proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Letelier, señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker, don Patricio, y Zaldívar, con el que solicitan medidas administrativas y legislativas en beneficio de afectados por condiciones de cobro de créditos CORFO para educación (Boletín N° S 1.475-12).


Asimismo, se da cuenta de un Certificado de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca (Boletín Nº 7.947-03) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Quedan para ser votados en esta sesión.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que en la sesión anterior no se fijó plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes (Boletín N° 7.911-06), proponiendo para tal efecto el día 28 de mayo próximo a las 13 horas.


Así se acuerda.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Orpis pide recabar el acuerdo de la Sala para ver en esta sesión, sin discusión, el informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley que establece en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades la causal de cesación temporal en el cargo de concejal (Boletín N° 8.291-06).


No hay acuerdo.

- - -


Seguidamente, la Honorable Senadora señora Rincón plantea un problema generado en días pasados, en relación con la información que se entregara en el twitter de la cuenta “@bcnchile”, oficial de la Biblioteca del Congreso Nacional, acerca de la muerte del ex Senador señor Máximo Pacheco y sobre el cual no ha habido una explicación.


El señor Presidente señala que esta materia se tratará en la reunión que la Comisión de Biblioteca tendrá el próximo día lunes.

- - -


Finalmente, el Honorable Senador señor Chahuán solicita recabar el asentimiento de la Sala a fin de fijar un nuevo plazo de indicaciones al proyecto de ley que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, estableciendo requisitos alternativos para obtener licencia profesional (Boletín N° 7.319-15).


Se accede a lo solicitado, fijándose el nuevo plazo hasta el martes 22 de mayo del año en curso, a las 12 horas, en la Secretaría de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

____________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

FÁCIL DESPACHO

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud del artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de

libertad


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 5.838-07 y urgencia de “discusión inmediata”.


Agrega que las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite, de las siguientes enmiendas efectuadas por el Senado en el artículo 1° del proyecto:


a) Incorporación del número 23), nuevo; b) Sustitución del artículo 29 quinquies; c) Incorporación del artículo 35, nuevo, ambos del número 35), y d) Incorporación del artículo 36 bis del número 36).


La Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre las Cámaras, propone sustituir el inciso tercero del artículo 1°, contenido en el numeral 2); aprobar el texto del Senado para el número 23), reemplazando, en el inciso segundo del artículo 16 propuesto por dicha Corporación, la expresión “un plazo máximo de 30 días” por “un plazo máximo de 45 días”; acoger el texto propuesto por el Senado para el artículo 23 quinquies, sustituyendo su inciso primero; reemplazar en el artículo 29 del Senado la frase final “al tribunal que haya impuesto la sanción” por “el tribunal competente”; suprimir el artículo 35 incorporado por el Senado, y reemplazar el encabezamiento del número 36), reemplazando el artículo 36 bis, nuevo, incorporado por el Senado, que pasa a ser artículo 36.


Indica que la Comisión Mixta adoptó estos acuerdos por la unanimidad de sus miembros presentes, salvo en lo relativo a la sustitución del inciso primero del artículo 23 quinquies, que fue aprobado por 6 votos contra 2. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Larraín Fernández y Walker (don Patricio), y los Honorables Diputados señora Turres y señores Burgos Cardemil y Ceroni. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Espina y Prokurica.


Cabe hacer presente que los artículos 29 y 36, contenidos en los numerales 35) y 36) del artículo 1°, respectivamente, son normas de quórum orgánico constitucional.


Por su parte, el artículo 23 quinquies, contenido en el numeral 35) del artículo 1°, es de quórum calificado.


Finalmente, el señor Secretario General informa que la Cámara de Diputados, en sesión del día 2 de mayo del presente año, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.
- - -


La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Corporaciones, propone lo siguiente:

Artículo 1º

Número 2 de la Cámara de Diputados

y del Senado

Artículo 1°, del Senado

Inciso tercero


Sustituirlo por el siguiente:


“En ningún caso podrá imponerse la pena establecida en la letra f) del inciso primero a los condenados por crímenes o simples delitos señalados por las leyes números 20.000, 19.366 y 18.403. No se aplicará ninguna de las penas sustitutivas contempladas en esta ley a las personas que hubieren sido condenadas con anterioridad por alguno de dichos crímenes o simples delitos en virtud de sentencia ejecutoriada, hayan cumplido o no efectivamente la condena, a menos que les hubiere sido reconocida la circunstancia atenuante prevista por el artículo 22 de la ley Nº 20.000.”. 

Número 23, nuevo, del Senado


Aprobar el texto del Senado, reemplazando en el inciso segundo del artículo 16 propuesto por dicha Corporación, la expresión “un plazo máximo de treinta días”, seguida de una coma (,), por “un plazo máximo de cuarenta y cinco días”, seguida de una coma (,).

Número 28 de la Cámara de Diputados,

Número 35 del Senado

Artículo 23 quinquies, del Senado


Acoger el texto propuesto por el Senado para esta disposición, sustituyendo su inciso primero por el que sigue:


“Artículo 23 quinquies.- La información obtenida en la aplicación del sistema de monitoreo telemático sólo podrá ser utilizada para controlar el cumplimiento de la pena sustitutiva de que se trate. Sin perjuicio de lo anterior, podrá ser utilizada por un fiscal del Ministerio Público que se encontrare conduciendo una investigación en la cual el condenado sometido a monitoreo telemático apareciere como imputado. Para ello, el fiscal deberá solicitar previamente autorización al juez de garantía, en conformidad con lo previsto en los artículos 9° y 236 del Código Procesal Penal.”.

Artículo 29, del Senado (artículo 32 bis de la Cámara de Diputados)

Inciso primero


Remplazar, en el texto del Senado, la frase final “al tribunal que haya impuesto la sanción”, seguida de un punto (.), por “al tribunal competente”, seguida de un punto (.).

Artículo 35, nuevo, incorporado por el Senado


Suprimirlo, pasando los artículos 36 y 36 bis a ser artículos 35 y 36, respectivamente. 

Número 29 de la Cámara de Diputados,

Número 36 del Senado


Reemplazar su encabezamiento por el siguiente:


“36) Sustitúyese el Título III, integrado por los artículos 24 a 31, por un Título VI conformado por los siguientes artículos 35 a 40:”. 

Artículo 36, del Senado


Pasa a ser artículo 35, con el mismo texto. 

Artículo 36 bis, nuevo, incorporado por el Senado


Pasa a ser artículo 36, reemplazando su texto por el siguiente:


“Artículo 36.- El conocimiento de las gestiones a que dé lugar la ejecución de las penas sustitutivas que contempla esta ley, se regirá por las normas generales de competencia del Código Orgánico de Tribunales y del Código Procesal Penal.


Sin perjuicio de lo anterior, en casos excepcionales, el tribunal que conozca o deba conocer de la ejecución de una pena sustitutiva podrá declararse incompetente, a fin de que conozca del asunto el juzgado de garantía del lugar en que deba cumplirse dicha pena, cuando exista una distancia considerable entre el lugar donde se dictó la sentencia condenatoria y el de su ejecución.”.

- - -


El señor Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión Mixta y otorga la palabra a los Honorables Senadores señor Larraín Fernández y señora Alvear. Interviene, también, el señor Ministro de Justicia.


Cerrado el debate y puesta en votación, se aprueba la proposición de la Comisión Mixta por 32 votos a favor, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 29 y 36, contenidos en los numerales 35) y 36) del artículo 1° del proyecto, y del artículo 23 quinquies, contenido en el número 35) del mismo artículo 1°, respectivamente.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Espina, Orpis, Navarro, Walker (don Patricio) y Gómez.

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Letelier. 

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.216, que establece medidas que indica como alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad y deroga disposiciones que señala:


1) Sustitúyese el encabezado de la ley por el siguiente: "Establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.".


2) Sustitúyese el artículo 1° por el siguiente:


“Artículo 1°.- La ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad podrá sustituirse por el tribunal que las imponga, por alguna de las siguientes penas:


a) Remisión condicional.


b) Reclusión parcial.


c) Libertad vigilada.


d) Libertad vigilada intensiva.


e) Expulsión, en el caso señalado en el artículo 34. 


f) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


No procederá la facultad establecida en el inciso precedente ni la del artículo 33 de esta ley, tratándose de los autores de los delitos consumados previstos en los artículos 141, incisos tercero, cuarto y quinto; 142; 361; 362; 372 bis; 390, y 391, N° 1, del Código Penal, salvo en los casos en que en la determinación de la pena se hubiere considerado la circunstancia primera establecida en el artículo 11 del mismo Código.


En ningún caso podrá imponerse la pena establecida en la letra f) del inciso primero a los condenados por crímenes o simples delitos señalados por las leyes números 20.000, 19.366 y 18.403. No se aplicará ninguna de las penas sustitutivas contempladas en esta ley a las personas que hubieren sido condenadas con anterioridad por alguno de dichos crímenes o simples delitos en virtud de sentencia ejecutoriada, hayan cumplido o no efectivamente la condena, a menos que les hubiere sido reconocida la circunstancia atenuante prevista por el artículo 22 de la ley Nº 20.000.


Tampoco podrá el tribunal aplicar las penas señaladas en el inciso primero a los autores del delito consumado previsto en el artículo 436, inciso primero, del Código Penal, que hubiesen sido condenados anteriormente por alguno de los delitos contemplados en los artículos 433, 436 y 440 del mismo Código.


Para los efectos de esta ley, no se considerarán las condenas por crimen o simple delito cumplidas, respectivamente, diez o cinco años antes de la comisión del nuevo ilícito.”.


3) Sustitúyese, en el artículo 2º, la frase “en el Título III de la ley Nº 15.231”, por “en la ley Nº 18.287”.


4) Sustitúyese la denominación del Título I por la siguiente:


"De la remisión condicional y de la reclusión parcial".


5) Elimínase en el epígrafe del Párrafo 1° la expresión "de la pena".


6) Reemplázase el artículo 3° por el siguiente:


"Artículo 3°.- La remisión condicional consiste en la sustitución del cumplimiento de la pena privativa de libertad por la discreta observación y asistencia del condenado ante la autoridad administrativa durante cierto tiempo.".


7) Sustitúyese el artículo 4º por el siguiente:


“Artículo 4°.- La remisión condicional podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia no excediere de tres años;


b) Si el penado no hubiese sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, de la comisión del nuevo ilícito;


c) Si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren presumir que no volverá a delinquir, y


d) Si las circunstancias indicadas en las letras b) y c) precedentes hicieren innecesaria una intervención o la ejecución efectiva de la pena.


Con todo, no procederá la remisión condicional como pena sustitutiva si el sentenciado fuere condenado por aquellos ilícitos previstos en los artículos 15, letra b), o 15 bis, letra b), debiendo el tribunal, en estos casos, imponer la pena de reclusión parcial, libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, si procediere.”.


8) Reemplázase el artículo 5º por el siguiente:


“Artículo 5°.- Al aplicar esta sanción, el tribunal establecerá un plazo de observación que no será inferior al de la duración de la pena, con un mínimo de un año y un máximo de tres, e impondrá al condenado las siguientes condiciones:


a) Residencia en un lugar determinado, que podrá ser propuesto por el condenado. Éste podrá ser cambiado, en casos especiales, según la calificación efectuada por Gendarmería de Chile;


b) Sujeción al control administrativo y a la asistencia de Gendarmería de Chile, en la forma que precisará el reglamento. Dicho servicio recabará anualmente, al efecto, un certificado de antecedentes prontuariales, y


c) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria o comercio, si el condenado careciere de medios conocidos y honestos de subsistencia y no poseyere la calidad de estudiante.”.


9) Derógase el artículo 6°.


10) Sustitúyese en el epígrafe del Párrafo 2° del Título I, la expresión "nocturna" por " parcial".


11) Reemplázase el artículo 7° por el siguiente:


"Artículo 7°.- La pena de reclusión parcial consiste en el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales, durante cincuenta y seis horas semanales. La reclusión parcial podrá ser diurna, nocturna o de fin de semana, conforme a los siguientes criterios:


1) La reclusión diurna consistirá en el encierro en el domicilio del condenado, durante un lapso de ocho horas diarias y continuas, las que se fijarán entre las ocho y las veintidós horas.


2) La reclusión nocturna consistirá en el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales, entre las veintidós horas de cada día hasta las seis horas del día siguiente.


3) La reclusión de fin de semana consistirá en el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales, entre las veintidós horas del día viernes y las seis horas del día lunes siguiente.


Para el cumplimiento de la reclusión parcial, el juez preferirá ordenar su ejecución en el domicilio del condenado, estableciendo como mecanismo de control de la misma el sistema de monitoreo telemático, salvo que Gendarmería de Chile informe desfavorablemente la factibilidad técnica de su imposición, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 23 bis y siguientes de esta ley. En tal caso, entendido como excepcional, se podrán decretar otros mecanismos de control similares, en la forma que determine el tribunal.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por domicilio la residencia regular que el condenado utilice para fines habitacionales.".


12) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente:


"Artículo 8°.- La reclusión parcial podrá disponerse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia no excediere de tres años;


b) Si el penado no hubiese sido condenado anteriormente por crimen o simple delito, o lo hubiese sido a una pena privativa o restrictiva de libertad que no excediere de dos años, o a más de una, siempre que en total no superaren dicho límite. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, de la comisión del nuevo ilícito. No obstante lo anterior, si dentro de los diez o cinco años anteriores, según corresponda, a la comisión del nuevo crimen o simple delito, le hubieren sido impuestas dos reclusiones parciales, no será procedente la aplicación de esta pena sustitutiva, y


c) Si existieren antecedentes laborales, educacionales o de otra naturaleza similar que justificaren la pena, así como si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito, permitieren presumir que la pena de reclusión parcial lo disuadirá de cometer nuevos ilícitos.". 


13) Reemplázanse en el artículo 9° las expresiones "computará una noche" por las siguientes: "computarán ocho horas continuas de reclusión parcial".


14) Deróganse los artículos 10, 10 bis, 11 y 12.


15) Intercálase el siguiente Párrafo 3°, pasando el actual a ser Párrafo 4°.

"Párrafo 3°

Prestación de servicios en beneficio de la comunidad


Artículo 10.- La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad consiste en la realización de actividades no remuneradas a favor de la colectividad o en beneficio de personas en situación de precariedad, coordinadas por un delegado de Gendarmería de Chile.


El trabajo en beneficio de la comunidad será facilitado por Gendarmería de Chile, pudiendo establecer los convenios que estime pertinentes para tal fin con organismos públicos y privados sin fines de lucro.


Artículo 11.- La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad podrá decretarse por el juez si se cumplen, copulativamente, los siguientes requisitos:


a) Si la pena originalmente impuesta fuere igual o inferior a trescientos días.


b) Si existieren antecedentes laborales, educacionales o de otra naturaleza similar que justificaren la pena, o si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren presumir que la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad lo disuadirá de cometer nuevos ilícitos.


c) Si concurriere la voluntad del condenado de someterse a esta pena. El juez deberá informarle acerca de las consecuencias de su incumplimiento.


Esta pena procederá por una sola vez y únicamente para el caso en que los antecedentes penales anteriores del condenado hicieren improcedente la aplicación de las demás penas sustitutivas establecidas en la presente ley.


Artículo 12.- La duración de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se determinará considerando cuarenta horas de trabajo comunitario por cada treinta días de privación de libertad. Si la pena originalmente impuesta fuere superior a treinta días de privación de libertad, corresponderá hacer el cálculo proporcional para determinar el número exacto de horas por las que se extenderá la sanción. En todo caso, la pena impuesta no podrá extenderse por más de ocho horas diarias.


Si el condenado aportare antecedentes suficientes que permitieren sostener que trabaja o estudia regularmente, el juez deberá compatibilizar las reglas anteriores con el régimen de estudio o trabajo del condenado.


Artículo 12 bis.- En caso de decretarse la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el delegado de Gendarmería de Chile responsable de gestionar su cumplimiento informará al tribunal que dictó la sentencia, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la condena se encontrare firme o ejecutoriada, el lugar donde ella se llevará a cabo, el tipo de servicio que se prestará y el calendario de su ejecución. El mencionado tribunal notificará lo anterior al Ministerio Público y al defensor.


Artículo 12 ter.- Los delegados de prestación de servicios en beneficio de la comunidad son funcionarios dependientes de Gendarmería de Chile, encargados de supervisar la correcta ejecución de esta pena sustitutiva.


La habilitación para ejercer las funciones de delegado de prestación de servicios en beneficio de la comunidad será otorgada por el Ministerio de Justicia a quienes acrediten idoneidad y preparación, en la forma que determine el reglamento.


Sin perjuicio de lo anterior, para desempeñar el cargo de delegado de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se requiere poseer título profesional de una carrera de al menos ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional reconocidos por el Estado o su equivalente, en el caso de profesionales titulados en universidades extranjeras.”.


16) Sustitúyese el artículo 13 por el siguiente:


"Artículo 13.- Si alguna de las penas establecidas en este Título se impusiere al personal de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile mientras esté en servicio, se observarán las normas siguientes:


a) En el caso de aplicarse la remisión condicional, el control administrativo y la asistencia del sujeto se ejercerá por el juez institucional respectivo, quien podrá delegar tal facultad en la autoridad que estime conveniente y que corresponda a la institución a que perteneciere el condenado, como asimismo, solicitar se revoque la sustitución de la pena, en caso de incumplimiento, y


b) En el caso de aplicarse la pena de reclusión parcial en establecimientos especiales, ésta se cumplirá en la unidad militar o policial a que perteneciere el condenado.


Se entenderá que concurren las condiciones señaladas en las letras a) y c) del artículo 5°, por el sólo hecho de permanecer el condenado en servicio.


Si el condenado dejare de pertenecer a la institución durante la época de cumplimiento de alguna de las penas establecidas en este Título, el tiempo de sujeción a la vigilancia del juez institucional o de permanencia en reclusión parcial en la unidad militar o policial correspondiente, se computará como período sometido a la vigilancia de Gendarmería de Chile o como tiempo cumplido en un establecimiento penal, según el caso. Este tiempo le será computable, además, para los efectos previstos en el artículo 2°, letra d), del decreto ley N° 409, de 1932. El lapso que restare se cumplirá de acuerdo con las normas generales.".


17) Incorpórase, como artículo 13 bis, el siguiente:


“Artículo 13 bis.- En caso de aplicarse la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el juez podrá, de oficio o a solicitud del condenado, efectuar un control sobre las condiciones de su cumplimiento, debiendo citar, en ese caso, a una audiencia de seguimiento durante el período que dure su ejecución.


Al concluir dicho período, el delegado responsable de gestionar el cumplimiento de la pena remitirá al tribunal un informe sobre la ejecución efectiva de la misma.”.


18) Sustitúyese la denominación del Título II por la siguiente:

"De la libertad vigilada y la libertad vigilada intensiva".


19) Reemplázase el epígrafe del Párrafo 1° por el siguiente:

"De la libertad vigilada y la libertad vigilada intensiva".


20) Sustitúyese el artículo 14 por el siguiente:


“Artículo 14.- La libertad vigilada consiste en someter al penado a un régimen de libertad a prueba que tenderá a su reinserción social a través de una intervención individualizada, bajo la vigilancia y orientación permanentes de un delegado.


La libertad vigilada intensiva consiste en la sujeción del condenado al cumplimiento de un programa de actividades orientado a su reinserción social en el ámbito personal, comunitario y laboral, a través de una intervención individualizada y bajo la aplicación de ciertas condiciones especiales.”.


21) Sustitúyese el artículo 15 por el siguiente:


“Artículo 15.- La libertad vigilada podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia fuere superior a dos años y no excediere de tres, o


b) Si se tratare de alguno de los delitos contemplados en el artículo 4° de la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, o en los incisos segundo y tercero del artículo 196 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, y la pena privativa o restrictiva de libertad que se impusiere fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de tres años.


En los casos previstos en las dos letras anteriores, deberá cumplirse, además, lo siguiente:


1.- Que el penado no hubiere sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, del ilícito sobre el que recayere la nueva condena, y 


2.- Que los antecedentes sociales y características de personalidad del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren concluir que una intervención individualizada de conformidad al artículo 16 de esta ley, parece eficaz en el caso específico, para su efectiva reinserción social. Dichos antecedentes deberán ser aportados por los intervinientes antes del pronunciamiento de la sentencia o en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal. Excepcionalmente, si éstos no fueren aportados en dicha instancia, podrá el juez solicitar informe a Gendarmería de Chile, pudiendo suspender la determinación de la pena dentro del plazo previsto en el artículo 344 del Código Procesal Penal.”.


22) Agrégase el siguiente artículo 15 bis:


“Artículo 15 bis.- La libertad vigilada intensiva podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia fuere superior a tres años y no excediere de cinco, o


b) Si se tratare de alguno de los delitos establecidos en los artículos 296, 297, 390, 391, 395, 396, 397, 398 ó 399 del Código Penal, cometidos en el contexto de violencia intrafamiliar, y aquellos contemplados en los artículos 363, 365 bis, 366, 366 bis, 366 quáter, 366 quinquies, 367, 367 ter y 411 ter del mismo Código, y la pena privativa o restrictiva de libertad que se impusiere fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de cinco años.


En los casos previstos en las dos letras anteriores, deberán cumplirse, además, las condiciones indicadas en ambos numerales del inciso segundo del artículo anterior.”.


23) Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- Al imponer la pena de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, el tribunal establecerá un plazo de intervención igual al que correspondería cumplir si se aplicara efectivamente la pena privativa o restrictiva de libertad que se sustituye.


El delegado que hubiere sido designado para el control de estas penas, deberá proponer al tribunal que hubiere dictado la sentencia, en un plazo máximo de cuarenta y cinco días, un plan de intervención individual, el que deberá comprender la realización de actividades tendientes a la rehabilitación y reinserción social del condenado, tales como la nivelación escolar, la participación en actividades de capacitación o inserción laboral, o de intervención especializada de acuerdo a su perfil. El plan deberá considerar el acceso efectivo del condenado a los servicios y recursos de la red intersectorial, e indicar con claridad los objetivos perseguidos con las actividades programadas y los resultados esperados.


El juez, a propuesta del respectivo delegado, podrá ordenar que el condenado sea sometido, en forma previa, a los exámenes médicos, psicológicos o de otra naturaleza que parezcan necesarios para efectos de la elaboración del plan de intervención individual. En tal caso, podrá suspenderse el plazo a que se refiere el inciso anterior por un máximo de 60 días.


Una vez aprobado judicialmente el plan, el delegado informará al juez acerca de su cumplimiento, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley.


Sin perjuicio de lo anterior, el delegado podrá proponer al juez la reducción del plazo de intervención, o bien, el término anticipado de la pena, en los casos que considere que el condenado ha dado cumplimiento a los objetivos del plan de intervención.”.


24) Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente:


“Artículo 17.- Al decretar la pena sustitutiva de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva, el tribunal impondrá al condenado las siguientes condiciones:


a) Residencia en un lugar determinado, el que podrá ser propuesto por el condenado, debiendo, en todo caso, corresponder a una ciudad en que preste funciones un delegado de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva. La residencia podrá ser cambiada en casos especiales calificados por el tribunal y previo informe del delegado respectivo;


b) Sujeción a la vigilancia y orientación permanentes de un delegado por el período fijado, debiendo el condenado cumplir todas las normas de conducta y las  instrucciones que aquél imparta respecto a educación, trabajo, morada, cuidado del núcleo familiar, empleo del tiempo libre y cualquiera otra que sea pertinente para una eficaz intervención individualizada, y


c) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria o comercio, bajo las modalidades que se determinen en el plan de intervención individual, si el condenado careciere de medios conocidos y honestos de subsistencia y no poseyere la calidad de estudiante.”.


25) Agréganse los siguientes artículos 17 bis y 17 ter:


“Artículo 17 bis.- Junto con la imposición de las condiciones establecidas en el artículo anterior, si el condenado presentare un consumo problemático de drogas o alcohol, el tribunal deberá imponerle, en la misma sentencia, la obligación de asistir a programas de tratamiento de rehabilitación de dichas sustancias, de acuerdo a lo señalado en este artículo.


Para estos efectos, durante la etapa de investigación, los intervinientes podrán solicitar al tribunal que decrete la obligación del imputado de asistir a una evaluación por un médico calificado por el Servicio de Salud correspondiente para determinar si éste presenta o no consumo problemático de drogas o alcohol. El juez accederá a lo solicitado si existieren antecedentes que permitan presumir dicho consumo problemático.


La Secretaría Regional Ministerial de Justicia, previo informe de la Secretaría Regional Ministerial de Salud, entregará a la Corte de Apelaciones respectiva la nómina de facultativos habilitados para practicar los exámenes y remitir los informes a que se refiere este artículo.


Si se decretare la evaluación y el imputado se resistiere o negare a la práctica de el o los exámenes correspondientes, el juez podrá considerar dicha resistencia o negativa como antecedente para negar la sustitución de la pena privativa o restrictiva de libertad.


La obligación de someterse a un tratamiento podrá consistir en la asistencia a programas ambulatorios, la internación en centros especializados o una combinación de ambos tipos de tratamiento. El plazo de la internación no podrá ser superior al total del tiempo de la pena sustitutiva. Lo anterior deberá enmarcarse dentro del plan de intervención individual aprobado judicialmente.


Habiéndose decretado la obligación de someterse a tratamiento, el delegado informará mensualmente al tribunal respecto del desarrollo del mismo. El juez efectuará un control periódico del cumplimiento de esta condición, debiendo citar bimestralmente a audiencias de seguimiento, durante todo el período que dure el tratamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley. 


Artículo 17 ter.- En caso de imponerse la libertad vigilada intensiva deberán decretarse, además, una o más de las siguientes condiciones:


a) Prohibición de acudir a determinados lugares;


b) Prohibición de aproximarse a la víctima, o a sus familiares u otras personas que determine el tribunal, o de comunicarse con ellos;


c) Obligación de mantenerse en el domicilio o lugar que determine el juez, durante un lapso máximo de ocho horas diarias, las que deberán ser continuas, y 


d) Obligación de cumplir programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, sexual, de tratamiento de la violencia u otros similares.”.


26) Agrégase un artículo 17 quáter del siguiente tenor:


“Artículo 17 quáter.- El control del delegado en las penas sustitutivas de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva, se ejecutará en base a las medidas de supervisión que sean aprobadas por el tribunal, las que incluirán la asistencia obligatoria del condenado a encuentros periódicos previamente fijados con el delegado y a programas de intervención psicosocial. Tratándose de la libertad vigilada intensiva, el tribunal considerará, especialmente, la periodicidad e intensidad en la aplicación del plan de intervención individualizada.”.


27) Sustitúyese el artículo 18 por el siguiente:


“Artículo 18.- El Estado, a través de los organismos pertinentes, promoverá y fortalecerá especialmente la formación educacional, la capacitación y la colocación laboral de los condenados a la pena sustitutiva de libertad vigilada y a la de libertad vigilada intensiva, con el fin de permitir e incentivar su inserción al trabajo. Asimismo, el delegado deberá apoyar y articular el acceso del condenado a la red de protección del Estado, particularmente, en las áreas de salud mental, educación, empleo y de desarrollo comunitario y familiar, según se requiera.


Los organismos estatales y comunitarios que otorguen servicios pertinentes a salud, educación, capacitación profesional, empleo, vivienda, recreación y otros similares, deberán considerar especialmente toda solicitud que los delegados de libertad vigilada formularen para el adecuado tratamiento de las personas sometidas a su orientación y vigilancia.”.


28) Derógase el artículo 19.


29) Reemplázase el epígrafe del Párrafo 2º del Título II de la ley por el siguiente:

“De los delegados de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva”.


30) Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20.- Los delegados de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva son funcionarios de Gendarmería de Chile, encargados de conducir el proceso de reinserción social de la persona condenada a la pena sustitutiva de la libertad vigilada y libertad vigilada intensiva, mediante la intervención, orientación y supervisión de los condenados, a fin de evitar su reincidencia y facilitar su integración a la sociedad.


La habilitación para ejercer las funciones de delegado de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva será otorgada por el Ministerio de Justicia a quienes acrediten idoneidad y preparación, en la forma que determine el reglamento.”.


31) Intercálase un artículo 20 bis del siguiente tenor:


“Artículo 20 bis.- Sin perjuicio de los restantes requisitos que señale el reglamento, para desempeñar el cargo de delegado de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva se requiere:


a) Poseer el título de psicólogo o asistente social, otorgado por una universidad reconocida por el Estado o su equivalente, en el caso de profesionales titulados en universidades extranjeras;


b) Experiencia mínima de un año en el área de la intervención psicosocial, y


c) Aprobar el curso de habilitación de delegado de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva.”.


32) Elimínase, en el artículo 21, la coma (,) que figura después de la expresión “Ministerio de Justicia”, y agrégase, a continuación de la expresión “libertad vigilada”, los términos “y de la libertad vigilada intensiva”.”.


33) Sustitúyese el artículo 22 por el siguiente:


“Artículo 22.- Un reglamento establecerá las normas relativas a la organización de los sistemas de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva, incluyendo los programas, las características y los aspectos particulares que éstos deberán tener. El Ministerio de Justicia impartirá las normas técnicas que sean necesarias a este respecto y evaluará, periódicamente, su cumplimiento y los resultados de dichos sistemas.”.


34) Sustitúyese el artículo 23 por el siguiente:


“Artículo 23.- Los delegados de libertad vigilada deberán informar al respectivo tribunal, al menos semestralmente, sobre la evolución y cumplimiento del plan de intervención individualizada impuesto por el juez a las personas sometidas a su vigilancia y orientación. Emitirán, además, los informes que los tribunales les soliciten sobre esta materia cada vez que ellos fueren requeridos.


Lo mismo les será aplicable a los delegados de libertad vigilada intensiva, quienes informarán al respectivo tribunal al menos trimestralmente.


En todo caso, el tribunal citará a lo menos anualmente a una audiencia de revisión de la libertad vigilada y, a lo menos, semestralmente, en el caso de la libertad vigilada intensiva.


A estas audiencias deberán comparecer el condenado y su defensor.


En el caso del delegado de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva, el tribunal podrá estimar como suficiente la entrega del informe periódico que se remita por el delegado, salvo que solicite su comparecencia personal.


El Ministerio Público podrá comparecer cuando lo estimare procedente.”.


35) Intercálanse los siguientes Títulos III, IV y V, pasando el actual III a ser VI:

"TÍTULO III

Del monitoreo telemático


Artículo 23 bis.- Se entenderá por monitoreo telemático toda supervisión por medios tecnológicos de las penas establecidas por esta ley.


Dicho control podrá ser utilizado para la supervisión de las penas de reclusión parcial y de libertad vigilada intensiva.


Tratándose de la pena de libertad vigilada intensiva prevista en el artículo 15 bis, el monitoreo sólo se utilizará para el control de los delitos establecidos en la letra b) de dicho precepto. Para decretarlo, el tribunal tendrá en cuenta las circunstancias de comisión del delito y especialmente las necesidades de protección de la víctima. 


Si se estimare conveniente que la víctima porte un dispositivo de control para su protección, el tribunal requerirá, en forma previa a su entrega, el consentimiento de aquélla. En cualquier caso, la ausencia de dicho consentimiento no obstará a que el tribunal pueda imponer al condenado la medida de monitoreo telemático.


A fin de resolver acerca de la imposición de esta medida de control, el tribunal deberá considerar la factibilidad técnica informada por Gendarmería de Chile para cada caso particular. Este informe deberá ser presentado en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal. La elaboración del informe podrá solicitarse a Gendarmería de Chile  directamente por el fiscal, el defensor o el tribunal en subsidio, durante la etapa de investigación.


Artículo 23 bis A.- Tratándose del régimen de pena mixta, previsto en el artículo 33 de esta ley, la supervisión a través de monitoreo telemático será obligatoria durante todo el período de la libertad vigilada intensiva.


Artículo 23 ter.- Toda orden de aplicación del mecanismo de monitoreo contemplado en el artículo anterior, deberá ser expedida por escrito por el tribunal, y contendrá los siguientes datos:


a) Identificación del proceso;


b) Identificación del condenado;


c) La fecha de inicio y de término de la aplicación del mecanismo de control, y


d) Todos aquellos datos que el tribunal estimare importantes para su correcta aplicación.


Artículo 23 quáter.- La responsabilidad de la administración del dispositivo será de cargo de Gendarmería de Chile, la que podrá contratar servicios externos para estos efectos, de conformidad a la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.


Los requisitos y características técnicas del sistema de monitoreo telemático, así como los procedimientos para su instalación, administración y retiro, serán regulados en el reglamento a que alude el artículo 23 octies.


Este mecanismo se aplicará por un plazo igual al de la duración de la pena sustitutiva que se impusiere.


Sin perjuicio de lo anterior, a solicitud del condenado, el tribunal podrá citar a una audiencia a fin de resolver acerca de la mantención, modificación o cesación de esta medida. En este caso, podrá ordenar la modificación o cesación de la medida cuando hubieren variado las circunstancias consideradas al momento de imponer esta supervisión.


Artículo 23 quinquies.- La información obtenida en la aplicación del sistema de monitoreo telemático sólo podrá ser utilizada para controlar el cumplimiento de la pena sustitutiva de que se trate. Sin perjuicio de lo anterior, podrá ser utilizada por un fiscal del Ministerio Público que se encontrare conduciendo una investigación en la cual el condenado sometido a monitoreo telemático apareciere como imputado. Para ello, el fiscal deberá solicitar previamente autorización al juez de garantía, en conformidad con lo previsto en los artículos 9° y 236 del Código Procesal Penal.


Cuando se pusiere término a la utilización del monitoreo telemático, y transcurridos dos años desde el cumplimiento de la condena, Gendarmería de Chile procederá a la destrucción de la información proporcionada por este sistema, en la forma que determine el reglamento al que se refiere el artículo 23 octies.


El que conociendo, en razón de su cargo, la información a que alude el inciso anterior, la revelare indebidamente, será sancionado con la pena prevista en el inciso primero del artículo 246 del Código Penal.


Artículo 23 sexies.- El sujeto afecto al sistema de control de monitoreo que dolosamente arrancare, destruyere, hiciere desaparecer o, en general, inutilizare de cualquier forma el dispositivo, responderá por el delito de daños, de conformidad a lo establecido en los artículos  484 y siguientes del Código Penal, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 25 y 27 de esta ley.


Asimismo, si por cualquier circunstancia el dispositivo de monitoreo quedare inutilizado o sufriere un desperfecto, pudiendo advertirlo el condenado, éste deberá informarlo a la brevedad a Gendarmería de Chile. En caso de no hacerlo, el tribunal podrá otorgar mérito suficiente a dicha omisión para dejar sin efecto la sustitución de la pena, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 de esta ley.


Artículo 23 septies.- La instalación, mantención y utilización de los dispositivos de control telemático de que trata esta ley, serán siempre gratuitas para los sujetos afectos al sistema de monitoreo telemático.


Artículo 23 octies.- Las normas referidas al mecanismo de control de monitoreo telemático contenidas en este Título, se aplicarán en conformidad a un reglamento especialmente dictado al efecto, el que será suscrito por los Ministros de Justicia y de Hacienda. 

TÍTULO IV

Del incumplimiento y el quebrantamiento

Párrafo 1°

Disposiciones generales


Artículo 24.- El tribunal, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes desde que se encuentre firme y ejecutoriada la sentencia, deberá informar a Gendarmería de Chile  respecto de la imposición de alguna de las penas sustitutivas establecidas en esta ley.


El condenado a una pena sustitutiva deberá presentarse a Gendarmería de Chile dentro del plazo de cinco días, contado desde que estuviere firme y ejecutoriada la sentencia. Si transcurrido el referido plazo el condenado no se presentare a cumplirla, dicho organismo informará al tribunal de tal situación. Con el mérito de esta comunicación, el juez podrá despachar inmediatamente una orden de detención.


Artículo 25.- Para determinar las consecuencias que se impondrán en caso de incumplimiento del régimen de ejecución de las penas sustitutivas de que trata esta ley, se observarán las siguientes reglas:


1.- Tratándose de un incumplimiento grave o reiterado de las condiciones impuestas y atendidas las circunstancias del caso, el tribunal deberá revocar la pena sustitutiva impuesta o reemplazarla por otra pena sustitutiva de mayor intensidad.


2.- Tratándose de otros incumplimientos injustificados, el tribunal deberá imponer la intensificación de las condiciones de la pena sustitutiva. Esta intensificación consistirá en establecer mayores controles para el cumplimiento de dicha pena.


Artículo 26.- La decisión del tribunal de dejar sin efecto la pena sustitutiva, sea como consecuencia de un incumplimiento o por aplicación de lo dispuesto en el artículo siguiente, someterá al condenado al cumplimiento del saldo de la pena inicial, abonándose a su favor el tiempo de ejecución de dicha pena sustitutiva de forma proporcional a la duración de ambas.


Tendrán aplicación, en su caso, las reglas de conversión del artículo 9° de esta ley.


Artículo 27.- Las penas sustitutivas reguladas en esta ley siempre se considerarán quebrantadas por el solo ministerio de la ley y darán lugar a su revocación, si durante su cumplimiento el condenado cometiere nuevo crimen o simple delito y fuere condenado por sentencia firme.


Artículo 28.- Recibida por el tribunal la comunicación de un incumplimiento de condiciones, deberá citar al condenado a una audiencia que se celebrará dentro del plazo de quince días, en la que se discutirá si efectivamente se produjo un incumplimiento de condiciones o, en su caso, un quebrantamiento. Dicha resolución se notificará por cédula al condenado.


El condenado tendrá derecho a asistir a la audiencia con un abogado y, si no dispusiere de uno, el Estado deberá designarle un defensor penal público.


Las audiencias se regirán conforme a lo dispuesto en el Código Procesal Penal, en lo que fuere pertinente. En todo caso, si fuere necesario presentar prueba para acreditar algún hecho, no regirán las reglas sobre presentación de prueba en el juicio oral, debiendo procederse desformalizadamente.

Párrafo 2°

Normas especiales para la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad


Artículo 29.- En caso de incumplimiento de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el delegado deberá informar al tribunal competente.


El tribunal citará a una audiencia para resolver sobre la mantención o la revocación de la pena.


Artículo 30.- El juez deberá revocar la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad cuando expresamente el condenado solicitare su revocación o por aplicación de lo dispuesto en el artículo 27 de esta ley.


Adicionalmente, podrá revocarla, previo informe del delegado, cuando el condenado se encontrare en alguna de las siguientes situaciones:


a) Se ausentare del trabajo en beneficio de la comunidad que estuviere realizando, durante al menos dos jornadas laborales. Si el penado faltare al trabajo por causa justificada, no se entenderá dicha ausencia como abandono de la actividad.


b) Su rendimiento en la ejecución de los servicios fuere sensiblemente inferior al mínimo exigible, a pesar de los requerimientos del responsable del centro de trabajo.


c) Se opusiere o incumpliere en forma reiterada y manifiesta las instrucciones que se le dieren por el responsable del centro de trabajo.


Artículo 31.- Habiéndose decretado la revocación de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se abonará al tiempo de reclusión un día por cada ocho horas efectivamente trabajadas.


Si el tribunal no revocare la pena, podrá ordenar que su cumplimiento se ejecute en un lugar distinto a aquel en que originalmente se desarrollaba. En este caso, y para efectos del cómputo de la pena, se considerará el período efectivamente trabajado con anterioridad, en los términos del inciso anterior.

TÍTULO V

Del reemplazo de la pena sustitutiva y las penas mixtas

Párrafo 1°

Del reemplazo de la pena sustitutiva


Artículo 32.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 25 de esta ley, una vez cumplida la mitad del período de observación de la pena sustitutiva respectiva, y previo informe favorable de Gendarmería de Chile, el tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá  reemplazar la pena conforme a lo siguiente:


a) En caso que la pena sustitutiva que se encontrare cumpliendo el condenado fuere la libertad vigilada intensiva, podrá sustituirla por la libertad vigilada.


b) En caso que la pena sustitutiva que se encontrare cumpliendo el condenado fuere la libertad vigilada, podrá sustituirla por la remisión condicional.


Cuando a un penado se le hubiere sustituido la libertad vigilada intensiva por la libertad vigilada, sólo podrá emplazarse esta última por la remisión condicional si se contare con informe favorable de Gendarmería de Chile y el condenado hubiere cumplido más de dos tercios de la pena originalmente impuesta.


Para estos efectos, el tribunal citará a los intervinientes a audiencia, en la que examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá.


En caso que el tribunal se pronunciare rechazando el reemplazo de la pena sustitutiva, éste no podrá discutirse nuevamente sino hasta transcurridos seis meses desde su denegación.

Párrafo 2°

De las penas mixtas


Artículo 33.- El tribunal podrá, de oficio o a petición de parte, previo informe favorable de Gendarmería de Chile, disponer la interrupción de la pena privativa de libertad originalmente impuesta, reemplazándola por el régimen de libertad vigilada intensiva, siempre que concurran los siguientes requisitos:


a) Que la sanción impuesta al condenado fuere de cinco años y un día de presidio o reclusión mayor en su grado mínimo, u otra pena inferior;


b) Que al momento de discutirse la interrupción de la pena privativa de libertad, el penado no registrare otra condena por crimen o simple delito, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 15 bis;


c) Que el penado hubiere cumplido al menos un tercio de la pena privativa de libertad de manera efectiva, y


d) Que el condenado hubiere observado un comportamiento calificado como “muy bueno” o “bueno” en los tres bimestres anteriores a su solicitud, de conformidad a lo dispuesto en el decreto supremo N° 2.442, de 1926, Reglamento de la Ley de Libertad Condicional.


En el caso que el tribunal dispusiere la interrupción de la pena privativa de libertad, reemplazándola por el régimen de libertad vigilada intensiva, ésta deberá ser siempre controlada mediante monitoreo telemático.


Para estos efectos, el informe de Gendarmería de Chile a que se refiere el inciso primero, deberá contener lo siguiente:


1) Una opinión técnica favorable que permita orientar sobre los factores de riesgo de reincidencia, a fin de conocer las posibilidades del condenado para reinsertarse adecuadamente en la sociedad, mediante una pena a cumplir en libertad. Dicha opinión contendrá, además, los antecedentes sociales y las características de personalidad del condenado y una propuesta de plan de intervención individual que deberá cumplirse en libertad. Considerará, asimismo, la existencia de investigaciones formalizadas o acusaciones vigentes en contra del condenado.


2) Informe de comportamiento, de conformidad a lo dispuesto en el decreto supremo N° 2.442, de 1926, Reglamento de la Ley de Libertad Condicional.


3) Factibilidad técnica de la aplicación del monitoreo telemático, la cual incluirá aspectos relativos a la conectividad de las comunicaciones en el domicilio y la comuna que fije el condenado para tal efecto.


Con lo anterior, el tribunal citará a los intervinientes a audiencia, en la que examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá.


En dicha audiencia, el tribunal podrá requerir a Gendarmería de Chile mayores antecedentes respecto a la factibilidad técnica del monitoreo.


En caso de disponerse la interrupción de la pena privativa de libertad, el tribunal fijará el plazo de observación de la libertad vigilada intensiva por un período igual al de duración de la pena que al condenado le restare por cumplir. Además, determinará las condiciones a que éste quedará sujeto conforme a lo prescrito en los artículos 17, 17 bis y 17 ter de esta ley.


Si el tribunal no otorgare la interrupción de la pena regulada en este artículo, ésta no podrá discutirse nuevamente sino hasta transcurridos seis meses desde de su denegación.


Si el penado cumpliere satisfactoriamente la pena de libertad vigilada intensiva, el tribunal lo reconocerá en una resolución fundada, remitiendo el saldo de la pena privativa de libertad interrumpida y teniéndola por cumplida con el mérito de esta resolución.


Los condenados que fueren beneficiados con la interrupción de la pena privativa de libertad no podrán acceder al reemplazo de la pena sustitutiva a que se refiere el artículo 32 de esta ley.


Artículo 34.- Si el condenado a una pena igual o inferior a cinco años de presidio o reclusión menor en su grado máximo fuere un extranjero que no residiere legalmente en el país, el juez, de oficio o a petición de parte, podrá sustituir el cumplimiento de dicha pena por la expulsión de aquél del territorio nacional. 


A la audiencia que tenga por objetivo resolver acerca de la posible sustitución de la pena privativa de libertad por la expulsión del territorio nacional deberá ser citado el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a fin de ser oído. Si se ordenare la expulsión, deberá oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio mencionado para efectos de que lleve a cabo la implementación de esta pena y se ordenará la internación del condenado hasta la ejecución de la misma.


El condenado extranjero al que se le aplicare la pena de expulsión no podrá regresar al territorio nacional en un plazo de diez años, contado desde la fecha de la sustitución de la pena.


En caso que el condenado regresare al territorio nacional dentro del plazo señalado en el inciso anterior, se revocará la pena de expulsión, debiendo cumplirse el saldo de la pena privativa de libertad originalmente impuesta.”.


36) Sustitúyese el Título III, integrado por los artículos 24 a 31, por un Título VI conformado por los siguientes artículos 35 a 40:

“TÍTULO VI

Disposiciones generales


Artículo 35.- El tribunal que impusiere, de oficio o a petición de parte, alguna de las penas sustitutivas previstas en esta ley, deberá así ordenarlo en la respectiva sentencia condenatoria, expresando los fundamentos en que se apoya y los antecedentes que fundaren su convicción.


Si el tribunal negare la solicitud para conceder alguna de las penas sustitutivas establecidas en esta ley, deberá exponer los fundamentos de su decisión en la sentencia.


Tratándose de delitos de acción privada o de acción penal pública previa instancia particular, el juez de garantía o el tribunal de juicio oral en lo penal deberá citar a la víctima o a quien la represente, a la audiencia a que se refiere el artículo 343 del Código Procesal Penal, para debatir sobre la procedencia de aplicar cualquiera de las penas sustitutivas contenidas en esta ley.


Artículo 36.- El conocimiento de las gestiones a que dé lugar la ejecución de las penas sustitutivas que contempla esta ley, se regirá por las normas generales de competencia del Código Orgánico de Tribunales y del Código Procesal Penal.


Sin perjuicio de lo anterior, en casos excepcionales, el tribunal que conozca o deba conocer de la ejecución de una pena sustitutiva podrá declararse incompetente, a fin de que conozca del asunto el juzgado de garantía del lugar en que deba cumplirse dicha pena, cuando exista una distancia considerable entre el lugar donde se dictó la sentencia condenatoria y el de su ejecución.


Artículo 37.- La decisión acerca de la concesión, denegación, revocación, sustitución, reemplazo, reducción, intensificación y término anticipado de las penas sustitutivas que establece esta ley y la referida a la interrupción de la pena privativa de libertad a que alude el artículo 33, será apelable para ante el tribunal de alzada respectivo, de acuerdo a las reglas generales.


Sin perjuicio de lo anterior, cuando la decisión que conceda o deniegue una pena sustitutiva esté contenida formalmente en la sentencia definitiva, el recurso de apelación contra dicha decisión deberá interponerse dentro de los cinco días siguientes a su notificación o, si se impugnare además la sentencia definitiva por la vía del recurso de nulidad, se interpondrá conjuntamente con éste, en carácter de subsidiario y para el caso en que el fallo del o de los recursos de nulidad no altere la decisión del tribunal a quo relativa a la concesión o denegación de la pena sustitutiva.


Habiéndose presentado uno o más recursos de nulidad, conjuntamente o no con el recurso de apelación, el tribunal a quo se pronunciará de inmediato sobre la admisibilidad de este último, pero sólo lo concederá una vez ejecutoriada la sentencia definitiva condenatoria y únicamente para el evento de que la resolución sobre el o los recursos de nulidad no altere la decisión del tribunal a quo respecto de la concesión o denegación de la pena sustitutiva.


En caso contrario, se tendrá por no interpuesto.


Artículo 38.- La imposición por sentencia ejecutoriada de alguna de las penas sustitutivas establecidas en esta ley a quienes no hubieren sido condenados anteriormente por crimen o simple delito tendrá mérito suficiente para la omisión, en los certificados de antecedentes, de las anotaciones a que diere origen la sentencia condenatoria. El tribunal competente deberá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación al efecto.


Para los efectos previstos en el inciso precedente no se considerarán las condenas por crimen o simple delito cumplidas, respectivamente, diez o cinco años antes de la comisión del nuevo ilícito.


El cumplimiento satisfactorio de las penas sustitutivas que prevé el artículo 1° de esta ley por personas que no hubieren sido condenadas anteriormente por crimen o simple delito, en los términos que señala el inciso primero, tendrá mérito suficiente para la eliminación definitiva, para todos los efectos legales y administrativos, de tales antecedentes prontuariales. El tribunal que declare cumplida la respectiva pena sustitutiva deberá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación, el que practicará la eliminación.


Exceptúanse de las normas de los incisos anteriores los certificados que se otorguen para el ingreso a las Fuerzas Armadas, a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y a Gendarmería de Chile, y los que se requieran para su agregación a un proceso criminal.


Artículo 39.- En aquellos tribunales de garantía integrados por más de tres jueces, el Comité de Jueces, a propuesta del Juez Presidente, deberá considerar, en el procedimiento objetivo y general de distribución de causas, la designación preferente de jueces especializados para el conocimiento de las materias previstas en esta ley.


Artículo 40.- Las disposiciones contenidas en esta ley no serán aplicables a aquellos adolescentes que hubieren sido condenados de conformidad a lo establecido en la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.”.


37) Deróganse los artículos 1º y 2º transitorios.


Artículo 2º.- Sustitúyense, en el número 2º del artículo 39 bis del Código Penal, las expresiones “alguno de los beneficios de la ley Nº 18.216, como alternativa a la pena principal”, por “alguna de las penas de la ley Nº 18.216 como sustitutiva de la pena principal”.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:


a) Intercálase en el inciso cuarto del artículo 129, entre la expresión "impuesto" y la frase "y al que violare la condición", la siguiente oración: ",al que fuere sorprendido infringiendo las condiciones impuestas en virtud de las letras a), b), c) y d) del artículo 17 ter de la ley N° 18.216".


b) Reemplázase en el artículo 140, inciso cuarto, la oración "gozando de alguno de los beneficios alternativos a la ejecución de las penas alternativas o restrictivas de libertad contemplados en la ley" por lo siguiente: "cumpliendo alguna de las penas sustitutivas a la ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad contempladas en la ley".


c) Sustitúyense en los artículos 348, inciso primero; 412, inciso tercero, y 413, letra e), la expresión "medidas alternativas" por "penas sustitutivas".


d) Reemplázase en el artículo 398, inciso primero, la frase "alguno de los beneficios contemplados" por "alguna de las penas sustitutivas contempladas".


e) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 466, la expresión “y su defensor”, por “, su defensor y el delegado a cargo de la pena sustitutiva de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva, según corresponda.


f) Sustitúyese en el artículo 468, inciso tercero, la expresión "medida alternativa" por "pena sustitutiva".


Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.859, de 1979, que fija la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile:


a) Modifícase el artículo 3° en los siguientes términos:


1.- Sustitúyese en la letra g) la conjunción copulativa ",y"  con que termina por un punto y coma (;).


2.- Sustitúyese en la letra i) el punto aparte (.) con que termina, por una coma (,) seguida de la conjunción copulativa "y".


3.- Agrégase la siguiente letra j):


"j) Administrar el dispositivo de monitoreo telemático, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.216 y el reglamento respectivo.".


b) Modifícase el artículo 8° en el siguiente sentido:


1.- Sustitúyese en la letra c) la oración "gocen de medidas alternativas" por lo siguiente: "cumplan penas sustitutivas".


2.- Reemplázase, en la letra f), la frase “sujeta a una de las medidas establecidas”, por “que cumpla una de las penas sustitutivas establecidas”.


Artículo 5°.- Sustitúyese en el artículo 62 de la ley N° 20.000, que Sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, la expresión "medidas alternativas" por "penas sustitutivas".


Artículo 6°.- Incorpóranse las siguientes enmiendas a la ley N° 19.856, que Crea un Sistema de Reinserción Social de los Condenados sobre la Base de la Observación de Buena Conducta:


1) Reemplázase, en el epígrafe del Título III, la expresión “nocturna” por “parcial”.


2) Sustitúyese el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- Condenados en reclusión parcial. La reducción de condena de que tratan los artículos 2º y 3º de la presente ley favorecerá también a los condenados que cumplieren la pena sustitutiva de reclusión parcial.


Para estos efectos, constituirá comportamiento sobresaliente del condenado el cumplimiento cabal del régimen de ejecución correspondiente a dicha pena sustitutiva.


La calificación de la conducta y el procedimiento de obtención de la reducción de condena de que trata el presente artículo, se sujetará íntegramente a lo dispuesto en el Título II de esta ley.”.


Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Procedimiento Penal:


a) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 305 bis C, la frase “o esté suspendida la ejecución de la pena en virtud de alguno de los beneficios establecidos”, por la siguiente: “o cumpliendo alguna de las penas sustitutivas establecidas”.


b) Reemplázase en el artículo 363, inciso tercero, la oración "gozando de alguno de los beneficios contemplados" por lo siguiente: "cumpliendo alguna de las penas sustitutivas contempladas".


Artículo 8°.- Las normas de esta ley entrarán en vigencia a contar de la publicación en el Diario Oficial de las adecuaciones que, en virtud de ésta, deban ser incorporadas en el decreto supremo N° 1.120, del Ministerio de Justicia, de 1984, reglamento de la ley N° 18.216. No obstante, las siguientes penas entrarán en vigencia, gradualmente, en la forma que se indica:


a) La pena de libertad vigilada intensiva, contemplada en el artículo 15 bis de la ley N° 18.216, regirá desde el momento señalado en el encabezamiento de este precepto. Sin embargo, sólo procederá su control mediante monitoreo telemático, en la forma prevista en el artículo 23 bis, inciso tercero, de la misma ley, respecto de aquellos sujetos a quienes se les hubiere sustituido la pena privativa de libertad impuesta, cuya duración sea superior a cuatro años y no exceda de cinco. Lo anterior no obstará a que la pena de libertad vigilada intensiva se imponga igualmente a los demás condenados, en los casos señalados en la letra b) del mencionado artículo 15 bis.


b) El control mediante monitoreo telemático de la pena de libertad vigilada intensiva contemplado en el artículo 23 bis, inciso tercero, de la ley N° 18.216, comenzará a regir, respecto de la totalidad de los casos del artículo 15 bis, letra b), de la misma ley, transcurrido un año desde la publicación de las adecuaciones a las que alude el encabezamiento de este precepto.


c) La pena mixta prevista en el artículo 33 de la ley N° 18.216, entrará en vigencia transcurridos dos años desde la mencionada publicación.


Sin perjuicio de los plazos de entrada en vigencia anteriormente contemplados, Gendarmería de Chile podrá dar inicio al proceso de licitación al cual hace mención el artículo 23 quáter de la ley N° 18.216 desde la publicación de la presente ley.


Las adecuaciones señaladas en el inciso primero de este artículo deberán efectuarse dentro de los dieciocho meses siguientes a la publicación de la presente ley.


Artículo 9°.- El mayor gasto que demande la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de Gendarmería de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años sucesivos se financiará con los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector público.


Artículo 10.- Auméntase en 585 cargos la letra a), de la glosa 01, del Programa 02, del Capítulo 04, correspondiente al presupuesto de Gendarmería de Chile, de la Partida 10 Ministerio de Justicia.


Artículo transitorio.- Los requisitos para desempeñar el cargo de delegado de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva, establecidos en la letra a) del artículo 20 bis de la ley N° 18.216, no serán aplicables a los funcionarios de Gendarmería de Chile que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, se encuentren habilitados para desempeñar la función de delegados de libertad vigilada.”.

_________


El Honorable Senador señor Coloma solicita recabar el asentimiento de la Sala a fin de prorrogar el tiempo de Fácil Despacho. Al no producirse unanimidad, en virtud de lo dispuesto en el artículo 89 del Reglamento del Senado, se somete a votación la propuesta, produciéndose el siguiente resultado: 15 votos a favor y 8 en contra.


Votan a favor, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Uriarte.


Votan en contra, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Gómez, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi y Walker (don Patricio).



A continuación, el señor Secretario General precisa que no se alcanzó el quórum necesario para prorrogar el tiempo de Fácil Despacho, lo cual declara el señor Presidente.

_________

ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud del artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que

establece medidas contra la discriminación


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 3.815-07 y urgencia “suma”.


Agrega que las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de cuatro enmiendas efectuadas por el Senado, de las cuales tres son de orden procesal y la cuarta constituye una modificación al Código Penal en materia de agravantes de responsabilidad penal. Sin embargo, por existir otras normas que, pese a no haber sido rechazadas por la Cámara de Diputados en tercer trámite constitucional, representaban diferencias de fondo, la Comisión Mixta realizó su labor con un criterio de mayor amplitud, extendiendo su estudio a aquellas otras materias adicionales, pese a que no constituían propiamente discrepancias entre ambas Cámaras.


Indica que la Comisión Mixta, como modo de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que comprende las normas de los artículos 1º; 3º de la Cámara (2º del Senado); 5º de la Cámara (3º del Senado); 6º, 13 y 15, nuevos, del Senado, y 10 de la Cámara de Diputados (17 del Senado).


Añade que dicha Comisión adoptó el acuerdo por la unanimidad de sus miembros, salvo en lo relativo al artículo 1º, en que la incorporación de un nuevo inciso segundo se acordó por nueve votos contra uno, del Honorable Diputado señor Arenas; a la eliminación del vocablo “siempre” en el inciso tercero del artículo 3º de la Cámara (2º del Senado), que se acordó por ocho votos contra dos, del Honorable Senador señor Larraín Peña y del Honorable Diputado señor Arenas; y al reemplazo del artículo 10 de la Cámara (17 del Senado), aprobado por nueve votos contra uno, del Honorable Senador señor Larraín Peña. 


Cabe hacer presente que el inciso segundo, nuevo, del artículo 1º, y los artículos 3º, 6º y 13 contenidos en la propuesta que formula la Comisión Mixta tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales. 


Finalmente, el señor Secretario General informa que la Cámara de Diputados, en sesión del día 8 de mayo de 2012, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.
- - -


La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Corporaciones, propone lo siguiente:

Artículo 1°


Incorporar, como inciso segundo, nuevo, el siguiente:


“Corresponderá a cada uno de los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de su competencia, elaborar e implementar las políticas destinadas a garantizar a toda persona, sin discriminación arbitraria, el goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos por la Constitución Política de la República, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.

Artículo 3° de la Cámara de Diputados,

2° del Senado

Inciso segundo


Suprimir su segunda oración, que reza: “De esta manera, por ejemplo, no podrá reclamar discriminación por orientación sexual un individuo que deba responder por actos sexuales violentos, incestuosos, dirigidos a menores de edad cuando tengan el carácter de delito, o que, en los términos de la ley vigente, ofendan el pudor.

Inciso tercero


Eliminar el vocablo “siempre”. 

Artículo 5° de la Cámara de Diputados,

3° del Senado


Aprobar el texto del Senado.

Artículo 6°, nuevo, del Senado


Acoger su texto, reemplazando su letra d) por la que sigue:


“d) Cuando carezca de fundamento. El juez deberá decretarla por resolución fundada.”. 

Artículo 13, nuevo, del Senado


Aprobar su texto. 

Artículo 15, nuevo, del Senado


Reemplazar el encabezado de su numeral 1) por el siguiente:


“1) En el artículo 84, antes artículo 78 de la ley N° 18.834, reemplázase la letra l) que se ordenó incorporar a dicho precepto por la ley N° 20.005, por la siguiente:”. 

Artículo 10 de la Cámara de Diputados,

17 del Senado


Reemplazarlo por el que sigue:


Artículo 17.- Modificación al Código Penal. Agrégase en el artículo 12 el siguiente numeral nuevo:


“21ª. Cometer el delito o participar en él motivado por la ideología, opinión política, religión o creencias de la víctima; la nación, raza, etnia o grupo social a que pertenezca; su sexo, orientación sexual, identidad de género, edad, filiación, apariencia personal o la enfermedad o discapacidad que padezca.”.

- - -


El señor Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión Mixta y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Rossi y Larraín Fernández, señora Alvear, señores Orpis, Espina, Quintana y Tuma y señora Rincón. Interviene, también, el señor Ministro Secretario General de Gobierno.


Cerrado el debate y puesta en votación, se aprueba la proposición de la Comisión Mixta, por 25 votos a favor, 3 en contra, 3 abstenciones y un pareo, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del inciso segundo del artículo 1° y de los artículos 3°, 6° y 13 del proyecto.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, Frei, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar. 


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Chahuán y Walker (don Patricio), señora Pérez San Martín y señores Gómez, Letelier, Zaldívar, Navarro, Lagos, Bianchi, Pizarro y Ruiz-Esquide.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores García, Kuschel y Larraín Peña.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma y Orpis.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Prokurica.

- - -


Terminada la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro Secretario General de Gobierno.

- - -


El señor Presidente agradece a las personas que han estado presentes en las tribunas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Título I

Disposiciones generales


“Artículo 1°.- Propósito de la ley. Esta ley tiene por objetivo fundamental instaurar un mecanismo judicial que permita restablecer eficazmente el imperio del derecho toda vez que se cometa un acto de discriminación arbitraria.


Corresponderá a cada uno de los órganos de la Administración del Estado, dentro del ámbito de su competencia, elaborar e implementar las políticas destinadas a garantizar a toda persona, sin discriminación arbitraria, el goce y ejercicio de sus derechos y libertades reconocidos por la Constitución Política de la República, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


Artículo 2°.- Definición de discriminación arbitraria. Para los efectos de esta ley, se entiende por discriminación arbitraria toda distinción, exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Estado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como la raza o etnia, la nacionalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el sexo, la orientación sexual, la identidad de género, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal y la enfermedad o discapacidad.


Las categorías a que se refiere el inciso anterior no podrán invocarse, en ningún caso, para justificar, validar o exculpar situaciones o conductas contrarias a las leyes o al orden público.


Se considerarán razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante fundarse en alguno de los criterios mencionados en el inciso primero, se encuentren justificadas en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental, en especial los referidos en los números 4°, 6°, 11°, 12°, 15°, 16° y 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, o en otra causa constitucionalmente legítima.

Título II

La acción de no discriminación arbitraria


Artículo 3°.- Acción de no discriminación arbitraria. Los directamente afectados por una acción u omisión que importe discriminación arbitraria podrán interponer la acción de no discriminación arbitraria, a su elección, ante el juez de letras de su domicilio o ante el del domicilio del responsable de dicha acción u omisión.


Artículo 4°.- Legitimación activa. La acción podrá interponerse por cualquier persona lesionada en su derecho a no ser objeto de discriminación arbitraria, por su representante legal o por quien tenga de hecho el cuidado personal o la educación del afectado, circunstancia esta última que deberá señalarse en la presentación.


También podrá interponerse por cualquier persona a favor de quien ha sido objeto de discriminación arbitraria, cuando este último se encuentre imposibilitado de ejercerla y carezca de representantes legales o personas que lo tengan bajo su cuidado o educación, o cuando, aún teniéndolos, éstos se encuentren también impedidos de deducirla.


Artículo 5°.- Plazo y forma de interposición. La acción deberá ser deducida dentro de noventa días corridos contados desde la ocurrencia de la acción u omisión discriminatoria, o desde el momento en que el afectado adquirió conocimiento cierto de ella. En ningún caso podrá ser deducida luego de un año de acontecida dicha acción u omisión.


La acción se interpondrá por escrito, pudiendo, en casos urgentes, interponerse verbalmente, levantándose acta por la secretaría del tribunal competente.


Artículo 6°.- Admisibilidad. No se admitirá a tramitación la acción de no discriminación arbitraria en los siguientes casos:


a) Cuando se ha recurrido de protección o de amparo, siempre que tales acciones hayan sido declaradas admisibles, aun cuando el recurrente se haya desistido. Tampoco se admitirá cuando se haya requerido tutela en los términos de los artículos 485 y siguientes del Código del Trabajo.


b) Cuando se impugnen los contenidos de leyes vigentes.


c) Cuando se objeten sentencias emanadas de los tribunales creados por la Constitución o la ley.


d) Cuando carezca de fundamento. El juez deberá decretarla por resolución fundada.


e) Cuando la acción haya sido deducida fuera de plazo.


Si la situación a que se refiere la letra a) se produce después de que haya sido admitida a tramitación la acción de no discriminación arbitraria, el proceso iniciado mediante esta última acción terminará por ese solo hecho.


Artículo 7°.- Suspensión provisional del acto reclamado. En cualquier momento del juicio, el recurrente podrá solicitar la suspensión provisional del acto reclamado, y el tribunal deberá concederla cuando, además de la apariencia de derecho, su ejecución haga inútil la acción o muy gravosa o imposible la restitución de la situación a su estado anterior.


El tribunal podrá revocar la suspensión provisional del acto reclamado, de oficio o a petición de parte y en cualquier estado del procedimiento, cuando no se justifique la mantención de la medida.


Artículo 8°.- Informes. Deducida la acción, el tribunal requerirá informe a la persona denunciada y a quien estime pertinente, notificándolos personalmente. Los informes deberán ser evacuados por los requeridos dentro de los diez días hábiles siguientes a la respectiva notificación. Cumplido ese plazo, el tribunal proseguirá la tramitación de la causa, conforme a los artículos siguientes, aún sin los informes requeridos.


Artículo 9°.- Audiencias. Evacuados los informes, o vencido el plazo para hacerlo, el tribunal fijará una audiencia para el quinto día hábil contado desde la última notificación que de esta resolución se haga a las partes, la que se practicará por cédula.


Dicha audiencia tendrá lugar con la parte que asista. Si lo hacen todas ellas, el tribunal las llamará a conciliación.


Si una de las partes no asiste o si concurriendo ambas no se produce la conciliación, el tribunal, en la misma audiencia, citará a las partes a oír sentencia si no hubiere hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos. Si los hubiere, en la misma audiencia recibirá la causa a prueba, resolución que podrá impugnarse mediante reposición y apelación subsidiaria, la que se concederá en el solo efecto devolutivo. Estos recursos deberán deducirse dentro del tercer día hábil contado desde el término de la audiencia.


Recibida la causa a prueba, las partes tendrán el plazo de tres días hábiles para proponer al tribunal los medios de prueba de los cuales pretenden valerse, debiendo presentar una lista de testigos si desean utilizar la prueba testimonial. Acto seguido, el tribunal dictará una resolución fijando la fecha para la realización de la audiencia de recepción de las pruebas, que deberá tener lugar entre el quinto y el décimo quinto día hábil posterior a dicha resolución. Si tal audiencia no fuere suficiente para recibir todas las pruebas que fueren procedentes o si las partes piden su suspensión por motivos fundados o de común acuerdo, lo que podrán hacer sólo por una vez, se fijará una nueva audiencia para dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha de la anterior. Finalizada la última audiencia de prueba, el tribunal deberá citar a las partes a oír sentencia.


Artículo 10.- Prueba. Serán admitidos todos los medios de prueba obtenidos por medios lícitos que se hubieren ofrecido oportunamente y que sean aptos para producir fe. En cuanto a los testigos, cada parte podrá presentar un máximo de dos de ellos por cada punto de prueba. No habrá testigos ni peritos inhábiles, lo que no obsta al derecho de cada parte de exponer las razones por las que, a su juicio, la respectiva declaración no debe merecer fe.


El tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.


Artículo 11.- Medidas para mejor resolver. El tribunal podrá, de oficio y sólo dentro del plazo para dictar sentencia, decretar medidas para mejor resolver. La resolución que las ordene deberá ser notificada a las partes.


Estas medidas deberán cumplirse dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde la fecha de la notificación de la resolución que las disponga. Vencido este término, las medidas no cumplidas se tendrán por no decretadas y el tribunal procederá a dictar sentencia sin más trámite.


Artículo 12.- Sentencia. El tribunal fallará dentro de los quince días hábiles siguientes a aquel en que la causa hubiera quedado en estado de sentencia. En ella declarará si ha existido o no discriminación arbitraria y, en el primer caso, dejará sin efecto el acto discriminatorio, dispondrá que no sea reiterado u ordenará que se realice el acto omitido, fijando, en el último caso, un plazo perentorio prudencial para cumplir con lo dispuesto. Podrá también adoptar las demás providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado.


Si hubiere existido discriminación arbitraria, el tribunal aplicará, además, una multa de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal, a las personas directamente responsables del acto u omisión discriminatorio.


Si la sentencia estableciere que la denuncia carece de todo fundamento, el tribunal aplicará al recurrente una multa de dos a veinte unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal.


Artículo 13.- Apelación. La sentencia definitiva, la resolución que declare la inadmisibilidad de la acción y las que pongan término al procedimiento o hagan imposible su prosecución serán apelables, dentro de cinco días hábiles, para ante la Corte de Apelaciones que corresponda, ante la cual no será necesario hacerse parte.


Interpuesta la apelación, el tribunal elevará los autos el día hábil siguiente.


La Corte de Apelaciones agregará extraordinariamente la causa a la tabla, dándole preferencia para su vista y fallo. Deberá oír los alegatos de las partes, si éstas los ofrecen por escrito hasta el día previo al de la vista de la causa, y resolverá el recurso dentro de los cinco días hábiles siguientes a aquel en que quede en estado de fallo.


Artículo 14.- Reglas generales de procedimiento. En todo lo no previsto en este título, la sustanciación de la acción a que él se refiere se regirá por las reglas generales contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil.

Título III

Reformas a otros cuerpos legales


Artículo 15.- Modificaciones al Estatuto Administrativo. Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo:


1) En el artículo 84, antes artículo 78 de la ley N° 18.834, reemplázase la letra l) que se ordenó incorporar a dicho precepto por la ley N° 20.005, por la siguiente:


“l) Realizar cualquier acto atentatorio a la dignidad de los demás funcionarios. Se considerará como una acción de este tipo el acoso sexual, entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo, y la discriminación arbitraria, según la define el artículo 2° de la ley que establece medidas contra la discriminación.".


2) Reemplázase la letra b) del artículo 125  por la siguiente:


“b) Infringir las disposiciones de las letras i), j), k) y l) del artículo 84 de este Estatuto;”.


Artículo 16.- Modificación al Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales. 
Reemplázase la letra l) del artículo 82 de la ley N° 18.883, sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, relativo a las prohibiciones de tales funcionarios, por la siguiente:


“l) Realizar cualquier acto atentatorio a la dignidad de los demás funcionarios. Se considerará como una acción de este tipo el acoso sexual, entendido según los términos del artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo, y la discriminación arbitraria, según la define el artículo 2° de la ley que establece medidas contra la discriminación.".


Artículo 17.- Modificación al Código Penal. Agrégase en el artículo 12 el siguiente numeral nuevo:


“21ª. Cometer el delito o participar en él motivado por la ideología, opinión política, religión o creencias de la víctima; la nación, raza, etnia o grupo social a que pertenezca; su sexo, orientación sexual, identidad de género, edad, filiación, apariencia personal o la enfermedad o discapacidad que padezca.”.


Artículo 18.- Interpretación de esta ley. Los preceptos de esta ley no podrán ser interpretados como derogatorios o modificatorios de otras normas legales vigentes, con la sola excepción de las disposiciones señaladas en los tres artículos precedentes.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el ingreso ético familiar, con segundo informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda,

unidas


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 7.992-06 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Añade, para los efectos reglamentarios, que los artículos 2°, 10, 22, 25, 26, 27, 28, 29, 30 y 31 permanentes, y los artículos primero, sexto y séptimo transitorios del proyecto no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que alguna Senadora o algún Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.

- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos.

- - -


Luego, el señor Secretario General agrega que las Comisiones unidas realizaron diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad, con excepción de una de ellas, que se refiere al nombre del proyecto. Sobre eso, según se ha dado a conocer por el Honorable Senador señor Zaldívar, se ha llegado a un acuerdo unánime para que el nombre del proyecto sea “Establece bonos y transferencias condicionadas para las familias de pobreza extrema y crea el subsidio de empleo de la mujer”.


En segundo lugar, en el artículo 16, también por un acuerdo unánime, se eliminaría, en su inciso primero, la expresión “, y que cumplan con los demás requisitos señalados en el reglamento”.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General señala que hay una indicación renovada para incorporar en la parte final del inciso primero del artículo 15 lo siguiente: “A los usuarios de la Región de Magallanes y la Antártica Chilena les corresponderá, además, el Subsidio al Consumo de Gas Natural a que hagan referencia leyes especiales o la Ley de Presupuestos del año que corresponda, cuando cumplan los requisitos y procedimientos previstos en ellas.”.


El señor Presidente la declara inadmisible por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, en su certificado, proponen efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:


Reemplazar su título por el siguiente:

“PERFECCIONA EL SISTEMA CHILESOLIDARIO”.

Artículo 1°

Inciso primero


Agregar a continuación de la expresión “pobreza”, el vocablo “extrema”.

Artículos 3° y 4°


Reemplazarlos por los siguientes:


“Artículo 3°.- Ingreso y participación en el Subsistema. Tendrán acceso al Subsistema, las personas y familias que se encuentren en situación de pobreza extrema. Para el ingreso y participación en el mismo, serán calificadas por el Ministerio de Desarrollo Social, de conformidad al inciso quinto del artículo 22, y deberán manifestar expresamente su voluntad de cumplir con las exigencias y condiciones del Subsistema, a través de la suscripción de un documento de compromiso. A partir de tal momento, se entenderá que tales personas y familias son “usuarios” del Subsistema y tendrán acceso al Programa Eje a que se refiere el artículo 6° de la presente ley.


Las personas y familias en situación de pobreza extrema tendrán derecho garantizado al Subsistema, al programa del artículo 6°, y, según corresponda, a los programas de los artículos 7° y 8° de esta ley. Las mencionadas personas y familias ingresarán al Subsistema en un plazo máximo de 4 años contados desde que sean calificadas por el Ministerio de Desarrollo Social. En todo caso, la cobertura anual de nuevos usuarios del Subsistema no podrá exceder de 70.000 personas o familias, conforme al decreto del artículo 23° de la presente Ley.


Sólo para los efectos de esta ley, se entenderá que están en situación de pobreza extrema las personas y familias cuyo ingreso per cápita mensual sea inferior al necesario por persona para satisfacer sus necesidades alimentarias. Dicha condición se verificará de conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 22 de la presente ley.


La participación de las personas y familias en el Subsistema es compatible con la participación en otros subsistemas del Sistema Intersectorial de Protección Social. Igualmente, quienes hayan cesado su participación en el Subsistema o en el Subsistema “Chile Solidario”, a que se refieren este Título y la Ley 19.949, respectivamente, o en otros de los que integran el precitado Sistema Intersectorial, como el Subsistema “Chile Crece Contigo”, podrán ingresar al Subsistema “Seguridades y Oportunidades”, sin perjuicio de las excepciones que otras leyes o decretos establezcan.


Los menores adultos serán plenamente capaces para efectos del acceso y participación en el Subsistema y percepción de los beneficios del mismo.


Mediante reglamento expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social, se establecerán las características del Subsistema; las condiciones y términos del compromiso señalado en el inciso primero; el procedimiento para efectuar la calificación de su situación de pobreza extrema, el procedimiento de reclamo de conformidad con lo establecido en la Ley 19.880; y los sistemas de control y evaluación que permitan revisar el cumplimiento de los requisitos para la participación de los usuarios en el Subsistema y de las prestaciones sociales que éste conlleva.


Artículo 4º.- Otros Usuarios del Subsistema. Sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero del artículo 3° anterior, también podrán acceder al Subsistema, las personas y sus familias cuando corresponda, que se encuentren en situación de vulnerabilidad por cumplir con cualquiera de las siguientes condiciones: 


(a) Tener 65 o más años de edad, vivir solo o con una persona y estar en situación de pobreza. Para la calificación de condición de pobreza, no se considerarán los beneficios que le hayan sido otorgados de conformidad a la Ley 20.255; 


(b) Las personas en situación de calle;


(c) Los menores de edad, cuyo adulto significativo se encuentre privado de libertad. También serán beneficiarios los cuidadores de tales menores. 


Las referidas personas podrán acceder a todas las acciones y prestaciones contempladas en el Subsistema, de acuerdo a lo establecido en la presente ley.


A contar del 1° de enero de 2013, un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social precisará  los casos y formas en que las personas y sus familias, según corresponda, referidas en el inciso primero de este artículo podrán ingresar al Subsistema "Seguridades y Oportunidades”. Tal reglamento establecerá el mecanismo de selección de los usuarios referidos en el inciso primero de este artículo, según corresponda; la forma, elementos y duración que tendrán los Programas referidos en los artículos 6º, 7º y 8º de esta ley, cuando éstos se destinen a beneficiarios señalados en el inciso primero.”.

Artículo 5°

Inciso segundo


Consignar las siguientes enmiendas:


Uno) Eliminar la frase “a través de la Subsecretaría de Servicios Sociales”.


Dos) Intercalar a continuación de la frase “acciones y prestaciones sociales” la oración “implementadas por organismos públicos y que no se encuentren contenidas en la presente ley,” precedida de una coma (,).


Tres) Intercalar a continuación de la palabra “enviará” la frase “a más tardar,” precedida de una coma (,).


Cuatro) Reemplazar la frase “en la Ley de Presupuestos” por “en el Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público”.

Artículo 6°

Inciso primero


Reemplazar la frase “el Subsistema” por “los Programas referidos en los artículos 7° y 8°”.

Inciso tercero


Suprimir la oración “Si el usuario acepta parcialmente el referido plan de intervención, mantendrá su calidad de usuario del Subsistema y le serán aplicables según corresponda, las acciones y prestaciones del mismo.”.

Artículo 7°

Inciso segundo


Incorporar la expresión “todos” a continuación de las palabras “dirigido a”.

Inciso final


Reemplazarlo por el siguiente:


“En caso que así se determine, los usuarios que participen en el Programa de Acompañamiento Psicosocial tendrán acceso preferente y/o garantizado, según corresponda de acuerdo a la ley, a aquellas acciones y prestaciones, implementadas por organismos públicos y que no se encuentren contenidas en la presente ley, que tiendan al cumplimiento de los objetivos de dicho Programa y que sean coordinadas a través del Subsistema.”.

Artículo 8°

Incisos segundo y tercero


Reemplazarlos por los siguientes:


“El Programa de Acompañamiento Sociolaboral está dirigido a los usuarios del Subsistema que sean mayores de edad, que encontrándose en edad y condiciones de trabajar, no se encuentren estudiando o, en caso de estarlo, que sus estudios sean compatibles con la participación en el Programa; según se determine en el Programa Eje.


En caso que así se determine, los usuarios que participen en el Programa de Acompañamiento Sociolaboral tendrán acceso preferente y/o garantizado, según corresponda de acuerdo a la ley, a aquellas acciones y prestaciones, implementadas por organismos públicos y que no se encuentren contenidas en la presente ley, que tiendan al cumplimiento de los objetivos de dicho Programa y que sean coordinadas a través del Subsistema.”.

Artículo 9°

Inciso primero


Suprimir la frase final: “Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social determinará los criterios para considerar que el usuario ha tenido un desempeño exitoso para estos efectos.”.

Artículo 11

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“El Programa de Acompañamiento Psicosocial y el Programa de Acompañamiento Sociolaboral deberán tener la duración mínima que determine el reglamento, la que no podrá ser inferior a 3 meses, y una duración máxima de 24 meses cada uno, pudiendo comenzar en forma separada. Lo anterior, sin perjuicio de la posibilidad de egresar anticipadamente del Programa de Acompañamiento Sociolaboral en los términos del artículo 9°.”.


Incorporar en este artículo el siguiente inciso tercero, nuevo:


“El Programa Eje finalizará cuando se efectúe la evaluación de la participación del usuario en el Subsistema, la que se realizará cuando éste egrese del último programa en que se encuentre participando, sea el Programa de Acompañamiento Psicosocial o del Programa de Acompañamiento Sociolaboral.”.

Artículo 12

Inciso segundo


Incorporar las siguientes enmiendas:


Uno) Reemplazar la frase “y el valor promedio per cápita de los subsidios pecuniarios mensuales” por “el valor per cápita de los subsidios pecuniarios mensuales”.


Dos) Reemplazar el vocablo “promedio” por la expresión “valor”.


Tres) Sustituir las palabras “permanente” y “permanentes” por “periódico” y “periódicos”, respectivamente.

Incisos tercero, cuarto y quinto


Reemplazarlos por los siguientes:


“Para efectos del cálculo del índice de aporte al ingreso familiar, se considerará la línea de la pobreza extrema, el promedio nacional del ingreso autónomo y el valor del alquiler imputado, determinados en base a la encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional (CASEN) correspondiente al año 2009. El mencionado índice se calculará anualmente. Sin perjuicio de lo anterior, dicho índice podrá ser recalculado en caso que varíen los parámetros que sirvieron de base para su determinación, tales como la cambio del número de integrantes de la familia usuaria por causa de fallecimientos, nacimientos o adopciones, de conformidad al procedimiento que al efecto fije el reglamento a que se refiere el inciso final.


Los valores referidos en el inciso anterior se reajustarán el 1 de febrero de cada año en el 100% de la variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor, determinado e informado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre del año calendario anterior.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá en qué casos corresponde considerar el valor del alquiler imputado y el listado de subsidios anuales y mensuales que se incluirán, los que, en todo caso, deberán estar contenidos en el registro de información social a que se refiere el artículo 6° de la ley Nº 19.949 y deberán cumplir con las características referidas en el inciso segundo de este artículo. El precitado reglamento incluirá, además, toda norma necesaria para la determinación y aplicación del índice a que se refiere este artículo.”.

Artículo 13

Inciso tercero


Reemplazarlo por el siguiente:


“El plazo para el cobro de las mensualidades de las transferencias monetarias será de 6 meses contados desde la emisión del pago y se entenderá que renuncian a dicha mensualidad aquellos beneficiarios que no la soliciten dentro del referido plazo.”.

Inciso cuarto


Suprimir la oración “las causas que justifican el no cobro, de acuerdo al inciso anterior, y el procedimiento para su verificación;”.

Artículo 14

Inciso primero


Suprimir la frase “y que cumplan con los demás requisitos señalados en el reglamento”, precedida de una coma (,).

Incisos segundo y tercero


Sustituirlos por los siguientes:


“La transferencia monetaria base se otorgará por un período de 12 ó 24 meses desde su concesión. Dicho período se determinará según la duración máxima del Programa de Acompañamiento Sociolaboral o, en caso que el usuario participe sólo del Programa de Acompañamiento Psicososcial, según la duración máxima de este último. Lo anterior, sin perjuicio de la suspensión de la transferencia monetaria base y de la suspensión de la participación en el Subsistema, referidas en los artículos 13 y 17 de esta ley, respectivamente. Cuando un usuario cumpla diecisiete meses desde el otorgamiento de la transferencia monetaria base, ésta decrecerá linealmente en razón de un sexto por mes. Esta transferencia será compatible con la percepción de cualquier otro subsidio o transferencia que entregue el Estado.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social, suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas necesarias para la aplicación, funcionamiento y pago de la transferencia monetaria base.”.

Artículo 15

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“Además, los usuarios que participen del Programa de Acompañamiento Psicosocial accederán al Bono de Protección establecido en los incisos primero y segundo del artículo segundo transitorio de la ley N° 19.949, por un período de 12 ó 24 meses desde su concesión, siempre que estén dando cumplimiento al compromiso y al plan de intervención, establecidos en los artículos 3° y 6° de esta ley, respectivamente. Dicho período se determinará según la duración máxima del Programa de Acompañamiento Psicosocial destinado a los usuarios del Subsistema, según lo establecido en el inciso final del artículo 4° e inciso segundo del artículo 11 de la presente ley. Será aplicable al Bono de Protección lo establecido en el inciso tercero del artículo 13 de esta ley.”.

Inciso cuarto


Agregar a continuación de la palabra “Subsistema” la frase “según corresponda.”, precedida de una coma (,).

Artículo 16

Inciso primero


Introducir las siguientes enmiendas:


Uno) Reemplazar en la primera oración la frase “salud u otras” precedida de una coma (,) por “y/o salud”.


Dos) Incorporar la siguiente oración final: “Con todo, el Ministro de Desarrollo Social convocará al Comité Interministerial de la artículo 11 de la ley N° 20.530 para que éste emita su opinión sobre las eventuales modificaciones a las condicionantes exigidas para tener acceso a la transferencia monetaria condicionada.”.

Inciso tercero


Reemplazarlo por el siguiente:


“La transferencia monetaria condicionada se otorgará por un período de 12 ó 24 meses desde su concesión. Dicho período se determinará según la duración máxima del Programa de Acompañamiento Sociolaboral o, en caso que el usuario participe sólo del Programa de Acompañamiento Psicosocial, según la duración máxima de este último. Lo anterior, sin perjuicio de la suspensión de la transferencia monetaria condicionada y de la suspensión de la participación en el Subsistema, referidas en los artículos 13 y 17 de esta ley, respectivamente.”.

Inciso quinto


Incorporar la siguiente oración final:


“Dicha circunstancia se acreditará en los términos que fije el reglamento referido en el inciso anterior.”.

Artículo 17


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 17.- Causales de Suspensión de la Participación en el Subsistema. La participación de los usuarios en el Subsistema podrá ser suspendida por el Ministerio de Desarrollo Social, a petición del usuario, cuando éste acredite, de conformidad al procedimiento que al efecto fije el reglamento a que se refiere el inciso final de este artículo, que está temporalmente impedido de continuar su participación en el mismo por existir una causa justificada para ello.


Se entenderá que existe causa justificada en situaciones tales como: ocurrencia de un caso fortuito o fuerza mayor; cambio de residencia; imposibilidad material de participar en los Programas de Acompañamiento Psicosocial o Sociolaboral.


La suspensión a que se refiere el inciso anterior se extenderá mientras subsista el hecho que la originó, no pudiendo exceder de un plazo de doce meses contados desde la fecha del acto administrativo que suspende la participación del usuario en el Subsistema.


Durante el período de suspensión, los usuarios estarán eximidos del cumplimiento de las obligaciones que imponga el ingreso al Subsistema y no tendrán acceso a las acciones y prestaciones que se coordinen a través del mismo, tales como a las transferencias monetarias, bonos o subsidios a que tengan acceso en virtud del Subsistema.


Expirado el período de suspensión se reanudarán las obligaciones y beneficios por el tiempo que restare para cada una de las acciones y prestaciones a las que tuviere acceso, incluyendo las transferencias monetarias y subsidios referidos en los artículos 14, 15 y 16 de la presente ley.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social precisará las causales justificadas por las que podría suspenderse la participación de un usuario en el Subsistema, el procedimiento para impetrar dicha suspensión y las demás normas necesarias para su aplicación y funcionamiento.”.

Artículo 18

Inciso primero

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente:


“a) Por haber transcurrido 12 meses desde el término de su participación en el Programa Eje.”.

Artículo 19


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 19.- Bonos por Logros del Subsistema. Las personas y/o familias usuarias del Subsistema, referido en el Título Primero, que participen del Programa de Acompañamiento Sociolaboral, tendrán derecho, por una sola vez, al Bono por Formalización, siempre que durante su participación en el referido Programa registren cotizaciones continuas, declaradas y pagadas, por el período mínimo que determine el reglamento, el que no podrá ser inferior a 3 meses ni podrá exceder de doce meses. Quienes cumplan los requisitos señalados tendrán derecho al total del bono mencionado hasta el décimo noveno mes de participación en el Programa. El monto de dicho bono comenzará a decrecer linealmente a contar del décimo noveno mes de duración del Programa de Acompañamiento Sociolaboral, en razón de un quinto por mes, hasta llegar a cero.


Los usuarios del Subsistema, referido en el Título Primero, que sean mayores de 24 años de edad, tendrán derecho, por una sola vez, a un bono por obtener su licencia de enseñanza media o equivalente, siempre que esté reconocido por el Ministerio de Educación, durante el período en que la persona o familia sea usuaria del Subsistema.


El monto de los bonos referidos en los incisos anteriores se fijará de acuerdo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público para ello.


El Ministerio de Desarrollo Social, a través de la Subsecretaría de Servicios Sociales, administrará los bonos por logros del Subsistema. En especial, le corresponderá concederlos, suspenderlos y extinguirlos.


Un reglamento expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social, suscrito además por el Ministro de Hacienda, especificará los requisitos que deberán cumplir los usuarios del Subsistema para acceder al Bono de Graduación de Enseñanza Media y al Bono por Formalización, de acuerdo a lo señalado, las condiciones para acceder a los mismos, las normas para su concesión y pago y las demás necesarias para su aplicación y funcionamiento.”.

Artículo 20

Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 20.- Del Bono por Esfuerzo. Se establece un Bono por Esfuerzo, de cargo fiscal, para quienes pertenezcan al 30% socioeconómicamente más vulnerable de la población, que logren desempeños destacados o de superación en las áreas de educación, salud, empleo, ahorro y adherencia mensual a programas intensivos o residenciales de rehabilitación de drogas, que cumplan los requisitos respectivos. El Bono por Esfuerzo se otorgará de acuerdo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.


Intercalar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser inciso cuarto:


“Sin perjuicio de lo anterior, el bono por esfuerzo ascenderá anualmente a un monto máximo de $ 50.000 (cincuenta mil pesos) y podrá ser percibido por cada beneficiario por una sola vez dentro de cada año calendario. En el caso que el Bono por Esfuerzo se establezca para dos o más áreas, el beneficiario percibirá el bono por sólo una de ellas.


El monto señalado en el inciso anterior se reajustará en los mismos términos establecidos en el inciso cuarto del artículo 12 de esta ley.”.

Artículo 21


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 21.- Del Subsidio al Empleo de la Mujer. Se establece un subsidio al empleo de las trabajadoras dependientes regidas por el Código del Trabajo y de las trabajadoras independientes, el que será de cargo fiscal. Tendrán acceso a este subsidio al empleo aquellas trabajadoras dependientes e independientes que tengan entre 25 y 60 años de edad y que pertenezcan al 40% socioeconómicamente más vulnerable de la población, así como sus respectivos empleadores. Este subsidio podrá ser percibido por cada trabajadora por cuatro años continuos. Una misma trabajadora causará hasta un máximo de veinticuatro meses de subsidio para el o los empleadores que tenga durante los años antes señalados.


En todo lo que no sea contrario a la presente ley, el subsidio al empleo de la mujer se regirá por lo dispuesto en la ley N° 20.338, incluyendo la incompatibilidad establecida en el artículo 9° y lo dispuesto en el artículo 15 de la referida ley. Sin perjuicio de lo anterior, no se aplicará a este subsidio el reglamento cuya dictación ordena el inciso final del artículo 10 ni lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 11 y disposiciones transitorias, con excepción del artículo tercero transitorio de dicha ley. 


Durante el último año de subsidio, el porcentaje referido en el inciso final del artículo 3° de la antes citada ley ascenderá a 50%.


El subsidio a que se refiere este artículo es incompatible con el subsidio al empleo establecido por la ley N° 20.338, en especial con lo dispuesto en los artículos 7° y 8° de la referida ley. En caso de incompatibilidad, la trabajadora dependiente o independiente deberá optar por uno u otro subsidio.


El Ministerio de Desarrollo Social administrará el subsidio al empleo de la mujer. En especial, le corresponderá concederlo, extinguirlo, suspenderlo y reliquidarlo de conformidad al artículo 5° de la Ley N° 20.338. El Servicio de Impuestos Internos entregará al Ministerio de Desarrollo Social o la entidad pública que ejecute el subsidio, la información referida en el inciso tercero del artículo 10 e inciso segundo del artículo tercero transitorio de la citada ley. El referido Ministerio comunicará a la Tesorería General de la República la información señalada en el inciso quinto del citado artículo 10.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas para la concesión y pago de este subsidio, fijará el umbral de focalización que determinará quienes pertenecen al 40% socioeconómicamente más vulnerable de la población, según el instrumento de focalización el cual considerará, a lo menos, la información contenida en la Ficha de Protección Social o el instrumento que la reemplace y la información de los trabajadores sujetos al Seguro de Cesantía que señala el artículo 34 de Ley N° 19.728 y utilizará los mecanismos de verificación que determine. Este reglamento determinará las demás normas necesarias para su aplicación y funcionamiento, las que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el mencionado subsidio. Asimismo, establecerá las condiciones en las cuales el Ministerio de Desarrollo Social celebrará convenios con entidades públicas o privadas para la ejecución de este subsidio. Sin perjuicio de las facultades que a otra institución correspondan, el Ministerio de Desarrollo Social podrá requerir de la entidad ejecutora la información y bases de datos que a dicha ejecución correspondan.”.

Artículo 23


Suprimir la frase “y de las beneficiarias del Subsidio al Empleo de la Mujer,”.

Artículo 24


Reemplazar la frase “Bono por Egreso Anticipado” por “Bono por Formalización”.

Artículos Transitorios

Artículo Segundo

Inciso primero


Intercalar a continuación de la expresión “a tal fecha” la frase “y de lo establecido en el artículo quinto transitorio de esta ley en relación al incremento por Trabajo de la Mujer a que se refiere el Decreto Supremo N° 29, de 2011, del Ministerio de Planificación.”.


Incorporar el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“Si a la fecha señalada en el inciso anterior, el componente base mensual de la Bonificación al Ingreso Ético Familiar referido en el Decreto Supremo N° 29, de 2011, del Ministerio de Planificación que le corresponda a una persona o familia beneficiaria de tal Bonificación es mayor que el monto que le corresponda percibir en virtud de lo dispuesto en el artículo 14 de la presente ley, respecto a tal persona o familia, el monto de la transferencia monetaria base ascenderá al valor del componente base mencionado, por el período señalado en el inciso anterior. Lo referido en este inciso sólo será aplicable respecto de quienes hayan ingresado al Subsistema Chile Solidario con anterioridad a la fecha referida.”.

Inciso segundo

Pasa a ser inciso tercero.


Reemplazar la frase “en el inciso anterior” por la oración “en los incisos anteriores”.

Artículo Tercero

Inciso primero


Reemplazar la frase “A contar de la fecha de vigencia de esta ley,” por las expresiones “Durante el año 2012,”.

Inciso tercero


Incorporar la siguiente frase final:


“Para estos efectos, se entenderá que los beneficiarios referidos se encuentran participando únicamente del Programa de Acompañamiento Psicosocial.”.

Inciso cuarto


Reemplazar la locución “a cuarto” por “y segundo del artículo segundo transitorio”.

Artículos Cuarto y Quinto


Sustituirlos por los siguientes:


“Artículo Cuarto.- A contar de la fecha que señale el reglamento referido en el inciso final del artículo 12, las normas del Subsistema “Chile Solidario” serán aplicables únicamente respecto de aquellos beneficiarios que hubieren ingresado a él hasta antes de dicha fecha y les será aplicable  lo establecido en el inciso primero del artículo primero transitorio de esta ley. Desde esa misma data, no se admitirán nuevos ingresos al Subsistema Chile Solidario.


Quienes ingresen al Subsistema Chile Solidario entre la fecha señalada en el inciso primero del artículo segundo transitorio y la fecha señalada en el inciso anterior tendrán acceso a las transferencias monetarias referidas en los Párrafos Quinto y Sexto de esta ley, en los términos y condiciones referidos en tales normas.


Todos los convenios que hayan sido celebrados antes de la entrada en vigencia de la presente ley por el Ministerio de Desarrollo Social o por el Fondo  de Solidaridad e Inversión Social en el marco del Subsistema “Chile Solidario” se entenderán también aplicables al Subsistema “Seguridades y Oportunidades”.


Artículo Quinto.- El subsidio al empleo de la mujer establecido en el artículo 21 entrará en vigencia a partir del primer día del mes siguiente a aquél en que se publique el reglamento cuya dictación ordena el inciso final del mismo artículo.


Para el año 2012 y 2013, el subsidio al empleo de la mujer establecido en el artículo 21 de la presente ley, beneficiará a las mujeres que pertenezcan al 30% socioeconómicamente más vulnerable de la población, en los términos y condiciones de dicho artículo, y a sus empleadores. Para el año 2014, el referido subsidio beneficiará a las mujeres que pertenezcan al 35% socioeconómicamente más vulnerable y a sus empleadores.


Durante el año 2012, el monto del subsidio al empleo de la mujer establecido en el artículo 21 ascenderá anualmente a la proporción que corresponda a los meses de vigencia de este subsidio para dicho año. Para los efectos de los pagos mensuales del subsidio a las trabajadoras de conformidad al artículo 3° de la ley N° 20.338, se considerará la información de las remuneraciones y cotizaciones previsionales pagadas correspondientes al cuarto mes anterior a la época en que se realice el pago antes señalado.


Las mujeres que se encuentren percibiendo el Incremento por Trabajo de la Mujer, establecido en el Decreto Supremo N°29, de 2011, del Ministerio de Planificación, que aprueba el Reglamento para la Implementación del Programa “Bonificación al Ingreso Ético Familiar” creado por las Leyes N°s. 20.481 y 20.557, dejarán de percibir tal incremento a contar de la data que señale el reglamento referido en el inciso primero de este artículo. A contar de la misma fecha, las referidas mujeres pasarán a recibir el subsidio al empleo de la mujer, en los términos y condiciones y por el plazo señalado en el artículo 21 de la presente ley.”.

Artículo Octavo

Inciso final


Reemplazarlo por el siguiente:


“A partir del año 2015, dichos apoyos deberán cumplir con el requisito de ser profesional o técnico idóneo o personas calificadas, en los términos del inciso segundo del artículo 10. Transcurrido ese plazo sin que cumplan con ese requisito, su contrato terminará.”.


Incorporar los siguientes artículos noveno, décimo, undécimo y duodécimo, nuevos:


“Artículo Noveno.- Durante los años 2012, 2013 y 2014, al Fondo de Solidaridad e Inversión Social le corresponderá implementar el Programa Eje, el Programa de Acompañamiento Psicosocial y/o el Programa de Acompañamiento Sociolaboral, referidos en los artículos 6°, 7° y 8°, destinados a la población señalada en el artículo 3° de esta ley. Sin perjuicio, que durante dicho período el Ministerio de Desarrollo Social pueda convenir con otras entidades la implementación de los mencionados programas de conformidad a lo establecido en el artículo 22.


En caso que el Fondo de Solidaridad e Inversión Social sea el ejecutor de los Programas referidos en el inciso anterior, éste deberá entregar informes técnicos y financieros al Ministerio de Desarrollo Social respecto del uso de los recursos asignados para los Programas, número de familias que han sido parte de los mismos, y demás información, según se determine en un reglamento.


Adicionalmente, en este caso, el Fondo de Solidaridad e Inversión Social deberá entregar al Ministerio de Desarrollo Social toda la información que sea necesaria para el adecuado monitoreo y evaluación  de los Programas, para efectos de dar cumplimiento a lo establecido en el inciso segundo del artículo 22 de esta ley.


El Fondo de Solidaridad e Inversión Social estará  facultado para celebrar convenios con los municipios y otras entidades públicas o privadas para la implementación de los Programas, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 10 e inciso final del artículo 22 de esta ley.


Artículo Décimo.- Durante los años 2012 y 2013, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo ejecutará el subsidio al empleo de la mujer del artículo 21 de esta ley, en especial le corresponderá, concederlo, suspenderlo, pagarlo, extinguirlo y reliquidarlo, con los recursos que se le asignen para ello.


Durante los años señalados en el inciso anterior, el subsidio al empleo a la mujer se solicitará ante el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo o en las entidades públicas o privadas con las que celebre convenios al efecto, para lo cual podrá convenir en forma directa con ellas a partir de la publicación de la presente ley. También se faculta a dicho servicio para convenir el pago del subsidio de la misma forma antes señalada.


El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo  deberá  entregar informes técnicos y financieros al Ministerio de Desarrollo Social, respecto del uso de los recursos, número de mujeres a quienes se ha concedido el subsidio, monto de los mismos y demás información que determine el reglamento a que se refiere el inciso final del artículo 21, sin perjuicio de la facultades de otros organismos públicos competentes para ello.


Adicionalmente, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo deberá entregar al Ministerio de Desarrollo Social toda la información que sea necesaria para el adecuado monitoreo y evaluación del subsidio, para efectos de dar cumplimiento a lo establecido en el inciso segundo del artículo 22 de esta ley.


Durante los años referidos en el inciso primero, a la Superintendencia de Seguridad Social, le corresponderá la supervigilancia y fiscalización del subsidio al empleo de la mujer en los mismos términos que establece el artículo 12 de la ley N° 20.338.


Artículo Undécimo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley, durante el año 2012, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Desarrollo Social y en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida presupuestaria Tesoro Público.


Artículo Duodécimo.- Las personas y familias en situación de pobreza podrán ser usuarias del Subsistema referido en el Título Primero de esta ley, en caso que la cobertura anual definida por el Ministerio de Desarrollo Social para una comuna en particular exceda el número de familias en situación de pobreza extrema calificadas por el antedicho Ministerio.


También sólo para los efectos de esta ley, se entenderá que están en situación de pobreza las personas y familias cuyo ingreso per cápita mensual sea inferior al necesario por persona para satisfacer sus necesidades básicas. Dicha condición se verificará de conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 22° de la presente ley.”.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación las enmiendas unánimes propuestas por las Comisiones unidas, las que son aprobadas por 25 votos a favor, una abstención y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Prokurica.

- - -


Con la misma votación anterior, la Sala acuerda: 


- Sustituir el nombre del proyecto por el siguiente: “Establece bonos y transferencias condicionadas para las familias de pobreza extrema y crea subsidio al empleo de la mujer”.


- Eliminar en el inciso primero del artículo 16 la expresión “, y que cumplan con los demás requisitos señalados en el reglamento”.

- - -


Terminada la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro de Desarrollo Social. 

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:

ESTABLECE BONOS Y TRANSFERENCIAS CONDICIONADAS PARA LAS FAMILIAS DE POBREZA EXTREMA Y CREA SUBSIDIO AL EMPLEO DE LA MUJER.


Artículo 1°.- Objeto de la presente ley. Créase el Subsistema de Protección y Promoción Social denominado "Seguridades y Oportunidades", en adelante “el Subsistema”, destinado a personas y familias vulnerables por encontrarse en situación de pobreza extrema.


Además, créanse el Bono por Esfuerzo y el Subsidio al Empleo de la Mujer, en adelante conjuntamente las “Oportunidades por Logros”, referidos en el Párrafo Segundo del Título Segundo, que son aplicables a quienes cumplan con los requisitos para acceder a ellos.

TÍTULO PRIMERO

DEL SUBSISTEMA SEGURIDADES Y OPORTUNIDADES

Párrafo Primero

Objeto, Ingreso, Participación y Contenido del Subsistema


Artículo 2°.- Objeto del Subsistema. El Subsistema tiene por objeto brindar seguridades y oportunidades a las personas y familias que participen en él, de modo de promover el acceso a mejores condiciones de vida.


El Subsistema formará parte del Sistema Intersectorial de Protección Social creado por la ley N° 20.379. Dicha ley será aplicable en todo aquello que no sea contrario a las disposiciones de la presente ley.


Artículo 3°.- Ingreso y participación en el Subsistema. Tendrán acceso al Subsistema las personas y familias que se encuentren en situación de pobreza extrema. Para el ingreso y participación en el mismo, serán calificadas por el Ministerio de Desarrollo Social, de conformidad al inciso quinto del artículo 22, y deberán manifestar expresamente su voluntad de cumplir con las exigencias y condiciones del Subsistema, a través de la suscripción de un documento de compromiso. A partir de tal momento, se entenderá que tales personas y familias son “usuarios” del Subsistema y tendrán acceso al Programa Eje a que se refiere el artículo 6° de la presente ley.


Las personas y familias en situación de pobreza extrema tendrán derecho garantizado al Subsistema, al programa del artículo 6° y, según corresponda, a los programas de los artículos 7° y 8° de esta ley. Las mencionadas personas y familias ingresarán al Subsistema en un plazo máximo de 4 años contados desde que sean calificadas por el Ministerio de Desarrollo Social. En todo caso, la cobertura anual de nuevos usuarios del Subsistema no podrá exceder de 70.000 personas o familias, conforme al decreto a que se refiere el artículo 23 de la presente ley.


Sólo para los efectos de esta ley, se entenderá que están en situación de pobreza extrema las personas y familias cuyo ingreso per cápita mensual sea inferior al necesario por persona para satisfacer sus necesidades alimentarias. Dicha condición se verificará de conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 22 de la presente ley.


La participación de las personas y familias en el Subsistema es compatible con la participación en otros subsistemas del Sistema Intersectorial de Protección Social. Igualmente, quienes hayan cesado su participación en el Subsistema o en el Subsistema “Chile Solidario”, a que se refieren este Título y la ley N° 19.949, respectivamente, o en otros de los que integran el señalado Sistema Intersectorial, como el Subsistema “Chile Crece Contigo”, podrán ingresar al Subsistema “Seguridades y Oportunidades”, sin perjuicio de las excepciones que otras leyes o decretos establezcan.


Los menores adultos serán plenamente capaces para efectos del acceso y participación en el Subsistema y percepción de los beneficios del mismo.


Mediante reglamento expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social se establecerán las características del Subsistema; las condiciones y términos del compromiso señalado en el inciso primero; el procedimiento para efectuar la calificación de su situación de pobreza extrema; el procedimiento de reclamo de conformidad con lo establecido en la ley N° 19.880, y los sistemas de control y evaluación que permitan revisar el cumplimiento de los requisitos para la participación de los usuarios en el Subsistema y de las prestaciones sociales que éste conlleva.


Artículo 4º.- Otros Usuarios del Subsistema. Sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero del artículo 3°, también podrán acceder al Subsistema las personas y sus familias, cuando corresponda, que se encuentren en situación de vulnerabilidad por cumplir con cualquiera de las siguientes condiciones: 


(a) Tener 65 o más años de edad, vivir solo o con una persona y estar en situación de pobreza. Para la calificación de condición de pobreza no se considerarán los beneficios que le hayan sido otorgados de conformidad a la ley N° 20.255; 


(b) Las personas en situación de calle;


(c) Los menores de edad, cuyo adulto significativo se encuentre privado de libertad. También serán beneficiarios los cuidadores de tales menores.


Las referidas personas podrán acceder a todas las acciones y prestaciones contempladas en el Subsistema, de acuerdo a lo establecido en la presente ley.


A contar del 1 de enero de 2013, un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social precisará los casos y formas en que las personas y sus familias, según corresponda, referidas en el inciso primero de este artículo, podrán ingresar al Subsistema “Seguridades y Oportunidades”. Tal reglamento establecerá el mecanismo de selección de los usuarios referidos en el inciso primero de este artículo, según corresponda; la forma, elementos y duración que tendrán los Programas referidos en los artículos 6º, 7º y 8º de esta ley, cuando éstos se destinen a beneficiarios señalados en el inciso primero.


Artículo 5°.- Contenido del Subsistema. El Subsistema considera la coordinación y ejecución de acciones y el otorgamiento de prestaciones sociales dirigidas a los usuarios, en el ámbito de las Seguridades y Oportunidades, conforme a los resultados del diagnóstico efectuado en el Programa Eje señalado en el artículo 6°. Dichas acciones y prestaciones serán implementadas durante el período de participación de los usuarios en el Subsistema.


El Ministerio de Desarrollo Social velará por la pertinencia y suficiencia de la oferta pública de acciones y prestaciones sociales, implementadas por organismos públicos y que no se encuentren contenidas en la presente ley, en virtud de su rol de coordinación de la oferta programática social, de acuerdo a lo establecido en las leyes Nºs 20.379 y 20.530. El Comité Interministerial de Desarrollo Social, creado en la ley Nº 20.530, enviará, a más tardar, en el mes de agosto de cada año un oficio al Ministro de Hacienda. En dicho oficio se especificarán las acciones y prestaciones a las que sería recomendable que los usuarios del Subsistema tengan acceso preferente. El Ministro de Hacienda podrá, en el Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año, establecer a cuáles acciones y prestaciones tendrán acceso preferente.

Párrafo Segundo

De los Programas


Artículo 6°.- Del Programa Eje. El Programa Eje está destinado a todos los usuarios y tiene por objeto el acompañamiento durante la trayectoria de éstos en los Programas referidos en los artículos 7° y 8° evaluando su desempeño y logros alcanzados mientras participen en él. El Programa Eje deberá contemplar la realización de un diagnóstico, elaboración de un plan de intervención, seguimiento de la participación y evaluación.


El plan de intervención, elaborado en el Programa Eje, propondrá a cada usuario la participación en el o los programas contemplados en el Subsistema. La aceptación del referido plan por parte del usuario será manifestada a través de su suscripción.


Las acciones y prestaciones de este Subsistema sólo resultarán aplicables a aquellos usuarios que acepten dicho plan. En caso contrario, la persona o familia perderá la calidad de usuario del Subsistema y no le serán aplicables las acciones y prestaciones del mismo.


Artículo 7°.- Del Programa de Acompañamiento Psicosocial. El Programa de Acompañamiento Psicosocial tiene por objeto promover el desarrollo de las habilidades y capacidades necesarias que permitan a los usuarios su inclusión social y desenvolvimiento autónomo, de manera de contribuir al logro de los objetivos del plan de intervención definido en el Programa Eje.


El Programa de Acompañamiento Psicosocial está dirigido a todos los usuarios del Subsistema, según lo determine el plan de intervención definido en el Programa Eje.


En caso que así se determine, los usuarios que participen en el Programa de Acompañamiento Psicosocial tendrán acceso preferente y/o garantizado, según corresponda de acuerdo a la ley, a aquellas acciones y prestaciones, implementadas por organismos públicos y que no se encuentren contenidas en la presente ley, que tiendan al cumplimiento de los objetivos de dicho Programa y que sean coordinadas a través del Subsistema.


Artículo 8°.- Del Programa de Acompañamiento Sociolaboral. El Programa de Acompañamiento Sociolaboral tiene por objeto mejorar la capacidad de los usuarios para generar ingresos en forma autónoma, el mejoramiento de sus condiciones de empleabilidad y participación en el ámbito laboral.


El Programa de Acompañamiento Sociolaboral está dirigido a los usuarios del Subsistema que sean mayores de edad, que encontrándose en edad y condiciones de trabajar, no se encuentren estudiando o, en caso de estarlo, que sus estudios sean compatibles con la participación en el Programa; según se determine en el Programa Eje.


En caso que así se determine, los usuarios que participen en el Programa de Acompañamiento Sociolaboral tendrán acceso preferente y/o garantizado, según corresponda de acuerdo a la ley, a aquellas acciones y prestaciones, implementadas por organismos públicos y que no se encuentren contenidas en la presente ley, que tiendan al cumplimiento de los objetivos de dicho Programa y que sean coordinadas a través del Subsistema.


Artículo 9°.- Del egreso anticipado del Programa de Acompañamiento Sociolaboral. Se podrá egresar anticipadamente del Programa de Acompañamiento Sociolaboral si en el Programa Eje se evalúa que quien participa del referido Programa Sociolaboral ha demostrado un desempeño exitoso.


Con todo, quienes participen del Programa de Acompañamiento Sociolaboral y que hayan egresado anticipadamente de él por haber demostrado un desempeño exitoso, mantendrán su calidad de usuarios del Subsistema y accederán a la transferencia monetaria base y a la transferencia monetaria condicionada en las mismas condiciones que establecen los artículos 14 y 16, y a las prestaciones sociales del Título Primero y del Párrafo Primero del Título Segundo de esta ley, hasta la duración máxima del mencionado Programa Sociolaboral.

Párrafo Tercero

Normas Comunes a los Programas del Subsistema


Artículo 10.- Encargados de implementar los Programas. El Programa Eje, el Programa de Acompañamiento Psicosocial y el Programa de Acompañamiento Sociolaboral serán implementados por personas naturales o jurídicas.


La contratación de personas naturales por los organismos de la Administración del Estado se realizará de conformidad a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 5° de la ley N° 19.949, siéndoles aplicables las prohibiciones y sanciones que establecen dichas disposiciones. Las referidas personas naturales deberán ser profesionales o técnicos idóneos y, excepcionalmente, en aquellas localidades en que no exista acceso a dichos profesionales o técnicos, éstas deberán ser personas calificadas para desempeñar esta labor. El reglamento referido en el artículo 3° determinará los demás requisitos y condiciones del contrato, los que se entenderán incorporados a éste; las normas para controlar y evaluar el desempeño del profesional o técnico; el modo de implementar un sistema que entregue información detallada respecto de los ejecutores del Programa Eje, Acompañamiento Psicosocial y Acompañamiento Sociolaboral y las modalidades a que se sujetará el concurso público de éstos.


La contratación de personas jurídicas se realizará de conformidad a lo establecido en el artículo 9° de la ley N° 18.575.


Artículo 11.- Plazos de permanencia en los Programas. El período de permanencia del usuario en el Programa de Acompañamiento Psicosocial y en el Programa de Acompañamiento Sociolaboral, según corresponda, será determinado en el Programa Eje conforme a los resultados del diagnóstico de dicho Programa y a la evaluación del desarrollo de las acciones contempladas en el plan de intervención.


El Programa de Acompañamiento Psicosocial y el Programa de Acompañamiento Sociolaboral deberán tener la duración mínima que determine el reglamento, la que no podrá ser inferior a 3 meses, y una duración máxima de 24 meses cada uno, pudiendo comenzar en forma separada. Lo anterior, sin perjuicio de la posibilidad de egresar anticipadamente del Programa de Acompañamiento Sociolaboral en los términos del artículo 9°.


El Programa Eje finalizará cuando se efectúe la evaluación de la participación del usuario en el Subsistema, la que se realizará cuando éste egrese del último programa en que se encuentre participando, sea el Programa de Acompañamiento Psicosocial o del Programa de Acompañamiento Sociolaboral.

Párrafo Cuarto

Normas Comunes a la Transferencia Monetaria Base y a la Transferencia Monetaria Condicionada


Artículo 12.- Índice de Aporte al Ingreso Familiar. Para determinar la transferencia monetaria base y la transferencia monetaria condicionada referidas en los artículos 14 y 16 de esta ley, se entenderá por índice de aporte al ingreso familiar el monto equivalente al 85% de la diferencia entre la línea de pobreza extrema y el ingreso per cápita potencial de la persona o familia, según corresponda, siempre que dicha diferencia sea positiva. 


El ingreso per cápita potencial ascenderá a la cantidad que resulte de sumar, cuando corresponda: el promedio nacional del ingreso autónomo per cápita mensual de las familias en situación de pobreza extrema; el valor del alquiler imputado, per cápita mensual promedio de la vivienda de las personas y familias en pobreza extrema; el valor per cápita de los subsidios pecuniarios mensuales, de carácter periódico y de cargo fiscal, que beneficien a cada integrante de la familia, según lo determine el reglamento. Para el cálculo del valor mensual de los subsidios se incluirá también el valor mensual del Bono de Protección referido en el artículo 15 a que tengan acceso los usuarios y el valor mensualizado per cápita de los subsidios pecuniarios anuales que sean periódicos y de cargo fiscal.


Para efectos del cálculo del índice de aporte al ingreso familiar, se considerará la línea de la pobreza extrema, el promedio nacional del ingreso autónomo y el valor del alquiler imputado, determinados en base a la encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional (CASEN) correspondiente al año 2009. El mencionado índice se calculará anualmente. Sin perjuicio de lo anterior, dicho índice podrá ser recalculado en caso que varíen los parámetros que sirvieron de base para su determinación, tales como el cambio del número de integrantes de la familia usuaria por causa de fallecimientos, nacimientos o adopciones, de conformidad al procedimiento que al efecto fije el reglamento a que se refiere el inciso final.


Los valores referidos en el inciso anterior se reajustarán el 1 de febrero de cada año en el 100% de la variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor, determinado e informado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre del año calendario anterior.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá en qué casos corresponde considerar el valor del alquiler imputado y el listado de subsidios anuales y mensuales que se incluirán, los que, en todo caso, deberán estar contenidos en el registro de información social a que se refiere el artículo 6° de la ley Nº 19.949 y deberán cumplir con las características referidas en el inciso segundo de este artículo. Dicho reglamento incluirá, además, toda norma necesaria para la determinación y aplicación del índice a que se refiere este artículo.


Artículo 13.- Concesión, Pago, Suspensión y Extinción de la Transferencia Monetaria Base y la Transferencia Monetaria Condicionada. El Ministerio de Desarrollo Social, a través de la Subsecretaría de Servicios Sociales, administrará la transferencia monetaria base y la transferencia monetaria condicionada referidas en los artículos 14 y 16 siguientes. En especial, le corresponderá concederlas, suspenderlas y extinguirlas.


El pago de la transferencia monetaria base y de la transferencia monetaria condicionada a que se refiere esta ley será de responsabilidad del Ministerio de Desarrollo Social.


El plazo para el cobro de las mensualidades de las transferencias monetarias será de 6 meses contado desde la emisión del pago y se entenderá que renuncian a dicha mensualidad aquellos beneficiarios que no la soliciten dentro del referido plazo.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social establecerá el procedimiento de concesión, suspensión y de extinción de las transferencias, cuando corresponda, la entidad pagadora y forma de pago; determinará el orden de prelación respecto de la persona que reciba el pago de la transferencia monetaria base y la transferencia monetaria condicionada entre los integrantes de la familia, cuando corresponda; los efectos de la suspensión de las transferencias; y las demás normas necesarias de administración y supervisión de las referidas transferencias monetarias. 

Párrafo Quinto

De las Transferencias y Subsidios por Dignidad


Artículo 14.- De la Transferencia Monetaria Base. La transferencia monetaria base es una prestación social de cargo fiscal a que accederán los usuarios del Subsistema que se encuentren en situación de pobreza extrema que, adicionalmente, participen del Programa de Acompañamiento Sociolaboral o que participen únicamente del Programa de Acompañamiento Psicosocial por determinación en el Programa Eje. El monto de la transferencia monetaria base corresponderá a la diferencia entre el índice de aporte al ingreso familiar, referido en el artículo 12, y el monto máximo per cápita por concepto de transferencia monetaria condicionada que podría recibir mensualmente la familia si cumpliese con todas las condicionantes que le sean aplicables de conformidad a lo señalado en el artículo 16. La transferencia monetaria base se pagará sólo en el evento que la diferencia referida sea positiva.


La transferencia monetaria base se otorgará por un período de 12 ó 24 meses desde su concesión. Dicho período se determinará según la duración máxima del Programa de Acompañamiento Sociolaboral o, en caso que el usuario participe sólo del Programa de Acompañamiento Psicosocial, según la duración máxima de este último. Lo anterior, sin perjuicio de la suspensión de la transferencia monetaria base y de la suspensión de la participación en el Subsistema, referidas en los artículos 13 y 17 de esta ley, respectivamente. Cuando un usuario cumpla 17 meses desde el otorgamiento de la transferencia monetaria base, ésta decrecerá linealmente en razón de un sexto por mes. Esta transferencia será compatible con la percepción de cualquier otro subsidio o transferencia que entregue el Estado.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social, suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas necesarias para la aplicación, funcionamiento y pago de la transferencia monetaria base.


Artículo 15.- Subsidios por Dignidad. A los usuarios del Subsistema les corresponderá el Subsidio al Pago de Consumo de Agua Potable y de Servicio de Alcantarillado de Aguas Servidas, siempre que cumplan con los requisitos de la ley N° 18.778, en las condiciones que establece el artículo 8° de la ley N° 19.949; y serán causantes de la Subvención Educacional Pro-Retención de Alumnos, de acuerdo con lo establecido en la ley N° 19.873. 


Además, los usuarios que participen del Programa de Acompañamiento Psicosocial accederán al Bono de Protección establecido en los incisos primero y segundo del artículo segundo transitorio de la ley N° 19.949, por un período de 12 ó 24 meses desde su concesión, siempre que estén dando cumplimiento al compromiso y al plan de intervención, establecidos en los artículos 3° y 6° de esta ley, respectivamente. Dicho período se determinará según la duración máxima del Programa de Acompañamiento Psicosocial destinado a los usuarios del Subsistema, según lo establecido en el inciso final del artículo 4° e inciso segundo del artículo 11 de la presente ley. Será aplicable al Bono de Protección lo establecido en el inciso tercero del artículo 13 de esta ley.


El Ministerio de Desarrollo Social, a través de la Subsecretaría de Servicios Sociales, administrará el Bono de Protección. En especial, le corresponderá concederlo, suspenderlo y extinguirlo. El reglamento a que se refiere el artículo 12 establecerá el procedimiento de concesión y de extinción, la forma de pago, y demás normas necesarias de administración y supervisión del Bono de Protección.


Lo establecido en los incisos primero y segundo anteriores es sin perjuicio del acceso preferente o garantizado a otras acciones o prestaciones que se implementen o coordinen a través del Subsistema. Las prestaciones señaladas serán compatibles entre sí y con las demás prestaciones del Subsistema, según corresponda.

Párrafo Sexto

De la Transferencia por Deberes


Artículo 16.- De la Transferencia Monetaria Condicionada. La transferencia monetaria condicionada es una prestación social de cargo fiscal a que accederán los usuarios del Subsistema que se encuentren en situación de pobreza extrema que, adicionalmente, participen del Programa de Acompañamiento Sociolaboral o que participen únicamente del Programa de Acompañamiento Psicosocial por determinación en el Programa Eje, que cumplan con determinadas condicionantes en las áreas de educación y/o salud que establezca el reglamento a que se refiere el inciso final de este artículo. Con todo, el Ministro de Desarrollo Social convocará al Comité Interministerial del artículo 11 de la ley Nº 20.530 para que éste emita su opinión sobre las eventuales modificaciones a las condicionantes exigidas para tener acceso a la transferencia monetaria condicionada.


El monto máximo mensual de la transferencia monetaria condicionada será único para todos los usuarios que podrían potencialmente percibirla y se calculará de modo que esta represente, a lo menos, el 35% y, a lo más, el 45% del monto total por concepto de índice de aporte al ingreso familiar, referido en el artículo 12, que correspondería a una familia promedio de la población usuaria, si ésta cumpliese con todas las condicionantes referidas en el inciso anterior. En el caso que  una misma persona deba cumplir con dos o más condicionantes, el monto de la transferencia monetaria condicionada que recibirá por cada una de las condicionantes cumplidas ascenderá a la cantidad que resulte de dividir el monto antes señalado por el número de condicionantes que le corresponda cumplir. 


La transferencia monetaria condicionada se otorgará por un período de 12 ó 24 meses desde su concesión. Dicho período se determinará según la duración máxima del Programa de Acompañamiento Sociolaboral o, en caso que el usuario participe sólo del Programa de Acompañamiento Psicosocial, según la duración máxima de este último. Lo anterior, sin perjuicio de la suspensión de la transferencia monetaria condicionada y de la suspensión de la participación en el Subsistema, referidas en los artículos 13 y 17 de esta ley, respectivamente.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social, suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá: la metodología de cálculo, las condicionantes según rango de edad que serán exigibles respecto de cada usuario del Subsistema, los plazos para su cumplimiento, la periodicidad de su pago y las demás necesarias para su aplicación y funcionamiento. Además, podrá establecer grados de cumplimiento y excepciones a las condicionantes. Para establecer dichas excepciones, el Ministerio de Desarrollo Social utilizará criterios diferenciados según situación geográfica de los usuarios, la ocurrencia de hechos que constituyan caso fortuito o fuerza mayor o cualquier otro de aplicación nacional o regional. Para el establecimiento de los referidos criterios, el Ministerio de Desarrollo Social consultará al Consejo de la Sociedad Civil a que se refiere el Título IV de la ley N° 18.575, introducido por la ley N° 20.500.


Los usuarios del Subsistema que no estuvieren en situación de cumplir las condicionantes referidas en el inciso primero, por no existir la oferta necesaria, se entenderán eximidos de su cumplimiento mientras subsista tal circunstancia. Dicha circunstancia se acreditará en los términos que fije el reglamento referido en el inciso anterior.

Párrafo Séptimo

De la Suspensión y Término de la Participación en el Subsistema


Artículo 17.- Causales de Suspensión de la Participación en el Subsistema. La participación de los usuarios en el Subsistema podrá ser suspendida por el Ministerio de Desarrollo Social, a petición del usuario, cuando éste acredite, de conformidad al procedimiento que al efecto fije el reglamento a que se refiere el inciso final de este artículo, que está temporalmente impedido de continuar su participación en el mismo por existir una causa justificada para ello.


Se entenderá que existe causa justificada en situaciones tales como la ocurrencia de un caso fortuito o fuerza mayor, el cambio de residencia o la imposibilidad material de participar en los Programas de Acompañamiento Psicosocial o Sociolaboral.


La suspensión a que se refiere el inciso primero se extenderá mientras subsista el hecho que la originó, no pudiendo exceder de un plazo de doce meses contado desde la fecha del acto administrativo que suspende la participación del usuario en el Subsistema.


Durante el período de suspensión, los usuarios estarán eximidos del cumplimiento de las obligaciones que imponga el ingreso al Subsistema y no tendrán acceso a las acciones y prestaciones que se coordinen a través del mismo, tales como las transferencias monetarias y los bonos o subsidios a que tengan acceso en virtud del Subsistema.


Expirado el período de suspensión se reanudarán las obligaciones y beneficios por el tiempo que restare para cada una de las acciones y prestaciones a las que tuviere acceso, incluyendo las transferencias monetarias y subsidios referidos en los artículos 14, 15 y 16 de la presente ley.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social precisará las causales justificadas por las que podría suspenderse la participación de un usuario en el Subsistema, el procedimiento para impetrar dicha suspensión y las demás normas necesarias para su aplicación y funcionamiento.


Artículo 18.- Causales de Término de la Participación en el Subsistema. Los usuarios del Subsistema cesarán su participación en él por cualquiera de las siguientes causales:


a) Por haber transcurrido 12 meses desde el término de su participación en el Programa Eje.


b) Por renuncia voluntaria de la persona usuaria o a quien le corresponda recibir el pago de la transferencia monetaria base, de la transferencia monetaria condicionada o del Bono de Protección, según sea el caso, con el consentimiento de los integrantes mayores de edad de la familia correspondiente, manifestada por escrito ante el Ministerio de Desarrollo Social a través del Programa Eje.


c) Por incumplimiento del compromiso o el plan de intervención, que establecen los artículos 3° y 6°, respectivamente, de esta ley.


Un reglamento expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social, establecerá las formalidades y demás procedimientos que deberán seguirse para determinar el término de la participación de los usuarios en el Subsistema.

TÍTULO SEGUNDO

DE LAS OPORTUNIDADES POR LOGROS

Párrafo Primero

De los Bonos por Logros del Subsistema


Artículo 19.- Bonos por Logros del Subsistema. Las personas y/o familias usuarias del Subsistema referido en el Título Primero, que participen del Programa de Acompañamiento Sociolaboral, tendrán derecho, por una sola vez, al Bono por Formalización, siempre que durante su participación en el referido Programa registren cotizaciones continuas, declaradas y pagadas, por el período mínimo que determine el reglamento, el que no podrá ser inferior a tres meses ni podrá exceder de doce meses. Quienes cumplan los requisitos señalados tendrán derecho al total del bono mencionado hasta el décimo noveno mes de participación en el Programa. El monto de dicho bono comenzará a decrecer linealmente a contar del décimo noveno mes de duración del Programa de Acompañamiento Sociolaboral, en razón de un quinto por mes, hasta llegar a cero.


Los usuarios del Subsistema referido en el Título Primero, que sean mayores de 24 años de edad, tendrán derecho, por una sola vez, a un bono por obtener su licencia de enseñanza media o equivalente, siempre que esté reconocida por el Ministerio de Educación, durante el período en que la persona o familia sea usuaria del Subsistema.


El monto de los bonos referidos en los incisos anteriores se fijará de acuerdo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público para ello.


El Ministerio de Desarrollo Social, a través de la Subsecretaría de Servicios Sociales, administrará los bonos por logros del Subsistema. En especial, le corresponderá concederlos, suspenderlos y extinguirlos.


Un reglamento expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social, suscrito además por el Ministro de Hacienda, especificará los requisitos que deberán cumplir los usuarios del Subsistema para acceder al Bono de Graduación de Enseñanza Media y al Bono por Formalización, de acuerdo a lo señalado, las condiciones para acceder a los mismos, las normas para su concesión y pago y las demás necesarias para su aplicación y funcionamiento.

Párrafo Segundo

De Otros Bonos por Logros


Artículo 20.- Del Bono por Esfuerzo. Se establece un Bono por Esfuerzo, de cargo fiscal, para quienes pertenezcan al 30% socioeconómicamente más vulnerable de la población, que logren desempeños destacados o de superación en las áreas de educación, salud, empleo, ahorro y adherencia mensual a programas intensivos o residenciales de rehabilitación de drogas, que cumplan los requisitos respectivos. El Bono por Esfuerzo se otorgará de acuerdo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público. 


Sin perjuicio de lo anterior, el bono por esfuerzo ascenderá anualmente a un monto máximo de $ 50.000 (cincuenta mil pesos) y podrá ser percibido por cada beneficiario por una sola vez dentro de cada año calendario. En el caso que el Bono por Esfuerzo se establezca para dos o más áreas, el beneficiario percibirá el bono por sólo una de ellas.


El monto señalado en el inciso anterior se reajustará en los mismos términos establecidos en el inciso cuarto del artículo 12 de esta ley.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social, suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá el o los montos a que ascenderá este bono según lo dispuesto en el inciso anterior, el cual podrá ser diferenciado según área y grado de desempeños destacados o superación, cuando corresponda; el orden de prelación respecto de la persona que reciba el pago del Bono por Esfuerzo; las áreas de desempeños destacados o de superación, según rango de edad que darán acceso al Bono por Esfuerzo; fijará el umbral de focalización que determinará quienes pertenecen al 30% socioeconómicamente más vulnerable de la población, según el instrumento de focalización y mecanismos de verificación de información que se determinen; los plazos para su cumplimiento; las normas para su concesión y pago; la periodicidad del pago, y las demás normas necesarias para su aplicación y funcionamiento. 


Artículo 21.- Del Subsidio al Empleo de la Mujer. Se establece un subsidio al empleo de las trabajadoras dependientes regidas por el Código del Trabajo y de las trabajadoras independientes, el que será de cargo fiscal. Tendrán acceso a este subsidio al empleo aquellas trabajadoras dependientes e independientes que tengan entre 25 y 60 años de edad y que pertenezcan al 40% socioeconómicamente más vulnerable de la población, así como sus respectivos empleadores. Este subsidio podrá ser percibido por cada trabajadora por cuatro años continuos. Una misma trabajadora causará hasta un máximo de veinticuatro meses de subsidio para el o los empleadores que tenga durante los años antes señalados.


En todo lo que no sea contrario a la presente ley, el subsidio al empleo de la mujer se regirá por lo dispuesto en la ley N° 20.338, incluyendo la incompatibilidad establecida en el artículo 9° y lo dispuesto en el artículo 15 de la referida ley. Sin perjuicio de lo anterior, no se aplicará a este subsidio el reglamento cuya dictación ordena el inciso final del artículo 10 ni lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 11 y disposiciones transitorias, con excepción del artículo tercero transitorio de dicha ley. 


Durante el último año de subsidio, el porcentaje referido en el inciso final del artículo 3° de la antes citada ley ascenderá a 50%.


El subsidio a que se refiere este artículo es incompatible con el subsidio al empleo establecido por la ley N° 20.338, en especial con lo dispuesto en los artículos 7° y 8° de la referida ley. En caso de incompatibilidad, la trabajadora dependiente o independiente deberá optar por uno u otro subsidio.


El Ministerio de Desarrollo Social administrará el subsidio al empleo de la mujer. En especial, le corresponderá concederlo, extinguirlo, suspenderlo y reliquidarlo de conformidad al artículo 5° de la ley N° 20.338. El Servicio de Impuestos Internos entregará al Ministerio de Desarrollo Social o la entidad pública que ejecute el subsidio, la información referida en el inciso tercero del artículo 10 e inciso segundo del artículo tercero transitorio de la citada ley. El referido Ministerio comunicará a la Tesorería General de la República la información señalada en el inciso quinto del aludido artículo 10.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social y suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá las normas para la concesión y pago de este subsidio, fijará el umbral de focalización que determinará quienes pertenecen al 40% socioeconómicamente más vulnerable de la población, según el instrumento de focalización que se aplique al efecto, el cual considerará, a lo menos, la información contenida en la Ficha de Protección Social o el instrumento que la reemplace y la información de los trabajadores sujetos al Seguro de Cesantía que señala el artículo 34 de la ley N° 19.728 y utilizará los mecanismos de verificación que establezca. Este reglamento determinará las demás normas necesarias para su aplicación y funcionamiento, las que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el mencionado subsidio. Asimismo, establecerá las condiciones en las cuales el Ministerio de Desarrollo Social celebrará convenios con entidades públicas o privadas para la ejecución de este subsidio. Sin perjuicio de las facultades que a otra institución correspondan, el Ministerio de Desarrollo Social podrá requerir de la entidad ejecutora la información y bases de datos que a dicha ejecución correspondan.

TÍTULO TERCERO

DISPOSICIONES COMUNES AL TÍTULO PRIMERO Y AL TÍTULO SEGUNDO


Artículo 22.- El Ministerio de Desarrollo Social administrará, coordinará, supervisará y evaluará el Subsistema creado en el Título Primero y las Oportunidades por Logros establecidas en el Título Segundo, sin perjuicio de las atribuciones, funciones y responsabilidades de los demás organismos de la Administración del Estado.


Se efectuará una evaluación de impacto del Subsistema referido en el Título Primero y Oportunidades por Logros, referidas en el Título Segundo, de acuerdo a lo establecido por la ley N° 20.379, la que deberá ser enviada a la Comisión de Superación de la Pobreza, Planificación y Desarrollo Social de la Cámara de Diputados. Para efectos de realizar las evaluaciones, el Ministerio de Desarrollo Social proporcionará las bases de datos, incluyendo los datos personales necesarios, a las entidades y organismos públicos que señala el inciso segundo del artículo 2° de la citada ley. Además, el Ministerio de Desarrollo Social deberá enviar un informe de monitoreo anual relativo a la realidad social de quienes egresan del Subsistema. El referido informe deberá ser suministrado, en el mes de septiembre de cada año, a la mencionada Comisión. Dicho informe deberá especificar el porcentaje de cumplimiento de las metas sociales establecidas en el artículo 8° de la presente ley.


El Ministerio de Desarrollo Social entregará a los ejecutores del Subsistema referido en el Título Primero y de las Oportunidades por Logros, referidas en el Título Segundo, la información que sea necesaria para su implementación, incluyendo datos personales. Dicha información sólo podrá ser usada para los fines  antes señalados.


Las personas que, en virtud de lo dispuesto en los incisos segundo y tercero anteriores, tengan acceso a datos personales, deberán respetar su confidencialidad, estando prohibida su adulteración o difusión no autorizada por el Ministerio de Desarrollo Social. La infracción de esta disposición será sancionada en conformidad a la ley N° 19.628. Además, la infracción de esta disposición por parte de funcionarios públicos se considerará como una vulneración grave al principio de probidad administrativa y será sancionada en conformidad a la ley.


Para la selección de las familias y de las personas como usuarias del subsistema creado en el Título Primero, el Ministerio de Desarrollo Social utilizará un instrumento técnico de focalización y un procedimiento de acreditación y verificación uniforme para toda la población del país, que considere, a lo menos, la información contenida en la Ficha de Protección Social o en el instrumento que la reemplace. El Ministerio de Desarrollo Social podrá, además, utilizar la información contenida en el registro de información social referido en el artículo 6° de la ley N° 19.949 u otras bases de datos a las que tenga acceso. Un reglamento expedido por el Ministerio de Desarrollo Social, suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará el procedimiento de focalización y reclamo, y la forma de utilizar la información contenida en el registro de información social y demás bases de datos.


Para la implementación y funcionamiento del Subsistema creado en el Título Primero y Oportunidades por Logros establecidas en el Título Segundo, el Ministerio de Desarrollo Social podrá celebrar convenios con entidades públicas o privadas. En todo caso, el Ministerio de Desarrollo Social deberá celebrar convenios con otros organismos o entidades, como por ejemplo, con el Instituto de Previsión Social, para efectos del pago de los beneficios señalados en el Subsistema referido en el Título Primero y Oportunidades por Logros creadas en el Título Segundo. 


Artículo 23.- Mediante decreto expedido a través del Ministerio de Desarrollo Social “Por orden del Presidente de la República” y suscrito además por el Ministro de Hacienda, se identificará la cobertura anual de nuevos usuarios del Subsistema Seguridades y Oportunidades, según la disponibilidad de recursos consultados en la Ley de Presupuestos del Sector Público.


Artículo 24.- El Bono de Graduación de Enseñanza Media, el Bono por Formalización, el Bono por Esfuerzo, las transferencias monetarias establecidas en los artículos 14 y 16 y el Bono de Protección, son ingresos no constitutivos de renta de aquellos a que se refiere el artículo 17 del decreto ley N° 824, sobre Impuesto a la Renta. Adicionalmente, dichos bonos o subsidios no constituyen remuneración, por lo que no son imponibles para efectos previsionales.


Artículo 25.- Las personas que proporcionen información falsa, parcial, adulterada, la oculten, o hagan mal uso del o los beneficios que esta ley contempla, podrán ser excluidas del Subsistema, de las prestaciones que éste conlleva y de las Oportunidades por Logros establecidas en el Título Segundo, previa verificación de lo anterior por parte del Ministerio de Desarrollo Social. Esto, sin perjuicio de la devolución de lo indebidamente percibido como consecuencia de su acceso a programas sociales, beneficios, transferencias monetarias base y condicionada o subsidios, y de las responsabilidades civiles o penales que procedan, de conformidad a la legislación común.


Las personas encargadas de implementar el Programa Eje, el Programa de Acompañamiento Psicosocial y el Programa de Acompañamiento Sociolaboral, que proporcionen información falsa, adulterada, la oculten, o se coludan con personas y familias a quienes se han otorgado las acciones y prestaciones del Subsistema, serán sancionadas de conformidad con lo establecido por los artículos 470, N° 8, en relación al artículo 467 del Código Penal, o de acuerdo a lo establecido en la ley N° 20.393, según corresponda, sin perjuicio de las demás responsabilidades civiles y penales que resulten aplicables, de conformidad a la legislación común.

TÍTULO CUARTO

DISPOSICIONES FINALES


Artículo 26.- El Ministerio de Desarrollo Social podrá solicitar al Servicio de Impuestos Internos información  de beneficiarios de programas sociales y/o potenciales beneficiarios de éstos, incluso aquélla amparada por la reserva establecida en el artículo 35 del Código Tributario, sobre la cuantía o fuente de sus rentas, patrimonio, bienes en particular o cualquier dato relativo a ellas, sea que figuren en las declaraciones obligatorias presentadas ante dicho Servicio por los contribuyentes, o en la información suministrada por Notarios Públicos y Conservadores de Bienes Raíces u otras personas obligadas y fuentes legales.


En su requerimiento, el Ministerio de Desarrollo Social deberá indicar expresa y detalladamente la información que solicita y los fines para los cuales será empleada. El Servicio de Impuestos Internos proporcionará por el medio más expedito la información, en la forma y plazo que determine mediante resolución que dicte al efecto.


La información entregada al Ministerio de Desarrollo Social mantendrá su calidad de reservada respecto a terceros. Respecto de la información a que se refiere este artículo, se extenderá al mencionado Ministerio y sus funcionarios el mismo deber de reserva y las sanciones por su infracción que las leyes contemplan para el Servicio de Impuestos Internos y sus funcionarios.


Artículo 27.- Elimínase en el artículo 10 de la ley N° 19.949 la expresión “maliciosamente”. 


Artículo 28.- Intercálase, en el inciso primero del artículo 30 de la ley N° 20.403, a continuación de la palabra “Hacienda”, la expresión “, Subsecretaría de Servicios Sociales”.


Artículo 29.- Intercálase, en el inciso primero del artículo 34 B de la ley N° 19.728, a continuación del vocablo “Hacienda”, la expresión “, Subsecretaría de Servicios Sociales”.


Artículo 30.- Agrégase a la ley N° 19.949 el siguiente artículo 11:


“Artículo 11.- Causales de Término de la Participación en Chile Solidario. Las familias y personas dejarán de formar parte de Chile Solidario en cualquiera de las siguientes situaciones:


1. Renuncia voluntaria del representante de la familia o de quien le corresponda recibir el pago de los beneficios del Chile Solidario, según sea el caso, manifestada por escrito ante el Ministerio de Desarrollo Social, a través de la entidad encargada de la ejecución del Componente de Apoyo Psicosocial.


2. Incumplimiento del documento de compromiso que establece el artículo 5° de esta ley.


3. Término de participación en el apoyo psicosocial regulado en el artículo 4° de esta ley, respecto de quienes no sean beneficiarios del Bono de Egreso regulado en el artículo segundo transitorio de esta ley.


4. Extinción del derecho a percibir el Bono de Egreso, respecto de quienes sean beneficiarios de él, según lo dispuesto en el artículo segundo transitorio de esta ley. 


No obstante lo anterior, los sostenedores de establecimientos educacionales que acrediten haber matriculado y logrado la permanencia o egreso regular de educandos que pertenezcan a familias que hayan sido beneficiarias de Chile Solidario y que cumplan los requisitos de la ley N° 19.873, tendrán acceso al Subsidio Pro Retención Escolar, en los términos establecidos por dicha ley.”.


Artículo 31.- Sustitúyese, en la ley Nº 20.530, la letra v) de su artículo 3º por la siguiente:


“v) Presentar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y a la Comisión de Superación de la Pobreza, Planificación y Desarrollo Social de la Cámara de Diputados, en el mes de septiembre de cada año, un informe de Desarrollo Social. El referido informe deberá incluir una sección específica que analice la realidad de la pobreza, tomando en consideración las áreas de salud, ingreso, logros educacionales y vivienda, entre otras.”.


Artículo 32.- Los reglamentos a que hace referencia esta ley deberán dictarse dentro del plazo máximo de seis meses, contado desde la publicación de ésta en el Diario Oficial.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo Primero.- Durante el año 2012, la cobertura de beneficiarios de los Subsistemas “Chile Solidario” y “Seguridades y Oportunidades”, no podrá exceder, en conjunto, a la determinada para dicha anualidad, conforme a lo dispuesto en el inciso final del artículo 3° de la ley N° 19.949. Las familias y personas que durante el año 2012 pertenezcan o ingresen a “Chile Solidario” se mantendrán en dicho Subsistema hasta el término de su participación por cualquiera de las formas que establece el artículo 11 de la ley N° 19.949 y, en consecuencia, les será aplicable lo dispuesto en dicha ley.


Durante el año 2012, el Subsistema Seguridades y Oportunidades se financiará, en la parte que corresponda, con los recursos asignados al Subsistema “Chile Solidario” en la Ley de Presupuestos del Sector Público del referido año.


Artículo Segundo.- A contar de la fecha que señale el reglamento referido en el inciso final del artículo 12 de esta ley, las personas y familias que estén participando en el Subsistema Chile Solidario y que sean beneficiarias de la Bonificación al Ingreso Ético Familiar establecida en la Glosa 07 de la Partida 21, Capítulo 01, Programa 05 de la Ley Nº 20.557, dejarán de percibir tal Bonificación y pasarán a tener acceso a la transferencia monetaria base y a la transferencia monetaria condicionada establecidas en el Título Primero, Párrafos Quinto y Sexto de la presente ley, sin perjuicio de aquellos pagos de la referida Bonificación que se encuentren devengados a tal fecha y de lo establecido en el artículo quinto transitorio de esta ley en relación al incremento por Trabajo de la Mujer a que se refiere el Decreto Supremo N° 29, del Ministerio de Planificación, de 2011. En este caso, las transferencias monetarias se devengarán por el número de meses que falte para completar 24 meses contados desde la fecha de la concesión de la Bonificación antes señalada, sea en virtud de la ley N° 20.481 o de la ley Nº 20.557.


Si a la fecha señalada en el inciso anterior, el componente base mensual de la Bonificación al Ingreso Ético Familiar referido en el Decreto Supremo N° 29, del Ministerio de Planificación, de 2011, que le corresponda a una persona o familia beneficiaria de tal Bonificación es mayor que el monto que le corresponda percibir en virtud de lo dispuesto en el artículo 14 de la presente ley, respecto a tal persona o familia el monto de la transferencia monetaria base ascenderá al valor del componente base mencionado, por el período señalado en el inciso anterior. Lo referido en este inciso sólo será aplicable respecto de quienes hayan ingresado al Subsistema Chile Solidario con anterioridad a la fecha referida.


Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, las transferencias se extinguirán por cualquiera de las causales de término de la participación en Chile Solidario, establecidas en el artículo 11 de la ley N° 19.949. Adicionalmente, el referido beneficio se suspenderá y extinguirá en los casos establecidos en el inciso tercero del artículo 13 de esta ley.


Artículo Tercero.- Durante el año 2012, aquellos que sean beneficiarios de los Programas de Apoyo Integral al Adulto Mayor, de Apoyo a las Personas en Situación de Calle y de Apoyo a Hijos de Personas Privadas de Libertad, pasarán a ser usuarios del Subsistema "Seguridades y Oportunidades", por el tiempo que les reste de participación en dichos programas. 


Desde la fecha señalada en el inciso anterior, los usuarios antes mencionados dejarán de pertenecer al Subsistema "Chile Solidario" y pasarán a formar parte de la cobertura anual del Subsistema "Seguridades y Oportunidades".


Los beneficiarios señalados en el inciso primero accederán a las transferencias monetarias establecidas en el Título Primero, Párrafos Quinto y Sexto de la presente ley, a contar de la fecha que señale el reglamento referido en el inciso final del artículo 12, en los términos y condiciones establecidos en las normas referidas. También a dichos beneficiarios les será aplicable lo dispuesto en el artículo segundo transitorio, cuando corresponda. Para estos efectos, se entenderá que los beneficiarios referidos se encuentran participando únicamente del Programa de Acompañamiento Psicosocial.


Además, a contar de la fecha señalada en el inciso anterior, los beneficiarios a que se refiere este artículo accederán al Bono de Protección establecido en los incisos primero y segundo del artículo segundo transitorio de la ley N° 19.949 y referido en el artículo 15 de esta ley, por el tiempo que les reste de participación en los programas señalados en el inciso primero, el que no podrá exceder de veinticuatro meses.


Artículo Cuarto.- A contar de la fecha que señale el reglamento referido en el inciso final del artículo 12, las normas del Subsistema “Chile Solidario” serán aplicables únicamente respecto de aquellos beneficiarios que hubieren ingresado a él hasta antes de dicha fecha y les será aplicable lo establecido en el inciso primero del artículo primero transitorio de esta ley. Desde esa misma data, no se admitirán nuevos ingresos al Subsistema “Chile Solidario”.


Quienes ingresen al Subsistema “Chile Solidario” entre la fecha señalada en el inciso primero del artículo segundo transitorio y la fecha señalada en el inciso anterior tendrán acceso a las transferencias monetarias referidas en los Párrafos Quinto y Sexto del Título Primero de esta ley, en los términos y condiciones establecidos en tales normas.


Todos los convenios que hayan sido celebrados antes de la entrada en vigencia de la presente ley por el Ministerio de Desarrollo Social o por el Fondo  de Solidaridad e Inversión Social en el marco del Subsistema “Chile Solidario” se entenderán también aplicables al Subsistema “Seguridades y Oportunidades”.


Artículo Quinto.- El subsidio al empleo de la mujer establecido en el artículo 21 entrará en vigencia a partir del primer día del mes siguiente a aquél en que se publique el reglamento cuya dictación ordena el inciso final del mismo artículo.


Para el año 2012 y 2013, el subsidio al empleo de la mujer establecido en el artículo 21 de la presente ley, beneficiará a las mujeres que pertenezcan al 30% socioeconómicamente más vulnerable de la población, en los términos y condiciones de dicho artículo, y a sus empleadores. Para el año 2014, el referido subsidio beneficiará a las mujeres que pertenezcan al 35% socioeconómicamente más vulnerable y a sus empleadores.


Durante el año 2012, el monto del subsidio al empleo de la mujer establecido en el artículo 21 ascenderá anualmente a la proporción que corresponda a los meses de vigencia de este subsidio para dicho año. Para los efectos de los pagos mensuales del subsidio a las trabajadoras de conformidad al artículo 3° de la ley N° 20.338, se considerará la información de las remuneraciones y cotizaciones previsionales pagadas correspondientes al cuarto mes anterior a la época en que se realice el pago antes señalado.


Las mujeres que se encuentren percibiendo el Incremento por Trabajo de la Mujer, establecido en el decreto supremo N° 29, del Ministerio de Planificación, de 2011, que aprueba el Reglamento para la Implementación del Programa “Bonificación al Ingreso Ético Familiar”, creado por las leyes Nos 20.481 y 20.557, dejarán de percibir tal incremento a contar de la data que señale el reglamento referido en el inciso primero de este artículo. A contar de la misma fecha, dichas mujeres recibirán el subsidio al empleo de la mujer en los términos y condiciones y por el plazo señalado en el artículo 21 de la presente ley.


Artículo Sexto.- El primer reajuste anual que corresponda por aplicación de lo dispuesto en el artículo 12 de la presente ley, se efectuará a partir del 1 de febrero de 2013.


Artículo Séptimo.- Lo dispuesto en el artículo 16 inciso cuarto de esta ley, en relación al Consejo de la Sociedad Civil, comenzará a regir el 1 de enero del año 2013. Dicho Consejo podrá ser oído en relación a las condicionantes establecidas por el reglamento dictado de conformidad al referido artículo.


Artículo Octavo.- A contar de la fecha señalada en el artículo cuarto transitorio de esta ley, los apoyos familiares contratados por los municipios para la ejecución del Apoyo Psicosocial, en el marco del Subsistema "Chile Solidario", se entenderán también habilitados para la ejecución del Programa de Acompañamiento Psicosocial del Subsistema "Seguridades y Oportunidades".


El municipio respectivo podrá extender los contratos celebrados con los apoyos familiares referidos en el inciso anterior, con el objeto de que éstos ejecuten el Programa de Acompañamiento Psicosocial, manteniéndose lo establecido en sus respectivos contratos y les será aplicable lo que disponga el reglamento referido en el artículo 3° de esta ley.


A partir del año 2015, dichos apoyos deberán cumplir con el requisito de ser profesional o técnico idóneo o personas calificadas, en los términos del inciso segundo del artículo 10. Transcurrido ese plazo sin que cumplan con ese requisito, su contrato terminará.


Artículo Noveno.- Durante los años 2012, 2013 y 2014, al Fondo de Solidaridad e Inversión Social le corresponderá implementar el Programa Eje, el Programa de Acompañamiento Psicosocial y/o el Programa de Acompañamiento Sociolaboral, referidos en los artículos 6°, 7° y 8°, destinados a la población señalada en el artículo 3° de esta ley, sin perjuicio de que, durante dicho período, el Ministerio de Desarrollo Social podrá convenir con otras entidades la implementación de los mencionados programas de conformidad a lo establecido en el artículo 22.


En caso que el Fondo de Solidaridad e Inversión Social sea el ejecutor de los Programas referidos en el inciso anterior, éste deberá entregar informes técnicos y financieros al Ministerio de Desarrollo Social respecto del uso de los recursos asignados para los Programas, número de familias que han sido parte de los mismos y demás información, según se determine en un reglamento.


Adicionalmente, en este caso, el Fondo de Solidaridad e Inversión Social deberá entregar al Ministerio de Desarrollo Social toda la información que sea necesaria para el adecuado monitoreo y evaluación de los Programas, a fin de dar cumplimiento a lo establecido en el inciso segundo del artículo 22 de esta ley.


El Fondo de Solidaridad e Inversión Social estará  facultado para celebrar convenios con los municipios y otras entidades públicas o privadas para la implementación de los Programas, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 10 e inciso final del artículo 22 de esta ley.


Artículo Décimo.- Durante los años 2012 y 2013, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo ejecutará el subsidio al empleo de la mujer a que se refiere el artículo 21 de esta ley, y en especial le corresponderá concederlo, suspenderlo, pagarlo, extinguirlo y reliquidarlo, con los recursos que se le asignen para ello.


Durante los años señalados en el inciso anterior, el subsidio al empleo de la mujer se solicitará ante el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo o en las entidades públicas o privadas con las que celebre convenios al efecto, los cuales podrá acordar en forma directa con ellas a partir de la publicación de la presente ley. También se faculta a dicho Servicio para convenir el pago del subsidio de la misma forma antes señalada.


El Servicio Nacional de Capacitación y Empleo deberá  entregar informes técnicos y financieros al Ministerio de Desarrollo Social respecto del uso de los recursos, número de mujeres a quienes se ha concedido el subsidio, monto de los mismos y demás información que determine el reglamento a que se refiere el inciso final del artículo 21, sin perjuicio de la facultades de otros organismos públicos competentes para ello.


Adicionalmente, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo deberá entregar al Ministerio de Desarrollo Social toda la información que sea necesaria para el adecuado monitoreo y evaluación del subsidio, a fin de dar cumplimiento a lo establecido en el inciso segundo del artículo 22 de esta ley.


Durante los años referidos en el inciso primero, a la Superintendencia de Seguridad Social le corresponderá la supervigilancia y fiscalización del subsidio al empleo de la mujer en los mismos términos que establece el artículo 12 de la ley N° 20.338.


Artículo Undécimo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante el año 2012, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Desarrollo Social y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida presupuestaria Tesoro Público.


Artículo Duodécimo.- Las personas y familias en situación de pobreza podrán ser usuarias del Subsistema referido en el Título Primero de esta ley, en caso que la cobertura anual definida por el Ministerio de Desarrollo Social para una comuna en particular exceda el número de familias en situación de pobreza extrema calificadas por el antedicho Ministerio.


Sólo para los efectos de esta ley, se entenderá que están en situación de pobreza las personas y familias cuyo ingreso per cápita mensual sea inferior al necesario por persona para satisfacer sus necesidades básicas. Dicha condición se verificará de conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 22 de la presente ley.”.

____________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca, con certificado de la Comisión de Intereses

Marítimos, Pesca y Acuicultura


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que tiene el Boletín N° 7.947-03 y urgencia de “discusión inmediata”.


Agrega que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, con el voto de los Honorables Senadores señores Horvath, García-Huidobro y Sabag, acordó unánimemente proponer al Senado que rechace los acuerdos de la Cámara de Diputados que suprimieron disposiciones del proyecto aprobado por esta Corporación en el primer trámite constitucional, con la sola excepción del que recae en el número 3) del artículo 4° del proyecto, que agrega en la letra b) del numeral 3 del artículo 19 del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1983, la expresión “legalmente constituidas”, a continuación de la palabra “organizaciones”, enmienda que se recomienda aprobar.

- - -


Cabe señalar que la Cámara de Diputados dio su aprobación al proyecto de ley aprobado por el Senado, con las siguientes enmiendas:

AL ARTÍCULO 1°

Número 1)


Lo ha rechazado.

Número 7)


Lo ha rechazado.

Número 10)


Lo ha rechazado.

Número 11)


Ha rechazado las letras c) y d).

Número 12)


Ha rechazado el literal ii) de la letra b).

Número 13)


Lo ha rechazado.

AL ARTÍCULO 4°

Número 3)


Ha agregado en la letra b) del numeral 3. del artículo 19 que se propone, después de la palabra “organizaciones”, la expresión “legalmente constituidas”.

Al ARTÍCULO 1° TRANSITORIO


Lo ha rechazado.

Al ARTÍCULO 2° TRANSITORIO


Lo ha rechazado.

- - -


Puesta en discusión la referida propuesta de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Horvath.


Cerrado el debate y sometida a votación la proposición de la Comisión, es aprobada por 19 votos a favor y tres pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Frei, García-Huidobro, Horvath, Lagos, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señor Prokurica.

- - -



A continuación, el señor Presidente señala que, en atención a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta que proponga la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, para lo cual propone que la integren, de conformidad a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Así se acuerda.


Queda terminada la discusión de este asunto.

____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Letelier, señoras Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar, con el que solicitan medidas administrativas y legislativas en beneficio de afectados por condiciones de cobro de créditos CORFO para la educación y se suspendan los

procedimientos de cobranza judicial


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° S 1.475-12.

- - -


El señor Presidente pone en votación el proyecto de acuerdo, que resulta aprobado por la unanimidad de los presentes.

- - -



El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que existen muchos estudiantes de educación superior que el año 2003 -cuando surgió el problema del Crédito del Fondo Solidario y se publicaron listas de deudores morosos, permitiéndose la reprogramación de las deudas después de tres meses de paro y tomas-, se vieron obligados a acudir al Banco Estado para solicitar créditos CORFO, en unidades de fomento y a una tasa de interés del 9,5% anual;

2. Que en muchos casos, sin importar la situación financiera de las familias, los estudiantes tuvieron que pagar el primer año de sus carreras directamente a la universidad, reprogramando la deuda cada semestre por más de tres años. Esto, debido a la política del Banco Estado, durante el año 2003, de no otorgar créditos universitarios desde el primer año;

3. Que esta situación hizo que muchos jóvenes estudiaran bajo la presión financiera de no prolongar sus carreras a fin de no seguir endeudándose, además de la presión generada por los anuncios de acciones judiciales y de embargos a practicar por parte del Banco Estado cada vez que se producían atrasos en el pago de las cuotas. Durante años, muchos de ellos pagaron sólo los intereses comprometidos y, no obstante, continúan endeudados tal como al principio. En otros casos, la deuda asciende a más del doble de lo solicitado;

4. Que los afectados han realizado todas las acciones que permiten las instancias regulares. Muchos concurrieron hasta el Banco Estado, donde la negativa a repactar los créditos fue la respuesta constante. Otros también recurrieron ante el Servicio Nacional del Consumidor, sin embargo, muchas de las denuncias recibieron como única respuesta que “la empresa no respondió nuestro requerimiento en las dos oportunidades en que le fueron enviadas”, ello, junto a la sugerencia de dirigirse a los tribunales de justicia;

5. Que quienes accedieron a créditos CORFO han señalado que, mientras hoy existen iniciativas para reducir las tasas de interés respecto del Crédito con Aval del Estado (CAE) de 6% a 2%, con opción de repactar para quienes ya están endeudados, así como también respecto del Crédito del Fondo Solidario se estudia la posibilidad de ofrecer a los deudores opciones de reprogramación de sus obligaciones eliminándoles las multas por mora, no hay, en cambio, iniciativas similares respecto de los créditos CORFO;

6. Que los afectados han hecho presente que, mientras el Banco Estado al otorgar créditos hipotecarios obtiene una tasa de interés del 6,5% anual, dando la posibilidad de repactar e incluso de endosar el crédito, el mismo banco, que es una institución pública, aplica una tasa de interés en base a la variación de la unidad de fomento más el 9,5% anual a personas que se endeudaron para estudiar;

7. Que, tras egresar, muchos de esos estudiantes que accedieron a créditos CORFO perciben remuneraciones que sólo les permiten pagar su crédito universitario y un arrendamiento, debiendo endeudarse constantemente para cubrir necesidades como el vestuario y la alimentación. Esta situación, además, les impide continuar sus estudios, pues no tienen los ingresos económicos ni la capacidad de ahorro necesaria para realizar cursos de postgrado;

8. Que, tras organizarse, muchos de estos ex estudiantes han decidido no pagar las cuotas de estos créditos hasta que Banco Estado les ofrezca una solución real;

9. Que otro reclamo recurrente entre quienes estudiaron con crédito CORFO es la variación en el monto de las cuotas a pagar. Algunos pagaron cuotas iniciales de $ 75.000, que luego se incrementaron a $ 175.000 y, en la actualidad, se encuentran pagando $ 250.000. Otros denuncian que las cuotas se han incrementado desde $ 25.000 a $ 140.000;

10. Que muchos de los jóvenes profesionales han expuesto y comentado sus problemas en sitios electrónicos como Facebook y en la página web Reclamos.cl, tras lo cual nació la denominada “Agrupación de Estudiantes Estafados por el Crédito Corfo”. Uno de los dirigentes de dicha organización ha señalado que, según sus cálculos, deberá pagar $11.000.000 por los $ 4.000.000 que solicitó para estudiar la carrera de Ciencias Políticas, asegurando que “somos el ejemplo más gráfico del lucro en la educación”;

11. Que entre las peticiones que este grupo organizado de profesionales hace está el que se disminuya retroactivamente la tasa de interés al 2% y se suspendan los procesos de embargo;

12. Que esta es una situación que actualmente afrontan 106 mil personas en todo el país. Citando a algunos de los afectados, uno ha expresado que lo grave es que “si no pagas una cuota comienzan a llamarte al día siguiente para amenazar con el embargo”, en tanto otro deudor agrega que “hemos visto casos en que cobran hasta un 13% de interés, queremos pagar, pero lo justo”;

13. Que actualmente los propios bancos han estado contactando a quienes accedieron a los créditos CORFO para ofrecerles una “renegociación” consistente en convertir dicha deuda en un crédito de consumo, con el atractivo de una menor tasa de interés;

14. Que los afectados por los cobros de este crédito reclaman una mayor fiscalización en la materia por parte del Estado, especialmente de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y del Servicio Nacional del Consumidor, y

15. Que los afectados por esta situación no se consideran deudores, pues todos ellos se encuentran pagando y cumpliendo sus obligaciones, registrándose sólo un 5% de morosidad.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República se sirva instruir a los señores Ministros de Hacienda, de Economía, Fomento y Turismo y de Educación para que, tal como ocurrió respecto de los estudiantes que hicieron uso del Crédito del Fondo Solidario, se adopten medidas administrativas y legislativas que beneficien a los deudores de créditos CORFO para la educación y, especialmente, que suspendan los procedimientos de cobranza judicial.”.

- - -


A continuación, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

____________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

____________


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S

1

OFICIO DE S. E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE REQUIERE EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR A LA SEÑORA PILAR MOLINA ARMAS Y A LOS SEÑORES FRANCISCO FREI RUIZ-TAGLE, ANTONIO LEAL LABRÍN Y ARTURO BULNES CONCHA COMO DIRECTORES DE LA EMPRESA TELEVISIÓN NACIONAL DE CHILE, POR LOS PERÍODOS QUE EN CADA CASO SE INDICA

(S 1479-05)

1.- Que, de conformidad a lo establecido en el artículo 4 de la Ley N° 19.132, la administración de la Empresa Televisión Nacional de Chile, la ejerce un Directorio compuesto de siete miembros, seis de los cuales son designados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado.

2.- Que, por medio del decreto supremo N° 37, de 13 de abril de 2004, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, se nombró a los señores Juan de Dios Vial Larraín, José Zalaquett Daher y José Pablo Arellano Marín como Directores de la Empresa Televisión Nacional de Chite, por el período de ocho años a contar del 23 de mayo de 2004.

3.- Que, sin embargo, el señor Arellano renunció a su cargo y su vacante fue proveída por don Ignacio Walker Prieto, quien hizo lo mismo y su renuncia fue aceptada a través del D.S. N° 109 de 2007, del mismo Ministerio. El cargo vacante del señor Walker fue proveído por don Edmundo Pérez Yoma, quien, a su vez, también renunció, siéndole ésta aceptada por D.S. N° 3, del citado Ministerio, en 2008. Con fecha 29 de marzo de 2008, se promulgó el D.S. N° 39 a través del cual se nombró a don Francisco Frei Ruiz-Tagle, por el período que concluye el 23 de mayo de 2012.

4.- A su vez, por medio del D.S. N° 127, de 10 de septiembre de 2010, del citado Ministerio, se nombró al señor Sergio Urrejola Monckeberg como Director de Televisión Nacional de Chile, en reemplazo del señor José Antonio Galilea. A través del D.S. N° 70, de 1 de marzo de 2011, se aceptó la renuncia del señor Urrejola y dicha vacante fue proveída por don Carlos Zepeda Hernández, por el período que restaba, es decir, hasta el 23 de mayo del año 2016, conforme lo establece el D.S. N° 102 de 22 de junio de 2011.

5.- Que, conforme lo establecido en el artículo 4 letra a) de la ley N° 19.132, he dispuesto nombrar a don Carlos Zepeda Hernández como Presidente del Directorio de Televisión Nacional de Chile, debiendo en consecuencia designar a un director en su reemplazo.

6.- En mérito de lo anterior, vengo en proponer a las siguientes personas por los períodos que en cada caso se indican:

- Pilar Molina Armas, por el período de ocho años;

- Francisco Frei Ruiz-Tagle, por el período de ocho años;

- Antonio Leal Labrín, por el período de ocho años;

- Arturo Bulnes Concha, en reemplazo de don Carlos Zepeda Hernández y hasta el término del período que le corresponda, esto es el 23 de mayo de 2016.

7. Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente Ia urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5 del artículo 53 de La Carta Fundamental.

Saluda a V.E.

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique,

   Presidente de la República

2

PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY N° 18.695, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, PERMITIENDO EL ESTABLECIMIENTO DE MEDIDAS DE CONTROL DE ACCESO EN VÍAS LOCALES, POR MOTIVOS DE SEGURIDAD CIUDADANA

(7823-06)


Oficio Nº 10.171 


VALPARAÍSO, 15 de mayo de 2012


Con motivo de la Moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°7823-06.

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modificase la letra q) del artículo 65 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior, de la siguiente manera:

1) Agrégase el siguiente párrafo segundo, pasando el actual a ser tercero:

"Tratándose de vías locales cuya longitud no exceda una cuadra, podrá concederse autorización para el establecimiento de medidas de control de acceso por un plazo de hasta cinco años, siempre que se de cumplimiento a lo dispuesto en el párrafo anterior, y se tengan a la vista informes de Carabineros y de la dirección o unidad de tránsito de la comuna, los que certificarán la necesidad de dicha medida en atención a la seguridad de los vecinos, y su conveniencia de acuerdo al impacto vial. Corresponderá a la dirección de obras municipales respectiva certificar que una vía local no excede la longitud autorizada. Se entienden como medidas de control de acceso, todo mecanismo que restrinja parcialmente el tránsito de vehículos tales como caballetes, barandas, barreras u otros que no signifiquen el cierre, o impidan la libre circulación de peatones.".

2) Remplázanse en el párrafo segundo, que ha pasado a ser tercero, la expresión "el párrafo anterior", por "los párrafos anteriores" y la palabra “ciudades declaradas”, por “sitios declarados”.

3) Remplázase en el párrafo final, la expresión "refiere el párrafo primero", por "refieren los párrafos primero y segundo".”.

*********


  Hago presente a V.E. que el artículo único del proyecto fue aprobado, tanto en general como en particular, por el voto favorable de 91 Diputados, de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento así a lo preceptuado por el artículo 66 inciso segundo de la Constitución Política.  

Dios guarde a V.E.

   (Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz,

Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados

3

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE PRORROGA EL PLAZO PARA REGULARIZAR MEDIDAS DE CONTROL DE ACCESO Y CIERRE DE CALLES Y PASAJES

(8195-25)


Oficio Nº 10.170 


VALPARAÍSO, 15 de mayo de 2012


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 8195-25.

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Prorrógase, hasta el 31 de marzo de 2013, el plazo para regularizar los permisos, autorizaciones o situaciones de hecho a los que se refiere el artículo transitorio de la ley N° 20.499, que regula el cierre de calles y pasajes por motivos de seguridad ciudadana.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz,

Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados

4

MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR RUIZ-ESQUIDE, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE MODIFICA EL NÚMERO 24° DEL ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA, PARA RESERVAR AL ESTADO LA EXPLORACIÓN Y EXPLOTACIÓN DEL LITIO Y ESTABLECER MODALIDADES EN SU RÉGIMEN EXPROPIATORIO 

(8303-08)

En los últimos días ha habido una fuerte iniciativa social y política para cambiar la legislación de la explotación del litio, en consideración a los cambios sucedidos en los últimos 25 años de la política chilena.

Consideramos que el litio, como todos los recursos naturales, es chileno y que por lo tanto cualquier explotación debe ser llevada adelante por el Estado a través de un proyecto de ley y una discusión abierta en el parlamento.

No nos satisface la política actitud que ha llevado adelante el Gobierno del Presidente Piñera y por eso es que estamos presentando este Proyecto de Reforma Constitucional para hacer posible lo anterior:

Artículo 1°: Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 19 N°24 de la Constitución Política del Estado:

a) En su inciso cuarto, se agrega una coma después de las expresiones en dinero efectivo al contado y se agrega la frase siguiente: "excepto las que corresponde pagar por el litio, las que se pagarán en pesos, en un plazo de 30 años, en cuotas anuales con el interés del 2% real anual".

b) En el inciso quinto, se reemplaza el punto seguido por una coma después de la palabra posesión y se agrega la frase: "excepto en los casos que se refieran a la nacionalización del litio" y se agrega un punto seguido.

c) En el inciso séptimo, se agrega al comienzo la frase "Con excepción del litio", se agrega una coma y se reemplaza la palabra "Corresponde" por la expresión "corresponderá".

d) En el inciso noveno, se agrega la frase "en la forma".

e) Agregase en el inciso 10° después de la coma que sigue a la palabra "concesión" la expresión "solo" y se eliminan las frases "o por medio de concesiones administrativas o de contratos especiales de operación" ubicadas después de las expresiones "sus empresas", la coma que le sigue y las palabras "con los requisitos".

De este modo el citado número 24 queda con el siguiente tenor:

24°. El derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes corporales o incorporales.

Sólo la ley puede establecer el modo de adquirir la propiedad, de usar, gozar y disponer de ella y las limitaciones y obligaciones que deriven de su función social.  Esta comprende cuánto exijan los intereses generales de la Nación, la seguridad nacional, la utilidad y la salubridad públicas y la conservación del patrimonio ambiental.

Nadie puede, en caso alguno, ser privado de su propiedad, del bien sobre el que recae o de alguno de los atributos o facultades esenciales del dominio, sino en virtud de ley general o especial que autorice la expropiación por causa de utilidad pública o de interés nacional, calificada por el legislador. El expropiado podrá reclamar de la legalidad del acto expropiatorio ante los tribunales ordinarios y tendrá siempre derecho a indemnización por el daño patrimonial efectivamente causado, la que se fijará de común acuerdo o en sentencia dictada conforme a derecho por dichos tribunales.

A falta de acuerdo, la indemnización deberá ser pagada en dinero efectivo al contado, excepto las que corresponda pagar por el litio, las que se pagarán en pesos, en un plazo de 30 años, en cuotas anuales con el interés del 2% real anual.

La toma de posesión material del bien expropiado tendrá lugar previo pago del total de la indemnización, la que, a falta de acuerdo, será determinada provisionalmente por peritos en la forma que señale la ley. En caso de reclamo acerca de la procedencia de la expropiación, el juez podrá, con el mérito de los antecedentes que se invoquen, decretar la suspensión de la toma de posesión, excepto en los casos que se refieran a la nacionalización del litio.

El Estado tiene el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible de todas las minas, comprendiéndose en éstas las covaderas, las arenas metalíferas, los salares, los depósitos de carbón e hidrocarburos y las demás sustancias fósiles, con excepción de las arcillas superficiales, no obstante la propiedad de las personas naturales o jurídicas sobre los terrenos en cuyas entrañas estuvieren situadas. Los predios superficiales estarán sujetos a las obligaciones y limitaciones que la ley señale para facilitar la exploración, la explotación y el beneficio de dichas minas.

Con excepción del litio, corresponderá a la ley determinar qué sustancias de aquellas a que se refiere el inciso precedente, exceptuados los hidrocarburos líquidos o gaseosos y el litio en todas sus formas, pueden ser objeto de concesiones de exploración o de explotación.  Dichas concesiones se constituirán siempre por resolución judicial y tendrán la duración, conferirán los derechos e impondrán las obligaciones que la ley exprese, la que tendrá el carácter de orgánica constitucional. La concesión minera obliga al dueño a desarrollar la actividad necesaria para satisfacer el interés público que justifica su otorgamiento. Su régimen de amparo será establecido por dicha ley, tenderá directa o indirectamente a obtener el cumplimiento de esa obligación y contemplará causales de caducidad para el caso de incumplimiento o de simple extinción del dominio sobre la concesión. En todo caso dichas causales y sus efectos deben estar establecidos al momento de otorgarse la concesión.

Será de competencia exclusiva de los tribunales ordinarios de justicia declarar la extinción de tales concesiones. Las controversias que se produzcan respecto de la caducidad o extinción del dominio sobre la concesión serán resueltas por ellos; y en caso de caducidad, el afectado podrá requerir de la justicia la declaración de subsistencia de su derecho.

El dominio del titular sobre su concesión minera está protegido por la garantía constitucional en la forma de que trata este número.

La exploración, la explotación o el beneficio de los yacimientos que contengan sustancias no susceptibles de concesión, sólo podrán ejecutarse directamente por el Estado o por sus empresas, con los requisitos y bajo las condiciones que el Presidente de la República fije, para cada caso, por decreto supremo. Esta norma se aplicará también a los yacimientos de cualquier especie existentes en las aguas marítimas sometidas a la jurisdicción nacional y a los situados, en todo o en parte, en zonas que, conforme a la ley, se determinen como de importancia para la seguridad nacional. El Presidente de la República podrá poner término, en cualquier tiempo, sin expresión de causa y con la indemnización que corresponda, a las concesiones administrativas o a los contratos de operación relativos a explotaciones ubicadas en zonas declaradas de importancia para la seguridad nacional.

(Fdo.): Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.

5

INFORME DE LAS COMISIONES DE RELACIONES EXTERIORES Y DE DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA PRORROGAR, POR EL PLAZO DE UN AÑO, LA PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS MILITARES NACIONALES EN HAITÍ
(S 1469-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestras Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca de la solicitud de S. E. el señor Presidente de la República, cuyo objetivo es que la Corporación dé su acuerdo para prorrogar la permanencia de tropas nacionales en Haití, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), por el plazo de un año.





La Sala de la Corporación acordó, en sesión de 2 de mayo del año en curso, que el proyecto fuera conocido por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

- - -





Cabe destacar que S.E. el señor Presidente de la República hizo presente la urgencia en el despacho del acuerdo, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.

- - -





Asistieron, especialmente invitados, a la sesión en que se discutió esta solicitud, del Ministerio de Defensa Nacional, el Ministro, señor Andrés Allamand; el Sub Jefe del Estado Mayor Conjunto, General de Aviación, señor César Mac-Namara; el Asesor del Jefe del Estado Mayor Conjunto, Coronel Valentín Segura, y el Jefe de Cooperación, Tratados y Acuerdos Internacionales de la Subsecretaría de Defensa, señor Luis Doñas.





Asimismo, concurrieron del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Subsecretario de Relaciones Exteriores (s), señor Alfonso Silva; el Director de la División Jurídica, señor Hernán Salinas; el Director de Seguridad Internacional y Humana, señor Gabriel Zepeda, y el Subdirector de Defensa y Operaciones de Paz de la Dirección de Seguridad Internacional y Humana, señor Luis Felipe Artal.

- - -

ANTECEDENTES





1.- Oficio de S.E. el señor Presidente de la República.-  Señala Su Excelencia que Chile participa activamente en operaciones de paz bajo el mandato de la Organización de las Naciones Unidas, en cumplimiento de su política nacional de participación en Operaciones de Paz y dentro del marco jurídico dispuesto por la ley 19.067, el decreto N° 75 y demás normas que regulan dicha participación nacional en estas actuaciones.





Agrega el Ejecutivo que, mediante Resolución N°2012, de 14 de octubre de 2011, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de su Carta, prorrogó el mandato de la Misión de Naciones Unidas para la Estabilización de Haití (MINUSTAH), a que se refieren sus resoluciones 1944, 1927 (2010), 908 (2010), 1892 (2009), 1840 (2008), 1780 (2007), 1702 (2006), 1608 (2005), 1576 (2004), 1542 (2004), 1529 (2004), reafirmando el compromiso de la Organización con la solución política de la crisis haitiana, preservando la soberanía e integridad territorial de ese país.





Indica el Oficio que el Honorable Senado de la República autorizó al Ejecutivo la permanencia de tropas chilenas en Haití, por el período de un año, a contar del 1° de junio de 2011, lo que se comunicó mediante oficio N° 716/SEC/11, de 17 de mayo de 2011.





Señala que la labor del componente militar, destinada a promover un entorno seguro y estable, se materializa a la fecha en el marco de un esfuerzo multinacional en el cual nuestro país ha recibido altos niveles de reconocimiento, tanto de las autoridades haitianas, como de la Organización de Naciones Unidas.





Añade que acuerdos expresados en el seno del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en cuanto a la necesidad de mantener la presencia de fuerzas internacionales en Haití para permitir la reconstrucción y el desarrollo de ese país, así coma el consenso alcanzado en la región sudamericana respecto de que cualquier iniciativa de disminución de la fuerza militar de MINUSTAH debe ser gradual, flexible y proyectarse en el mediano plazo, señalan la necesidad de mantener la presencia militar en la Misión de Naciones Unidas en Haití.





Por lo anterior, y siendo fundamental para continuar con la contribución nacional en la referida misión de paz y de conformidad con las normas constitucionales y legales en .vigor, solicita el acuerdo del Honorable Senado de la República para prorrogar la permanencia de tropas y medios militares chilenos en Haití por el plazo de un año, de acuerdo con los antecedentes y fundamentos que se acompañan, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 9° inciso segundo de la ley N° 19.067.





2.- Legales.- Se tuvieron a la vista las siguientes disposiciones y antecedentes:





a) Artículo 53, N° 5), de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.





Agrega la norma que si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.





b) Ley N° 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.




c) Ley N° 20.297, que establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz.




d) Resolución Nº 1.529 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, de febrero de 2004, que crea la Fuerza Multinacional Provisional. Por oficio Nº 222, de fecha 1 de marzo de 2004, S.E. el Presidente de la República solicitó la autorización para salida de tropas, por un plazo de noventa días renovables. El Senado autorizó la salida de tropas en sesión de fecha 2 de marzo de 2004, lo que comunicó mediante el oficio N° 23.422, de la misma fecha.





e) Resolución N° 1.542 del Consejo de Seguridad, de 30 de abril de 2004 que crea la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití, MINUSTAH, entidad que sucederá a la Fuerza Multinacional Provisional (FMP). Mediante el oficio Nº 542, de fecha 11 de mayo de 2004, S.E. el Presidente de la República solicitó la prórroga de la autorización. Al respecto, el Senado autorizó la extensión de la autorización, por seis meses prorrogables, lo que comunicó mediante oficio N° 23.752, de 19 de mayo de 2004.





f) Oficio N° 21.759 del señor Ministro de Relaciones Exteriores, en que comunicó que, con fecha 29 de noviembre de 2004, se dictó la Resolución Nº 1.576 del Consejo de Seguridad, que prorroga el mandato de la MINUSTAH, hasta el 1 de junio de 2005 con la intención de renovarlo por nuevos plazos. El Senado autorizó dicha prórroga en sesión del día 30 de noviembre de 2004, lo que se comunicó por oficio N° 24.398 de 1 de diciembre de 2004.





g) Oficio Nº 502, de fecha 9 de mayo de 2005, de S.E. el Presidente de la República en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por seis meses prorrogables por un nuevo periodo de seis meses, lo que comunicó mediante oficio N° 25.294, de 18 de mayo de 2005.





h) Resolución Nº 1.608 de 14 de febrero de 2006, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de agosto de 2006.





i) Oficio N° 341, de 3 de mayo de 2006, de S.E. la señora Presidenta de la República, mediante el cual requiere el acuerdo del Honorable Senado para prorrogar la autorización concedida para la salida de tropas nacionales del territorio de la República, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), por un nuevo período de seis meses. El Senado accedió a dicha solicitud y lo comunicó mediante oficio N° 26.980, de 17 de mayo de 2006.





j) Resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas Nº 1.702, de 15 de agosto de 2006, en la que decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1.542 (2004) y 1.608 (2005), hasta el 15 de febrero de 2007, con la intención de renovarlo por períodos sucesivos.





k) Oficio N° 1.499, de 21 de noviembre de 2006, de S.E. el señor Vicepresidente de la República en el que solicita la prórroga de la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití, concedida hasta el 1° de diciembre de 2006, por un nuevo plazo de seis meses, a fin de continuar participando en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH). Mediante oficio Nº 28.732, de 29 de noviembre de 2006, el Honorable Senado, da cuenta del acuerdo para autorizar la prórroga.





l) Resolución Nº 1.743, de 15 de febrero de 2007, del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH hasta el 15 de octubre de 2007, con la intención de prorrogarlo por periodos sucesivos.





m) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, N° 463, de 11 de abril de 2007, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante oficio Nº 422/SEC/07, de 16 de mayo de 2007.





n) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1780, de 15 de octubre de 2007, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1.542 (2004), 1.608 (2005), 1.702 (2006), y 1.743 (2007), hasta el 15 de octubre de 2008, con la intención de renovarlo nuevamente”.






ñ) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, N° 499, de 24 de abril de 2008, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante oficio Nº 574/SEC/08, de 20 de mayo de 2008.






o) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1.840, de 14 de octubre de 2008, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007) y 1780 (2007), hasta el 15 de octubre de 2009, con la intención de renovarlo nuevamente”.






p) Oficio de S. E. la señora Presidenta de la República, N° 448 de 16 de abril de 2009, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante oficio Nº 370/SEC/09, de 13 de mayo de 2009.






q) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1.892, de 13 de octubre de 2009, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007) y 1892 (2009), hasta el 13 de octubre de 2010, con la intención de renovarlo nuevamente”.






r) Oficio de S. E. el señor Presidente de la República, Nº 564, de 29 de abril de 2010, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión de la autorización, por un año, mediante oficio Nº Nº 342/SEC/10, de 19 de mayo de 2010.






s) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 1.1944, de 14 de octubre de 2010, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007) y 1892 (2009), 1908 y 1927 (2010) hasta el 15 de octubre de 2011, con la intención de renovarlo nuevamente”.






t) Oficio de S. E. el señor Presidente de la República, Nº 553, de 2 de mayo de 2011, en que solicita la prórroga de la autorización. El Senado autorizó la extensión, por el período de un año, a contar del 1° de junio de 2011, lo que se comunicó mediante oficio N° 716/SEC/11, de 17 de mayo de 2011.






u) Resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, Nº 2012, de 14 de octubre de 2011, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, que prorroga el mandato de la MINUSTAH.





3) Informe presentado por el Gobierno sobre la renovación del mandato en Haití.- En conformidad a las disposiciones de la ley N° 20.297, que establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz, se reproduce a continuación el informe con los fundamentos para la renovación del mandato en Haití.

“Fundamentos para la Renovación del Mandato de la Misión de Estabilización de las NN.UU. en Haití MINUSTAH, 

(En conformidad a lo dispuesto por el título II, párrafo 2° de la ley 19.067)

Marzo 2012

FUNDAMENTOS PARA LA RENOVACIÓN DEL MANDATO EN HAITÍ

(En conformidad a lo dispuesto por el Título II, párrafo 2º de la Ley 19.067)

I. Exposición del mandato de la Organización de las Naciones Unidas

II. Explicitación de los objetivos perseguidos y del modo en que el interés nacional o la seguridad de la Nación se ven involucrados

III. Plazo por el que se hace la solicitud.

IV. Exposición de las normas de empleo de la fuerza en el marco del mandato.

V. Descripción de las tropas desplegadas.

VI. Organización del mando del contingente nacional, su equipamiento y material de apoyo.

VII. Estimación global del costo financiero de la  participación nacional en la operación, incluidas las donaciones en dinero o especies a ser realizadas en la misión de paz y las fuentes de su financiamiento.

ANEXOS

“A”
Resoluciones del Consejo de Seguridad de la O.N.U.

“B”
Política Nacional para la participación del Estado de

           Chile en Operaciones de Paz.

“C”
Despliegue de las Fuerzas.

“D”
Organigrama del Mando y Control Nacional.

“E”
Material y Equipo.

“F”
Situación Financiera.





I. EXPOSICIÓN DEL MANDATO DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS





La Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH) fue establecida por la Resolución 1542 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas el 30 de abril de 2004 y se constituyó para continuar con la labor iniciada por la Fuerza Multinacional Interina para Haití (MIFH), desplegada en febrero de 2004, a raíz de la grave crisis institucional sufrida por ese país.





En términos generales, la Resolución 1542 y los mandatos sucesivos disponen acciones en cuatro ámbitos:

· Promover un entorno seguro y estable.

· Restablecer y mantener el estado de derecho, la seguridad pública y el orden público.

· Proteger al personal, los servicios, las instalaciones y el equipo de las Naciones Unidas, la seguridad y libertad de circulación de su personal.

· Proteger a los civiles y contribuir a la estabilidad del país.

· Supervisión, reestructuración y reforma de la Policía Nacional de Haití.

· Proceso político y desarrollo institucional.

· Apoyar el proceso constitucional y político, fomentar los principios del gobierno democrático y el desarrollo institucional.

· Ayudar al proceso de diálogo y reconciliación nacional.

· Cooperar en la organización y supervisión de elecciones municipales, parlamentarias y presidenciales.

· Derechos Humanos.

· Promover y proteger los derechos humanos, particularmente los de las mujeres y los niños.

· Vigilar la situación de los derechos humanos.

· Promoción del desarrollo económico y social. 

· Insta a los Estados Miembros, órganos de Naciones Unidas, organizaciones internacionales, instituciones financieras internacionales y ONGs a contribuir en la promoción del desarrollo social y económico de Haití. 





La Resolución 2012, aprobada por el Consejo de Seguridad el 14 de octubre de 2011, constituye el último mandato entregado a la misión a la fecha. Recoge los principales avances en materia de recuperación y reconstrucción de Haití, reconociendo la fragilidad en cuanto a la situación general de seguridad y los importantes problemas humanitarios que aún persisten producto del terremoto de enero de 2010 y su impacto en el proceso de paz de Haití. A la vez que da cuenta de las tareas de más largo plazo asignadas a la misión en el nuevo escenario (texto completo en Anexo A). En términos generales, la resolución establece lo siguiente: 

· Decide prorrogar el mandato de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1576 (2004), 1608 (2005), 1658 (2006), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007), 1840 (2008), 1892 (2009), 1908 (2010), 1927 (2010) y 1944 (2010) hasta el 15 de octubre de 2012, con la intención de renovarlo posteriormente.

· Decide que la dotación general de la Misión sea de hasta 7.340 efectivos, entre oficiales y tropa, con un componente de policía de hasta 3.241 integrantes, en consonancia con lo indicado en el párrafo 50 del informe del Secretario General de agosto de 2011.

· Pone de relieve que es fundamental avanzar en la recuperación y reconstrucción de Haití para lograr una estabilidad duradera, y reitera la necesidad de que la seguridad vaya acompañada del desarrollo económico y social, lo que da cuenta de que los desafíos que enfrenta Haití están interconectados entre sí.

· Expresa preocupación por el aumento de todas las principales categorías de delincuencia, incluidos asesinatos, violaciones y secuestros, número de armas en circulación, el aumento del tráfico de drogas y la situación de inseguridad en los campamentos de desplazados internos.

· Subraya la necesidad de seguir fortaleciendo los sistemas judicial y penitenciario de Haití, de conformidad con el plan nacional de reforma de la justicia, incluida la modernización de las instituciones judiciales y la mejora del acceso a la justicia, en particular mediante el establecimiento de nuevas oficinas de asistencia jurídica.

· Subraya la necesidad de ejecutar proyectos de gran densidad de mano de obra, eficacia y visibilidad que ayuden a crear empleos y prestar servicios sociales básicos.

· Reafirma su llamamiento a la MINUSTAH para que apoye el proceso político que está teniendo lugar en Haití.

· Exhorta al Gobierno de Haití a que, con el apoyo de la MINUSTAH, asigne prioridad a la siguiente fase del plan de reforma de la Policía Nacional de Haití y acoge con beneplácito la reanudación de la capacitación de nuevos agentes de policía consecuente a su especialización.

· Alienta también a la MINUSTAH a que preste asistencia al Gobierno para reducir el riesgo de un resurgimiento de la violencia de pandillas, la delincuencia organizada, el tráfico de drogas y la trata de niños e insiste en la tolerancia cero frente a la explotación y los abusos sexuales.

· Alienta a la Misión a que, dentro de los límites de su mandato, siga aprovechando plenamente los medios y capacidades existentes, incluidas sus ingenieros, con miras a seguir afianzando la estabilidad en el país.

· Hace un llamamiento a la misión para que supervise y apoye al Gobierno haitiano respecto a garantizar el respeto y la protección de los derechos humanos por parte de la Policía Nacional de Haití y el poder judicial.

· Insta a la MINUSTAH a seguir prestando asistencia al Gobierno de Haití, en cuanto a la protección de la población vulnerable, especialmente mujeres y niños en los campos de desplazados, expresando además su preocupación por los delitos sexuales y basados en el género cometidos en Haití.

· Solicita al Secretario General que informe sobre el cumplimiento del mandato de la MINUSTAH cada seis meses y a más tardar 45 días antes de su vencimiento.





II. EXPLICITACIÓN DE LOS OBJETIVOS PERSEGUIDOS Y DEL MODO EN QUE EL INTERÉS NACIONAL O LA SEGURIDAD DE LA NACIÓN SE VEN INVOLUCRADOS.





1. Antecedentes





En 2004 Haití enfrentaba una de las peores crisis políticas de su historia.  El 5 de febrero estalló un conflicto armado en la ciudad de Gonaives y rápidamente los opositores a Jean Bertrand Aristide controlaron el norte del país, amenazando con entrar en la capital, Puerto Príncipe. El 29 de febrero Aristide abandonó el país y el gobierno interino solicitó asistencia de Naciones Unidas, autorizando la entrada de tropas internacionales. Ese mismo día, el Consejo de Seguridad aprobó la resolución 1529 (en 2004), que autorizó el despliegue de la MIFH, y declaró su disposición a establecer una fuerza de estabilización de Naciones Unidas. Horas más tarde, Estados Unidos resolvió intervenir junto a Francia y Canadá, y se pidió a Chile incorporarse a la misión. El 1° de marzo, Estados Unidos desplegó sus primeras tropas, mientras simultáneamente el Presidente de la República decidía la participación chilena.





En esas circunstancias, Chile fue el primer país de Latinoamérica en enviar tropas. En un plazo de 60 horas desde la orden presidencial, una compañía reforzada de Ejército fue embarcada en Santiago. Llegó a Puerto Príncipe el 3 de marzo, un día después de Francia y Canadá. 48 horas más tarde arribó a Haití una segunda compañía chilena, completando un total de 332 efectivos. El contingente chileno se desplegó en una operación de imposición de la paz, bajo capítulo VII de la Carta de Naciones Unidas.





El 30 de abril de 2004 el Consejo de Seguridad dictó la resolución 1542, que estableció una operación de estabilización multidimensional, denominada Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH). Cuando el 1° de junio la autoridad de la MIFH fue traspasada a MINUSTAH, Chile aportó la primera unidad conformada de la Misión. En este contexto, la ONU encontró en Chile al primer país de la región latinoamericana con capacidad de proyección operativa (rehatting). Este hecho motivó la participación de otros países latinoamericanos y convirtió a Chile en un referente importante en la MINUSTAH. De hecho, el diplomático chileno Juan Gabriel Valdés fue el primer Representante Especial del Secretario General de Naciones Unidas para Haití, mismo cargo que hoy ejerce el ex Canciller de Chile, Mariano Fernández. Del mismo  modo, tres generales chilenos han ocupado ala fecha  el puesto de Vice-comandante de las tropas desplegadas en la Misión.





Junto con un  irrestricto respeto al Derecho Internacional, uno de los principales  pilares de la Política Exterior de Chile  consiste en la solución pacífica de las controversias y el compromiso con la paz y la seguridad internacional, de ahí que nuestro aporte  a las tareas y esfuerzos de Naciones Unidas en estos amplios y variados campos sea  permanente, tanto en recursos humanos como financieros.





Actualmente Chile mantiene presencia activa en 5 misiones de paz de Naciones Unidas: Bosnia y Herzegovina (ALTHEA), Chipre (UNFICYP), India y Pakistán (UNMOGIP), en el Medio Oriente (UNTSO) y en Haití (MINUSTAH), con un número total de 550 efectivos militares y policiales desplegados.





Si bien todas estas misiones revisten gran importancia para nuestro país, Haití,  por situarse en nuestra  Región ocupa una atención especial y prioritaria. Desde 2004, el trabajo de  Chile en pos de la estabilización, fortalecimiento institucional y desarrollo de la democracia en esa nación ha abarcado desde entonces diversos ámbitos. Además de mantener desplegados alrededor de 515 efectivos militares y policiales trabajando en labores de seguridad, asistencia humanitaria y de reconstrucción con ingeniería horizontal, Chile colabora directamente en proyectos tales como la formación y perfeccionamiento de cuadros policiales y el mejoramiento de los servicios de identificación del Registro Civil. También, entre otras, en iniciativas de cooperación en el área agrícola para un desarrollo rural sustentable y de apoyo en materia de educación pre-escolar.





Haití es el país más pobre del continente. Sus indicadores corresponden a países de África Central, con una pobreza extrema que llega al 80% de la población, y con una gran inestabilidad política y fragilidad institucional. Asimismo, diversos observadores internacionales coinciden en que Haití es dependiente de la ayuda internacional y se estima que un 70% de su presupuesto fiscal proviene de fondos extranjeros.





La ausencia de capacidades estatales y de control territorial en Haití hace de este país un potencial santuario para el crimen transnacional organizado. En la actualidad existe un nivel de control básico gracias a la presencia de la MINUSTAH, pero la debilidad de las instituciones encargadas de la seguridad, la vulnerabilidad del Estado frente a la corrupción y los niveles de pobreza del país generan una perspectiva preocupante para los países de la Cuenca del Caribe, especialmente República Dominicana.





2. Estado de situación





2.1. Panorama General





El compromiso forjado entre el Presidente Martelly y los legisladores de Haití, que condujo a la toma de posesión de un nuevo Gobierno en octubre de 2011, dio la oportunidad de salir del estancamiento político que había impedido la recuperación del país y sus progresos hacia la estabilidad y el desarrollo a largo plazo. Pese a esto, el enfrentamiento continuado entre las ramas ejecutiva y legislativa del Gobierno y las tensiones dentro del ejecutivo hicieron que el Primer Ministro Garry Conille dimitiera después de solo cuatro meses en el poder. Según el Secretario General de las Naciones Unidas, esto supone que los dirigentes haitianos no han sabido estar a la altura de las expectativas legítimas de los que los eligieron ni gobernar efectivamente en unos momentos de necesidad sin precedentes en Haití.





MINUSTAH ha recibido informes continuados y en aumento sobre la movilización de varios centenares de ex miembros armados de las fuerzas armadas de Haití y nuevos reclutas que han ocupado varios antiguos campamentos de adiestramiento en varios departamentos. Si bien los niveles de movilización y reclutamiento no representan una amenaza para la fuerza militar de MINUSTAH, Naciones Unidas reconoce que plantea una amenaza para la estabilidad del país, especialmente al desconocerse sus fuentes de financiación y apoyo.





2.2. Situación política interna





El proceso eleccionario desarrollado entre 2010 y 2011 generó una gran incertidumbre en la población a raíz de la postergación de los plazos previstos para la segunda vuelta y cambio de mando presidencial, lo que generó demoras importantes en la adopción de medidas paliativas a los efectos del terremoto de enero de 2010.





Las elecciones de la segunda vuelta se postergaron más de dos meses hasta el 20 de marzo de 2011, dentro de un clima de relativa tranquilidad gracias a las medidas preventivas adoptadas por la policía local, apoyada por las fuerzas de Naciones Unidas. Los resultados fueron anunciados el 16 de abril con un claro triunfo para Michel Martelly, quien debió asumir el mando presidencial a contar del 16 de mayo, casi tres meses después de la fecha establecida por el Consejo Electoral Provisorio (CEP).





Michel Martelly, perteneciente al partido político Repons Paysan (Respuesta Campesina), es un cantante popular de música local sin experiencia política previa. Basó su campaña con propuestas en mejoras para la agricultura, salud, seguridad y educación. Manifestó su apoyo al trabajo realizado por la MINUSTAH y su deseo de continuar trabajando juntos, pero al mismo tiempo propuso crear una fuerza militar que a futuro pueda remplazar las tropas de la ONU en labores de resguardo de fronteras. Carece de respaldo y mayoría en el parlamento, lo que lo fuerza a generar alianzas y compromisos con los partidos que mantienen mayoría en el Congreso, situación que ha retrasado avances sustantivos en la materialización de su programa de gobierno.





Poco antes de la segunda vuelta, el 16 de enero, el ex dictador Jean Claude Duvalier “Baby Doc” regresó a Haití después de 25 años de exilio en Francia. Asimismo, el 20 de marzo de 2011, día de elecciones, el ex Presidente Jean Bertrand Aristide regresó después de 7 de exilio en Sudáfrica.





Una vez reconocido el triunfo del presidente Martelly, debió permanecer cinco meses sin formar gobierno, desde la toma de posesión de su cargo en mayo 2011. Durante dicho período debió enfrentar el rechazo el Parlamento a dos candidatos a ocupar el puesto de Primer Ministro (el 21 de junio en la Cámara de Diputados y el 2 de agosto en el Senado).





El Presidente Martelly pudo finalmente formar gobierno al aceptar el Parlamento el tercer candidato propuesto como Primer Ministro, Garry Conille, así como también posteriormente su programa de gobierno. La demora fue negativa en términos de aprobación de reformas y leyes, pero no en cuanto a las acciones internacionales del Presidente, que recorrió diversos países presentando la situación nacional y sensibilizando respecto de la necesidad que tienen los haitianos de adueñarse de las circunstancias de su futuro y pasar a una etapa de avance institucional, construcción material y desarrollo económico.





Durante el último año la controversia por las reformas constitucionales ha continuado en la cima de la agenda política. El 8 de junio, según lo prometido por el Presidente Martelly, fue creada en el Senado una comisión especial para investigar las demandas sobre prácticas indebidas durante la votación de las enmiendas a la Constitución en el gobierno anterior. Sin embargo, de los cinco senadores integrantes de esta Comisión, tres pertenecían a INITE, partido del ex Presidente Préval, lo que ha demorado avances en el proceso.





Pese a que en su discurso del 9 de enero ante el Parlamento el Presidente Martelly abogó a favor de un consenso nacional entre las ramas ejecutiva, legislativa y judicial con objeto de asegurar la coherencia de las medidas del Gobierno, en el período de que se informa surgieron dos grandes controversias políticas que exacerbaron las tensiones entre las ramas ejecutiva y legislativa. En primer lugar, la detención, a fines de octubre, en violación de su inmunidad parlamentaria, del diputado Arnel Bélizaire (departamento Oeste). La detención dio lugar a la renuncia en noviembre de 2011, tras intensas presiones parlamentarias, del Ministro de Justicia, Josué Pierre-Louis. El 9 de febrero, la comisión parlamentaria que investigaba las circunstancias de la detención del Sr. Bélizaire presentó su informe, en el que indicaba que la detención había sido arbitraria y acusaba al ex Fiscal Principal de ordenarla.





En segundo lugar, denuncias efectuadas en noviembre por el senador Jean-Charles Moïse derivaron en un anuncio del Congreso de que investigará al Presidente Martelly y a los funcionarios de su Gobierno respecto de una posible doble nacionalidad. La Constitución haitiana impide ejercer y postular a cargo alguno en el gobierno a quienes tengan una segunda nacionalidad. De comprobarse dicha hipótesis respecto del Presidente Martelly, el vacío de poder que pudiera generarse sería muy delicado para Haití, con consecuencias insospechadas para la frágil institucionalidad del país.





A raíz de esta decisión del Congreso, se generó una gran tensión entre el Primer Ministro Gary Conille y el Presidente Martelly, en tanto este último llamó a sus ministros a no cooperar con dicha investigación, mientras que Conille ya había enviado su documentación al Parlamento y comprometía la colaboración de su gabinete. Por otra parte, esta relación se tensó aún más al negarse Martelly a levantar cargos contra el ex primer ministro Bellerive, quien se vio implicado en irregularidades en los contratos de reconstrucción, suscritos durante su administración. Esta situación terminó por motivar la renuncia de Gary Conille a su cargo el 24 de febrero de 2012.





Las acusaciones de doble ciudadanía provocaron una serie de tensos enfrentamientos entre la Presidencia y el Parlamento. Todo esto prácticamente ha interrumpido la colaboración y paralizado los avances en la creación de una agenda legislativa consensuada, la aprobación del presupuesto nacional y la publicación de un calendario para las próximas elecciones parciales de autoridades legislativas, municipales y locales.





En una rápida decisión, el 3 de marzo el Presidente Martelly designó al actual Canciller Laurent Lamothe como Primer Ministro, quien debe ser ratificado por el Poder Legislativo (ambas con mayoría opositora). Aún cuando en el ambiente político haitiano se sugiere que no debiera haber mayores dificultades para la aprobación en el Senado, no sucedería lo mismo con la Cámara de Diputados, cuyo presidente ya anunció que el expediente del Canciller sólo se analizará una vez que finalice el trabajo de la Comisión que investiga si el Presidente Martelly y otros personeros de su gobierno tienen doble nacionalidad, situación que los inhabilitaría para ejercer cargos públicos. Por otra parte, también existiría la posibilidad que Lamothe probablemente mantenga la Cartera de Relaciones Exteriores.





Esta nueva situación política se desarrolla en un escenario cargado de tensiones producto de las manifestaciones de los partidarios del ex presidente Aristide y su plataforma política (Lavalas), el 29 de febrero pasado en Puerto Príncipe. En la oportunidad se denunció una persecución contra Arisitide por parte del Presidente Martelly, a quien se le advirtió que si Aristide era detenido por las acusaciones de corrupción y narcotráfico que pesan en su contra, “quemarían el país”.





Tras una larga dilación, el mandatario haitiano anunció la convocatoria a elecciones parlamentarias, mismas que generarán los reemplazos para el tercio de senadores que finalizan su mando en mayo próximo. Asimismo, el Presidente Martelly indicó que transformará en Permanente el actual Comité Electoral Provisorio.





2.3. Situación de seguridad





Inmediatamente después del terremoto del año 2010, el clima de tranquilidad y seguridad que caracterizó al área de misión durante el 2008 y el 2009 y que generó un entorno seguro y estable que favorecía el desarrollo social, cambió y se transformó en una paz contenciosa y vulnerable, expuesta a cualquier brecha medioambiental, política, internacional o de otro tipo.





Los efectos del cólera y las dudas sobre sus causas, así como el tambaleante proceso electoral desencadenaron por parte de grupos organizados acciones violentas, principalmente dirigidas contra la clase política que no terminaba de instalarse y contra MINUSTAH la que, frente a los evidentes riesgos de seguridad que esto involucraba para la población, debió intervenir y hacer contención de toda esta violencia organizada.





Aspecto característico de la violencia ha sido la actividad de las bandas delictivas en las zonas empobrecidas de Puerto Príncipe, que participan en el intercambio de armas por droga. Esta última se puede encontrar en abundancia debido a que hasta un 10% de la que participa del circuito hacia Estados Unidos y Europa desde América del Sur, pasa con relativa facilidad por las vulnerables fronteras haitianas, donde los traficantes utilizan pistas de aterrizaje ilegales, embarcaciones y submarinos privados en las costas de la isla para su evacuación. Por otra parte, la permanente repatriación a Haití de traficantes que han cumplido sentencia por estos delitos en los Estados Unidos y República Dominicana constituye hasta el presente otro factor desestabilizador de las condiciones de seguridad en el país.





La falta de credibilidad institucional de la población fue generando focos de violencia contra las personas, la infraestructura del Estado y particularmente la infraestructura policial. La vulnerabilidad de la sociedad es alta y el escaso reconocimiento con que cuenta la Policía por parte de esta, agrava la situación.





Las condiciones de seguridad y particularmente la criminalidad constituyen una preocupación permanente. Delitos como violaciones, secuestros, asesinatos e incidentes relacionados con pandillas son los más reportados, sobre todo en Puerto Príncipe y barrios de Cité Soleil, Delmas y Martissant.





Sin embargo, las relaciones y contactos entre el Presidente Martelly, los mandos de MINUSTAH y sus componentes militares y policiales, permitieron ir llevando a cabo con éxito operaciones en las que se incrementó la presencia militar y policial en las zonas más peligrosas y vulnerables. La tasa de criminalidad de Haití cayó drásticamente durante el segundo semestre de 2011, después de haber estado en niveles muy elevados durante el 2010 y parte del 2011. Pese a lo anterior, volvió a subir en lo que va corrido del año 2012, por lo que la situación general de seguridad sigue caracterizándose por la volatilidad y el riesgo permanente de deterioro.





Diversos expertos han recomendado al Presidente Martelly que mientras pueda contar con la presencia de las fuerzas de MINUSTAH, se dedique a fondo a respaldar a dicha organización con el plan de reforma de la seguridad interna del país y con la conformación y completación de los cuadros de formación de la Policía haitiana. Una vez que aquello se consolide, lo que está contemplado al finalizar el año 2016, podría emprenderse la eventual conformación de un Ejército, para lo que se debe considerar la disposición los recursos económicos para llevar a cabo dicha empresa.





Pese a lo anterior, el 16 de septiembre, el Presidente Martelly dio a conocer un plan preliminar en el que delineaba el propósito y la dotación del nuevo ejército. El 1 de enero Martelly anunció que la comisión civil establecida por decreto presidencial en diciembre de 2011 con el propósito de examinar la reinstauración de las fuerzas armadas había completado su informe preliminar y que pronto lo presentaría para iniciar un proceso de consultas con las tres ramas del Gobierno, así como con la sociedad civil y el sector privado. En respuesta al plan del Presidente Martelly, los asociados internacionales señalaron el derecho soberano de Haití de establecer un ejército permanente, aunque advirtieron que el futuro ejército debería estar sujeto a los controles y la rendición de cuentas inherentes a un régimen democrático, que no debería restablecerse a expensas de la organización de la Policía Nacional de Haití y que el alcance de sus funciones y su composición deberían responder a una revisión más amplia de las funciones del sector de la seguridad. También indicaron que el proyecto no contaría con el apoyo financiero de la comunidad internacional.





Las palabras del Presidente Martelly, ha motivado el “levantamiento” de antiguos miembros de las Fuerzas Armadas de Haití (FADH), concretándose en el último tiempo la toma de dependencias estatales, incluyendo antiguos cuarteles y espacios públicos.





Cabe señalar que este movimiento ha tenido apoyo de una parte importante de la ciudadanía y que, en principio, contó con la benevolencia del Gobierno del Presidente Martelly, especialmente de su Ministro del Interior Thierry Mayard-Paul, quien ante presiones de la MINUSTAH y de la Comunidad Internacional, recientemente debió hacer un público llamado a la desmovilización y al desalojo de los cuarteles que ocupan actualmente, lo que no ha tenido resultados. Una complicación anexa, es que el Director de la Policía Nacional de Haití (PNH), General Mario Andresol, recibió una orden del Ministro de Justicia, Pierre Michel Brunache, conminándolo a que la PNH actuase para desarmar, disolver y desalojar a estos elementos ilegales, lo cual hasta la fecha no ha ocurrido.





La última semana de marzo, un grupo de éstos ex militares se tomaron la calle, he hicieron una demostración en los Campos de Marte, frente al Palacio Nacional, exigiendo la formación de un  Estado Mayor y el pago de 18 años de salarios, así como indemnizaciones y jubilaciones, argumentando que la existencia de las fuerzas armadas haitianas tiene un sustento constitucional, tal como lo ha afirmado el Presidente Martelly.





Es importante destacar que se presentaron a la manifestación armados con armamento largo y corto, siendo vitoreados por los transeúntes, así como por los habitantes del campamento de desplazados que se ubica sobre la misma área. Los voceros de los ex militares desmintieron el haber recibido armamento y ayuda desde el exterior, asegurando que las armas de grueso calibre usadas en la manifestación “…nunca han dejado de estar en poder de las FFAA haitianas, ya que se mantuvieron siempre en poder de los desmovilizados…”.





Numerosos funcionarios del Gobierno, incluyendo el Ministro de Justicia; el Secretario de Estado para la Seguridad Pública y el Delegado (Intendente) del Departamento Oeste (donde se encuentra Puerto Príncipe), confirmaron que se están llevando a cabo negociaciones con éste grupo. Manifestando además el Delegado del Departamento Oeste que “…el nombramiento de un Estado Mayor provisional podría facilitar enormemente una solución pacífica a la crisis…”.





Las principales manifestaciones  en apoyo a la “constitucionalidad del ejército haitiano”, se han centrado en las localidades de Carrefour y Belville en Puerto Príncipe y en la ciudad de Cabo Haitiano, segunda ciudad en importancia de Haití, localizada en el departamento norte del país, situación preocupante ya que la PNH hasta el momento no ha actuado disolviendo a estos grupos y la MINUSTAH se ve restringida en su capacidad de actuar. A pesar de los esfuerzos por minimizar la gravedad de esta situación por parte del Jefe de MINUSTAH, Mariano Fernández, quien señaló que cualquier fuerza irregular no está en condiciones de enfrentarse a los 10.000 hombres de MINUSTAH, en la población se ha generado un ambiente de tensión.





Actualmente no es posible definir exactamente la magnitud que integra FADH, más aún al considerar que existe interés de jóvenes de ambos sexos por integrar estos grupos. Según sus dirigentes, serían unos 6.000 ex soldados y jóvenes sin trabajo quienes han contactado al campamento de entrenamiento “Lamentin” al norte de la capital con la intención de sumarse al nuevo Ejército. Por su parte, medios de prensa indican que la fuerza en “Lamentin” sería de miles y según otras fuentes, sólo en Cap Haitien (en el Departamento Norte) los efectivos visualizados serían entre 150 y 200. De igual manera, se conoce que el FNDH contaría con ametralladoras UZI y fusiles M1.





2.4. Reconstrucción y desarrollo





Haití siguió haciendo frente a importantes problemas humanitarios, pues un gran número de residentes de campamentos sigue dependiendo de la asistencia para su supervivencia. En enero de 2012 había aproximadamente 515.000 residentes de campamentos, incluidos los desplazados internos, que vivían en 707 emplazamientos, la mayoría en Puerto Príncipe o en sus alrededores. Esto representa una reducción de 119.000 personas (el 19% del total) y 394 emplazamientos desde junio de 2011. La actual epidemia de cólera, la inseguridad alimentaria y la extrema vulnerabilidad del país a los desastres naturales han agravado las dificultades a que se enfrenta la población haitiana. Durante el período que abarca el informe, más de 1,5 millones de personas, incluidos 1,1 millones de niños, seguían dependiendo de la ayuda alimentaria proporcionada por el Programa Mundial de Alimentos.





Algunas necesidades humanitarias críticas, especialmente las relacionadas con el agua y el saneamiento en los campamentos, recibieron menos atención a medida que los asociados en la prestación de asistencia humanitaria ponían fin a sus actividades debido a la falta de fondos. El llamamiento consolidado para Haití en 2011 obtuvo fondos por valor de 210,4 millones de dólares, lo que representó tan solo el 55% de las estimaciones revisadas de recursos (382,4 millones de dólares). En diciembre de 2011, la comunidad de asistencia humanitaria lanzó su llamamiento consolidado para 2012, en el que pedían 230,5 millones de dólares en fondos adicionales para programas humanitarios.





La recuperación de Haití se ha visto obstaculizada por el vencimiento en octubre de 2011 del mandato de la Comisión Provisional para la Recuperación de Haití y la incertidumbre que rodea a su renovación o la creación de otras formas de coordinación de los donantes. A enero de 2012, los gobiernos nacionales y las instituciones multilaterales habían entregado el 52,9% (2.380 millones de dólares) de los 4.500 millones de dólares en fondos para el programa de recuperación prometidos para el período 2010-2011. Esos donantes también habían aportado 996 millones de dólares en concepto de alivio de la deuda para Haití. A noviembre de 2011, la comunidad de asistencia humanitaria había construido por lo menos 100.000, o sea el 90%, de los 111.000 refugios temporales previstos para 2011, con lo que se proporcionaron viviendas para 420.000 personas. Varios programas de reasentamiento gestionados por el Gobierno, con el apoyo del equipo de las Naciones Unidas en el país, facilitaron el regreso de más de 1.500 familias a sus barrios. Además, se han reconstruido 25.000 viviendas dañadas por el terremoto con la ayuda de los asociados en la prestación de asistencia humanitaria. La Unión Europea también prometió entregar 33 millones de euros para construir 11.000 viviendas en dos barrios de Puerto Príncipe. Sin embargo, se estima que 515.000 personas que viven en los campamentos todavía necesitan una solución para su problema de vivienda.





La Oficina del Enviado Especial para Haití ha continuado acompañando al Gobierno de Haití en sus esfuerzos por hacer un seguimiento de las promesas de los donantes y ejercer cierto grado de regulación y supervisión de los proveedores no estatales a fin de que alineen su labor y su financiación con las prioridades del Gobierno. A tal fin, la Oficina del Enviado Especial ha trabajado estrechamente con el Ministerio de Planificación y Cooperación Externa para realizar un estudio de los proveedores no estatales inscritos. De septiembre de 2011 a febrero de 2012, la tasa de desembolso de los donantes aumentó del 43% al 52,9%. Del total de 5.330 millones de dólares desembolsados por donantes bilaterales y multilaterales para las iniciativas humanitarias y de recuperación en Haití en 2010 y 2011, se estima que el 10% se ha canalizado por sistemas gubernamentales. Los sistemas gubernamentales han recibido y canalizado más financiación para la reconstrucción que fondos para actividades humanitarias, pero los donantes bilaterales han canalizado menos que los donantes multilaterales a través de sistemas gubernamentales. De la financiación desembolsada por donantes bilaterales de sus promesas de fondos para la recuperación, solo se ha canalizado el 6% a través de sistemas haitianos como apoyo presupuestario.





Los avances visibles en la recuperación y las actividades de reconstrucción después del terremoto incluyeron el retiro, en febrero de 2012, de más de la mitad de los escombros relacionados con el terremoto, el 10% de los cuales fue retirado en el contexto de programas respaldados por las Naciones Unidas. Más de 400.000 personas han sido empleadas por un promedio de tres meses en programas de dinero por trabajo. En diciembre de 2011, 636 escuelas, incluidas 477 semipermanentes y 159 permanentes, habían sido reconstruidas con el apoyo de asociados del sector de la educación, lo que representaba cerca del 16% de los edificios destruidos o inutilizables.





De particular importancia ha sido la acción del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) en las postrimerías del terremoto de 2010. Tras el sismo, el BID acordó aumentar las donaciones a Haití a más de US$2.200 millones en el curso de esta década para apoyar la reconstrucción y sus planes de desarrollo a largo plazo. El Banco también canceló toda la deuda pendiente de Haití y convirtió en donaciones los saldos de préstamos no desembolsados. Durante los primeros dos años después del sismo, el BID aprobó unos US$442 millones en nuevas donaciones y desembolsó casi US$355 millones para Haití.





2.5. Perspectivas para MINUSTAH





Mediante la Resolución 2012 de 2011, el Consejo de Seguridad decidió que la dotación general de la Misión sea de hasta 7.340 efectivos, entre oficiales y tropa, con un componente de policía de hasta 3.241 integrantes, en consonancia con lo indicado en el párrafo 50 del informe del Secretario General del 25 de agosto de 2011. En este documento, el Secretario General había recomendado reducir el personal militar autorizado de la Misión en 1.600 efectivos, retirando a dos batallones de infantería de las zonas de menor riesgo del país y reconfigurando otras unidades militares. Al mismo tiempo, recomendó que se redujeran las fuerzas de policía autorizadas de la MINUSTAH en aproximadamente 1.150 agentes de unidades de policía constituidas.





En lo relativo a la Fuerza Militar, el proceso de reducción de tropas debiera estar finalizado a junio de 2012. Adicionalmente a la disminución de personal, se ha dispuesto una reducción de los vehículos blindados de transporte de personal y su reemplazo por transportes más livianos, la cual debiera ejecutarse en el curso de este año y la primera mitad del próximo.





Estos recortes de personal no afectarán al Contingente Nacional de Chile, por cuanto el proceso en curso se enfoca exclusivamente al personal adicional llegado tras el remoto.





Durante el período del que se informa, como parte de la reducción gradual de los efectivos militares que fueron autorizados después del terremoto, se retiraron dos compañías militares de los departamentos de Grande Anse y Nippes. Está previsto que un batallón se retire del departamento Sur a más tardar a fines de marzo de 2012. La retirada de una sección del departamento Noroeste está pendiente de la llegada de una unidad de policía constituida que la sustituirá. De manera paralela a la reducción gradual de la MINUSTAH, sus mandos militares han reconfigurado la estructura de la fuerza para maximizar la eficacia de la Misión.





La MINUSTAH, mediante su capacidad de ingeniería militar, siguió apoyando diversas actividades de recuperación consideradas prioritarias por el Gobierno y vinculadas a la mitigación de los riesgos de desastre y la creación de las condiciones necesarias para la reconstrucción a más largo plazo. Durante el período al que se refiere este informe, las compañías de ingeniería militar proporcionadas por el Brasil, Chile, el Ecuador, Indonesia, el Japón, el Paraguay y la República de Corea llevaron a cabo 53 proyectos de reconstrucción de un total de 168 proyectos concluidos en 2011. Esos proyectos comprendían, entre otros, la demolición de los edificios públicos, los hospitales, las escuelas y los orfanatos dañados por el terremoto; el movimiento de tierras necesario para iniciar la construcción de nuevas edificaciones, incluidos centros de tratamiento del cólera; la reparación de caminos; la perforación de pozos; el drenaje de ríos y canales en preparación para la temporada de lluvias (incluso en los campamentos para desplazados internos); y la mejora de varios sistemas de riego.





Autoridades de la Defensa Nacional se entrevistaron durante la primera semana de marzo de 2012 con altos representantes del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), incluido su presidente, Luis Alberto Moreno, quienes le señalaron que esta organización está en condiciones de financiar proyectos específicos que pueden ser desarrollados por aquellas compañías de ingenieros militares de MINUSTAH que tengan capacidades disponibles. Cualquier acción en este sentido debe estar mediada por la autorización y correspondiente autorización de Naciones Unidas y MINUSTAH.





2.6. Situación internacional





a. Argentina





Plantea que es necesario que las acciones futuras busquen mejorar la contribución de los contingentes al proceso de reconstrucción. Asimismo, ha señalado la necesidad de que los países de la región sudamericana desarrollen una posición en común para abordar la renovación del mandato en octubre. Asimismo, comparte la posición de que debe existir un retiro programado con horizonte al 2017.





b. Brasil





Brasil, junto a Chile, ha sido el primer país en señalar la necesidad de pasar a una nueva fase de la contribución hacia Haití, que privilegie aspectos de desarrollo, y que contemple una reducción del contingente militar de MINUSTAH. Pese a que se muestra reacio a designar el proceso de retiro gradual como “cronograma de retiro” –designa el concepto como “ritmo de retiro”-, coincide con Chile en cuanto a que un horizonte de tiempo razonable para concluir la contribución militar sería el año 2017.





c. Uruguay





Uruguay ha planteado que es necesario profundizar algunos aspectos del Mandato en el próximo proceso de renovación, sobre la base de las consideraciones políticas y militares surgidas de la discusión en la región. Asimismo, plantea la necesidad de proyectarse con programas de corto, mediano y largo plazo para abarcar los problemas estructurales y sociales que presenta Haití.





d. Bolivia





Para Bolivia es importante continuar en la MINUSTAH, respetando la autodeterminación del pueblo haitiano. Bolivia ha manifestado que se requiere un cambio al Mandato hacia una fase de construcción y desarrollo, no se conoce su posición sobre el retiro de tropas.





e. Colombia





Colombia aporta a MINUSTAH principalmente en el ámbito policial y Haití es una prioridad presidencial. Sus autoridades han destacado la necesidad de buscar el desarrollo político económico y social en Haití. Asimismo, han expresado su voluntad de utilizar el cargo de miembro no permanente del Consejo de Seguridad que detenta actualmente para promover una postura sudamericana.





f. Perú





Lima ha planteado que la situación de Haití todavía es una amenaza para la paz y estabilidad regional, por lo que es necesario flexibilizar el Mandato de Minustah de modo que permita acciones de reconstrucción y desarrollo sostenible por parte de los contingentes desplegados, abordando principalmente reformas institucionales y sociales.





g. Paraguay





Paraguay visualiza el problema en Haití desde un punto de vista humanitario, por lo cual han expresado que la ayuda internacional debiera concentrarse en esas materias. Comparte el horizonte de retiro al 2017 y será anfitrión, el próximo 5 de junio, de la reunión de países contribuyentes de tropas en Haití en su calidad de Secretaría Pro-Témpore del CDS/Unasur.





h. Estados Unidos





Estados Unidos constituye uno de los actores internacionales fundamentales en Haití y se estima que su capacidad de influencia y el volumen de sus actividades de cooperación con ese país lo hace un actor esencial en los procesos de generación de consenso sobre los objetivos y el desarrollo de MINUSTAH.





En lo relativo al proceso político haitiano, Estados Unidos ha expresado su apoyo a las autoridades electas, lo que se manifestó en el apoyo entregado al Presidente Michel Martelly. Se estima que la influencia de Washington puede resultar decisiva para dar apoyo al proceso político de Haití, particularmente para destrabar las difíciles relaciones entre el Gobierno y el Parlamento. Idealmente, este esfuerzo debiera acompañarse de un impulso e incentivos para la conclusión de la reforma constitucional pendiente, especialmente en lo referido a aprobar la doble nacionalidad de los haitianos residentes en el extranjero, disposición que les daría derecho a voto, cambiando la dinámica política haitiana.





En forma explícita, Estados Unidos se ha opuesto a cambiar el mandato de MINUSTAH, traspasándolo de Capítulo VII a VI, medida que ha sido planteada por el Gobierno y la sociedad civil en Haití.





3. Acciones en Desarrollo





3.1. Iniciativa de países sudamericanos contribuyentes de tropas a MINUSTAH





Durante la reunión 2+2 entre Chile y Argentina, efectuada en Santiago el 27 de enero de 2011, se esbozó la idea de crear una comisión que se entrevistara con las autoridades haitianas electas para conocer su postura sobre la permanencia y tareas de MINUSTAH, así como sus aspiraciones respecto de la ayuda internacional. En la ocasión se concordó que una acción de este tipo requería también el concurso de Brasil, por lo que se acordó realizar las consultas pertinentes para consensuar una postura común.





Como resultado de las gestiones efectuadas por Argentina, Brasil y Chile, los Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa de Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Paraguay, Perú y Uruguay, se reunieron en la ciudad de Montevideo el 10 de marzo de 2011, para analizar la situación de los contingentes de sus respectivos países que integran MINUSTAH y coordinar sus posiciones respecto de la misión.





Los Ministros presentes acordaron conformar un Grupo de Trabajo y Diálogo compuesto por representantes de Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Perú y Uruguay, a fin de que luego de culminado el proceso electoral en Haití, mantuvieran contactos al más alto nivel con el nuevo gobierno para ponderar la visión de las nuevas autoridades respecto de la permanencia de MINUSTAH y sus expectativas respecto de la cooperación internacional. Asimismo, se determinó que los contactos incluyeran también a los representantes de la MINUSTAH, de otras agencias de Naciones Unidas y organizaciones internacionales y haitianas, a fin de evaluar la situación y su proyección en el corto y mediano plazo. Finalmente, se acordó poner a disposición de los gobiernos las conclusiones a las que arribe el Grupo de Trabajo y Diálogo.





Tras dos reuniones en Lima (29 de abril y 12 de mayo), la última encabezada por los Ministros de Defensa de los países integrantes del Grupo, se acordó el envío a Haití de una Misión Técnica y Política encabezada por el Ministro de Defensa de Uruguay. La Misión Conjunta se llevó a cabo del 27 de junio al 1º de julio de 2011 en Port-au-Prince, Haití. La agenda de las misiones en terreno fue coordinada entre las embajadas de Argentina, Brasil y Chile, recayendo en la legación de Brasil la gestión del programa durante el desarrollo de la visita.





El Informe de la Comisión, también conocido como “Informe Rosadilla”, fue remitido a las partes a finales de julio de 2011 y entregado oficialmente a las autoridades de los países integrantes en una reunión efectuada en Montevideo el 5 de septiembre. 





En la discusión de temas de interés efectuada en la I Reunión Extraordinaria de Ministros de Defensa del CDS, realizada en Lima los días 10 y 11 de noviembre, el Ministro de Defensa de Chile planteó la inquietud sobre la definición de un cronograma de retiro de las tropas suramericanas de Haití. Una de las ideas planteadas por el Ministro Allamand fue que el retiro gradual de tropas finalice el año 2017, después de que por primera vez en la historia se lleve a cabo el segundo traspaso democrático de poder consecutivo en dicho país.





A partir de esta discusión, los países suramericanos acordaron incluir este tema en la II Declaración de Lima, la que señala: “Los países miembros del CDS reiteraron su compromiso solidario con el proceso de reconstrucción, estabilización, institucionalización y desarrollo de Haití y se congratularon por la labor de la Secretaría Técnica de la UNASUR. Al respecto, sugieren una reunión conjunta con los Ministros de Relaciones Exteriores, coordinada por la Presidencia Pro Témpore del CDS y el gobierno de la República Oriental del Uruguay, antes del 30 de abril de 2012, a los efectos de evaluar la situación y ritmo de reducción de los contingentes de los países miembros de UNASUR en la MINUSTAH, teniendo en cuenta la visión del gobierno haitiano y las resoluciones pertinentes de Naciones Unidas”. Quedó establecido que el ritmo de retiro de los contingentes suramericanos al interior de la MINUSTAH será un tema que estará incluido dentro de la agenda del CDS.





En gestiones posteriores, se acordó posponer el encuentro por razones de agenda de los Ministros participantes, por lo que la reunión se llevará finalmente a cabo el 5 de junio de 2012 en Paraguay.





3.2. UNASUR





Con fecha 12 de enero de 2010, UNASUR constituyó una Secretaría Técnica para conducir los aportes del bloque a la reconstrucción de Haití, post terremoto, creándose un fondo de la UNASUR, con el apoyo del BID.  Se constituyó una Secretaría Técnica y se diseñó Plan de Acción para ejecución de las obras de reconstrucción. Actualmente se ejecutan los siguientes proyectos en gran parte del país, con el previo acuerdo de los Ministerios de Salud Pública y Población, de Relaciones Exteriores y de Planificación y Cooperación Externa y el Ministerio de Agricultura, Recursos Naturales y desarrollo Rural del Gobierno de Haití.





- Proyecto de Salud Pública en Mirebalais – Lascahobas, Departamento del Centro





Fortalecimiento de una estrategia de atención primaria de salud y de vigilancia sanitaria comunitaria ante la epidemia de cólera en comunidades campesinas de Mirebalais y Lascahobas del Departamento Centro. Para este programa se han comprometido la suma de U$S 236.948,40, con vigencia hasta el 31 de agosto del 2012.





- Proyecto secciones comunales rurales de montaña de Oranger, Parques, Beausejour y Citronnier, de la Comuna de Léogâne, Departamento del Oeste.





Combate a la epidemia de cólera en Haití y apoyo a la Red de Atención Primaria: Estrategia promocional y de vigilancia de la salud comunitaria en combate al cólera y fortalecimiento de la Red de Atención Primaria Local, con un fondo de UNASUR-Haití de U$S 286.421,20. El Acuerdo rige  hasta el 31 de agosto del 2012.





- Proyecto secciones 6, 7, 8 y 9 de la comuna de Léogâne.





Este Proyecto tiende a fortalecer la Red de Atención Primaria y aplicar una estrategia promocional integral de salud en comunidades campesinas de Petite Rivière, sección 2 de Léogâne, afectadas por el terremoto de enero 2010. La Secretaría Técnica colabora financiando esta iniciativa por un valor total de U$S 245.182,08, con vigencia hasta el 31 de agosto del 2012.





- Proyecto del Código Procesal Penal





La Secretaría Técnica de UNASUR en Haití colaboró con el Gobierno de ese país en la reforma de textos legales en materia de derecho penal y procesal penal. En ese ámbito financió el tramo final de las actividades de investigación científica y de redacción de anteproyectos encomendados al ex Ministro de Justicia René Magloire, tendientes a realizar la ansiada reforma del Código Penal y del Código de Instrucción Criminal, que ambos datan de 1835. Estas actividades se basaron en las Conclusiones de la Reunión sobre temas de la justicia penal realizada en la localidad de Moulins sur Mer del 2 al 4 de septiembre de 2011. Los fondos destinados a este programa ascienden a U$S 13.500.





- Continuidad de los programas de apoyo en el ámbito de la Justicia





En una reciente reunión del Representante Especial con el Ministro de Justicia se consideró la continuación de tres programas de cooperación técnica en esta materia: la reforma de textos, la colaboración con la Escuela de la Magistratura y el intercambio de experiencias en el ámbito de la ratificación y aplicación de tratados internacionales relativos a los derechos humanos.





- Asistencia Legal





Para facilitar el acceso a la justicia y contribuir a la lucha contra la detención preventiva prolongada, UNASUR-Haití apoyó técnica y financieramente el Sistema Nacional de Asistencia Legal, desde abril de 2011 hasta enero de 2012 inclusive. A este programa se dedicó un presupuesto de aproximadamente U$S 1.000.000. Recientemente, UNASUR puso fin a la financiación de este programa por las dudas relativas a la gestión de las oficinas.





- Ratificación y aplicación de Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos (DD HH)





La Secretaría Técnica de UNASUR en Haití propuso al Primer Ministro designado y Ministro de Relaciones Exteriores y cultos, al igual que al actual Ministro de Justicia, la pertinencia de proceder a la ratificación de numerosos Tratados Internacionales sobre DDHH, en especial los relativos a la aplicación de justicia. Este tema se había planteado ante el anterior Ministro de Justicia y ante la acogida favorable que se recibió de las actuales autoridades queda planteado para la próxima etapa. Igualmente se mencionó en estos contactos la posible creación de una Secretaría de Derechos Humanos en el seno del Poder Ejecutivo y otras iniciativas destinadas a reforzar la promoción y protección de los Derechos Humanos que serán mencionadas más adelante en este informe.





- Programa Pro-Huerta UNASUR





En febrero de 2012, se firmó el memorándum de entendimiento tripartito entre el Gobierno de Haití, representado por el Ministerio de Planificación y Cooperación Externa y el Ministerio de Agricultura, Recursos Naturales y Desarrollo Rural, el Gobierno Argentino, y la Secretaría Técnica de UNASUR en Haití. Las actividades del programa han empezado desde el 1 de marzo, con la adquisición de equipos y la contratación del personal y con el objetivo de mejorar la alimentación de poblaciones urbanas y rurales que se encuentran en situación de vulnerabilidad social, a través de la autoproducción y el consumo de alimentos frescos de calidad con un uso eficiente de los recursos de que se dispone, activa participación de las organizaciones e instituciones locales y articulación con el Estado haitiano.





- Proyectos en materia de vivienda en la localidad de Canaán, comuna de Croix-des-Bouquets





La Secretaría Técnica UNASUR-Haití participa en aspectos sustantivos del diseño y en aspectos presupuestarios financiando la construcción de 854 viviendas provisorias –a través de la ONG Un Techo para Mi País,  buscando asegurar el alojamiento de familias de desplazados en la población de Canaán, comuna de Croix des Bouquets, situada a unas dos horas en tiempo real de la capital Puerto Príncipe.





De un total de 854 viviendas de transición, al 5 de marzo del 2012, se han construido 551 y cuenta con un monto de U$S 1.788.125.





Existen además nuevos programas como son la Perforación de pozos de agua para los hospitales de Bassin Bleu (Port de Paix) y Grande Goave; Transformación de productos agrarios; Realización de films documentales sobre la actividad de la Secretaría Técnica UNASUR-Haití; Programa Nacional de Cantinas Escolares; Reparación y Ampliación de un Hospital en Corail, departamento de la Grand Anse; Proyecto de salud en la frontera haitiano-dominicana; Instituto haitiano de Derechos Humanos.





3.3. Cooperación Bilateral





A. Cooperación policial





El Programa de Cooperación Internacional para Policías Uniformadas Extrajeras (CECIPU), que se encuentra en funcionamiento desde el año 1996, ofrece anualmente Cursos de Formación de Oficiales de Orden y Seguridad y Cursos de Formación de Oficiales de Intendencia, de tres años lectivos de duración más un año de práctica profesional, siendo esta última desarrollada en el país de origen. CECIPU ofrece asimismo cursos de perfeccionamiento de 1 ó dos años de duración; de especialización, de 1 año ó 1 semestre de duración y de capacitación de 1 mes.





Desde 1996 a la fecha el Programa CECIPU ha recibido a 181 becarios Haitianos para cursos de formación, perfeccionamiento o especialización. De ellos 7 han participado en cursos de especialización de investigador de accidentes del tránsito (I.A.T), 2 se han graduados como instructor de educación policial, 1 como oficial graduado, 1 en criminalística, 1 en drogas y estupefacientes, 2 en montañas y fronteras, 2 en operaciones policiales especiales (O.P.E), 1 en Protección de Personas Importantes (P.P.I), 15 en Seguridad Ciudadana, 45 en Diplomado en Seguridad Pública, 39 en Perfeccionamiento en Seguridad Pública, 25 en Seminario Ejercicio Eficiente de la Función Policial, 39 en seminario. Se debe destacar que a lo largo de todos los años que lleva CECIPU entregando becas a Haití solo un Becario ha desistido.





En diciembre del año 2011 viajó a Haití una Comisión Técnica integrada por representantes de Carabineros de Chile y de la División de Carabineros del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.





El objetivo del viaje fue definir, en conjunto con las autoridades de Haití, las actuales y futuras necesidades en el plano de la cooperación para el fortalecimiento de la Policía Nacional de ese país.





Se ha solicitado a la División de Carabineros informar a DISIN respecto del nuevo formato que tendrá la cooperación policial, ello con el objeto de darlo a conocer a las autoridades de Haití.





Policía de Investigaciones de Chile: Escuela de Investigación Policial (ESCIPOL)





Esta escuela instruye oficiales de la Policía Nacional de Haití desde 2008. A la fecha han participado en el “Curso Oficial Profesional de Línea”, curso cuya duración es de 3 años, 13 becarios haitianos.





B. Cooperación en áreas civiles





1. Proyectos bilaterales





En 2006 se inició el Programa Especial de Haití, iniciativa de cooperación técnica de la Cancillería, a través de la AGCI, paralela al apoyo en MINUSTAH. El objetivo central fue incrementar la cooperación civil en sustitución progresiva de la cooperación militar, con énfasis en zonas que no son priorizadas por la cooperación internacional. Así, nuestro programa se enfocó en tres ámbitos: educación inicial, seguridad alimentaria y fomento agrícola, y formación de recursos humanos.





1.1. Educación Inicial - Estrategia 2012





Desde enero a junio de 2012 la administración de los CPE, seguirán siendo llevados por AGCI, desde la Embajada en Haití y con el apoyo de dos educadoras chilenas de JUNJI. Posterior a esa fecha, las 2 educadoras retomarán sus funciones para el período escolar septiembre 2012 a junio 2013, donde la administración de estos 2 CPE pasaría a las autoridades del MENFP y BUGEP.





Paralelamente, se enviarán expertos de JUNJI y de Fundación Integra para trabajar en la construcción del currículum de educación prescolar pública y una política pública en tal sentido. La idea es que en la Cumbre CELAC de enero de 2013, Chile entregue formalmente este producto.





El BID a través del proyecto “Apoyo a la Reconfiguración del Sector Educativo de Haití”, destaca la experiencia lograda con estos 2 CPE e invitó a AGCI a asumir un rol técnico-administrativo, lo que se está evaluando. Existe una petición concreta del MENF de replicar estos Centros en otros lugares del país.





Al mismo tiempo se comenzó a reactivar el Comité Técnico de este proyecto, integrado por AGCI, JUNJI, Fundación Integra, BID-Chile y América Solidaria en sus distintos niveles directivos y técnicos. También este Comité Técnico actúa en Haití a través de nuestra Embajada y teniendo como socios al BID, el PMA el MENF y su Unidad BUGEP. Las decisiones adoptadas por este Comité son relevantes para la marcha de este proyecto y en cuanto a la creación de un modelo curricular de educación inicial pública. Existe el compromiso de los sectores chilenos de recibir pasantías durante el 2012, de profesionales de la BUGEP a Chile, para visitar JUNJI y Fundación Integra y conocer cómo estas instituciones han implementado el currículum de educación pre escolar.





1.2. Donación de infraestructura para escuelas de emergencia.





Tras el ofrecimiento efectuado por SEPREREP a su homologo haitiano durante la Cumbre CALC en Caracas en diciembre de 2011, se ha tomado contacto con dos empresas que ofrecen construcciones modulares para tales fines. Se considera importante incluir la “Escuela Chile” en Puerto Príncipe, entre aquellas que serán donadas al gobierno haitiano, ya que dicho establecimiento debió ser demolido tras el terremoto de 2010; Cabe destacar que AGCI también ha comprometido fondos para esta reconstrucción.





Posteriormente, entre el pasado 24 y 27 de febrero de 2012, el Subsecretario de Relaciones Exteriores, Embajador Fernando Schmidt, visitó Haití a fin de apreciar en terreno el estado de los proyectos de cooperación chilena y la Escuela Chile en Puerto Príncipe. A raíz de su visita, el Embajador Mauricio Leone solicitó al Asesor de cooperación del Canciller, señor Clark Chevalier, mayores precisiones sobre los establecimientos que podría reconstruir Chile, tales como la superficie de los terrenos y la cantidad de alumnos que atienden esos  planteles.





2. Seguridad alimentaria y Fomento Agrícola - Estrategia 2012





Además de la cooperación en producción de alimentos en Limonade y Kenscoff, otra iniciativa que se desarrolla desde 2009 es la creación de un fondo concursable (Concurso Mains), para proyectos agroecológicos, apoyándolos y difundiendo prácticas agroecológicas; al tiempo que se aumentar en cobertura y beneficiarios del programa. El primero premió a 10 proyectos que beneficiaron a 783 personas. En 2011 dado el éxito de esta iniciativa, se hicieron 2 concursos: Mains I (continuidad) con 7 proyectos ganadores y Mains II donde se eligieron 10 nuevos proyectos y beneficiaron a 800 personas.





Actualmente, nuestra Embajada en Haití y AGCI buscan promover la venta de productos alimenticios en Kenscoff y en Limonade, otorgándole valor agregado a los mismos, para beneficio de la comunidad y en especial de las familias campesinas, ayudando a aminorar el problema del hambre. En Kenscoff, además, se inauguró en febrero de 2012 un vivero con 4.000 especies forestales, cuya venta beneficiará a los socios de la cooperativa. Paralelamente, profesionales de América Solidaria realizan estudios cartográficos, para ver calidad de suelo y superficie  y otros para ver las especies forestales, frutícolas y agrícolas que se pueden plantar. Se espera que en junio de 2012 estos estudios estén concluidos.





Se quiere avanzar hacia la auto sustentabilidad de los organismos que reciben la cooperación chilena y que incluya el empoderamiento de las instituciones públicas del área. Actualmente, se está a la espera de la decisión de incluir una contraparte chilena en el área y afinar las modalidades de cooperación.





3. Formación de Recursos Humanos y Becas - Estrategia 2012





Entre 1995 y 2011 AGCI otorgó y financió estudios a 43 profesionales haitianos para cursar Magíster, Diplomados y Cursos de corta duración. Respecto del Programa “República de Chile” actualmente tenemos 23 becarios cursando estudios de postgrado hasta de 2 años en Chile.





Se vincularán los proyectos CPE y Desarrollo Rural, con las becas del Programa “República de Chile” y los Diplomados, permitiendo la formación de formadores en materia de educación parvularia y agronomía agroecológica, los que replicaran lo aprendido en las 6 sedes de la universidad e institutos profesionales haitianos. Los mejores alumnos de dichas sedes serán becados en Chile en las mismas materias y volverían a replicar posteriormente, manteniendo el círculo virtuoso. Se constituiría así una cátedra Chile-Haití que desarrolle estas materias.





4. Adopción Internacional





Gracias a las conferencias del Grupo de Montreal para las Adopciones Internacionales en Haití (diciembre de 2010), el Instituto de Bienestar Social e Investigaciones haitiano (IBERS) supo del desarrollo alcanzado por Chile en materia de protección a la infancia y adopciones. Por tal motivo, el IBESR hizo llegar el proyecto “Fortalecimiento del Sistema de Adopción Internacional de Haití, para la implementación del Convenio de La Haya”, para someterlo a la consideración de AGCI y que se evalúe la posibilidad de financiarlo e implementarlo. Cabe destacar que este proyecto se elaboró junto a profesionales del SENAME.





5. Estrategias de cooperación triangular





El Gobierno de Noruega ha manifestado su interés en desarrollar, bajo el esquema de cooperación triangular, acciones de cooperación en Haití en áreas que han definido como prioritarias: ámbito social, medio ambiente, diálogo político, prevención en de desastres naturales, uso de la madera, entre otros.





República Dominicana construye una sede universitaria en Limonade, donde se impartirían las carreras de Educación Parvularia y Agronomía Agroecológica, siendo apoyadas por la cooperación chilena. Además se podría prospectar con México impartir carreras de su interés (enfermería y auxiliares médicos).





Actualmente, AGCI realiza un catastro de perfiles de proyectos con consultas a los sectores nacionales para evaluar las fortalezas técnicas que permitan iniciar proyectos que den respuesta a los problemas más urgentes que enfrenta Haití.





4. Fundamentos para la renovación de la autorización de la permanencia de tropas nacionales en MINUSTAH





4.1. Propuesta de Chile en el contexto sudamericano





La postura del Gobierno de Chile frente a su participación en la Misión de Naciones Unidas para la Estabilización de Haití (MINUSTAH) se basa en tres principios fundamentales:

1. Chile reafirma su compromiso con el pueblo de Haití y su proceso de estabilización, reconstrucción y desarrollo.

2. Chile estima que se debe impulsar una segunda etapa de cooperación con Haití que, más allá de los aspectos militares y de seguridad, se oriente a la creación de instituciones y el desarrollo económico y social, sin prescindir de la seguridad.

3. Chile considera que es importante mostrar la voluntad de los países contribuyentes de no prolongar innecesariamente su presencia militar en MINUSTAH, para evitar que el esfuerzo internacional sea malinterpretado como una “fuerza de ocupación”.





Chile formó parte de la Misión Técnica y Política de países contribuyente de tropas a MINUSTAH de la UNASUR, que elaboró un informe sobre la situación del Haití y de la Misión –conocido como “Informe Rosadilla”-  el cual fue emitido en julio de 2011. El Informe plantea dos conclusiones que se estiman fundamentales para visualizar la próxima etapa de apoyo a Haití:





- Existe una percepción generalizada respecto a la necesidad de aumentar el trabajo de fortalecimiento de las capacidades institucionales del Estado. Para ello es imprescindible incrementar la cooperación para el desarrollo, debiéndose buscar una coordinación apropiada (conclusiones 2 y 3).





- Los interlocutores haitianos entrevistados por la Misión expresaron la necesidad de considerarse el retiro de la MINUSTAH de una forma organizada, estructurada y progresiva, comenzando por la disminución de la cantidad de efectivos a los existentes a la fecha anterior al terremoto de enero de 2010 y establecer un cronograma de reducción de tropas que comience efectivamente en 2012 con un plazo de tres a cinco años (conclusión 6).





Sobre la base de lo anterior, el gobierno de Chile planteó en la Reunión Extraordinaria del CDS/UNASUR, efectuada en noviembre de 2011 en Lima, la iniciativa de generar un cronograma de retiro de medios militares con dos características esenciales:





a. Debiera tener un carácter adaptable y no rígido, toda vez que debe ajustarse a la realidad de la situación haitiana.





b. Debiera culminar a principios en 2017, fecha en la cual habrá tenido lugar el segundo traspaso del poder de un gobierno democrático a otro y el nuevo gobierno llevará ya un año en ejercicio, lo que marcará más de diez años de normalización política e institucional en Haití.





El diseño del cronograma debiera responder a 4 principios fundamentales:

1. Gradualidad. Se estima que el retiro de medios militares no puede ser abrupto, ya que el mantenimiento de la seguridad es esencial para las tareas de desarrollo institucional y económico.

2. Proporcionalidad. Se considera que el esfuerzo debe orientarse a ajustar de manera generalizada el tamaño de los contingentes, de modo que exista un efectivo burden-sharing (esfuerzo compartido).

3. Coordinación. El proceso debiera diseñarse a partir de una triple coordinación:

· Se considera esencial que las iniciativas de retiro programado sean coordinados entre los países contribuyentes de UNASUR y que formen parte de un marco multilateral. 

· El retiro debe coordinarse con el Gobierno haitiano, acorde a sus necesidades. 

· Debe establecerse una coordinación eficiente con Naciones Unidas y MINUSTAH.

4. Conocimiento. Se estima que los plazos establecidos en el cronograma deben ser de público conocimiento, lo que encierra las siguientes ventajas:

· Constituiría una señal a la comunidad internacional para que materialice los compromisos de ayuda hacia Haití que aún no se concretan y que siguen siendo necesarios.

· Constituiría una señal para Naciones Unidas en cuanto a imprimir dinamismo a los objetivos de la Misión y efectuar una real coordinación de sus agencias en terreno.

· Constituiría una señal para los países contribuyentes de tropas, en el sentido de establecer la necesidad de coordinar esfuerzos.

· Sería una señal para el gobierno haitiano en cuanto a la necesidad de que incremente sus esfuerzos por lograr los objetivos planteados en los planes de reconstrucción. Esto resulta especialmente relevante a partir de la renuncia del Primer Ministro Gary Conille el 24 de febrero pasado, lo que puede anticipar un nuevo periodo de incertidumbre política e inacción gubernamental.





Con el fin de promover esta idea, se ha logrado consensuar con los países ABC y Paraguay, que detenta la Secretaría Pro Témpore de CDS, que se efectúe una reunión de Cancilleres y Ministros de Defensa de los países sudamericanos contribuyentes de tropas a MINUSTAH, a fin de tratar el tema de la reducción de contingentes de la región y un impulso a una nueva etapa focalizada en labores de desarrollo institucional. En razón de estos objetivos, se invitará al Presidente del BID y al Jefe de la MINUSTAH, Mariano Fernández, para que expongan sobre la situación actual de Haití.





Se estima que a partir de esta convocatoria se podrán establecer las orientaciones generales para instruir a los respectivos Estados Mayores Conjuntos el diseño del cronograma de retiro desde una perspectiva técnico-militar.





En el marco de consultas bilaterales, se ha comunicado a Brasil y Argentina que la voluntad de Chile coordinadamente junto con ellos, ni antes ni después. Ambos países han expresado su acuerdo con la iniciativa, y Brasil en particular ha manifestado compartir la visión de que 2017 constituye un horizonte de término razonable para el proceso.





4.2. Beneficios y costos para la Política Exterior de Chile




La participación de Chile en MINUSTAH ha significado un compromiso de solidaridad internacional concreta que ha contribuido a posicionar a nuestro país en el hemisferio, mejorando nuestras capacidades de influir en materias regionales y globales, y revitalizando la capacidad de acción conjunta con otros países relevantes de nuestra región. El intercambio de opiniones entre autoridades de los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa de los países latinoamericanos ha constituido un espacio privilegiado de diálogo político. Por esta vía se ha desarrollado un amplio consenso sobre la importancia de mantener la presencia latinoamericana en Haití.





Haití se ha transformado en una instancia para consolidar distintos grados de cooperación bilateral en el escenario regional, tal como ocurre entre Chile y Ecuador a través de la Compañía de Ingenieros de Construcción Horizontal. Del mismo modo, se han generado oportunidades para estrechar vínculos con otros países, creándose espacios de acercamiento y cooperación. Actualmente la misma Compañía de Ingenieros de Construcción Horizontal  trabaja conjuntamente con ingenieros militares coreanos en la repavimentación de la circunvalación de Puerto Príncipe y en el mejoramiento del sistema de canal en Cité Soleil, complementándose en materia de seguridad con efectivos de Brasil.





A la vez, la participación de Chile en la MINUSTAH ha potenciado el diálogo que Chile mantiene con países desarrollados como Francia, Canadá y Estados Unidos a nivel bilateral y multilateral, obteniendo nuestro país el reconocimiento internacional por su aporte a la Misión. Chile participa activamente en la mayoría de los  diferentes foros multilaterales con Haití y MINUSTAH a saber, Grupo de Amigos, Grupo Consultivo Ad-Hoc del ECOSOC para Haití, Grupo de Amigos en la OEA y el Mecanismo de Consultas 2x9.





El reconocimiento internacional de la capacidad de las tropas nacionales y la consistencia demostrada en el ámbito de la política exterior en materia de operaciones de paz, ha significado que Chile sea invitado para  participar en las Operaciones  de Gestión de Crisis de la Unión Europea, así como a formar parte de la iniciativa Global Peace Operations Initiative (GPOI), propuesta por los EE.UU.





La participación de Chile en la MINUSTAH también ha significado que nuestro país adquiera influencia en las decisiones que se adoptan respecto de Haití. De hecho, forma parte del Grupo de Amigos de Haití que negocia el primer borrador de la resolución que renueva el mandato de la MINUSTAH y del Grupo Ad-Hoc del ECOSOC, que guía el rol de ese organismo y sus dependientes en el aspecto de desarrollo de ese país.





MINUSTAH es la respuesta de la comunidad internacional ante un eventual desastre humanitario de alcances impredecibles para la región latinoamericana. Si bien hay muchos aspectos que deben ser reformulados a la luz de la evidencia reciente, un retiro unilateral y abrupto de tropas puede ser visto por la comunidad internacional –especial por la comunidad sudamericana- como una declinación del interés de Chile por los asuntos regionales y los esfuerzos de cooperación en materias de seguridad.





Asimismo, debe ponderarse que las condiciones de seguridad que sustentan la implementación de los programas sociales y de fortalecimiento de la acción del Estado se sustentan en la acción permanente y eficaz del componente militar de MINUSTAH. Esto ha sido refrendado explícitamente por el Secretario General de Naciones Unidas en su informe sobre Haití del 29 de febrero de 2012 bajo el supuesto de que el esfuerzo de reconstrucción continúa requiriendo del apoyo de MINUSTAH.





Por las razones expuestas, un eventual retiro unilateral de la MINUSTAH en el tiempo inmediato podría perjudicar la posición internacional de nuestro país. Por lo mismo, parece más viable articular consensos regionales para planificar una estrategia de salida coordinada y gradual, que contemple eventuales variaciones de las condiciones de seguridad en el terreno, el cual debiera estar acompañado de gestiones diplomáticas y políticas que impulsen la cooperación en áreas de desarrollo institucional y socio-económico.





4.3. Beneficios para las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad





Desde la perspectiva de la Defensa y de la capacidad profesional de las fuerzas armadas, la MINUSTAH ha representado un escenario eficaz para capacitar a los militares y policías chilenos, en un escenario de conflicto real y bajo condiciones aplicables a fenómeno de las amenazas asimétricas.





En este contexto, los efectivos nacionales reciben entrenamiento bajo estándar ONU, asimilable al estándar OTAN. Asimismo, su nivel de alistamiento es reforzado mediante el desempeño permanente en operaciones bajo condiciones reales y sus capacidades de interoperabilidad con otras fuerzas armadas se ha reforzado, mediante la interacción permanente en un ambiente multinacional.





Asimismo, las lecciones aprendidas por Chile en la MINUSTAH, entre otras operaciones de paz, ha significado una experiencia altamente valiosa para mejorar cualitativamente la reglamentación interna, logística del material empleado, y doctrina de las Fuerzas Armadas y de Orden de nuestro país.





Respecto de capacidades específicas, la unidad de ingenieros realiza una operación permanente en tareas propias de su función, situación no factible en Chile. De modo similar, el servicio en Haití le significa a las unidades de helicópteros un incremento significativo de horas de vuelo de los pilotos, de 8 horas mensuales promedio en Chile, a 30 horas promedio mensuales en Haití.





El efecto objetivo de esta realidad es un mejoramiento de los estándares de entrenamiento y alistamiento de las FF.AA. chilenas. Como ejemplo, puede mencionarse que un porcentaje importante de las fuerzas desplegadas tras el terremoto ocurrido en Chile en febrero de 2010, debieron su entrenamiento al servicio en Haití. Similarmente, personal de la PDI efectuó tareas de reconocimiento científico de víctimas chilenas en terremoto de Haití y personal de la PDI y Carabineros desplegó canes expertos en búsqueda. Ambas experiencias fueron replicadas en Chile tras el terremoto y tsunami del 27 de febrero de 2010.





III. PLAZO POR EL QUE SE HACE LA SOLICITUD





En virtud del mandato de Naciones Unidas precedentemente expuesto en detalle, anexos incluidos y en consideración a los fundamentos de la presente solicitud que hacen indispensable continuar con nuestra contribución nacional en Haití, la solicitud al Honorable Senado de la República de prórroga de la autorización de permanencia de nuestras tropas y medios en dicho país se hace por el plazo de 12 meses a partir del 01 junio del 2012 y hasta el 01 de junio del 2013.





IV. EXPOSICIÓN DE LAS NORMAS DE EMPLEO DE LA FUERZA EN EL MARCO DEL MANDATO





El empleo de la fuerza se rige por la Política Nacional para la Participación del Estado de Chile en Operaciones de Paz (Anexo “B”), promulgada mediante Decreto Supremo (G) Nº 68 del 14 de octubre de 1999.





Esta Política, entre otras cosas, establece las tareas concretas que pueden comprender las Operaciones de Paz, sus limitaciones, los tipos de operaciones de imposición de la paz comprendidas, como asimismo los criterios político-estratégicos, operativos, gubernativos y administrativos considerados en la determinación de concurrir.





V. DESCRIPCIÓN DE LAS TROPAS DESPLEGADAS





A. En lo Militar





A la fecha, nuestro país mantiene desplegado un total de 513 efectivos militares (Anexo “C”), cuya permanencia fue autorizada por el Honorable Senado con fecha 17 de mayo de 2011, por el período de un año a contar del 1º de junio de 2011.





La fuerza militar chilena está compuesta por un Batallón de Infantería, integrado por personal del Ejército (Infantería Mecanizada) y de la Armada (Infantería de Marina), desplegados en la zona norte y noreste del país, en la ciudad de Cap. Haitien y Port de Paix; una Compañía de Ingenieros de Construcción Horizontal Combinada Chile – Ecuador, con base en la ciudad de Puerto Príncipe, y un Grupo de Helicópteros asentado igualmente en la capital de Haití.





El mando del Batallón Chile es alternado entre un Oficial Jefe de Ejército y uno de la Armada del Cuerpo de Infantería de Marina; el mando de la Compañía de Ingenieros recae en un Oficial Jefe Ingeniero del Ejército de Chile y su Segundo Comandante es del Ejército de Ecuador y el mando de la Unidad de Helicópteros recae en un Oficial Jefe de la Fuerza Aérea. El Oficial más antiguo de los tres Comandantes, se desempeña además como Jefe del Contingente Militar Nacional.





Del mismo modo, 3 Oficiales chilenos mantienen puestos claves de asesoría en el Cuartel General de MINUSTAH, en las áreas de Planes y Decisiones Estratégicas, Logística y Operaciones Marítimas.




El personal, antes de su despliegue, es sometido a un entrenamiento especial en cada Institución y sigue un procedimiento estricto de profilaxis, ya que Haití es considerado una zona de alto riesgo epidemiológico. Asimismo, reciben un entrenamiento específico en el Centro Conjunto para Operaciones de Paz de Chile (CECOPAC), relativo al contexto de las operaciones de paz en las Naciones Unidas y de la misión en particular.





1. Batallón Chile





Unidad de infantería compuesta por 179 efectivos del Ejército y 173 efectivos de Infantería de Marina, que integran una compañía de infantería de Ejército y una compañía de Infantería de Marina, con sus respectivos mandos y apoyo logístico, además de vehículos blindados tipo Mowag y vehículos de apoyo, incluidos los 03 integrantes de la Plana Mayor Especial (abogado, periodista y sacerdote), lo que completa la fuerza del Batallón Chile en 355 personas.





Sus actividades operativas están destinadas al cumplimiento de la labor de mantener un entorno seguro y estable en apoyo de las autoridades locales y del resto de las organizaciones de la misión desplegadas en el departamento norte de Haití.





Tanto el Batallón Chile, como el resto de las unidades militares que integran la misión, se encuentra cumpliendo desde hace un año labores de seguridad y control del borde costero e instalaciones portuarias, en el marco de las políticas de reforzamiento de fronteras que tiende a evitar situaciones de tráfico ilícito.





Adicionalmente, desde hace dos años esta unidad asumió una nueva área de responsabilidad en el sector Nor-Oeste de la isla. Esta tarea se traduce en el despliegue de un pelotón de dicho Batallón, el cual cumple las mismas funciones del Mandato, operando con base en la ciudad de Port de Paix.





Durante el año 2011 el Batallón Chile colaboró directamente en las siguientes actividades:





- Actividades operativas realizadas durante el despliegue del Batallón Chile:

· Patrullajes pedestres y motorizados de corto alcance.

· Patrullajes de largo alcance.

· Reconocimientos aéreos.

· Inserciones y extracciones aéreas.

· Check Point.

· Escolta de Convoy.

· Seguridad a unidades de Ingenieros.





- Apoyo a MINUSTAH con un Pelotón de Infantería Mecanizada, para desplegar a Puerto Príncipe (Cité Soleil), para operación HOPE.





- Actividades efectuadas con el personal haitiano que trabaja en el Batallón Chile, con el fin de estar alineados con lo establecido jurídicamente en cuanto a sueldos, jornadas de trabajo y permisos o vacaciones.





- 1er. Curso de capacitación laboral para jóvenes de Cap. Haitien, con clases de Cocina y Repostería – Electricidad Doméstica y Mecánica de Vehículos Livianos.





- Celebración del día internacional del niño en Pilate.





- Se realizó Corrida de Cap. Haitien denominada “Sedientos por la Paz”.





- 2do. Curso de capacitación laboral para jóvenes de Cap. Haitien, Limonade y Milot, con clases de Cocina y Repostería – Electricidad Doméstica y Primeros Auxilios.





- Trabajos de reparación, reconstrucción e implementación en el “Puente Nuevo” de Cap. Haitien.





- Celebración de la Navidad, para los niños de Cap. Haitien y personal del Batallón Chile.





- Actividades en Orfanato Le Fundation Du Bon Samaritain.





- Patrullajes en el área de responsabilidad.





Las actividades de capacitación cumplen la función de entregar nuevas herramientas a la ciudadanía para que pueda enfrentar un futuro laboral, lo que contribuye directamente a mejorar la imagen de MINUSTAH y generar un mejor entorno de seguridad para el trabajo de la Misión.





2. Compañía de Ingenieros Combinada Chileno-Ecuatoriana





Unidad combinada (binacional) compuesta por 87 efectivos del Cuerpo Ingenieros del Ejército de Chile, 66 miembros del cuerpo de Ingenieros del Ejército del Ecuador. Cuenta con equipo pesado de ingeniería horizontal, compartido entre ambos países, y vehículos de apoyo asentados en la base internacional denominada Campo “Charlie”, en la capital de Haití. Su trabajo se orienta tanto al apoyo de los medios y unidades militares de la MINUSTAH, como a la comunidad haitiana, constituyéndose su labor en un complemento vital para la misión.





Esta unidad ha cumplido permanentemente trabajos de ingeniería horizontal programados por MINUSTAH, tanto en Puerto Príncipe como en otros sectores de Haití, como Hinche, Miragoane, Mirebalais, Gonaives, Port de Paix. Estos trabajos han consistido en la construcción y reparación de caminos; limpieza de áreas y escombros; excavación y limpieza de drenajes; construcción de muros de contención de aguas lluvias; transporte de materiales de construcción para ONG; mejoramiento de las Bases de Naciones Unidas; entrega de agua purificada a escuelas, orfanatos, cuarteles de Naciones Unidas, salas cunas, casas navales y militares de otros países; y apoyo con personal de la unidad a MINUSTAH para trabajos de construcción vertical como parte de las labores de apoyo preventivo a la comunidad en una zona particularmente vulnerable a los efectos de huracanes.





La construcción de caminos es uno de los trabajos que genera el mayor impacto en la conectividad del país y significa no sólo mejores condiciones de seguridad, sino también entornos más apropiados para el desarrollo económico.





3. Grupo de Helicópteros





Unidad compuesta por 54 efectivos de la Fuerza Aérea de Chile, con 4 helicópteros UH-1H, y sus elementos de apoyo.





En conformidad con las orientaciones y planificación operativa de la MINUSTAH, la unidad cumple labores de reconocimiento y de apoyo a las unidades terrestres en el desempeño de sus tareas, tanto nacionales como de otros países. Asimismo, desarrolla operativos de rescate y evacuación aeromédica, tanto diurnas como nocturnas; traslado de pacientes provenientes de otras regiones hasta la capital Puerto Príncipe, utilizando equipos médicos nacionales; traslado de autoridades civiles y militares; actividades CIMIC; y efectuó vuelos de reconocimiento con Flir y Kevlar en apoyo a la Unidad de Aviación de MINUSTAH en la operación HOPE.





Más allá de las actividades propias del servicio, el Grupo de Helicópteros ha continuado apadrinando al Orfanato Buen Samaritano a través de visitas permanentes que incluyen la mantención de inmuebles, entrega de vestuario, distribución de leche y confites, además de diversas actividades recreativas para los menores.





4. Acciones humanitarias del contingente nacional





Sin perjuicio de sus misiones específicas, cada una de las unidades chilenas desplegadas en Haití se ha comprometido con acciones de carácter humanitario en sus respectivas áreas de responsabilidad, en forma gradual pero sostenida. Estas iniciativas han consistido principalmente en actividades dirigidas a los niños, en orfanatos y colegios, como también de servicio público, y han sido bien evaluadas por la MINUSTAH y por las autoridades haitianas. En términos generales, este tipo de actividades se han constituido en una forma de obtener la cooperación y confianza de la población local, contribuyendo a generar las condiciones para un entorno seguro y estable.





5. Cuartel General MINUSTAH




Los 3 oficiales de las FF.AA. que integran el Cuartel General de MINUSTAH continúan con sus actividades en forma normal, ocupando puestos de relevancia para la misión. Los cargos ocupados son los de Planes y Estrategia, Jefe de Logística y Jefe de Operaciones Marítimas.




6. Plana Mayor Especial.




Integrado por tres oficiales de las FF.AA. (1 abogado, 1 capellán y 1 periodista), que prestan sus servicios a los distintos contingentes nacionales,  sean estos militares y/o policiales, en el ámbito espiritual, asesoramiento de tipo jurídico para el empleo de la fuerza y orientación de tipo comunicacional en la relación civil militar.




7. Aspectos Logísticos





Conforme al contrato que se mantiene con Naciones Unidas, Chile es el responsable de la operación, mantenimiento, reposición de todo su equipamiento mayor y de sus helicópteros que se encuentran en el área de misión, como también del sostenimiento de su personal desplegado, tanto en lo referido a la habitabilidad, preparación y entrega de la alimentación, sanidad en un primer nivel, comunicaciones, materiales de oficina, generación de electricidad, producción de agua potable y bienestar. Las Naciones Unidas entrega el combustible con que operan los medios desplegados y los insumos para la alimentación.





Esta función de apoyo se administra desde Chile y es apoyada por las Instituciones y por el Estado Mayor Conjunto, mediante el envío por medios marítimos y aéreos de los elementos que permiten dar satisfacción a los requerimientos de repuestos e insumos, como también coordinando con los proveedores la entrega de los elementos en el área de misión y efectuando adquisiciones o contratando servicios directamente en Haití o en República Dominicana.





El Proyecto de Habitabilidad, fue realizado en todas las unidades chilenas desplegadas en Haití, con la implementación de nuevos módulos de dormitorios, cocinas, baños, oficinas, cobertizos y gimnasios con equipamiento completo, con el cual se mejoró la calidad de vida del personal de cada unidad.





En atención a que el equipo desplegado en la misión ha cumplido 8 años de uso intenso, ha sido necesario elaborar un riguroso programa de mantenimiento y reparación de aquellos elementos con disponibilidad de vida útil y de reposición de los que ya no la tienen.





B. En lo Policial





A la fecha, nuestro país contribuye con un total de 14 efectivos policiales (10 carabineros y 04 detectives), todos ellos desplegados de manera individual bajo la modalidad de expertos en misión. Los efectivos policiales chilenos integran el componente policial de Naciones Unidas (UNPOL) y están destinados en distintas unidades, conforme a las capacidades y experticias de cada uno, cumpliendo las siguientes misiones, entre otras: Jefe de Políticas y Coordinación de programas de apoyo a la Policía Nacional Haitiana (PNH); Jefe de la oficina de asuntos económicos y financieros; Jefe de Abastecimiento Logístico de la UNPOL; Jefe de Transporte y Movilización de la UNPOL; consejeros técnicos, asesores y monitores para el entrenamiento en las distintas unidades de la Policía Nacional Haitiana (PNH) en Puerto Príncipe, Cabo Haitiano, Jacmel y Arcahaie y, principalmente, para la implementación del plan de reestructuración de la PNH, que incluye los mecanismos de selección, de depuración y entrenamiento.





VI. ORGANIZACIÓN DEL MANDO DEL CONTINGENTE NACIONAL, SU EQUIPAMIENTO Y MATERIAL DE APOYO





A. Organización del mando del contingente nacional





El Mando operacional (OPCOM)
 del contingente Nacional desplegado en Haití (Anexo “D”) lo ejerce el Jefe del Estado Mayor Conjunto, en su calidad de Autoridad Militar Nacional y el Control Operacional (OPCON)
 es responsabilidad del Force Commander para las tropas militares y del UN Police Commissioner para las policías.





El JEMCO para estas funciones es asesorado por la Dirección de Operaciones Internacionales. En el Anexo “C” se expone un organigrama de esta organización.





B. Equipamiento y material de apoyo





Las fuerzas Chilenas desplegadas en Haití cuentan con el equipamiento y material de apoyo necesario para el cumplimiento de sus funciones. Debido a su gran cantidad y atendiendo a que pertenece a las distintas Instituciones de la Defensa Nacional, lo que significa un gran volumen de documentos, en el anexo “E” sólo se da a conocer el equipamiento y material de apoyo mayor con que cuentan las distintas unidades, quedando a disposición de la Comisión los inventarios del material menor del Estado Mayor Conjunto (Dirección de Operaciones Internacionales).





VII. ESTIMACIÓN GLOBAL DEL COSTO FINANCIERO DE LA PARTICIPACIÓN NACIONAL EN LA OPERACIÓN, INCLUIDAS LAS DONACIONES EN DINERO O ESPECIES A SER REALIZADAS EN LA MISIÓN DE PAZ, Y LAS FUENTES DE SU FINANCIAMIENTO





A partir del año 2011, y en cumplimiento a la Ley N° 20.297 Art. 2°, el financiamiento de la participación militar nacional en la misión en Haití se efectúa con fondos presupuestarios (Ley de presupuesto), incluyéndose el sostenimiento logístico y las remuneraciones del personal.





Año 2011: los fondos presupuestarios asignados fueron entregados a través de dos fuentes:





a. Con transferencias corrientes de las Instituciones de las FF.AA. al Fondo de Operaciones de Paz, correspondiente a los sueldos en moneda nacional (asignación por Ley de Presupuesto), los cuales fueron convertidos en moneda extranjera (dólar).





b. Con reembolsos de Naciones Unidas por participación de personal y medios desplegados en la MINUSTAH.




Año 2012: El Ministerio de Hacienda entregó recursos que cubren el funcionamiento del primer semestre y estos son enterados exclusivamente con recursos de la Ley de Presupuesto (Ley N° 20.297 Art. 2°).





El gasto mensual promedio en remuneraciones de todo el personal militar del año 2011 desplegado asciende a US$ 2.351.593.





La distribución de recursos para el funcionamiento del primer semestre del año 2012, es el siguiente:

	INSTITUCIÓN
	PESOS
	DÓLAR

	Ejército de Chile
	1.002.635.999
	386.929,00

	Armada de Chile
	276.088.174
	748.631,00

	Fuerza Aérea de Chile
	174.371.478
	1.913.736,00

	Estado Mayor Conjunto
	665.552.349
	16.456.704,00

	TOTAL
	2.118.648.000
	19.506.000,00






Respecto del segundo semestre, se encuentran considerados en el presupuesto por programa del año 2012, pero no han sido entregados al Estado Mayor Conjunto y a las Fuerzas Armadas. Lo anterior se concretará por parte del Ministerio de Hacienda en cuando se otorgue la presente autorización de prolongación de participación nacional en MINUSTAH.





En razón de lo anterior y por la naturaleza del empleo de la fuerza, es imprescindible que se otorgue a la brevedad posible la autorización de permanencia del Contingente Nacional en MINUSTAH por parte del Congreso, para asegurar los recursos para el alistamiento y el sostenimiento de los contingentes que prontamente serán desplegados.





En el contexto de lo indicado precedentemente, los reembolsos de Naciones Unidas en los últimos siete años, ascienden a las siguientes cifras:

	PERÍODO
	DÓLAR

	AÑO 2005
	20.988.818

	AÑO 2006
	19.631.469

	AÑO 2007
	16.462.894

	AÑO 2008
	25.690.540

	AÑO 2009
	10.151.716

	AÑO 2010
	23.916.530

	AÑO 2011
	20.932.691

	TOTAL GENERAL
	   137.774.658






En el anexo “F”, se encuentra detallada la situación financiera de la misión de Chile en Haití, considerando ingresos y egresos en moneda extranjera (dólar), al 31 de marzo del año 2012.

ANEXO “A”

RESOLUCIONES DEL CONSEJO DE SEGURIDAD DE LA O.N.U.
Resolución 2012 (2011)

Aprobada por el Consejo de Seguridad en su 6631ª sesión,

celebrada el 14 de octubre de 2011

El Consejo de Seguridad,





Reafirmando sus anteriores resoluciones sobre Haití, en particular sus resoluciones 1944 (2010), 1927 (2010), 1908 (2010), 1892 (2009), 1840 (2008), 1780 (2007), 1743 (2007), 1702 (2006), 1658 (2006), 1608 (2005), 1576 (2004) y 1542 (2004),





Reafirmando su firme compromiso con la soberanía, la independencia, la integridad territorial y la unidad de Haití,





Reconociendo que Haití ha hecho considerables avances desde el trágico terremoto del 12 de enero de 2010 y en particular, que por primera vez en su historia Haití ha experimentado un traspaso pacífico del poder de un Presidente elegido democráticamente a otro de la oposición,





Reconociendo también, como lo ha hecho el Gobierno de Haití, que la situación general de seguridad, aunque frágil, ha mejorado desde la aprobación de sus resoluciones 1908, 1927 y 1944 (2010), lo que ha permitido una reducción gradual de la capacidad militar y de policía de la MINUSTAH como primer paso para dar fin al refuerzo de carácter temporal de su capacidad, con arreglo a lo decidido por el Consejo de Seguridad después del terremoto, prosiguiendo al mismo tiempo la tarea de adaptar a los efectivos de la Misión sin socavar la seguridad y estabilidad de Haití y reconociendo la importancia de que las decisiones que se adopten con respecto al futuro de la MINUSTAH se basen en las condiciones reinantes y en la situación de seguridad,





Acogiendo con beneplácito el nombramiento de un Primer Ministro y de un Presidente de la Corte Suprema, e instando a todos los actores políticos pertinentes de Haití, en particular los poderes ejecutivo y legislativo, a que participen en un diálogo efectivo con miras a alcanzar un acuerdo político que consolide un programa concreto de progreso en esferas clave, tales como la seguridad, el presupuesto, las prioridades de recuperación y desarrollo, las elecciones y la reforma electoral de Haití, así como la participación de las mujeres en el proceso electoral y la conclusión de la reforma constitucional,





Reconociendo que Haití sigue enfrentando importantes problemas humanitarios, tales como la existencia de más de 600.000 desplazados internos que aún dependen de la asistencia para su supervivencia básica, la actual epidemia de cólera y su extrema vulnerabilidad a los desastres naturales,





Poniendo de relieve que para lograr una estabilidad duradera es fundamental avanzar en la recuperación y reconstrucción de Haití, así como en su desarrollo social y económico, en particular mediante una asistencia internacional para el desarrollo eficaz y un aumento de la capacidad institucional de Haití para beneficiarse de esa asistencia y reiterando la necesidad de que la seguridad vaya acompañada del desarrollo económico y social,





Destacando el papel primordial del Gobierno de Haití en el proceso de recuperación y reconstrucción del país después del terremoto, incluidas las actividades de reducción de riesgos y de preparación y subrayando la necesidad de que haya una mayor coordinación y esfuerzos complementarios entre todas las entidades de las Naciones Unidas y otros interesados pertinentes para ayudar al Gobierno en ese sentido, así como en el apoyo general al desarrollo económico y social de Haití,





Reconociendo la labor desarrollada hasta la fecha por la Comisión Provisional para la Recuperación de Haití, a la que las Naciones Unidas siguen proporcionando asesoramiento político y apoyo técnico coherentes y por el Fondo para la Reconstrucción de Haití, que desempeñan un papel fundamental en las actividades de reconstrucción a mediano y largo plazo en Haití,





Elogiando la amplia gama de actividades de recuperación desarrolladas por el sistema de las Naciones Unidas en Haití, especialmente los programas de construcción de viviendas y remoción de escombros con apoyo de las Naciones Unidas y la eficaz utilización de las unidades de ingeniería militar de la MINUSTAH para encarar necesidades de carácter urgente inmediatamente después del terremoto de enero de 2010 y poniendo de relieve la importancia de aumentar la participación de las autoridades haitianas y de entidades internacionales y civiles en esas tareas, 





Exhortando a los donantes a que cumplan sin demora las promesas de contribuciones realizadas en la Conferencia Internacional de Donantes que se celebró el 31 de marzo de 2010 bajo el lema “Hacia un nuevo futuro en Haití”, con miras a seguir produciendo resultados tangibles y visibles de reconstrucción y subrayando la responsabilidad nacional de proporcionar orientación y prioridades claras,





Poniendo de relieve el papel de las organizaciones regionales en el actual proceso de estabilización y reconstrucción de Haití y exhortando a la MINUSTAH a que siga colaborando estrechamente con las organizaciones regionales y subregionales, las instituciones financieras internacionales y otros interesados, en particular la Organización de los Estados Americanos (OEA) y la Comunidad del Caribe (CARICOM),





Reconociendo que los desafíos que enfrenta Haití están interconectados, reafirmando que los progresos sostenibles en materia de seguridad, estado de derecho y reforma institucional, reconciliación nacional y desarrollo se refuerzan entre sí y acogiendo con beneplácito los esfuerzos que siguen desplegando el Gobierno de Haití y la comunidad internacional para encarar esos desafíos,





Expresando su preocupación por que las pandillas criminales sigan representando una amenaza a la estabilidad de Haití,





Reconociendo que la situación de la seguridad en general ha mejorado, pero expresando además su preocupación por que las tendencias observadas después del terremoto revelen aumentos en todas las principales categorías de delincuencia, incluidos asesinatos, violaciones y secuestros en Puerto Príncipe y en el Departamento Occidental,





Reconociendo que la violencia sexual y basada en el género sigue siendo motivo de grave preocupación, especialmente en los distritos marginados de Puerto Príncipe, los campamentos de desplazados internos y las zonas alejadas del país,





Celebrando los esfuerzos hechos por la Policía Nacional de Haití por aumentar las patrullas policiales e intensificar su presencia y su interacción directa con la población, lo cual puede haber contribuido a un aumento de las denuncias de delitos,





Reconociendo que el fortalecimiento de las instituciones nacionales de derechos humanos y el respeto de los derechos humanos, las debidas garantías procesales y la lucha contra la delincuencia y la violencia sexual y basada en el género, así como las medidas para poner fin a la impunidad, son esenciales para garantizar el estado de derecho y la seguridad en Haití,





Reconociendo el papel crucial de la MINUSTAH para asegurar la estabilidad y la seguridad en Haití y reconociendo también los papeles complementarios que han cumplido hasta la fecha la MINUSTAH y el equipo de las Naciones Unidas en el país para ayudar a Haití en las labores de recuperación, reafirmando la autoridad del Representante Especial del Secretario General en la coordinación y ejecución de todas las actividades de los organismos, fondos y programas de las Naciones Unidas en Haití y destacando la importancia de que el Representante Especial del Secretario General siga proporcionando coordinación entre la MINUSTAH y el equipo de las Naciones Unidas en relación con los aspectos de sus respectivos mandatos que guardan relación entre sí, con especial hincapié en el fortalecimiento de la capacidad institucional de Haití, en particular en las tareas de reconstrucción y desarrollo,





Encomiando a la MINUSTAH por la asistencia que sigue prestando al Gobierno de Haití para asegurar un entorno seguro y estable, expresando gratitud al personal de la MINUSTAH y a sus países y rindiendo homenaje a quienes han resultado heridos o muertos en acto de servicio,





Celebrando el compromiso del Gobierno de Haití de fortalecer el estado de derecho y exhortándolo a que, en coordinación con la comunidad internacional, siga avanzando en la reforma del sector de seguridad, con inclusión en particular de la elaboración y ejecución del próximo plan quinquenal de desarrollo de la Policía Nacional de Haití, que se iniciará después de diciembre de 2011, subrayando la necesidad de que el Gobierno de Haití, con la asistencia de la comunidad internacional, si así lo solicita, tome medidas para que la Policía Nacional de Haití satisfaga los criterios de referencia de la reforma que figuran en el plan y alentando al Gobierno a que, con el apoyo de la MINUSTAH, informe periódicamente al pueblo de Haití de los progresos alcanzados en el logro de ese objetivo,





Subrayando la importancia de que la Policía Nacional de Haití cuente con fondos suficientes y alentando al Gobierno de Haití a que aproveche el apoyo que proporciona la comunidad internacional para asegurar que el pueblo haitiano cuente con la debida seguridad,





Subrayando la necesidad de seguir fortaleciendo los sistemas judicial y penitenciario de Haití, a fin de proporcionar un sector de seguridad más integrado y cohesivo para el país, acogiendo con agrado las mejoras logradas en el sistema judicial para lograr una capacidad humana y material suficiente, y reconociendo que las preocupaciones conexas en materia de derechos humanos que todavía existen respecto del sistema penitenciario, tales como las detenciones prolongadas antes del juicio, el hacinamiento en las cárceles y el acceso a servicios de salud, plantean desafíos importantes en relación con una reforma administrativa sostenible,





Acogiendo con beneplácito los esfuerzos del ex-Presidente de los Estados Unidos de América, William J. Clinton, en su calidad de Enviado Especial de las Naciones Unidas para Haití, por mejorar la respuesta de las Naciones Unidas al terremoto, tanto en las operaciones humanitarias y de desarrollo como en el seguimiento de las promesas de ayuda y el desembolso de fondos, los contactos con la Comisión Provisional para la Reconstrucción de Haití y las instituciones financieras internacionales, la labor para asegurar la coherencia de las operaciones de las Naciones Unidas en Haití, y tomando nota de la importancia de que se presenten informes periódicos sobre esas actividades,





Destacando la importancia de que exista una estrecha coordinación entre la Oficina del Enviado Especial de las Naciones Unidas para Haití y las demás entidades de las Naciones Unidas y los Estados Miembros y destacando la necesidad de coordinación entre todos los actores internacionales sobre el terreno,





Subrayando la necesidad de ejecutar proyectos de gran densidad de mano de obra, eficacia y visibilidad que ayuden a crear empleos y prestar servicios sociales básicos,





Acogiendo con beneplácito el informe del Secretario General S/2011/540, de 25 de agosto de 2011,





Habiendo determinado que la situación imperante en Haití sigue constituyendo una amenaza para la paz y la seguridad internacionales en la región, pese a los progresos alcanzados hasta la fecha,





Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, de conformidad con lo dispuesto en la sección I del párrafo 7 de la parte dispositiva de la resolución 1542 (2004),





1. Decide prorrogar el mando de la MINUSTAH, que figura en sus resoluciones 1542 (2004), 1608 (2005), 1702 (2006), 1743 (2007), 1780 (2007) 1840 (2008), 1892 (2009), 1908 (2010), 1927 (2010) y 1944 (2010), hasta el 15 de octubre de 2012, con la intención de renovarlo posteriormente;





2. Decide que la dotación general de la Misión sea de hasta 7.340 efectivos, entre oficiales y tropa, con un componente de policía de hasta 3.241 integrantes, en consonancia con lo indicado en el párrafo 50 del informe del Secretario General;





3. Afirma que los futuros ajustes en la configuración de la dotación de la MINUSTAH deberán estar basados en la situación general de seguridad sobre el terreno, teniendo en cuenta el impacto de la realidad política y social en la estabilidad y seguridad de Haití, el desarrollo cada vez mayor de la capacidad estatal de Haití, incluido el fortalecimiento de la Policía Nacional de Haití que se está llevando a cabo y el ejercicio en aumento de la responsabilidad estatal de Haití en el mantenimiento de la seguridad y la estabilidad del país;





4. Reconoce la potestad y la responsabilidad primordial del Gobierno y del pueblo de Haití en todo lo que respecta a la estabilización del país, acoge con beneplácito las medidas adoptadas por la MINUSTAH para suministrar al Gobierno de Haití, dentro de los medios disponibles, los conocimientos logísticos y técnicos que solicite, a fin de que pueda continuar las operaciones encaminadas a fomentar la capacidad de las instituciones del estado de derecho en los planos nacional y local y acelerar la aplicación de la estrategia de reasentamiento del Gobierno para los desplazados, en el entendimiento de que tales medidas son temporales y se eliminarán a medida que aumente la capacidad de Haití y exhorta a la Misión a que realice con prontitud las actividades recomendadas por el Secretario General en ese sentido;





5. Acoge con beneplácito los esfuerzos del Gobierno de Haití por crear una capacidad institucional en materia de seguridad y estado de derecho en todos los niveles, incluso mediante actividades de descentralización y hace un llamamiento a la MINUSTAH y a otros actores pertinentes para que, en consonancia con su mandato, continúen proporcionando apoyo para fortalecer las instituciones estatales autosuficientes del sector de la seguridad, en particular fuera de Puerto Príncipe, con miras a aumentar aún más la capacidad del Gobierno de Haití de extender la autoridad del Estado a todo Haití, lograr una mayor presencia del Estado en todo el país y promover la buena gobernanza en el plano local;





6. Reconoce que, tras la celebración de elecciones presidenciales y legislativas, será crucial contar con un entorno político e institucional estable en bien de la estabilidad y el avance de las actividades de recuperación y reconstrucción, reafirma su llamamiento a la MINUSTAH para que preste apoyo al proceso político que se desarrolla en Haití, incluso mediante los buenos oficios del Representante Especial del Secretario General, y alienta a la MINUSTAH a que mantenga su apoyo a las próximas elecciones parciales, tanto legislativas como locales y a que, en cooperación con otras entidades internacionales interesadas, entre ellas la OEA y la CARICOM, coordine la asistencia electoral internacional a Haití;





7. Acoge con beneplácito las iniciativas que ha emprendido la MINUSTAH para aumentar su coordinación con la Policía Nacional de Haití y fortalecer la capacidad de esta a fin de que asuma total responsabilidad de las necesidades de seguridad de Haití, incluidas las actividades de gestión y seguridad de fronteras a fin de evaluar las amenazas y prevenir las actividades ilícitas, y exhorta a los asociados internacionales y regionales de Haití a que intensifiquen su asistencia al Gobierno de Haití en ese sentido, según se solicite;





8. Alienta a las autoridades haitianas a que aprovechen plenamente ese apoyo, especialmente en el desarrollo de la capacidad de la Policía Nacional de Haití, la modernización de la legislación clave y en la ejecución del plan de reforma de la justicia, a que tomen las medidas necesarias, incluso efectuando nombramientos, que permitan a las instituciones judiciales superiores funcionar adecuadamente y a que resuelvan el problema de la prisión preventiva prolongada y el hacinamiento de las cárceles, prestando especial atención a las mujeres y los niños;





9. Hace un llamamiento al Gobierno de Haití, para que, con el apoyo de la MINUSTAH, asigne prioridad a la elaboración y puesta en práctica del próximo Plan Quinquenal de Desarrollo de la Policía Nacional de Haití, que comenzará a aplicarse en diciembre de 2011, cuando expire el actual plan de reforma y solicita a la MINUSTAH que, con el apoyo adicional que proceda y sin rebasar los recursos existentes de intérpretes de contratación local, siga apoyando la selección, la orientación y la capacitación del personal de policía y penitenciario y el fortalecimiento de la capacidad institucional y operacional de los servicios penitenciarios y a la vez, continúe proporcionando orientación técnica a los proyectos financiados por donantes, según se solicite, para rehabilitar y construir instalaciones policiales y correccionales;





10. Acoge con beneplácito la reanudación de las actividades de capacitación y promoción de los nuevos agentes de la Policía Nacional de Haití, hace hincapié en la necesidad de la rendición de cuentas y de un proceso estricto de selección y subraya la importancia vital de que se mantenga y aumente el apoyo de la comunidad internacional a la creación de capacidad en la Policía Nacional de Haití, en particular mejorando la orientación y la capacitación de unidades especializadas;





11. Alienta también a la MINUSTAH a que, en colaboración con los actores internacionales pertinentes, preste ayuda al gobierno para reducir el riesgo de un resurgimiento de la violencia de pandillas, la delincuencia organizada, el tráfico de drogas y la trata de niños;





12. Hace un llamamiento a todos los donantes y a las organizaciones internacionales y no gubernamentales para que coordinen sus esfuerzos y colaboren estrechamente con la Comisión Provisional de Recuperación de Haití o la institución que la suceda, a fin de fortalecer la capacidad del gobierno para llevar adelante el Plan de Acción para la Recuperación y el Desarrollo de Haití;





13. Pide al equipo de las Naciones Unidas en el país y exhorta a todos los actores pertinentes en este sentido, que complementen las operaciones de seguridad y desarrollo iniciadas por el Gobierno de Haití con el apoyo de la MINUSTAH con actividades dirigidas a mejorar efectivamente las condiciones de vida de la población afectada, en particular las mujeres y los niños;





14. Solicita a la MINUSTAH que siga ejecutando proyectos de efecto rápido que contribuyan a aumentar la confianza de la población de Haití de la Misión;





15. Alienta a la MINUSTAH a que siga prestando asistencia al Gobierno de Haití para proporcionar una protección adecuada a la población civil, prestando particular atención a las necesidades de los desplazados internos y otros grupos vulnerables, especialmente las mujeres y los niños, por medios como los servicios conjuntos de policía de proximidad en los campamentos y el fortalecimiento de los mecanismos para combatir la violencia sexual y la violencia por motivos de género, recuerda la resolución 1894 (2009) del Consejo de Seguridad y solicita al Secretario General que, en estrecha consulta con el Gobierno de Haití y con los países que aportan contingentes y fuerzas de policía y con otros agentes pertinentes, elabore un plan general de protección de la población civil;





16. Condena enérgicamente las graves violaciones perpetradas contra los niños afectados por la violencia armada, así como los casos generalizados de violación y otros abusos sexuales cometidos contra mujeres y niñas y exhorta al Gobierno de Haití a que, con el apoyo de la MINUSTAH y el equipo de las Naciones Unidas en el país, siga promoviendo y protegiendo los derechos de las mujeres y los niños, como se establece en las resoluciones 1325 (2000), 1612(2005), 1820 (2008), 1882 (2009), 1888 (2009) y 1889 (2009);





17. Solicita al Secretario General que siga adoptando las medidas necesarias para asegurar que todo el personal de la MINUSTAH cumpla plenamente la política de las Naciones Unidas de tolerancia cero frente a la explotación y los abusos sexuales y que lo mantenga informado, e insta a los países que aportan contingentes y fuerzas de policía a asegurarse de que se investiguen y castiguen debidamente los actos de ese tipo en que esté involucrado su personal;





18. Reafirma el mandato de la MINUSTAH en materia de derechos humanos y reconoce que el respeto de los derechos humanos es fundamental para la estabilidad de Haití, en particular la atención a la responsabilidad de las personas por violaciones graves ocurridas durante gobiernos anteriores, insta al Gobierno a que garantice el respeto y la protección de los derechos humanos por la Policía Nacional de Haití y el poder judicial, y hace un llamamiento a la MINUSTAH para que proporcione supervisión y apoyo a este respecto;





19. Acoge con beneplácito la importante labor realizada por la MINUSTAH para satisfacer las necesidades urgentes de Haití y alienta a la Misión a que, dentro de los límites de su mandato, siga aprovechando plenamente los medios y capacidades existentes, incluidos sus ingenieros, con miras a seguir afianzando la estabilidad del país, solicita a la MINUSTAH que prepare una planificación a más largo plazo y solicita también al Secretario General que en su próximo informe incluya una indicación de los planes de la MINUSTAH para alentar un mayor compromiso de Haití con las actividades de reconstrucción en el país;





20. Solicita a la MINUSTAH que mantenga su enfoque ampliado de reducción de la violencia en las comunidades y adapte el programa a las necesidades cambiantes del contexto haitiano tras el terremoto, prestando atención especial a los desplazados y las personas que viven en barrios afectados por la violencia;





21. Solicita a la MINUSTAH que siga apoyando a las autoridades haitianas en sus esfuerzos por controlar el tráfico de armas pequeñas, entre los que figuran proyectos de gran densidad de mano de obra, la creación de un registro de armas, la revisión de las leyes vigentes sobre importación y tenencia de armas, la reforma del sistema de licencias de armas y la elaboración y aplicación de un concepto nacional sobre la policía de proximidad;





22. Recalca la importancia de que los documentos de planificación de los componentes militar y policial de la MINUSTAH, como el concepto de operaciones y las normas de intervención, se actualicen periódicamente, según proceda y se ajusten a lo dispuesto en todas sus resoluciones pertinentes y solicita al Secretario General que informe al respecto al Consejo de Seguridad y a los países que aportan contingentes y fuerzas de policía;





23. Solicita al Secretario General que lo informe sobre el cumplimiento del mandato de la MINUSTAH cada seis meses y a más tardar 45 días antes de su vencimiento;





24. Solicita al Secretario General que incluya en sus informes una evaluación exhaustiva de las amenazas para la seguridad en Haití y dedique una atención especial a la creación de un entorno de protección para todos, en particular las mujeres y los niños y sobre los avances en el reasentamiento sostenible de los desplazados y que proponga, según convenga, opciones para reconfigurar la composición de la MINUSTAH;





25. Decide seguir ocupándose de la cuestión.
ANEXO “B”
POLÍTICA NACIONAL PARA LA PARTICIPACIÓN DEL ESTADO DE CHILE EN
OPERACIONES DE PAZ




Decreto Supremo Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Guerra Nº 68 de 14 de octubre de 1999, publicado en el Diario oficial Nº 36.510 del 10 de noviembre de 1999.





Considerando:




1. Que Chile es parte de la comunidad internacional de naciones y que, en su carácter de Estado libre y soberano, aspira a participar activamente en las instituciones y foros que promueven la paz y el desarrollo de los pueblos;





2. Que Chile integra desde su origen la Organización de las Naciones Unidas, habiendo ratificado la Carta de dicha organización, así como otros tratados y acuerdos en el marco de ese organismo internacional;





3. Que la Carta de las Naciones Unidas establece en sus Capítulos VI; VII y VIII un sistema de seguridad internacional, que define las medidas disponibles para participar en las operaciones de paz, así como las reglas que las gobiernan;





4. Que la Constitución Política de la República de Chile establece que es deber del Estado de Chile resguardar la seguridad nacional;





5. Que, en un sentido integral y moderno, la seguridad de Chile depende de un diverso conjunto de factores, tanto internos como externos.





6. Que entre estos factores, cabe destacar la estabilidad y la seguridad internacionales. Asimismo, que la globalización de las relaciones deriva en que los conflictos repercuten internacionalmente en forma más amplia e intensa, por lo tanto, adquieren una mayor supremacía los pactos de seguridad y estabilidad internacional.





7. Que, al mismo tiempo, el Estado de Chile basa su política exterior en los principios de respeto a los tratados, observancia del principio de no intervención en asuntos de otros Estados soberanos y promoción de buenas relaciones entre los pueblos y los gobiernos, rechazando toda forma de expansionismo;





8. Que resulta indispensable que el Estado de Chile, dentro de los marcos de la Constitución Política, las leyes y los tratados vigentes, disponga de reglas y criterios que definan claramente la forma en que se produce la participación nacional en las indicadas operaciones, incluidas las operaciones de imposición de la paz.





9. Que solemnizar y dar publicidad a las reglas y criterios que informan la Política Nacional para operaciones de paz, son exigencias que derivan del derecho que asiste a la ciudadanía y especialmente, a las personas e instituciones directamente concernidas en orden a conocer la posición oficial del Estado de Chile sobre esta importante materia; y





10. Que, finalmente, corresponde al Presidente de la República conducir las Relaciones Exteriores del país, extendiéndose su autoridad, además, a todo cuanto tenga por objeto la preservación del orden público en el interior y la seguridad externa de la República.





Visto lo dispuesto en los artículos 24 y 32 número 8 de la Constitución Política de la República,





Resuelvo promulgar la siguiente "POLITICA NACIONAL PARA LA PARTICIPACIÓN DEL ESTADO DE CHILE EN OPERACIONES DE PAZ":





1. El mantenimiento y la promoción de la paz mundial constituyen objetivos permanentes de la política exterior chilena. Tales imperativos, representativos de la vocación pacífica del pueblo chileno y plenamente coherentes con el interés nacional, deben informar siempre de la actuación de los agentes del Estado de Chile.





2. Fiel a los principios enunciados, el Estado de Chile reafirma solemnemente su compromiso de contribuir de manera activa al esfuerzo en pro de la paz y la seguridad internacionales que desarrolla permanentemente la Organización de Naciones Unidas.





3. En concordancia con los principios descritos, el Estado de Chile manifiesta su disposición a participar, por decisión soberana y de acuerdo a los criterios enunciados en este instructivo, en operaciones de paz impulsadas por las Naciones Unidas.





Para los efectos de este instructivo Presidencial, entiéndase por operación de paz todo despliegue internacional de medios civiles o militares y de orden y seguridad pública que, bajo el mando y control de las Naciones Unidas o de un Estado o mando expresamente designado y autorizado por ésta, tiene por objeto directo contribuir a la consolidación de un cese de hostilidades.





Las operaciones de paz pueden comprender, entre otras funciones, las siguientes tareas concretas:





a) Verificación del cese del fuego.





b) Colaboración en la separación de fuerzas.





c) Supervigilancia de las líneas divisorias o de las zonas de exclusión.





d) Escolta, conducción y distribución de ayuda humanitaria.





e) Supervisar la desmovilización de combatientes.





f) Certificar el registro, entrega y/o destrucción de armamento.





g) Colaborar con los programas de desminado.

h) Contribuir al éxito de los programas de retorno y reubicación de refugiados de guerra.





i) Contribuir a la reconstrucción de zonas afectadas por conflictos o desastres naturales.





j) Colaborar y asistir a los procesos electorales que se lleven a efecto bajo la supervisión de la Organización de Naciones Unidas.





Además, y excepcionalmente, las operaciones de paz pueden comprender las siguientes funciones especiales:





- Cooperación en la mantención del orden público en el período siguiente al cese de las hostilidades.





- Colaborar en supervisión del respeto a los derechos humanos. Esta misión puede comprender, además, la tarea de cooperar en la investigación de violaciones cometidas durante las hostilidades.





Las funciones a que se refieren las letras k) y l) no autorizan el empleo de fuerzas chilenas para la búsqueda y/o captura de delincuentes, beligerantes o criminales de guerra.





4. Quedan comprendidas en esta declaración de Política Nacional las operaciones de imposición a la Paz, tales como la interrupción total o parcial de las relaciones económicas y de las comunicaciones ferroviarias, marítimas, aéreas, postales, telegráficas, radioeléctricas, ruptura de relaciones diplomáticas, demostraciones, bloqueos y otras operaciones ejecutadas por Fuerzas Aéreas, Navales o Terrestres a que se refiere la Carta de las Naciones Unidas.





5. La participación nacional en operaciones de paz constituye una decisión soberana del Estado de Chile. Las determinaciones respectivas se adoptan por el Presidente de la República conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de la República y las Leyes pertinentes. La participación de personal de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública en las referidas Operaciones, a su vez, se rige especialmente por lo prescrito en la Ley N° 19.067.





6. La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz, se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios políticos-estratégicos:





6.1 Las operaciones que involucren fuerzas chilenas deben satisfacer el interés nacional.





Este interés se relaciona, entre otros aspectos, con los compromisos que nuestro país ha adquirido con Naciones Unidas; con la preocupación de Chile por los problemas de la paz y sobre todo, con las situaciones de conflicto en zonas geográficas cuya estabilidad afectan a los intereses nacionales.





6.2 Estas operaciones deben obedecer a un mandato del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas.





6.3 En todo caso, no se formarán ni se pondrán contingentes a disposición de Naciones Unidas o de un Estado en particular, para que éste determine autónomamente su despliegue.





6.4 El mandato de las Naciones Unidas debe definir claramente los alcances de las operaciones y su duración.





6.5 Las partes involucradas en el conflicto, deben haber solicitado la intervención de Fuerzas de Paz, salvo el caso de operaciones de imposición de la paz, en donde no se requiere dicha solicitud.





6.6 Deberán ponderarse siempre los costos que las operaciones de paz involucran respecto de los beneficios que el país obtiene, de manera que exista una conveniente relación entre ambos aspectos.





6.7 Cada solicitud de Naciones Unidas se evaluará en forma separada, a la luz de todos los criterios señalados en los párrafos precedentes y siguientes.





7. La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios operativos:





7.1 Se deberá establecer con claridad el tipo de operación en que se participará, el país y la zona de el en que se desarrollará, el tipo y cantidad de medios a comprometer, las limitaciones relacionadas con la actuación de personal chileno y la duración considerada.





En concreto, toda participación nacional en operaciones de paz supone definir oficial y formalmente el ámbito de actuación de las fuerzas chilenas. Con tal objeto, y tratándose de fuerzas armadas y/o de orden y seguridad pública, la autorización correspondiente para la salida de las tropas debería indicar, con referencia a la enumeración de tareas contenida en el punto 3 de este instructivo, el ámbito preciso de la autorización.





7.2 Las operaciones deben contribuir al perfeccionamiento de las instituciones participantes. Esto debe manifestarse en la obtención de experiencias, entrenamiento de personal, adquisición y reposición de material y equipo.





7.3 Los medios participantes deben estructurarse utilizando como referencia, el listado de contribuciones de medios incorporados al sistema de fuerzas de reserva de Naciones Unidas y mantenerse, permanentemente, operativos.





Para lograr lo anterior, el Estado de Chile deberá contar con establecimientos dedicados a la instrucción y preparación de personal destinado a participar en Operaciones de Paz.





7.4 En estas operaciones sólo se comisionará personal profesional, civil o militar, preferentemente voluntario, no pudiéndose completar los cuadros con personal de la conscripción obligatoria.





8. La determinación de concurrir a participar en operaciones de paz se adopta considerándose, entre otros, los siguientes criterios gubernativos y administrativos:





8.1 La responsabilidad sobre la evaluación de cada petición y la proposición posterior a S.E. el Presidente de la República, será de los Ministerios de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, en conjunto.





8.2 La responsabilidad de la coordinación de todos los aspectos referidos a una operación de paz, será del Ministerio de Defensa; la organización de la fuerza que participe, de la institución que proporciona los medios; y el control, de Naciones Unidas.





8.3 Para proporcionar la asesoría especializada se constituirá, en forma permanente, un Grupo de Análisis en el Ministerio de Defensa Nacional (Estado Mayor de la Defensa Nacional), el cual estudiará cada caso a la luz de esta política y de las orientaciones que emitan los Ministerios de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional. Este grupo estará autorizado para tomar contacto con instituciones de la Defensa, gubernamentales y otras que sean necesarias, a fin de contar con los antecedentes que permitan una mejor resolución en esta materia.





8.4 Sobre la base de los requerimientos que formule el Ministerio de Relaciones Exteriores, la Ley de Presupuesto contendrá anualmente una provisión para enfrentar los costos que demanden la preparación y la participación de fuerzas o personal chileno en operaciones de paz, cuya distribución será efectuada por el Ministerio de Defensa.





8.5 La decisión final sobre el envío de fuerzas chilenas a una operación de paz la adoptará S.E. el Presidente de la República, tomando en consideración el informe conjunto que presenten los Ministros de Defensa y de Relaciones Exteriores





9. Será responsabilidad del Ministerio de Defensa desarrollar las capacidades para la preparación y entrenamiento de las fuerzas que se emplearán en operaciones de paz, en materias inherentes a éstas.





10. Nada de lo señalado en este documento puede entenderse como una renuncia o limitación del derecho que asiste al Estado de Chile para concurrir al cumplimiento de obligaciones que pudieren dimanar de otros acuerdos internacionales de carácter bilateral o regional. 

ANEXO “C”

DESPLIEGUE DE LAS FUERZAS


1.- Mapa de despliegue, actualizado a abril de 2012.
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2.- Fuerzas chilenas en comparación con otras naciones contribuyentes en la MINUSTAH.
PARTE DE FUERZA DE LA MINUSTAH
	Nº
	PAISES
	CONTINGENTE
	STAFF (MILITAR)
	POLICÍAS
	TOTAL POR PAÍS

	1
	ARGENTINA
	711
	10
	20
	741

	2
	BANGLADESH
	0
	0
	5
	5

	3
	BENIN
	0
	0
	34
	34

	4
	BOLIVIA
	205
	3
	0
	208

	5
	BRASIL
	2163
	21
	3
	2187

	6
	BURKINA FASO
	0
	0
	62
	62

	7
	BURUNDI
	0
	0
	23
	23

	8
	CAMERÚN
	0
	0
	35
	35

	9
	CANADÁ
	0
	5
	131
	131

	10
	CHAD
	0
	0
	21
	21

	11
	CHILE
	496
	3
	14
	513

	12
	CHINA
	0
	0
	17
	17

	13
	COLOMBIA
	0
	0
	35
	35

	14
	COSTA DE MARFIL
	0
	0
	109
	109

	15
	CROACIA
	0
	0
	4
	4

	16
	ECUADOR
	66
	1
	0
	67

	17
	EGIPTO
	0
	0
	24
	24

	18
	EL SALVADOR
	0
	0
	22
	22

	19
	ESPAÑA
	0
	0
	24
	24

	20
	ESTADOS UNIDOS
	0
	9
	85
	94

	21
	FILIPINAS
	155
	2
	46
	203

	22
	FRANCIA
	0
	2
	34
	36

	23
	GRENADA
	0
	0
	2
	2

	24
	GUATEMALA
	133
	5
	0
	138

	25
	GUINEA
	0
	0
	33
	33

	26
	GUINEA-BISSAU
	0
	0
	0
	0

	27
	INDIA
	0
	0
	0
	0

	28
	INDONESIA
	167
	1
	2
	170

	29
	JAMAICA
	0
	0
	1
	1

	30
	JAPÓN
	223
	2
	0
	225

	31
	JORDANIA
	242
	10
	46
	298

	32
	KIRGUISTAN
	0
	0
	2
	2

	33
	KOREA
	238
	2
	0
	240

	34
	LITUANIA
	0
	0
	2
	2

	35
	MADAGASCAR
	0
	0
	23
	23

	36
	MALI
	0
	0
	55
	55

	37
	NEPAL
	356
	15
	34
	405

	38
	NIGER
	0
	0
	91
	91

	39
	NIGERIA
	0
	0
	11
	11

	40
	NORUEGA
	0
	0
	5
	5

	41
	PAKISTAN
	0
	0
	18
	18

	42
	PARAGUAY
	161
	1
	0
	162

	43
	PERU
	366
	6
	0
	372

	44
	REP.CENTRO AFRICANA
	0
	0
	13
	13

	45
	RUANDA
	0
	0
	30
	30

	46
	RUMANIA
	0
	0
	11
	11

	47
	RUSIA
	0
	0
	3
	3

	48
	SENEGAL
	0
	0
	22
	22

	49
	SERBIA
	0
	0
	5
	5

	50
	SRI LANKA
	948
	11
	26
	985

	51
	SUECIA
	0
	0
	2
	2

	52
	TAILANDIA
	0
	0
	10
	10

	53
	TOGO
	0
	0
	1
	1

	54
	TURQUÍA
	0
	0
	32
	32

	55
	URUGUAY
	942
	16
	7
	965

	56
	YEMEN
	0
	0
	29
	29

	57
	SIERRA LEONA
	0
	0
	4
	4

	TOTALES
	7575
	125
	1268
	8968




3.-
Esfuerzo Nacional para Haití
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ANEXO “D”
ORGANIGRAMA DEL MANDO Y CONTROL
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ANEXO “E”
	
	

	NOMENCLATURA
	CARGO

	EJERCITO
	 

	VEHICULOS
	 

	CARRO V.T.P. 6 x 6
	16

	AMBULANCIA 6 x 6
	1

	GRUAS HORQUILLA
	2

	CAMION MB 1017 (TALLER)
	1

	CAMIONETA MAZDA
	1

	CAMIONETA MITSUBISHI
	1

	 
	 

	ARMADA
	 

	VEHICULOS
	 

	JEEP KIA KM-420
	8

	CAMIONETA KIA KM-450
	8

	CAMION KIA KM -250
	8

	AMBULANCIA KIA KM-451 
	2

	COMP. INGENIEROS
	 

	VEHICULOS
	 

	CAMIONETAS KATANA  MITSUBICHI  M. L200  4X4  2005
	8

	CAMIONETAS TOYOTA 4X4
	5

	AMBULANCIA MJILITAR  CAMPAÑA M/B M.609 D
	3

	CAMION TRANSPORTE PERSONAL M. BENZ 1017, 1981
	6

	CAMION  ALJIBE  M. BENZ 1017, 1981,  5000  LTS
	2

	CAMION ESTANQUE COMB.  M.BENZ   LA 1114,  1974, 5000 LTS
	2

	CAMION LUBRICADOR  M. BENZ  LA 1114,  1974 
	1

	CAMION ESTANQUE HINOM.KY 420 12.000 LT
	1

	CAMION  TALLER  MERCEDZ BENZ LA- 1114 1974 
	1

	CAMION  GRUA   A.M. GENERAL  811-A-1  5 TON  1982
	2

	CAMION IMPRIMADOR ASFALTICO MACK M. GU 813
	1

	CAMION TRACTOR MACK
	3

	SEMI REMOLQUE CAMA BAJA 
	3

	REMOLQUES
	13

	MONTACARGAS
	6

	MAQUINARIA
	 

	BULLDOZER 
	2

	CARGADOR. FRONTAL 
	4

	MINICARGADOR BOBCAT
	3

	MINI CARGADOR CATERPILLAR 262 C
	1

	EXCAVADORA CAT. 320C, MATR. 22621
	1

	MOTONIVELADORA CAT. 
	3

	ROD.COMP. D/T. DYNAPAC CC-222, MATR. 22616
	1

	ROD.VIBRADOR  I.RAND SD-100 D, MATR. 22611
	1

	ROD.NEUMATICO DYNAPAC CP-221, MATR. 22615
	1

	ROD. VIBRADOR CAT. MOD. CS533E, AÑO 2008
	1

	RETROCARGADOR CATERPILLAR 420E 
	1

	HORMIGONERA TIPO VOLTEO350 LT.
	1

	SELECCIONADORA DE ARIDOS 
	3

	CINTA TRANSPORTADORA  MOD TC 20”
	4

	PAVIMENT. ASFALTO DYNAPAC F8W, MATR. 22614
	1

	PAVIMENT. ASFALTO CATERPILLAR AP 600 D
	1

	DISTRIB. DE ASFALTO MU-10-TRL, MATR. 22559
	1

	GRAVILLADORA DA-3660, SIN MATRICULA
	1

	BARREDORA VM-2440, SIN MATRICULA
	2

	CHANCADORA DE MANDIBULA RM-9026, S/M.
	3

	GRÚA SHUTTLE LIFT M. 5540 F 15 TON.
	1

	GRÚA TEREX  LORAIN  CD - 225  25 TON.
	1

	CORTADOR PAVIMENTO  ÖRNAC F  CON MOTOR HONDA GX 240 8 HP
	1

	CORTADOR DE ASFALTO STOW CON MOTOR HONDA GX 390 13 HP
	1

	PLACA VIBRADORA UNIDIRECC. WACKER, VP2050I
	2

	VIBROAPISONADOR DIESEL ADS 70, AMMANN
	2

	VIBRADOR  DE INMERSIÓN ELECTRICO, WACKER
	1

	COMPRESOR PORTATIL ATLAS COPCO XA - 125
	1

	PERFORADORA MANUAL ATLAS COPCO RH 658 L
	2

	 
	 

	CARGO ECUADOR
	 

	TRACTOR BULLDOZER CAT. D6H
	3

	EXCAVADORA CATERPILLAR 325 L
	1

	RODILLO LISO CATERPILLAR
	2

	RODILLO TANDEM CATERPILLAR
	1

	CAMION TOLVA G.M. KODIAK
	5

	CAMION TOLVA MACK
	5

	CAMION LUBRICADOR G.M. KODIAK
	1

	CAMION REO TALLER
	1

	CAMION REO TANQUE AGUA
	1

	CAMION REO TANQUE COMBUSTIBLE
	1

	CAMION  REO TRANSPORTE PERSONAL
	2

	CAMION TANQUERO COMBUSTIBLE
	1

	TANQUERO 
	1

	COMPRESOR ATLAS COPCO
	1

	CONCRETERA
	2

	GENERADOR PERKINS
	3

	MOTOSOLDADORA MILLER
	1

	PURIFICADOR DE AGUA
	2


	ESCUADRILLA DE HELICOPTEROS
	 

	HELICOPTEROS UH-1H
	4

	CAMIONETA MAZDA
	2

	CAMIONETA CHEVROLET
	1

	CAMION M/B UNIMOG
	1

	VAN HYUNDAI 
	1

	AMBULANCIA M/B (TRASP. BAVE)
	1

	CAMION ESTANQUE (TRASP. BAVE)
	1

	GRUA GROVE 15 TON
	1


ANEXO “F”
SITUACIÓN FINANCIERA
[image: image3.emf]FONDOS CONSUDENA 110.046.337

SUELDO MONEDA NACIONAL 66.581.700

INSTITUCIÓN  2004/05 2006 2007 2008 2009 2010 2011 TOTAL

EJÉRCITO 6.706.932 4.799.653 4.644.452 4.600.000 5.467.999 6.341.947 6.757.877 39.318.860

ARMADA 2.535.323 2.073.837 2.187.939 2.100.000 2.444.224 2.920.126 3.080.423 17.341.872

FACH. 1.144.694 447.031 1.492.377 1.300.000 1.159.270 1.238.723 1.309.891 8.091.986

CARABINEROS 528.302 233.742 171.914 0 0 0 0 933.958

INVESTIGACIONES 37.736 65.920 40.542 91.777 64.997 287.612 306.440 895.024

TOTAL 10.952.987 7.620.183 8.537.224 8.091.777 9.136.49010.788.408 11.454.631 66.581.700

APORTE MINISTERIO DE HACIENDA 8.216.000

(año 2004 lo rebajó de exedentes en personal de las FF.AA.)

APORTE MINISTERIO HACIENDA AÑO 2011 LEY DE PRESUPUESTO 4.159.893

DECRETO MINISTERIO DE HACIENDA N° 840  21/JUN/2011 12.943.315

APORTE MINISTERIO HACIENDA AÑO 2012 LEY DE PRESUPUESTO (dólar) 19.506.000

APORTE MINISTERIO HACIENDA AÑO 2012 LEY DE PRESUPUESTO (pesos) 4.237.296

REBAJA REEMBOLSOS ONU SEGÚN D.S. 840 M.HACIENDA -11.000.000

REEMBOLSOS ONU 152.614.624

2005 29.820.676

2006 20.593.661

2007 17.735.603

2008 29.463.747

2009 10.151.716

2010 23.916.530

2011 20.932.691

TOTAL INGRESOS 367.305.165

INGRESOS (USD)




	Costos Nacionales



	INGRESOS (USD)
	EGRESOS (USD)

	REEMBOLSOS ONU                         152.614.624
	DIFERENCIA DE SUELDO                           115.794.204

LEY N° 13.196                                             110.046.337

GASTO OPERACIONAL                                   8.414.391

GASTO OPERACIONAL D.S. 840                 12.943.315

(Ministerio de Hacienda)



	TOTAL                                                152.614.624
	TOTAL                                                          247.198.247

	DIFERENCIA EN OCHO AÑOS

(APORTE NACIONAL 2004 – 2011)


	                                                                      -94.583.623

	DIFERENCIA ANUAL (APORTE NACIONAL)


	                                                                       -11.822.953


DISCUSIÓN





Al inicio de la discusión, el Ministro de Defensa Nacional, señor Andrés Allamand, manifestó que su Cartera de Estado y la Cancillería están de acuerdo en que Chile mantenga su compromiso con Haití, pero sin que ello signifique eternizar nuestra presencia en dicho país. En este sentido, destacó que el esfuerzo que se realiza debe ser coordinado en tres ámbitos, a saber: con el gobierno de Haití; con las Naciones Unidas, y con los países que conforman UNASUR.





Señaló que nuestro país planteó un cronograma, con un horizonte de salida contemplado para el 2017, por cuanto en dicho momento se cumplirían diez años de ininterrumpida democracia, con dos cambios de mando presidenciales consecutivos. Añadió que dicho tema deberá ser tratado en la próxima sesión especial del Consejo de Defensa Sudamericano, a realizarse en Asunción, Paraguay, el próximo 5 de junio.





Agregó que algunos países son de opinión de no poner fecha de salida a la misión en Haití. Sin embargo, indicó que la mayoría está de acuerdo en poner un horizonte gradual de salida para el año 2017.





El Honorable Senador señor Kuschel consultó cuál es la situación en Haití en el último año. Agregó que votará a favor de la prórroga, pero resaltó que es muy importante la coordinación con las organizaciones internacionales y los países vecinos. También preguntó qué diferencias existen entre las actividades que se hicieron antes y las que se harían ahora.





A su vez, el Honorable Senador Coloma expresó su satisfacción con el informe presentado por el Ministerio de Defensa, el cual calificó de muy completo.





Agregó que tiene la sensación que ha desmejorado la situación en Haití. Recordó que primero se evitó un conflicto armado, luego se trató de fortalecer las instituciones, y, finalmente, se pretende resguardar la seguridad. Sin embargo, explicó que la institucionalidad no ha experimentado avances en materia jurídica, política ni constitucional, por tanto, sugirió que el tema debe ser planteado a los demás países con algún condicionamiento o con un plazo.





Por su parte, el Honorable Senador Prokurica indicó que se debe aprobar esta prórroga, sin perjuicio de recoger el planteamiento de la Comisión de reorientar la presencia de las tropas en Haití. Además, planteó que no se puede desconocer que dicho país, además de los problemas que tiene, sufrió un devastador terremoto que complicó aún más su situación, lo que hace más atendible la cooperación de la cual es objeto.





Manifestó que la presencia de tropas chilenas en Haití también beneficia a Chile, ya que somos un país exportador por excelencia, y no podemos beneficiarnos de la globalización solo en las cosas buenas. Agregó que la experiencia que ganan las Fuerzas Armadas, en esta interrelación con tropas de otros países, es sumamente positiva.





Seguidamente, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, precisó que la realidad de Haití es muy compleja y que, después del terremoto, se hizo aún más inestable. Consultó qué se ha hecho en relación al fortalecimiento de las policías y la desmovilización del ejército irregular que se ha formado.





Finalmente, recordó que se solicitó fortalecer el comando de ingeniería, en atención al gran éxito que ha tenido su misión, y que se realizaron gestiones para que los niños de los jardines infantiles tuvieran más comida diaria.





El Honorable Senador señor Pérez señaló que la gran mayoría de las preguntas deben ser contestadas más por la Cancillería que por el Ministerio de Defensa, pues las tropas chilenas han cumplido muy bien la misión que se les encomendó. Sin embargo, indicó que se necesita un análisis más político de lo que sucede en Haití.





A continuación, el Honorable Senador señor Pizarro expresó que usualmente, cuando se habla de Haití, se mencionan  las diversas resoluciones de índole política que emanan de las Naciones Unidas. Sin embargo, recordó que también existe la necesidad de fortalecer el apoyo económico y social a dicho país.





Precisó que importantes naciones anunciaron el envío de cuantiosas sumas de dinero. Al respecto, consultó qué pasa con dichos compromisos. También preguntó a cuánto asciende el reembolso que aporta las Naciones Unidas a nuestra misión.





Por último, manifestó que existen muchos proyectos chilenos de cooperación civil exitosos en Haití, por ejemplo, los agrícolas. Por dicha razón, solicitó conocer las evaluaciones de esos programas.





A continuación, el Ministro de Defensa Nacional, señor Allamand, contestó las diversas preguntas planteadas por los Honorables señores Senadores.





En primer término, refirió que Chile debe beneficiarse de su presencia en Haití tanto en lo político como en lo militar, pues la función disuasiva de las tropas chilenas ha sido ejemplar, ya que Haití está hoy más seguro que cuando comenzó la misión.





Respecto del desarrollo de Haití, indicó que la gran diferencia la marca el trabajo desarrollado por el Banco Interamericano del Desarrollo (BID), institución que ha destinado un fondo de US$ 2.200 millones para ayuda.





Aclaró que el resto de los fondos comprometidos originalmente no han fluido con la fuerza necesaria, pues existen países más preocupados por la mantención de la seguridad.





En materia de Policía, señaló que la situación de Haití es muy compleja, a raíz de la diversidad de países que forman los contingentes de seguridad, los cuales tienen visiones muy distintas, hecho que dificulta la preparación.





En cuanto al referido ejército irregular, explicó que hay que estar atento a dicha situación, debido a que la comunidad internacional estimó que Haití no debería tener ejército profesional, por cuanto podría surgir una falta de coordinación con la policía. Por último, destacó que es necesario colaborar en la formación del sector público y político de Haití.





A su vez, el Subsecretario (s) de Relaciones Exteriores, señor Alfonso Silva, expresó que la cooperación chilena, más allá de la MINUSTAH, se fortaleció en el año 2004. Añadió que existe una cooperación policial realizada por Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones.





Manifestó que también hay cooperación en materia de educación, seguridad alimentaria, fomento agrícola, y jardines infantiles. Destacó que, en materia de recursos humanos, existen 43 becarios estudiando en Chile, y que hay cooperación triangular con países como Noruega.





En el ámbito de las presiones políticas internas, indicó que al momento de desmovilizarse el ejército se negoció con ellos el pago de pensiones, las cuales no se han efectuado, razón por la cual los afectados se han movilizado.





Agregó que, en el ámbito político, la importancia de las tropas chilenas se manifiesta en que la Comunidad del Caribe (CARICOM) nos ha ayudado en diversas peticiones nuestras. Destacó que la asistencia a Haití nos otorga prestigio, influencia y capacidad de ejercer política exterior con respaldo.





Finalmente, señaló que Haití no ha logrado un horizonte de estabilidad, por lo que un abandono prematuro constituye una solución peor. Por lo tanto, expresó que Chile debe seguir haciendo esfuerzos, junto a la comunidad internacional, para entregar estabilidad y desarrollo a dicho país.





El Honorable Senador Coloma fundó su voto. Expresó que vota a favor de la prórroga con la confianza en lo sostenido por el Ministro de Defensa, respecto a lo que se conversará en la próxima reunión de junio. Agregó que le inquieta la argumentación de que no hay alternativa respecto a la función de las tropas chilenas de paz en Haití. Por último, enfatizó que Chile debe ejercer un liderazgo en estas materias.





Sometida a votación la solicitud de S.E. el señor Presidente de la República, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas.





Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Coloma, Kuschel, Letelier, Muñoz, Pérez (don Víctor), Pizarro, Prokurica, Tuma y Walker (don Patricio).

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 15 de mayo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Pedro Muñoz Aburto, Víctor Pérez Varela, Jorge Pizarro Soto, Baldo Prokurica Prokurica, Eugenio Tuma Zedán y Patricio Walker Prieto.





Sala de las Comisiones unidas, a 15 de mayo de 2012.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL PROTOCOLO BILATERAL ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA DE NICARAGUA AL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE CHILE Y CENTROAMÉRICA Y SUS ANEXOS

(8037-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 21 de julio de 2011, con urgencia calificada de “simple”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 11 de abril de 2012, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales (DIRECON) del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director (s), señor Rodrigo Contreras, y el Jefe del Departamento América Latina, señor Pablo Urrutia.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981 del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica, promulgado por decreto supremo Nº 14, de 18 de enero de 2002, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 14 de febrero de 2002.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que el 14 de febrero del año 2002, fue publicado en el Diario Oficial, previa aprobación del Congreso Nacional, el Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica adoptado entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, documento suscrito en ciudad de Guatemala, el 18 de octubre del año 1999.





Agrega el Ejecutivo que el artículo 21.03 (2) de dicho Tratado, estableció un mecanismo de entrada en vigencia progresiva del mismo, con el objeto de recoger la voluntad de los países signatarios, en orden a instituir, por una parte, un ámbito normativo común para todos los países y, por otra, un conjunto de disposiciones que deberían ser negociadas y tratadas en forma bilateral entre Chile y cada uno de los países signatarios de Centroamérica.





Así, conforme al mencionado artículo, el Tratado entrará en vigor, separadamente, entre Chile y cada país de Centroamérica, una vez verificadas las condiciones fijadas en el mismo. Estas condiciones son: suscribir un Protocolo que refleje la culminación de la negociación bilateral, en materias principalmente de acceso a mercados de mercancías y un capítulo de comercio de servicios; y, haber realizado el intercambio de los instrumentos de ratificación que certifiquen que han concluido las formalidades jurídicas necesarias con relación al Tratado y al respectivo Protocolo Bilateral. El trigésimo día contado a partir de la fecha en que se hayan verificado tales presupuestos, el Tratado y su Protocolo Bilateral entrarán en vigor entre nuestro país y el correspondiente país centroamericano.





Recuerda el Mensaje que, desde la fecha de publicación del Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica, se han suscrito y entrado en vigor cuatro Protocolos Bilaterales: el primero, con la República de Costa Rica, que fue aprobado y publicado en conjunto con el Tratado de Libre Comercio; el segundo, con la República de El Salvador, suscrito el 30 de noviembre de 2000 y publicado en el Diario Oficial el 1 de junio de 2002; el tercero, con la República de Honduras, suscrito con fecha 22 de noviembre de 2005 y publicado en el Diario Oficial el 28 de agosto de 2008, y el cuarto, con la República de Guatemala, suscrito el 7 de diciembre de 2007 y publicado en el Diario Oficial el 5 de agosto de 2010.





Indica que, asimismo, el Protocolo Bilateral establece que dentro de un plazo de seis meses a partir de su suscripción, las Partes realizarán consultas sobre la aplicación del Capítulo 16 referido a Contratación Pública y alcanzarán acuerdo sobre la Lista de Entidades de Nicaragua, correspondientes al Anexo 16.01, el cual será parte integrante del Protocolo Bilateral.





Por otra parte, señala que Chile brindará cooperación comercial a Nicaragua, en las áreas que las Partes determinen de común acuerdo.





Como resultado de las negociaciones, Nicaragua concedió un 66% de sus  productos en categoría inmediata, lo que significa que éstos podrán ingresar libres de aranceles desde el primer día de vigencia del Tratado y su Protocolo. En desgravación a 5 años quedó un 19,2% de los productos y en categorías más largas (10 y 15 años), Nicaragua otorgó a Chile el 13,4% de los ítems arancelarios, quedando en excepciones un 1,4%. Cabe mencionar que las desgravaciones son todas anuales e iguales.





Agrega el Ejecutivo que, considerando las exportaciones efectivas a Nicaragua, según cifras del año 2010, el 63,5% de las exportaciones chilenas tendrá acceso libre de aranceles a ese mercado desde la entrada en vigencia, lo que lo hace un instrumento internacional ampliamente favorable para Chile. Entre los productos que obtuvieron un acceso inmediato libre de aranceles destacan los siguientes: leche condensada, quesos, nueces, uvas frescas, manzanas, caramelos, chocolates, pastas de tomate, vinos, cigarrillos, etc.





Por último, expresa el Mensaje que el intercambio comercial con Nicaragua alcanzó los US$ 21 millones el año 2010, con una balanza comercial superavitaria que llegó a los US$ 5 millones.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 14 de noviembre de 2011, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 13 de diciembre de 2011 y aprobó, por la unidad de sus miembros presentes el proyecto en informe. Posteriormente, pasó a la Comisión de Hacienda, que la aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el 14 de marzo de 2012.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 10 de abril de 2012, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 99 votos a favor y una abstención.





4.- Instrumento Internacional.- El Protocolo Bilateral entre las Repúblicas de Chile y Nicaragua se estructura sobre la base de cinco artículos y sus respectivos Anexos, que contienen las materias contempladas en el artículo 21.03 (2) del Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica, y que se refieren a lo siguiente: el programa de desgravación arancelaria, contemplado en el Anexo 3.04 (2); las restricciones a programas de apoyo a las exportaciones, en el Anexo 3.09; los derechos de trámite aduanero, contempladas en el Anexo 3.11 (1); el entendimiento sobre indicaciones geográficas, contenido en el Anexo 3.12; las reglas de origen específicas aplicables sólo entre Chile y Nicaragua, contenidas en la Sección C del Anexo 4.03; y los Anexos I, II y III del Capítulo 11 sobre comercio transfronterizo de servicios.





El Protocolo Bilateral es de cobertura amplia, en el cual prácticamente todos los productos tendrán acceso libre de aranceles a los mercados de las Partes, dentro de un plazo máximo de 15 años en Nicaragua y 10 años en Chile. Se estableció, además, la consolidación de los niveles arancelarios para ambas Partes, así como la posibilidad de acelerar la eliminación en el futuro. En el ámbito no arancelario se adoptó el compromiso de no imponer medidas para-arancelarias que puedan afectar el comercio entre los países signatarios. También se estableció el compromiso de eliminar los subsidios a las exportaciones de productos agrícolas entre los socios y promover su eliminación en el ámbito multilateral.





En cuanto a los productos excluidos de la desgravación arancelaria, Chile listó los siguientes: productos en banda de precio (trigo y harina de trigo), glucosa, fructosa y artículos de prendería, entre otros. En el caso de Nicaragua, su lista de exclusión incluye: carnes rojas, carnes de aves, leche líquida fresca, preparaciones de carnes rojas, preparaciones de carnes de aves y cervezas, entre otros productos.





En cuanto a la desgravación arancelaria que Chile otorgó a Nicaragua, un 97,5% de los productos tendrán acceso inmediato libre de aranceles desde la entrada en vigencia del Tratado, quedando en desgravación a 5 años un 1,79%; en desgravación a 10 años el 0,3% de los productos; en excepciones un 0,4%, y en el tratamiento azúcar el 0,01%. Entre los productos de importación de Chile desde Nicaragua podrán ingresar libre de aranceles desde la entrada en vigencia del Tratado y del Protocolo Bilateral los siguientes productos: frutas tropicales, cigarros, puros, ron, suéteres y poleras de algodón; en 5 años los aceites comestibles, artículos de confitería, chocolates; en 10 años el arroz, los cementos, neumáticos.





El Protocolo Bilateral incorpora el Anexo 3.12, relativo a un Entendimiento sobre Indicaciones Geográficas. Conforme a este Entendimiento, Nicaragua reconocerá la indicación geográfica pisco chileno como bebida espirituosa en el plazo de tres años desde la fecha de entrada en vigor del Tratado y este Protocolo. Adicionalmente, las Partes acordaron establecer mecanismos de cooperación para el desarrollo de indicaciones geográficas en Nicaragua.





El Capítulo 11 del Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica, regula el comercio transfronterizo de servicios, con o sin movimiento del proveedor o consumidor del servicio, incluyendo, de tal manera, a los cuatro modos de prestación. El referido Capítulo establece un marco regulatorio común para los países signatarios para la prestación de servicios transfronterizos, a través de las disciplinas de trato nacional, nación más favorecida y la no obligación de presencia local.





En los Anexos I y II del Protocolo Bilateral, las Partes establecen ciertas excepciones a los principios antes señalados. A este respecto, el Anexo I agrupa todas las medidas existentes en la legislación vigente de cada país, que estén en disconformidad con las obligaciones del Capítulo. En este sentido, todos los sectores se encuentran liberalizados para la prestación de servicios transfronterizos, salvo aquellos expresamente listados en estos Anexos. El Anexo II señala aquellos sectores especialmente sensibles, respecto de los cuales las Partes se reservan el derecho de adoptar nuevas medidas disconformes con las obligaciones del Capítulo, que no necesariamente contengan medidas vigentes. Además, existe un Anexo III, en el que cada Parte indica sus restricciones cuantitativas no discriminatorias, señalando las disposiciones vigentes que limitan el número de prestadores de servicios o las operaciones de los prestadores de servicios en algún sector en particular.





Finalmente, en el ámbito de las inversiones, las Partes acordaron incluir una cláusula de negociación futura que les permita abordar las regulaciones relativas a esta materia en su oportunidad.





5.- Informe de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales.- El siguiente documento elaborado por DIRECON analiza los principales aspectos del Protocolo.





“1. Antecedentes generales





El 22 de febrero de 2011 fue suscrito en Managua, en el marco del Tratado de Libre Comercio (TLC) entre Chile y Centroamérica, el Protocolo Bilateral entre la República de Chile y la República de Nicaragua que permitirá la entrada en vigor del Tratado para las relaciones bilaterales.





El TLC entre Chile y Centroamérica fue el resultado de un acuerdo alcanzado entre los Presidentes de las Repúblicas de Chile, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua, en el marco de la Segunda Cumbre de las Américas, celebrada en Santiago de Chile en abril de 1998, siendo su propósito contribuir a acelerar el proceso de integración del hemisferio.





Cuatro meses más tarde, en Managua, se dio inicio al proceso negociador que culminó el 18 de octubre de 1999 con la suscripción del texto definitivo del TLC entre Chile y Centroamérica y el Protocolo Bilateral al mencionado Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica, adoptado entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Costa Rica. Este Tratado y el Protocolo Bilateral con Costa Rica fueron publicados en Chile, después de su aprobación parlamentaria, en el Diario Oficial el 14 de febrero de 2002.





La arquitectura del TLC considera la conveniencia de establecer reglas de origen comunes, permitir la acumulación de controversias entre distintos países, simplificar la administración del acuerdo y la necesidad de respetar las diferencias propias de cada relación bilateral. En función de ello se acordó establecer un marco normativo común (tratado marco) aplicable a los seis países para, posteriormente, suscribir protocolos bilaterales complementarios que sólo se aplicarían entre Chile y el país centroamericano respectivo.





Con el fin de evitar que los efectos del Tratado quedaran condicionados a la ratificación de los seis países signatarios, se estableció un mecanismo de vigencia progresiva, mediante el cual entraría en vigor gradualmente entre Chile y cada socio Centroamericano, a medida que fueran culminando las negociaciones de los protocolos bilaterales.





El Protocolo Bilateral con Costa Rica entró en vigencia el 14 de febrero de 2002. El Protocolo Bilateral con El Salvador, suscrito el 30 de noviembre de 2000, comenzó a regir el 3 de junio de 2002. El Protocolo Bilateral con Honduras se suscribió el 22 de noviembre de 2005 y entró en vigor el 28 de agosto de 2008. El Protocolo Bilateral con Guatemala entró en vigencia el 7 de agosto de 2010.





En el caso de Nicaragua, las negociaciones que se encontraban suspendidas desde el año 2000, fueron reiniciadas en 2008, culminando éstas en enero de 2010, con el texto del Protocolo Bilateral que fue suscrito el 22 de febrero de 2011. Cabe destacar que, con este Protocolo Bilateral se completa la red de acuerdos comerciales de Chile con América Latina.





2. La Economía de Nicaragua





Nicaragua es un país que ha recuperado un ritmo de crecimiento dinámico entre los países centroamericanos, promediando un 2,9% en los últimos seis años. La economía se sustenta en una base de dotación de recursos naturales, con un incipiente desarrollo industrial. Su posición geográfica, el acuerdo comercial de Centro América con Estados Unidos (CAFTA por su sigla en inglés) y un aumento en la inversión y educación, mejorarán a mediano plazo las perspectivas de su economía.





2.1 Situación macroeconómica





Durante la última década, se ha implementado en Nicaragua un proceso de reforma de las políticas económicas. Las reformas han estado acompañadas por la creación de un mejor ambiente de negocios, lo que permitió aumentar la inversión privada en el país desde un 15% a un 29% del PIB “durante el período 1998-2008”
.





La economía se contrajo en el año 2009 en un 1,5%, en consonancia con la crisis financiera internacional. Derivado del mejoramiento de las condiciones externas en el año 2010, las exportaciones se recuperaron, con un crecimiento de 13,2% en términos reales
. Con ello, la tasa de crecimiento del PIB alcanzó en el año 2010 a un 4,5%, recuperándose de la caída observada en el año anterior.





Los aumentos en el ingreso de las personas, las mayores remesas familiares desde el exterior han permitido que en el año 2010 se incremente el consumo en un 3,2% real.





En relación con la inflación, el alza en los precios internacionales de los hidrocarburos, así como de algunos alimentos, tuvieron como efecto que la inflación se elevara del 1,8% que se observó en el año 2009 a un 9,1% en el año 2010
.  Sin embargo, las perspectivas para el año 2011 son de una reducción muy menor de la tasa de inflación: el FMI estima que esta alcanzaría a un 8,2% a fines del presente año.





La tasa de desempleo en el país ha permanecido relativamente alta, con un 9,5% en el año 2010, habiendo mejorado en relación a la tasa de desempleo del año 2009. De acuerdo a las estimaciones del FMI, el desempleo se reduciría levemente en el año 2011 a un 9,0%. El mercado laboral ha estado creando empleos a una tasa promedio de un 2,0% anual en recientes años, que explican, en parte, el menor desempleo. 





En el Cuadro 1 se muestra un conjunto de información básica de nuestro socio.

CUADRO 1: INFORMACIÓN BÁSICA SOBRE NICARAGUA

Tipo de Gobierno


: República

Población



: 5.816.000

PIB Per Capita (PPP) 2010
: US$ 3.045

Crecimiento PIB Real 2010
: 4,5 %

Inflación 2010


: 9,1%

Exportaciones 2010 

: US$ 3 mil millones

Importaciones 2010 

: US$ 3 mil millones

Fuente: DIRECON sobre la base de datos de FMI, The Economist, Trade Map.





2.2 Integración de Nicaragua en la Economía Mundial





Nicaragua ha dejado en evidencia su integración exportadora y su confianza en el comercio exterior como eje del desarrollo. La economía nicaragüense ha aumentado su participación en la exportación mundial desde un nivel cercano al 0,1%  en el año 2001 a uno cercano al 0,2% en el año 2010, más que duplicando su participación en las mismas, habiendo pasado desde un nivel de 0,5 miles de millones de US$ en el año 2001 a US$ 3,2 mil millones en el año 2010
, como se refleja en el Gráfico 1.

GRÁFICO 1: NICARAGUA: PARTICIPACIÓN EN LAS EXPORTACIONES MUNDIALES 2001-2010
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Fuente: Departamento de Estudios, DIRECON, a base de TradeMap





Nicaragua posee una estructura comercial con exportaciones de recursos naturales los que constituyen una parte significativa de sus exportaciones totales. En efecto, en el año 2010, el 11,6% de sus exportaciones estuvo constituida por café, yerba mate, té y especias; perlas finas, el 7,3% de las mismas; y pescados y carnes y azúcar el 16% de las exportaciones. Las prendas de vestir, en el sector manufacturero constituyen un 33,4% de las exportaciones, las que se han desarrollado más en los años recientes.

CUADRO 2: DATOS COMERCIALES DE NICARAGUA 2006-2010

[image: image5.emf]2006 2007 2008 2009 2010

Crecimiento 

promedio anual 

2006-2010

Exportaciones de bienes (Miles de millones de US$) 1 1 3 1 3 35%

Importaciones de bienes

Monto importado (miles de millones US$) 3 4 5 3 3 4%

Volumen de importaciones (2000=100) 129 147 157,1 145  - 3,9% (*)

Participación en el total mundial 0,02% 0,03% 0,03% 0,02% 0,02%  -

COMERCIO DE NICARAGUA


(*): 2006 - 2009

Fuente: Departamento de Estudios, DIRECON, sobre la base de datos de TradeMap y Banco Mundial.





Nicaragua ha sido capaz de aumentar sus exportaciones, pero no se ha diversificado demasiado en términos de mercados de destino. Estados Unidos era el 29,3% de las exportaciones de Nicaragua en el 2001, mientras que en el 2009 eran el 32,8% de las mismas. En el año 2001, los 10 principales socios concentraban el 74,2% de las exportaciones y en el año 2009 estos mismos socios tenían un 86,2% de las exportaciones. A su vez, un 33,0% se dirige a los principales destinos más cercanos desde el punto de vista geográfico: El Salvador, Costa Rica, Honduras, Guatemala y Panamá.





En relación con las importaciones, nuevamente aparecen como los mercados más relevantes aquellos que se encuentran geográficamente cerca, a excepción de China, destacando Estados Unidos, Venezuela, Costa Rica, China, México, Guatemala, El Salvador y Honduras, que juntos alcanzan un 74,9% de las importaciones totales para el año 2009, según se aprecia en el Cuadro 18.

CUADRO 3: DATOS COMERCIALES DE NICARAGUA, 2009

(Porcentajes %)


[image: image6]
Fuente: Departamento de Estudios, DIRECON, sobre la base de datos de Trademap.





2.3 Nicaragua y los mercados de Centroamérica





Como ya fue mencionado, uno de los aspectos relevantes de la relación entre Chile y Nicaragua está vinculado a su ubicación dentro de Centroamérica y el Caribe. Nicaragua tiene una estrecha relación comercial con sus países vecinos. En efecto, en el año 2009, fue el noveno  proveedor de El Salvador y el 11° de Honduras. El Salvador es su segundo destino de exportación con un 14,3% de las exportaciones, seguido de Honduras (7,2%), Costa Rica (6,2%) y Guatemala (4,4%).





3. Tratado marco.





El TLC de Chile con Centroamérica persigue el pleno establecimiento de una zona de libre comercio entre nuestro país y la región Centroamericana, de conformidad con las disposiciones de la Organización Mundial de Comercio (OMC).





Los objetivos del TLC son:





a. Perfeccionar la zona de libre comercio;





b. Estimular la expansión y diversificación del comercio de mercancías y servicios entre las Partes;





c. Promover condiciones de competencia leal dentro de la zona de libre comercio;





d. Eliminar las barreras al comercio y facilitar la circulación de mercancías y servicios en la zona de libre comercio;





e. Promover, proteger y aumentar sustancialmente las inversiones en cada Parte; y





f. Crear procedimientos eficaces para la aplicación y cumplimiento del Tratado, para su administración conjunta y para la solución de controversias.





Una particularidad del TLC es que su Capítulo sobre Inversiones incorpora los cinco acuerdos para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones, suscritos en forma bilateral durante el año 1996, entre Chile y cada uno de los países centroamericanos.





Para la administración del Tratado se establecen tres instituciones:





a. La Comisión de Libre Comercio: De nivel ministerial, es la encargada, entre otras cosas, de supervisar la aplicación del Acuerdo y resolver las controversias que surjan respecto de la interpretación o aplicación del Tratado, de acuerdo a lo establecido en el Capítulo sobre Solución de Controversias;





b. La Subcomisión de Libre Comercio: Su función consiste en preparar y revisar los informes técnicos que considerará la Comisión, dar seguimiento a las decisiones adoptadas y apoyar los trabajos de la Comisión; y





c. El Secretariado: Integrado por las secciones nacionales de cada país, está encargado de proporcionar asistencia y apoyo a la Comisión, Subcomisión, grupos arbitrales, comités, subcomités y grupos de expertos.





Se crearon además 6 Comités de trabajo: de Comercio de Mercancías; de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias; de Normalización, Metrología y Procedimientos de Autorización; de Inversión y Servicios Transfronterizos; de Contratación Pública y de Transporte Aéreo. Estos Comités están encargados, entre otras cosas, de vigilar la implementación de los Capítulos de su competencia y recomendar a la Comisión propuestas de modificación a sus disposiciones.

CUADRO 4: ESTRUCTURA DEL TLC ENTRE CHILE Y CENTROAMÉRICA

	Estructura
	Capítulos

	PRIMERA PARTE: ASPECTOS GENERALES
	Capítulo 1: Disposiciones iniciales

Capítulo 2: Definiciones generales

	SEGUNDA PARTE: COMERCIO DE MERCANCÍAS
	Capítulo 3: Trato nacional y acceso de   mercancías al mercado

Capítulo 4: Reglas de origen

Capítulo 5: Procedimientos aduaneros

Capítulo 6: Medidas de salvaguardia

Capítulo 7: Prácticas desleales de comercio

	TERCERA PARTE: OBSTÁCULOS TÉCNICOS AL COMERCIO
	Capítulo 8: Medidas sanitarias y fitosanitarias

Capítulo 9: Medidas de normalización, metrología y procedimientos de autorización

	CUARTA PARTE: INVERSIÓN, SERVICIOS Y ASUNTOS RELACIONADOS
	Capítulo 10: Inversión

Capítulo 11: Comercio transfronterizo de servicios

Capítulo 12: Transporte aéreo

Capítulo 13: Telecomunicaciones

Capítulo 14: Entrada temporal de personas de negocios

	QUINTA PARTE: POLÍTICAS DE COMPETENCIA
	Capítulo 15: Políticas de competencia

	SEXTA PARTE: CONTRATACIÓN PÚBLICA
	Capítulo 16: Contratación pública

	SÉPTIMA PARTE: DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS E INSTITUCIONALES
	Capítulo 17: Transparencia

Capítulo 18: Administración del Tratado

Capítulo 19: Solución de controversias

Capítulo 20: Excepciones

Capítulo 21: Disposiciones finales


Fuente: Departamento Sud y Centroamérica, DIRECON





Los protocolos bilaterales entre Chile y cada país centroamericano comprenden materias tales como: programas de desgravación; reglas de origen específicas; comercio transfronterizo de servicios; valoración aduanera, y otras materias que las Partes convengan.





Cabe señalar que, salvo disposición en contrario, las normas del Tratado se deben aplicar bilateralmente entre Chile y cada uno de los países centroamericanos considerados individualmente. Esta disposición tiene como finalidad aclarar que los derechos y obligaciones consagrados en el Tratado tienen aplicación bilateral y no multilateral, y que éste, en ningún caso, será el instrumento que regirá la relación entre los países centroamericanos.





Constituyen una excepción a esta regla general, las disposiciones relativas a la administración del Tratado, donde se establece que los órganos encargados de velar por su implementación y desarrollo están compuestos por representantes de los seis países miembros, sin perjuicio de que puedan sesionar y adoptar decisiones con quórum menor, siempre que las materias abordadas sean de interés estrictamente bilateral.





Otras excepciones están consagradas en las disposiciones sobre las normas de origen que deben cumplir los bienes para acogerse a los beneficios del TLC. En la medida que, cuando existe una regla de origen común, se permite acumular el origen de bienes de distintos países, ocurre algo similar en las normas sobre solución de controversias, donde está regulada la posibilidad de que exista pluralidad de Partes demandadas o Partes reclamantes.





4. Protocolo Bilateral Chile – Nicaragua





El Protocolo Bilateral entre Chile y Nicaragua es consistente con la política de trabajo que nuestro país ha realizado durante los últimos años en materia de comercio internacional. Con su suscripción se materializa la red de acuerdos comerciales con todos los países de la región Centroamericana y, como ya fue dicho, con todos los países de América Latina.





La firma del Protocolo Bilateral con Nicaragua contribuye a ratificar la voluntad política de Chile por profundizar las relaciones con Centroamérica, un espacio geográfico de especial importancia para la política exterior chilena. Expresión de lo anterior es la incorporación de Chile, en junio del 2008, como Observador Regional al Sistema de Integración Centroamericano (SICA), principal organismo de concertación política e integración de esa región.





El Protocolo Bilateral es un instrumento que crea las condiciones para un fortalecimiento y eventual incremento del intercambio comercial de bienes y servicios, sentando además las bases para una diversificación de los intercambios y la promoción de las inversiones. 





4.1 Texto del Protocolo Bilateral





El Protocolo Bilateral entre Chile y Nicaragua, una vez aprobado por las instancias legislativas de cada país, permitirá que el TLC Chile – Centroamérica entre en vigencia respecto de la relación de las dos naciones.





Mediante el Protocolo Bilateral se incorporan al TLC diferentes Anexos y disposiciones aplicables entre Chile y Nicaragua de conformidad con el Artículo 21.03 (2) del Tratado. Estos son:





a) Anexo 3.04 (2) que contiene el Programa de desgravación arancelaria aplicable en los intercambios bilaterales;





b) Sección C del Anexo 4.03 que define las Reglas de origen específicas que deben cumplir los bienes para beneficiarse de las desgravaciones arancelarias acordadas;





c) Anexos I, II y III del Capítulo 11 sobre Comercio transfronterizo de servicios, en los cuales se establecen las reservas y restricciones en materia de servicios transfronterizos definidas por cada país;





d) Anexo 3.09 relacionado con las Restricciones a los programas de apoyo a las exportaciones;





e) Anexo 3.11 (1) sobre Derechos de trámite aduanero; y





f) Anexo 3.12 que contiene el Entendimiento sobre indicaciones geográficas.





Además, se incorpora un compromiso adicional que establece un plazo de seis (6) meses a partir de la suscripción del Protocolo Bilateral para la realización de consultas sobre la aplicación del Capítulo 16 sobre Contratación Pública.





Asimismo, con el ánimo de fortalecer los lazos especiales de amistad, cooperación e integración entre ambas naciones, Chile brindará cooperación comercial a Nicaragua, en las áreas que ambos determinen de común acuerdo.





4.2 Comercio de Bienes





El Anexo 3.04 (2) del Protocolo Bilateral se refiere al Programa de desgravación arancelaria que beneficiará al comercio entre los dos países, estableciendo las diferentes categorías de desgravación que se aplicarán a los productos intercambiados.





Evaluación de la desgravación arancelaria de Nicaragua a Chile





Las categorías de desgravación de Nicaragua para los productos chilenos es la siguiente:

· Categoría A: desgravación inmediata;

· Categoría B: desgravación a 5 años;

· Categoría C: desgravación en 10 años;

· Categoría D: desgravación en 15 años; y

· Categoría EXCL: productos sin preferencias.





Nicaragua concedió a Chile un cien por ciento (100%) de preferencia para el 66,1% de sus productos de exportación en Categoría A (desgravación inmediata), lo que significa que éstos podrán ingresar libres de aranceles desde el primer día de vigencia del Protocolo Bilateral. Además, concedió en Categoría B (desgravación a cinco años) un 19,2% de los productos y en Categorías C y D (diez y quince años), el 13,4% de los ítems arancelarios, quedando en Categoría EXCL (sin preferencias arancelarias) un 1,4% de los ítems.





Considerando las exportaciones efectivas realizadas por Chile a Nicaragua en el año 2010, el Protocolo Bilateral conllevará a que más de la mitad de ellas, específicamente el 63,5%, tendrá acceso libre de aranceles a ese mercado.

CUADRO 5: EVALUACIÓN DE DESGRAVACIÓN ARANCELARIA DE NICARAGUA A CHILE SEGÚN EXPORTACIONES DEL AÑO 2010

	Categoría
	N° Ítems
	% Ítems
	Miles de US$
	% US$

	A: Inmediata
	4.586
	66,1 %
	8.260
	63,5%

	B: 5 años
	1.331
	19,2 %
	930
	7,2 %

	C: 10 años
	748
	10,8 %
	3.535
	27,2 %

	D: 15 años
	177
	2,6 %
	290
	2,2 %

	EXCL
	98
	1,4 %
	0
	0 %

	TOTAL
	6.940
	100,0 %
	13.015
	100,0 %


Fuente: Departamento de Acceso a Mercados, DIRECON.





Evaluación de la desgravación arancelaria de Chile a Nicaragua





Las categorías de desgravación de los productos chilenos hacia Nicaragua es la siguiente:

Categoría A: desgravación inmediata;

Categoría B: desgravación a 5 años;

Categoría C: desgravación en 10 años;

Categoría TA: tratamiento del azúcar; y

Categoría EXCL: productos sin preferencias.





Cabe destacar que, la desgravación arancelaria que Chile otorgó a Nicaragua sigue el principio general de Trato Diferenciado más Favorable acordado para todos los países de Centroamérica. Lo anterior se traduce en que Chile concedió a Nicaragua un cien por ciento (100%) de preferencia para el 97,5% de sus productos de exportación en Categoría A (desgravación inmediata), lo que significa que éstos podrán ingresar libres de aranceles desde el primer día de vigencia del Protocolo Bilateral. Además, concedió en Categoría B (desgravación a cinco años) un 1,7% de los productos y en Categoría C (diez años), el 0,3% de los ítems arancelarios, quedando en Categoría EXCL (sin preferencias arancelarias) un 0,4% de los ítems, que corresponden a los ítems que se encuentran en la banda de precios.





En cuanto al tratamiento de las importaciones de azúcar, Chile le concedió a Nicaragua una preferencia del 100% sobre el arancel ad-valorem a partir del año 2012, manteniendo en aplicación el arancel específico definido por la banda de precios.





Las preferencias otorgadas por Chile, evaluadas en términos de las importaciones de Chile desde Nicaragua para el año 2010, nos indican que un 88,3% de ellas podría ingresar libre de aranceles desde la entrada en vigencia del acuerdo.

CUADRO 6: EVALUACIÓN DE DESGRAVACIÓN ARANCELARIA DE CHILE A NICARAGUA SEGÚN EXPORTACIONES DEL AÑO 2010

	Categoría
	N° Ítems
	% Ítems
	Miles de US$
	% US$

	A: Inmediata
	2.524
	97,5 %
	7.009
	88,3%

	B: 5 años
	133
	1,79 %
	0
	0,0 %

	C: 10 años
	21
	0,3 %
	0
	0,0 %

	Azúcar
	6
	0,01 %
	924
	11,7 %

	EXCL
	31
	0,4 %
	0
	0,0 %

	TOTAL
	2.715
	100,0 %
	7.933
	100,0 %


Fuente: Departamento de Acceso a Mercados, DIRECON.





4.3 Normas de origen





En la Sección C del Anexo 4.03 del Protocolo Bilateral se definen las Reglas de origen específicas que deben cumplir los bienes para beneficiarse de las desgravaciones arancelarias acordadas. Estas reglas corresponden al 30% del universo arancelario, ya que las restantes están acordadas a nivel del TLC y se aplican a todas las Partes por igual.





Los criterios de calificación de origen son los siguientes:





a) Totalmente obtenidos o producidos en el territorio de una Parte o más Partes;





b) Valor de Contenido Regional; y





c) Cambio de Clasificación Arancelaria.





En cuanto a la certificación de origen, ésta se realiza mediante el uso de la auto certificación, es decir, cada exportador acredita la calidad de originario de un producto a objeto de que el importador pueda solicitar un trato arancelario preferencial de acuerdo a lo establecido para cada producto en este Protocolo Bilateral.





4.4 Comercio de servicios transfronterizo





El Capítulo 11 del TLC entre Chile y Centroamérica establece los derechos y obligaciones generales para el comercio transfronterizo de servicios, mediante un marco regulatorio común para todos los países signatarios, para tres de sus cuatro modalidades de prestación, las cuales son:





a) Servicios prestados desde el territorio de una Parte al territorio de otra Parte;





b) Servicios prestados en territorio de una Parte a un consumidor de otra Parte; y





c) Servicios prestados por un prestador de servicios mediante la presencia de personas físicas de una Parte en territorio de otra Parte.





No incluye por tanto, la prestación de un servicio en territorio de una Parte mediante una inversión o presencia comercial en ese territorio.





A pesar de lo anterior, en el TLC se ampliaron los compromisos establecidos en las negociaciones multilaterales de la Ronda de Uruguay comprendidos en el Acuerdo General sobre Comercio de Servicios de la OMC, pues en el Tratado se incluye casi la totalidad de los sectores de servicios.





El Anexo I del Protocolo Bilateral, considerando que el enfoque de negociación utilizado en el TLC es de lista negativa, incluye la lista de aquellas medidas existentes que están en disconformidad con las obligaciones del Capítulo 11.





En el Anexo II se señalan aquellos sectores de servicios especialmente sensibles, respecto de los cuales los países se reservan el derecho de adoptar nuevas medidas disconformes con las obligaciones establecidas en el Capítulo 11.





Por último, en el Anexo III cada país indica sus restricciones cuantitativas no discriminatorias, señalando las disposiciones vigentes que limitan el número de prestadores de servicios o las operaciones de los prestadores de servicios en algún sector en particular.





4.5 Restricciones a programas de apoyo a las exportaciones





Ambos países expresaron en el Anexo 3.9 que comparten el objetivo de eliminar multilateralmente los subsidios a la exportación de productos agropecuarios. Se comprometieron a cooperar para lograr un acuerdo en el marco de la OMC para eliminar los subsidios a la exportación. Además, Chile y Nicaragua se comprometieron a no mantener, establecer o restablecer subsidios a la exportación de productos agropecuarios en su comercio recíproco a partir de la entrada en vigencia del Protocolo Bilateral, manteniendo ambos sus derechos y obligaciones derivadas del Acuerdo sobre la OMC en materia de apoyos internos.





4.6 Derechos de trámite aduanero





El Anexo 3.11 establece que por un período de 7 años después de la entrada en vigencia del TLC, Nicaragua podrá seguir aplicando una tasa por servicios aduaneros de cincuenta centavos de peso centroamericano (equivalente a US$ 0,50) por cada tonelada bruta o fracción, aplicable a toda importación definitiva de mercancías. En todo caso, se acodó que la tasa cobrada a los productos chilenos será eliminada en cinco etapas anuales iguales, a partir del tercer año de vigencia del TLC.  





4.7 Entendimiento sobre indicaciones geográficas





En el Anexo 3.12 del Protocolo Bilateral se establece que Nicaragua, dentro del término de tres años contados a partir de la fecha de entrada en vigor del Tratado, reconocerá "Pisco Chileno" como una indicación geográfica de acuerdo a lo establecido por el Artículo 22 del Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio, de la OMC. Esto sin perjuicio de los derechos que Nicaragua pueda haber reconocido, además de a Chile, exclusivamente al Perú, en relación al "Pisco".





4.8 Inversiones





El texto del TLC por medio de su Capítulo 10 incorpora al Tratado, como parte integrante del mismo, los acuerdos de promoción y protección de inversiones firmados con anterioridad con los países del istmo. En particular en el Anexo 10.01, letra (e), se refiere al Acuerdo entre la República de Chile y la República de Nicaragua para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones, suscrito el 8 de noviembre de 1996.





La puesta en vigencia de este último Protocolo Bilateral con Centroamérica crea las condiciones para proponer a los países centroamericanos negociar una profundización de los acuerdos de inversión existentes con cada uno de ellos de forma global, consistente en la modificación del TLC mediante una nuevo Capítulo en materia de Inversiones. Desde ya el Capítulo 10 del TLC establece que dentro del plazo de dos años a partir de la entrada en vigor del Tratado, todas las Partes analizarán la posibilidad de desarrollar y ampliar la cobertura de las normas y disciplinas establecidas en los acuerdos señalados en el Anexo 10.01 sobre inversiones.





Es importante considerar que la profundización mediante un nuevo Capítulo en materia de Inversiones en el TLC, que incorpore compromisos y disciplinas específicas y modernas, coadyuvará a que las inversiones de Chile en la región, y en particular en Nicaragua, se desarrollen bajo una mayor certeza jurídica.





5. Relación Bilateral entre Chile y Nicaragua





5.1 Relación Bilateral-Comercial





El intercambio comercial entre Chile y Nicaragua se ha ido dinamizando, aunque todavía no se recupera de la crisis en años recientes, tal como se aprecia en el Cuadro 4. En efecto, entre los años 2005 y 2008, el comercio pasó de US$ 8,8 millones en 2005 a US$ 59,1 millones en 2008. Ello implicó que en promedio, el intercambio se expandiera a un ritmo cercano al 88,8% anual en dicho período. El año 2009 el intercambio comercial descendió a US$ 16,4 millones, ascendiendo a US$ 21,2 millones el año 2010, con un crecimiento anual de 30%.





En el año 2010, éstas totalizaron US$ 13,2 millones, superando en un 31% los registros del año 2009. De esta forma, el peso relativo de las exportaciones hacia Nicaragua del total mundial exportado por Chile alcanzó a 0,02% ese año.





Por su parte, las importaciones desde Nicaragua han exhibido un dinamismo importante con un crecimiento promedio anual de 118% entre los años 2005 y 2010, totalizando US$ 8 millones el año 2010. 





Se aprecia un superávit en la balanza comercial favorable a Chile de US$ 5,3 millones el año 2010, indicador que ha retrocedido recientemente, dado los menores montos exportados y el incremento sostenido de las importaciones. En efecto, el superávit comercial pasó de US$ 8,5 millones el año 2005 a US$ 5,3 millones el año 2010.

CUADRO 7: COMERCIO DE CHILE CON NICARAGUA 2005-2010

(Cifras en millones de dólares)


[image: image7]
Fuente: Departamento de Estudios, DIRECON, sobre la base de declaraciones de salida con Informe de Variación de Valor (IVV) y declaraciones de ingreso.





Como se puede observar en el Cuadro 8, las exportaciones hacia Nicaragua se concentran en el sector industrial (88%), seguido del sector minero. Desde el sector industrial, en el año 2010, destacan los envíos de productos químicos básicos y preparados, petróleo y derivados, caucho y plástico por US$ 5,2 millones y desde la industria de los alimentos y bebidas, licores y tabaco con exportaciones que ascendieron a US$ 4,8 millones.





En el sector industrial, destaca el crecimiento en las exportaciones de productos químicos básicos y preparados, petróleo y derivados, caucho y plástico con un aumento promedio anual de 24,5% en el período 1999-2010. En el sector industrial alimentario, destaca el ritmo de expansión y envíos de alimentos y alimentos forrajeros que totalizaron US$ 3,8 millones.

CUADRO 8: EXPORTACIONES DE CHILE A NICARAGUA

CLASIFICADAS DE ACUERDO A LA CIIU 1999 – 2010

(Cifras en millones de dólares FOB de cada año)

[image: image8.emf]1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010

0,26 0,25 0,20 0,19 0,26 0,35 0,40 0,59 0,64 0,55 0,48 0,59

Agricultura, fruticultura y ganadería

0,26 0,25 0,20 0,19 0,26 0,35 0,40 0,59 0,64 0,55 0,48 0,59

Agricultura 0,07 0,00 0,00 0,00 0,05 0,05 0,13 0,08 0,07 0,00 0,00 0,00

Fruticultura 0,19 0,25 0,20 0,19 0,21 0,30 0,27 0,51 0,58 0,55 0,48 0,59

Ganadería 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Silvicultura

0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Pesca Extractiva

0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

II.  Minería

0,00 0,01 0,00 0,00 0,00 0,00 0,02 0,25 0,67 0,17 0,35 0,74

Cobre 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Resto 0,00 0,01 0,00 0,00 0,00 0,00 0,02 0,25 0,67 0,17 0,35 0,74

III. Industria

3,56 5,04 4,32 5,19 5,55 8,01 7,32 23,22 25,30 52,72 8,25 11,71

Industria alimentaria, bebidas, licores y tabaco

1,25 2,60 2,01 1,98 2,11 2,67 2,80 3,44 5,08 6,34 3,13 4,86

Alimentos y alimentos forrajeros 0,81 2,24 1,62 0,56 0,93 1,25 1,22 1,50 4,22 5,42 2,30 3,87

Bebidas, líquidos, alcoholes y tabacos 0,44 0,36 0,39 1,42 1,18 1,42 1,58 1,94 0,86 0,92 0,82 0,99

Industria textil, prendas de vestir y cuero

0,08 0,02 0,02 0,02 0,03 0,03 0,07 0,06 0,18 0,07 0,09 0,10

Textiles y confecciones de prendas de vestir

0,03 0,02 0,00 0,02 0,01 0,02 0,03 0,06 0,18 0,07 0,09 0,10

Curtiembre, talabartería, cuero y pieles, 

calzado

0,05 0,00 0,02 0,00 0,02 0,00 0,04 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Forestales y muebles de madera

0,27 0,44 0,61 1,44 0,61 0,50 0,46 0,80 0,73 1,27 0,39 0,48

Celulosa, papel, cartón, editoriales e imprenta

0,09 0,04 0,01 0,39 0,44 0,85 0,45 0,49 0,26 0,32 0,67 0,39

0,47 1,72 1,27 0,96 1,23 3,09 2,37 17,47 18,31 43,69 2,42 5,22

0,05 0,07 0,02 0,08 0,22 0,42 0,48 0,44 0,16 0,09 0,01 0,00

0,00 0,00 0,00 0,00 0,01 0,01 0,00 0,00 0,01 0,04 0,13 0,03

1,35 0,14 0,39 0,33 0,89 0,45 0,69 0,52 0,56 0,89 1,41 0,62

Productos metálicos, maquinaria, equipos, 

material eléctrico e instrumentos de medida

0,74 0,13 0,39 0,30 0,89 0,45 0,69 0,49 0,55 0,89 1,41 0,59

Material de transporte 0,61 0,02 0,00 0,04 0,00 0,00 0,00 0,03 0,01 0,00 0,01 0,03

Industria manufacturera no expresada

0,00 0,00 0,00 0,00 0,01 0,00 0,00 0,00 0,01 0,01 0,00 0,01

IV. Otros

0,00 0,02 0,00 0,00 0,00 0,04 0,89 1,15 1,22 1,05 1,03 0,21

V. Total Exportaciones

3,82 5,31 4,52 5,39 5,81 8,41 8,62 25,22 27,82 54,49 10,11 13,25

Industria básica del hierro y del acero, 

industria básica de metales no ferrosos

Productos metálicos, maquinaria, equipos 

material eléctrico, instrumentos de medida y 

material de transporte

I.   Agricultura, Fruticultura, Ganadería,  Silvicultura y 

Pesca Extractiva

Productos químicos básicos y preparados, 

petróleo y derivados, caucho y plástico

Productos de barro, loza y porcelana, vidrio y 

productos minerales no metálicos


Fuente: Departamento de Estudios, DIRECON, sobre la base declaraciones de salida con Informe de Variación de Valor (IVV)





Entre las exportaciones más importantes durante el año 2010 se encuentran cereales con US$ 1,9 millones, las placas, láminas, hojas y tiras con envíos por US$ 1,3 millones y las preparaciones compuestas no alcohólicas para la fabricación de bebidas con US$ 0,7 millones. Estos productos concentraron un 30% del total exportado ese año.





Los 25 principales productos por monto exportado, representaron aproximadamente un 75% del total enviado el año 2010, tal como se observa en el Cuadro 9.

CUADRO 9: EXPORTACIONES DE CHILE A NICARAGUA POR PRODUCTOS 2009-2010

(Cifras en millones de dólares FOB y porcentajes)

[image: image9.emf]2009 2010 2009 2010

1 19049000 Los demás cereales en grano precocidos o preparados de otra forma, excepto el maíz. 0,3 1,9 3,8% 14,1%

2 39201020 Las demás placas, láminas, hojas y tiras, de plástico no celular y sin refuerzo. 0,2 1,3 2,1% 10,1%

3 21069020 Preparaciones compuestas no alcohólicas para la fabricación de bebidas. 0,7 0,7 7,9% 5,3%

4 28342110 Nitrato de potasio,  con un contenido (nitrato de potasio) inferior o igual a 98% en peso.  - 0,7  - 5,1%

5 19011090 Las demás preparaciones para la alimentación infantil acondicionados para la venta al por menor. 0,4 0,7 4,4% 4,9%

6 30049010 Los demás medicamentos (excepto los productos de las partidas 30.02 30.05 o 30.06)  0,5 0,6 6,0% 4,3%

7 31025000 Nitrato de sodio. 0,1 0,4 0,6% 3,3%

8 22042127 Mezclas de vinos tintos, con denominación de origen, en recipientes con capacidad inferior o igual a 2l. 0,2 0,4 2,6% 2,8%

9 40112000 Neumáticos nuevos de caucho de los tipos utilizados en autobuses y camiones. 0,1 0,3 1,1% 2,6%

10 31059010 Nitrato sodico potásico (salitre). 0,3 0,3 3,0% 2,2%

11 84185000 Los demás muebles (armarios, arcones (cofres), vitrinas, mostradores y similares) 0,3 0,3 2,9% 2,0%

12 30041010 Medicamentos que contengan penicilinas o derivados de estos productos con la estructura del acido penicilanico 0,1 0,2 1,0% 1,8%

13 39219090 Los demás laminados plásticos. 0,2 0,2 1,7% 1,8%

14 28011000 Cloro. 0,3 0,2 2,8% 1,7%

15 38089319 Los demás herbicidas, acondicionados para la venta al por menor en envases de contenido neto inferior o igual a 5kn o 5l. 0,1 0,2 0,7% 1,6%

16 8061030 Uva, variedad red globe, fresca. 0,3 0,2 3,0% 1,5%

17 40111000 Neumáticos nuevos de caucho de los tipos utilizados en automóviles de turismo. 0,0 0,2 0,5% 1,4%

18 8062010 Uvas secas morenas. 0,1 0,2 1,6% 1,4%

19 44119310 Tableros de fibra de madera, de densidad superior a 0,5 g/cm3 pero inferior o igual a  0,8 g/cm3. 0,1 0,1 1,1% 1,1%

20 44101100 Tableros de partículas de madera. 0,1 0,1 1,0% 1,1%

21 38089329 Los demás herbicidas sin acondicionar para la venta al por menor, que contengan bromometano. 0,1 0,1 0,8% 1,1%

22 31052000 Abonos minerales o químicos con los tres elementos fertilizantes: nitrógeno, fosforo y potasio.  - 0,1  - 1,0%

23 22042190 Los demás vinos y mostos, en recipientes con capacidad inferior o igual a 2l. 0,1 0,1 1,2% 1,0%

24 20029012 Purés y jugos de valor  brix superior o igual a 30 pero inferior o igual a 32%. 0,2 0,1 2,2% 1,0%

25 49019190 Los demás diccionarios y enciclopedias, incluso en fascículos.  - 0,1  - 0,9%

4,05428910           

Total Principales Productos 4,7 10,0 52% 75%

Otros Productos 4,3 3,3 48% 25%

Total Exportaciones 9,1 13,3 100% 100%

SACH Glosa

Monto (FOB) Estructura (%)


(*): Corresponden a los 25 productos con mayor monto exportado del periodo enero - diciembre 2010.

Fuente: Departamento de Estudios, DIRECON, sobre la base declaraciones de salida con Informe de Variación de Valor (IVV).





En relación con las importaciones, y de acuerdo al Cuadro 10, Chile importa fundamentalmente productos industriales, los que pertenecen principalmente a la industria alimentaria en el subsector bebidas, licores y tabaco. Este sector ha exhibido un comportamiento creciente en años recientes, dada la manifestación de un creciente consumo de este tipo de productos en nuestro país. 

CUADRO 10: IMPORTACIONES DE CHILE DESDE NICARAGUA

CLASIFICADAS DE ACUERDO A LA CIIU 1999 – 2010

(Cifras en millones de dólares CIF de cada año)

[image: image10.emf]1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010

0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Agricultura, fruticultura y ganadería

0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Agricultura 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Fruticultura 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Ganadería 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Silvicultura

0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Pesca Extractiva

0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

II.  Minería

0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Cobre 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Resto 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

III. Industria

0,02 0,01 0,01 0,05 0,01 0,09 0,13 0,95 3,99 4,60 6,21 7,99

Industria alimentaria, bebidas, licores y tabaco

0,01 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,08 0,85 3,93 4,47 5,89 6,92

Alimentos y alimentos forrajeros 0,01 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,65 0,00 0,00 0,93

Bebidas, líquidos, alcoholes y tabacos 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,08 0,85 3,28 4,46 5,89 5,99

Industria textil, prendas de vestir y cuero

0,01 0,01 0,00 0,00 0,00 0,05 0,02 0,00 0,02 0,07 0,11 0,82

Textiles y confecciones de prendas de vestir

0,01 0,01 0,00 0,00 0,00 0,05 0,02 0,00 0,02 0,07 0,11 0,82

Curtiembre, talabartería, cuero y pieles, 

calzado

0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Forestales y muebles de madera

0,00 0,00 0,01 0,00 0,01 0,00 0,01 0,00 0,01 0,01 0,00 0,01

Celulosa, papel, cartón, editoriales e imprenta

0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,05 0,10 0,11

0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,01 0,00 0,00 0,00 0,00 0,08 0,00

0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,01 0,00 0,01 0,08

0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

0,00 0,01 0,00 0,04 0,00 0,03 0,02 0,10 0,01 0,00 0,01 0,04

Productos metálicos, maquinaria, equipos, 

material eléctrico e instrumentos de medida

0,00 0,01 0,00 0,04 0,00 0,00 0,01 0,10 0,01 0,00 0,01 0,00

Material de transporte 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,02 0,01 0,00 0,00 0,00 0,00 0,04

Industria manufacturera no expresada

0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

IV. Otros

0,00 0,01 0,00 0,00 0,00 0,00 0,03 0,01 0,00 0,03 0,05 0,00

V. Total Exportaciones

0,02 0,02 0,01 0,05 0,01 0,09 0,16 0,97 3,99 4,63 6,25 7,99

Productos químicos básicos y preparados, 

petróleo y derivados, caucho y plástico

Productos de barro, loza y porcelana, vidrio y 

productos minerales no metálicos

Industria básica del hierro y del acero, 

industria básica de metales no ferrosos

Productos metálicos, maquinaria, equipos 

material eléctrico, instrumentos de medida y 

material de transporte

I.   Agricultura, Fruticultura, Ganadería  Silvicultura y 

Pesca Extractiva


Fuente: Departamento de Estudios, DIRECON, sobre la base declaraciones de ingreso.







Entre los principales productos importados provenientes desde Nicaragua en el año 2010, figuran el ron y el azúcar de caña, con una participación de 86% del total importado. En tanto, en términos de monto, los primeros 25 productos, de un total de 53 productos importados ese año, representaron prácticamente la mayoría de las compras realizadas desde dicha plaza, según se observa en el Cuadro 11.

CUADRO 11: IMPORTACIONES DE CHILE DESDE NICARAGUA, POR PRODUCTOS 2009-2010

(Cifras en millones de dólares CIF y porcentajes)

[image: image11.emf]2009 2010 2009 2010

1 22084010 Ron, procedente de la destilación, previa fermentación, de productos de la caña de azúcar. 5,9 6,0 94,3% 75,0%

2 17019910 Azúcar de caña refinada, en estado sólido.  - 0,9  - 11,6%

3 61013000 Abrigos, chaquetones, capas anoraks, cazadoras y artículos similares, de punto, para hombres o niños. 0,1 0,2 1,0% 2,7%

4 62034291 Pantalones largos, para hombres o niños, de algodón. 0,0 0,2 0,0% 2,4%

5 62034210 Pantalones de mezclilla (denim), para hombres o niños.  - 0,2  - 1,9%

6 61023000 Abrigos, chaquetones, capas, anoraks, cazadoras y artículos similares, de punto.  - 0,1  - 1,7%

7 47071090 Los demás papeles o cartones corrugados. 0,0 0,1 0,2% 0,8%

8 62019391 Los demás anoraks, cazadoras y artículos similares, de fibras sintéticas, para hombres. 0,0 0,0 0,3% 0,6%

9 47071020 Cartón kraft crudo.  - 0,0  - 0,5%

10 40100 Efectos personales, menaje de casa, equipos y herramientas de trabajo, de funcionarios o empleados chilenos.  - 0,0  - 0,5%

11 61103090 Los demás suéteres (jerseis), «pullovers», cardiganes, chalecos y artículos similares, de punto, de fibras sintéticas.  - 0,0  - 0,4%

12 69109030 Tazas de retretes. 0,0 0,0 0,1% 0,4%

13 69109020 Tazas de retretes con estanque de agua incorporado.  - 0,0  - 0,3%

14 61103020 «pullovers» de fibras sintéticas o artificiales.  - 0,0  - 0,3%

15 69109040 Estanques para retretes.  - 0,0  - 0,2%

16 69109050 Fregaderos, lavabos y pedestales. 0,0 0,0 0,0% 0,1%

17 61091011 «t-shirts» y camisetas, de punto, con un contenido de algodón superior o igual al 75% en peso. 0,0 0,0 0,1% 0,1%

18 62034314 «shorts», de fibras sintéticas, para hombres. 0,0 0,0 0,1% 0,1%

19 4029990 Las demás leche y nata (crema), concentradas o con adición de azúcar u otro edulcorante.  - 0,0  - 0,1%

20 39222000 Asientos y tapas de inodoros.  - 0,0  - 0,1%

21 90501 Menaje hasta por un valor de us$ 5000 fob.  - 0,0  - 0,1%

22 62104000 Las demás prendas de vestir para hombres o niños.  - 0,0  - 0,1%

23 90402 Menaje y/o útiles de trabajo de chilenos con permanencia de mas de uno a cinco años en el extranjero.  - 0,0  - 0,0%

24 61102000 Suéteres (jerseis), «pullovers», cardiganes, chalecos y artículos similares, de punto, de algodón.  - 0,0  - 0,0%

25 61091091 Las demás «t-shirts» y camisetas, de punto, con un contenido de algodón superior o igual al 75% en peso.  - 0,0  - 0,0%

Total Principales Productos 6,0 7,98 96,0% 99,9%

Otros Productos 0,3 0,01 4,0% 0,1%

Total Importaciones 6,3 7,99 100% 100%

Monto (CIF) Estructura (%)

SACH Glosa


(*): Corresponden a los 25 productos con mayor monto importado del periodo enero - diciembre 2010.

Fuente: Departamento de Estudios, DIRECON, sobre la base declaraciones de ingreso.





El saldo de la balanza comercial positiva a favor de Chile en el año 2010, según las cifras del Cuadro 12, estaría reflejando la mayor predominancia y especialización productiva en sectores vinculados a la minería, la fruticultura y algunos sectores industriales. Sin embargo, Nicaragua tiene claras ventajas comparativas específicas en la exportación industrial de bebidas. En este sector, Chile exhibe un déficit comercial de US$ 5 millones. 

CUADRO 12: BALANZA COMERCIAL ENTRE CHILE Y NICARAGUA

CLASIFICADAS DE ACUERDO A LA CIIU 2000 – 2010

(Cifras en millones de dólares de cada año)

[image: image12.emf]2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010

0,26 0,25 0,20 0,19 0,26 0,35 0,40 0,59 0,64 0,55 0,48

Agricultura, fruticultura y ganadería 0,26 0,25 0,20 0,19 0,26 0,35 0,40 0,59 0,64 0,55 0,48

Agricultura

0,07 0,00 0,00 0,00 0,05 0,05 0,13 0,08 0,07 0,00 0,00

Fruticultura

0,19 0,25 0,20 0,19 0,21 0,30 0,27 0,51 0,58 0,55 0,48

Ganadería

0,00 0,00 -0,00  0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Silvicultura 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Pesca Extractiva 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 -0,00  0,00 0,00 0,00 0,00

II.  Minería 0,00 0,01 0,00 0,00 0,00 0,00 0,02 0,25 0,67 0,17 0,35

Cobre

0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00 0,00

Resto

0,00 0,01 0,00 0,00 0,00 0,00 0,02 0,25 0,67 0,17 0,35

III. Industria 3,53 5,02 4,31 5,15 5,54 7,92 7,18 22,27 21,31 48,12 2,05

Industria alimentaria, bebidas, licores y tabaco 1,24 2,60 2,01 1,98 2,11 2,67 2,71 2,59 1,14 1,88 -2,77 

Alimentos y alimentos forrajeros

0,80 2,24 1,62 0,56 0,93 1,25 1,22 1,50 3,57 5,42 2,30

Bebidas, líquidos, alcoholes y tabacos

0,44 0,36 0,39 1,42 1,18 1,42 1,49 1,09 -2,42  -3,55  -5,07 

Industria textil, prendas de vestir y cuero 0,07 0,02 0,01 0,02 0,03 -0,02  0,06 0,06 0,16 -0,00  -0,02 

Textiles y confecciones de prendas de vestir

0,02 0,02 -0,00  0,02 0,01 -0,02  0,01 0,06 0,16 -0,00  -0,02 

Curtiembre, talabartería, cuero y pieles, calzado

0,05 0,00 0,02 -0,00  0,02 0,00 0,04 0,00 0,00 0,00 0,00

Forestales y muebles de madera 0,27 0,44 0,60 1,44 0,60 0,50 0,45 0,80 0,72 1,26 0,39

Celulosa, papel, cartón, editoriales e imprenta 0,09 0,04 0,01 0,39 0,44 0,85 0,45 0,49 0,26 0,28 0,57

0,47 1,72 1,27 0,95 1,23 3,07 2,37 17,47 18,31 43,69 2,35

0,05 0,07 0,02 0,08 0,22 0,42 0,48 0,44 0,14 0,09 0,00

0,00 0,00 0,00 0,00 0,01 0,01 0,00 0,00 0,01 0,04 0,13

1,35 0,14 0,39 0,29 0,89 0,43 0,67 0,43 0,54 0,89 1,40

Productos metálicos, maquinaria, equipos, material eléctrico e 

instrumentos de medida

0,74 0,12 0,38 0,26 0,89 0,45 0,67 0,39 0,54 0,89 1,39

Material de transporte

0,61 0,02 0,00 0,03 0,00 -0,02  -0,01  0,03 0,00 0,00 0,00

Industria manufacturera no expresada 0,00 0,00 0,00 -0,00  0,01 0,00 0,00 0,00 0,00 0,01 0,00

IV. Otros 0,00 0,01 0,00 0,00 0,00 0,04 0,86 1,14 1,22 1,02 0,99

V. Total Balanza Comercial 3,79 5,29 4,51 5,34 5,80 8,32 8,46 24,25 23,83 49,86 3,86

Industria básica del hierro y del acero, industria básica de 

metales no ferrosos

Productos metálicos, maquinaria, equipos material eléctrico, 

instrumentos de medida y material de transporte

I.   Agricultura, Fruticultura, Ganadería,  Silvicultura y Pesca 

Extractiva

Productos químicos básicos y preparados, petróleo y 

derivados, caucho y plástico

Productos de barro, loza y porcelana, vidrio y productos 

minerales no metálicos


Fuente: Departamento de Estudios, DIRECON, sobre la base declaraciones de ingreso y salida con Informe de Variación de Valor (IVV) 





6. Impacto Económico estimado de la apertura





A partir de los resultados de la negociación en materia de bienes y usando las listas de acceso a mercados contenidas en el Anexo 3.04 (2) del Protocolo Bilateral al TLC, se procedió a estimar los impactos que la rebaja arancelaria, concedida en el marco del acuerdo, tendría sobre la oferta exportadora actual (creación de comercio) y potencial de Chile hacia Nicaragua. Para tales efectos, se utilizó en ambos casos un modelo de equilibrio parcial.





El impacto estimado de la liberalización comercial prevé un incremento de un 8% en los montos exportados hacia Nicaragua (US$ 1,1 millones) por concepto de creación de comercio
. Si consideramos el impacto que la rebaja arancelaria pudiese generar en la oferta potencialmente exportable hacia dicho mercado, se puede esperar que los envíos dirigidos hacia dicho destino alcancen un incremento de hasta un 66% (contempla los efectos de creación de comercio y comercio potencial
).





El principal sector beneficiado de la creación de comercio es el industrial,  particularmente el asociado a los subsectores de alimentos procesados, productos químicos y el de bebidas, líquidos y alcoholes.





Cabe destacar que esta estimación no es capaz de recoger los efectos dinámicos de la apertura, ni las mejoras en términos de productividad, como tampoco recoge las interacciones entre las distintas variables. Es por ello que los números que arroja el modelo deben, necesariamente, ser leídos con cautela y como un elemento adicional dentro del cuadro de beneficios que el acuerdo conlleva.





Como ya se dijo, uno de los primeros resultados del estudio que verifica es que producto de las preferencias arancelarias otorgadas en el marco del acuerdo, la oferta exportadora actual de Chile hacia Nicaragua debiera expandirse en torno a US$ 1,1 millones, por concepto de creación de comercio, lo que representaría un aumento de más de un 8% por sobre el valor exportado en 2010 hacia dicho mercado.





Destaca particularmente, el incremento que experimentarían las exportaciones no cobre a Nicaragua, debido a que son éstas precisamente las que más se beneficiarían de la rebaja arancelaria concedida.





En el Cuadro 12 presentado a continuación es posible evidenciar cómo productos de la canasta exportadora no cobre a Nicaragua (2010) se beneficiarían de las rebajas arancelarias y el consecuente impacto que esto último tendría sobre tales exportaciones en dicho mercado. En él es posible apreciar cómo importantes productos comercializados al mercado nicaragüense ingresan al momento de entrada en vigor TLC, lo que traería consigo incrementos en los montos exportados por concepto de creación de comercio.

CUADRO 12: ESTIMACIÓN DEL IMPACTO EN LA OFERTA EXPORTADORA DE CHILE A NICARAGUA,

PRODUCTOS SELECCIONADOS

(Cifras en miles de dólares y porcentajes)

[image: image13.emf]PREVIO AL 
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CERO

190490los demas productos a base de cereales obtenidos por insuflado o tostado 1.874  15% 13,5% 1 enero año 10 303 16%

392010placas, hojas, peliculas, bandas y laminas de polimeros de etileno 1.339  10% 9% 1 enero año 10 134 10%

220421los demas vinos; mosto de uva embotellado 865  10% 0% inmediata 106 12%

80810 manzanas frescas 374  15% 0% inmediata 60 16%

380893Insecticidas, raticidas y demás antirroedores 345  5% 4% 1 enero año 5 18 5%

401120neumaticos nuevos de caucho del tipo utilizado en autobuses y camiones 341  5% 0% inmediata 17 5%

841850los demas armarios, arcas, vitrinas y muebles similares  260  15% 13,5% 1 enero año 10 40 16%

392190las demas placas, hojas, bandas y laminas de plastico celular 235  5% 4% 1 enero año 5 23 10%

80610 uvas frescas 208  15% 0% inmediata 34 16%

401110

neumaticos nuevos de caucho del tipo utilizado en automoviles de 

turismo

189  5% 0% inmediata 10 5%

380892Insecticidas, raticidas y demás antirroedores, fungicidas, herbicidas 164  5% 0% inmediata 9 5%

441193Tableros de fibra de madera u otras materias leñosas 161  10% 0% inmediata 14 9%

441011tableros llamados waferboard, incl.los llamados oriented strand board 144  5% 4% 1 enero año 5 6 4%

200290los demas tomates preparados o conservados 131  15% 0% inmediata 21 16%

441114Tableros de fibra de madera u otras materias leñosas 103  10% 9% 1 enero año 10 9 9%

TOTAL SELECCIONADOS 6.733  51%

TOTAL EXPORTACIONES A NICARAGUA 13.250  100%

CRECIMIENTO

 %

SACH DESCRIPCION

MONTO 

EXPORTADO 

2010

(MILES DE US$)

ARANCEL

CREACIÓN DE

COMERCIO

(MILES US$)


Fuente: Departamento de Estudios y Departamento de Acceso, DIRECON, sobre la base de registros de salidas con IVV y el Acuerdo entre Chile y Nicaragua.





Ahora bien, en cuanto a la desagregación sectorial de los impactos sobre las exportaciones, se observa un claro predominio del sector industrial como el principal beneficiado de la liberalización acordada. De acuerdo a lo que se aprecia en el Cuadro 11, la industria alimentaria es una de las que vería incrementado sus montos exportados, estimándose una expansión de su comercio actual cercano a los US$ 0,7 millones. Dentro de este sector, destaca el crecimiento de un 16% que experimentarían los productos a base de cereales, principal exportación de la industria alimentaria a Nicaragua, como fue mostrado en el Cuadro 12.





La industria química, en tanto, aumentaría sus exportaciones en US$ 0,2 millones por concepto de incremento de las exportaciones actuales, en tanto, que el comercio potencial bordearía los US$ 1,3 millones. Asimismo, se evidencian crecimientos en la industria de bebidas y licores, por creación de comercio y comercio potencial en US$ 0,3 millones. 

CUADRO 13: CRECIMIENTO DE LAS EXPORTACIONES DE CHILE A NICARAGUA, PRODUCTO DEL ACUERDO

(En miles de dólares)

[image: image14.emf]EXPORTACIONES A NICARAGUA CREACIÓN DE COMERCIO COMERCIO POTENCIAL 

2010 A NICARAGUA A NICARAGUA

MILES US$ MILES US$ MILES US$

588 95 329

Agricultura, fruticultura y ganadería 588 95 327

Agricultura - - 273

Fruticultura 588 95 1

Ganadería - - 53

Silvicultura - - 1

Pesca Extractiva - - 0

II.  Minería 737 - 10

Cobre - - 0

Resto 737 - 10

III. Industria 11.712 1.029 7.316

Industria alimentaria, bebidas, licores y tabaco 4.860 679 734

Alimentos y alimentos forrajeros 3.869 556 575

Bebidas, líquidos, alcoholes y tabacos 991 123 159

Industria textil, prendas de vestir y cuero 101,9 15 1.305

Textiles y confecciones de prendas de vestir 101,9 15 1.251

Curtiembre, talabartería, cuero y pieles, calzado 0 - 55

Forestales y muebles de madera 478 35 105

Celulosa, papel, cartón, editoriales e imprenta 386 20 313

5.223 232 1.307

1 - 198

32 1 593

621 47 2.682

Productos metálicos, maquinaria, equipos, material eléctrico e instrumentos 

de medida

593 45 2.230

Material de transporte 28 1 453

Industria manufacturera no expresada 9 1 79

IV. Otros 214 - 1

V. Total Exportaciones 13.250 1.125 7.655

I.   Agricultura, Fruticultura, Ganadería, Silvicultura y Pesca Extractiva

Productos químicos básicos y preparados, petróleo y derivados, caucho y 

Productos de barro, loza y porcelana, vidrio y productos minerales no 

Industria básica del hierro y del acero, industria básica de metales no 

Productos metálicos, maquinaria, equipos material eléctrico, 


Fuente: Departamento de Estudios, DIRECON, sobre la base de salidas de exportación, TradeMap y el Anexo del TLC Chile – Nicaragua.





Asimismo, es posible identificar cómo este impacto se distribuye a través del territorio nacional, a partir de la distribución regional de las exportaciones chilenas al mundo por sectores económicos, como muestra el Cuadro 14. El crecimiento de las exportaciones de la industria de alimentos y alimentos forrajeros, recaería particularmente en la Región de los Lagos (37%), la del Bío Bío (13%), la Metropolitana (11%) y la del Libertador Bernardo O´Higgins (11%), quienes se posiciones como las principales exportadoras a nivel nacional, tras concentrar en torno al 72% de lo exportado por Chile al mundo, de estos productos.





El incremento de los montos exportados por la industria de productos químicos, en tanto, se concentraría particularmente en la Región Metropolitana (33%) seguida por la Región de Antofagasta (23%) y la del Bío Bío (14%).





Asimismo, en el sector frutícola también se evidencia una importante distribución regional, destacando la Región del Libertador Bernardo O´Higgins (29%), seguida de Valparaíso (25%). Ver cuadro en página siguiente.

CUADRO 14: ESTIMACIÓN DE LA DISTRIBUCIÓN REGIONAL DE IMPACTOS POR SECTOR

(En miles de dólares y porcentajes)

[image: image15.emf]Sectores CIIU

Distribución Regional de la expansión de comercio de 

Chile al mundo

Creación de Comercio 

a Nicaragua

(miles de US$)

Comercio Potencial a 

Nicaragua

(miles de US$)

Alimentos y alimentos forrajeros

Región de los Lagos: 37%

Región del Bío Bío: 13%

Región Metropolitana: 11%

Región del Libertador Bernardo O´Higgins: 10,8%

Región de Valparaiso: 7,1%

556 575

Productos químicos básicos y preparados, petróleo y 

derivados, caucho y plástico

Región Metropolitana: 33%

Región de Antofagasta: 23%

Región del Bío Bío: 13,8%

Región de Valparaiso: 12%

232 1.307

Bebidas, líquidos, alcoholes y tabacos

Región Metropolitana: 54%

Región del Maule: 18%

Región del Libertador Bernardo O´Higgins: 16%

Región de Valparaiso: 10%

123 159

Fruticultura

Región del Libertador Bernardo O´Higgins: 29%

Región de Valparaiso: 25%

Región del Maule 16%

Región de Coquimbo 10,6%

Región Metropolitana 8,7%

Región de Atacama 7,4%

95 1

Forestales y muebles de madera Región del Bio-Bio: 86% 35 105

Productos metálicos, maquinaria, equipos, material eléctrico 

e instrumentos de medida

Región Metropolitana: 85%

Región de Valparaiso: 4,2%

Región de Tarapacá: 3%

47 2.682

Celulosa, papel, cartón, editoriales e imprenta

Región del Bío Bío: 72%

Región del Maule: 12%

Región de la Araucania: 9%

20 313

Textiles y confecciones de prendas de vestir

Región Metropolitana: 63%

Región del Bio-Bio: 26%

Región de Magallanes y la Antártica chilena: 6,5%

15 1.251

Industria básica del hierro y del acero, industria básica de 

metales no ferrosos

Región Metropolitana: 69%

Región de Antofagasta: 13%

Región de Atacama: 9%

1 593

Material de transporte

Región de Valparaiso: 39,5%

Región Metropolitana: 30%

Región de Tarapacá: 24%

1 453

Industria manufacturera no expresada

Región Metropolitana: 86%

Región de Valparaiso: 12%

1 79

Curtiembre, talabartería, cuero y pieles, calzado

Región Metropolitana: 73%

Región del Maule: 14%

Región de la Araucania: 7%

- 55

Ganadería

Región Metropolitana: 47%

Región del Libertador Bernardo O´Higgins: 20%

Región de Magallanes y la Antártica chilena: 13,7%

- 53

Resto mineria

Región de Antofagasta: 34%

Región del Libertador Bernardo O´Higgins: 23%

Región Metropolitana: 12%

Región de Atacama: 11%

- 10

Productos de barro, loza y porcelana, vidrio y productos 

minerales no metálicos

Región Metropolitana: 70%

Región del Bío Bío: 20%

Región del Libertador Bernardo O´Higgins: 8,5%

- 198


Fuente: Departamento de Estudios, DIRECON, sobre la base de salidas de exportación, TradeMap y WebComex.





El incremento de la industria metalmecánica expandiría los envíos en la Región de Metropolitana (85%) en primer lugar y en segundo lugar, la Región de Valparaíso (4,2%) de dicho aumento. En menor medida la Región de Tarapacá (3%) recibiría parte del aumento de las ventas externas del sector.





Por su parte, si se analiza la oferta exportadora de productos no tradicionales de Chile
 representada en el Cuadro 15 se tiene que producto de la negociación prácticamente la totalidad de dichas exportaciones podrán ingresar a Nicaragua libres de arancel o con importantes rebajas arancelarias. Aspecto relevante si se considera que dicha canasta representa un 23% del total exportado por Chile al mundo y un 73% de las exportaciones no tradicionales del mercado local. 

CUADRO 15: COMPOSICIÓN DE LAS EXPORTACIONES DE CHILE

(En millones de dólares y participación)

[image: image16.emf]2010

MILL US$ 

PARTICIPACIÓN EN 

TOTAL 

EXPORTACIONES

EXPORTACIONES DE COBRE Y RESTO MINERIA 43.076

65%

EXPORTACIONES DE CELULOSA 2.423

4%

EXPORTACIONES NO COMMODITY* 21.238

32%

TOTAL EXPORTACIONES 66.738

100%

PRINCIPALES EXPORTACIONES NO COMMODITY

PARTICIPACIÓN EN TOTAL EXPORTACIONES NO COMMODITY

PARTICIPACIÓN EN TOTAL EXPORTACIONES 

73%

23%

2010

US$ 15.440  MILLONES


(*) Excluye las exportaciones de celulosa, cobre y resto de minería

Fuente: Departamento de Estudios, DIRECON, sobre la base de salidas de exportación con IVV.





A lo anterior se suma el posicionamiento a nivel global que Chile tiene como exportador de no tradicionales y el dinamismo que evidencian las importaciones que Nicaragua hace de tales mercancías desde el mundo. En efecto, las uvas, las manzanas, los productos de papel, entre otros productos de la oferta exportadora chilena, se beneficiarían de la liberalización arancelaria inmediata. De igual forma, los productos de pesca, la madera y su manufactura, así como, las conservas de pescados y mariscos ingresarán a partir de la entrada en vigencia del acuerdo con importantes preferencias arancelarias, según se observa en el Cuadro 16, en página siguiente.

CUADRO 16: OFERTA EXPORTADORA DE CHILE AL MUNDO, BENEFICIOS ARANCELARIOS OTORGADOS POR NICARAGUA A CHILE, PRODUCTOS SELECCIONADOS

[image: image17.emf]ANTES 

DEL 

ACUERDO

ENTRADA 

EN 

VIGENCIA

LLEGA 

A CERO

Productos de pesca 2.367.760 15,3% 33% 0,01% 7,7% 23,0 5,1% (0%-15%) (0%-9,3%)

(inmediata - 1 

enero año 15)

Madera y sus 

manufacturas

1.683.858 10,9% 13% 0,06% 36,0% 293,0 15,3% (0%-15%) (0% - 13,5%)

(inmediata - 1 

enero año 10)

Uvas 1.274.496 8,3% 16% 0,04% 3,2% 208,0 17,0% 15% 0% inmediata

Hidrocarburos 251.700 1,6% 98% 0,93% 11,3% - - (0%-10%) (0%-8%)

(inmediata - 1 

enero año 5)

Manzanas 613.059 4,0% 16% 0,06% 4,3% 374,00 17,2% 15% 0% inmediata

Productos de papel  422.627 2,7% 18% 0,19% 7,4% - - (0%-10%) 0% inmediata

Conservas de pescado 

y mariscos

237.289 1,5% 12% 0,00% 4,2% 8,0 13,1% 15% 12% 1 enero año 5

Frutos congelados 228.645 1,5% 24% 0,01% 12,6% - - 15% 0% inmediata

Berries 301.380 2,0% 48% 0,00% 42,0% - - 15% 0% inmediata

Cerezas 213.766 1,4% 38%

0,00011% 

(2009)

0,0% - - 15% 0% inmediata

Kiwi 146.464 0,9% 15% 0,001%  (2002-2010) -5% - - 15% 0% inmediata

Manufacturas de 

fundición de hierro o 

acero

106.865 0,7% 25% 0,3% 20,4% - - (0%-10%) (0%-8%)

(inmediata - 1 

enero año 5)

Productos de plásticos 133.647 0,9% 25% 0,5% 12,1% 1.339,000 8,112% (0%-10%) (0%-9%)

(inmediata - 1 

enero año 10)

Paltas 144.672 0,9% 17% 0,00% 12,2% - - 15% 12% 1 enero año 5

Neumáticos 157.809 1,0% 14% 0,71% 19,6% 530,0 0,022 5% 0% inmediata

Peras y membrillos 105.355 0,7% 13% 0,00% 12,4% 5,000 5,8% 15% 0% inmediata

Pasas 141.391 0,9% 20% 0,01% 17,6% 180,0 0,415 0% 0% inmediata

Duraznos 124.306 0,8% 9% 0,00% 4,7% - - 15% 0% inmediata

Grasa y aceite de 

pescado

50.121 0,3% 75% 0,01% 17,6% - - 0% 0% inmediata

Conservas de 

duraznos

71.299 0,5% 15% 0,00% 93,7% - - 15% 12% 1 enero año 5

Quesos 44.384 0,3% 33% 0,04% 87,3% - - (5%-40%) (0%-4%) 1 enero año 5

Limones 36.190 0,2% (2002-2008) 13% 0,00% 5,6% - - 15% 12% 1 enero año 5

Manzanas 

deshidratadas

32.615 0,2% 16%

0,000029

% (2009)

-0,2% - - 15% 0% inmediata

Botellas de vidrio 25.980 0,2% (2002-2008) 59% 0,20% (2005-2010) -24% - - (0%-10%) (0%-8%) 1 enero año 5

Productos de 

chocolateria

35.319 0,2% 0% 0,18% (2004-2009) -45% 22,0 0,004 (0%-15%) (0%-14%) 1 enero año 15

CHILE

 %

ARANCEL PAGADO POR CHILE

EN NICARAGUA

NICARAGUA IMPORTA EN 2010 DESDE



PRODUCTO

COMERCIO 

MUNDIAL 

Miles US$ 

2010

PARTICIPACIÓN 

DE CHILE EN 

COMEX MUNDO

2010

CRECIMIENTO DE 

LAS 

EXPORTACIONES 

DE CHILE AL 

MUNDO 2001-2010

MUNDO 

%

CRECIMIENTO 

IMPORTACIONES 

NICARAGUA DESDE 

MUNDO 2001 - 2010

CHILE 

Miles US$ 


Fuente: Departamento de Estudios, DIRECON, sobre la base de salidas de exportación con IVV, TradeMap y listas arancelarias contenidas en el anexo del acuerdo.





Asimismo, las regiones que concentran el mayor desarrollo productivo de estos productos son las que más se verán beneficiadas de la rebaja arancelaria, lo que probablemente generará incentivos a incrementar sus niveles de producción y de exportación, según se aprecia en el Cuadro 17 en página siguiente.

CUADRO 17: OFERTA EXPORTADORA DE CHILE AL MUNDO, BENEFICIOS ARANCELARIOS OTORGADOS POR NICARAGUA A CHILE Y DISTRIBUCIÓN REGIONAL, PRODUCTOS SELECCIONADOS

[image: image18.emf]ANTES DEL 

ACUERDO

ENTRADA EN 

VIGENCIA

LLEGA 

A CERO

Productos de pesca 15,3% 33% 7,7% (0%-15%) (0%-9,3%)

(inmediata - 1 enero 

año 15)

Región de los Lagos: 73%

Región de Aysen del Gral. Carlos Ibañes del Campo:12%

Región de Magallanes y la Antártica chilena; 5%

Madera y sus 

manufacturas

10,9% 13% 36,0% (0%-15%) (0% - 13,5%)

(inmediata - 1 enero 

año 10)

Región del Bío Bío: 90%

Región de los Lagos : 3,5%

Uvas 8,3% 16% 3,2% 15% 0% inmediata

Región de Valparaiso: 31%

Región del Libertador Bernardo O´Higgins: 21%

Región de Coquimbo: 21%

Región de Atacama: 20%

Región Metropolitana: 7%

Hidrocarburos 1,6% 98% 11,3% (0%-10%) (0%-8%)

(inmediata - 1 enero 

año 5)

Región del Bío Bío: 46%

Región de Valparaiso: 31%

Región de Antofagasta: 6%

Región de Tarapacá: 5,3%

Manzanas 4,0% 16% 4,3% 15% 0% inmediata

Región del Maule: 37%

Región del Libertador Bernardo O´Higgins: 33%

Región de Valparaiso: 22%

Productos de papel  2,7% 18% 7,4% (0%-10%) 0% inmediata

Región del Maule: 57%

Región del Bío Bío: 42%

Conservas de pescado 

y mariscos

1,5% 12% 4,2% 15% 12% 1 enero año 5

Región de los Lagos: 61%

Región del Bío Bío: 33%

Región de Coquimbo: 4%

Frutos congelados 1,5% 24% 12,6% 15% 0% inmediata

Región del Bío Bío: 43%

Región del Maule: 39%

Región Metropolitana: 12%

Berries 2,0% 48% 42,0% 15% 0% inmediata

Región del Maule: 37%

Región del Bío Bío: 19%

Región del Libertador Bernardo O´Higgins: 14%

Región de Vaparaiso: 9%

Región de los Lagos: 8%

Cerezas 1,4% 38% 0,0% 15% 0% inmediata

Región del Libertador Bernardo O´Higgins: 58%

Región del Maule: 26%

Región Metropolitana: 6%

Región de Valparaiso: 5,4%

Kiwi 0,9% 15%  (2002-2010) -5% 15% 0% inmediata

Región del Libertador Bernardo O´Higgins: 43%

Región del Maule: 32%

Región de Vaparaiso: 19%

Manufacturas de 

fundición de hierro o 

acero

0,7% 25% 20,4% (0%-10%) (0%-8%)

(inmediata - 1 enero 

año 5)

Región del Bío Bío: 46%

Región de Antofagasta: 33,5%

Región Metropolitana: 20%

Productos de plásticos 0,9% 25% 12,1% (0%-10%) (0%-9%)

(inmediata - 1 enero 

año 10)

Región Metropolitana; 80%

Región de Tarapacá: 9%

Paltas 0,9% 17% 12,2% 15% 12% 1 enero año 5

Región de Valparaiso: 61%

Región de Coquimbo: 35%

Neumáticos 1,0% 14% 19,6% 5% 0% inmediata Región Metropolitana:100%

Peras y membrillos 0,7% 13% 12,4% 15% 0% inmediata

Región del Libertador Bernardo O´Higgins: 44%

Región de Vaparaiso: 30%

Región del Maule: 20%

Pasas 0,9% 20% 17,6% 0% 0% inmediata

Región de Valparaiso: 81%

Región Metropolitana: 18%

Duraznos 0,8% 9% 4,7% 15% 0% inmediata

Región del Libertador Bernardo O´Higgins: 60%

Región Metropolitana: 21%

Región de Vaparaiso: 17%

Grasa y aceite de 

pescado

0,3% 75% 17,6% 0% 0% inmediata

Región de los Lagos: 45%

Región del Bío Bío: 33,5%

Región de Tarapacá: 20%

Conservas de 

duraznos

0,5% 15% 93,7% 15% 12% 1 enero año 5

Región de Valparaiso: 44%

Región Metropolitana: 32%

Región del Libertador Bernardo O´Higgins: 23%

Quesos 0,3% 33% 87,3% (5%-40%) (0%-4%) 1 enero año 5

Región de los Lagos: 86%

Región de la Araucania: 9,4%

Limones 0,2% (2002-2008) 13% 5,6% 15% 12% 1 enero año 5

Región de Valparaiso: 44%

Región de Coquimbo: 41%

Región Metropolitana: 8%

Manzanas 

deshidratadas

0,2% 16% -0,2% 15% 0% inmediata

Región del Maule: 49,6%

Región del Libertador Bernardo O´Higgins: 34%

Región Metropolitana: 14%

Botellas de vidrio 0,2% (2002-2008) 59% (2005-2010) -24% (0%-10%) (0%-8%) 1 enero año 5

Región Metropolitana: 71%

Región del Libertador Bernardo O´Higgins: 26,5%

Productos de 

chocolateria

0,2% 0% (2004-2009) -45% (0%-15%) (0%-14%) 1 enero año 15

Región Metropolitana: 56%

Región de Valparaiso: 33%

Región del Libertador Bernardo O´Higgins: 10%

ARANCEL PAGADO POR CHILE

EN NICARAGUA

DISTRIBUCIÓN REGIONAL DE LAS

EXPORTACIONES DE CHILE AL MUNDO

PRODUCTO

PARTICIPACIÓN 

DE CHILE EN 

COMEX MUNDO

2010

CRECIMIENTO DE 

LAS 

EXPORTACIONES 

DE CHILE AL 

MUNDO 2001-2010

CRECIMIENTO 

IMPORTACIONES 

NICARAGUA 

DESDE MUNDO 

2001 - 2010


Fuente: Departamento de Estudios, DIRECON, sobre la base de salidas de exportación con IVV, TradeMap , WebComex y listas arancelarias contenidas en el anexo del acuerdo.





7. Conclusiones





La aprobación y posterior puesta en vigencia del Protocolo Bilateral suscrito entre las Repúblicas de Chile y Nicaragua en el marco del Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica permitirá finalizar la red de acuerdos comerciales de Chile en Centroamérica, así como completar dicha red con todos los países de América Latina.





Gracias a las mejores condiciones de acceso, favorecidas por el Protocolo Bilateral, se podrán potenciar el comercio bilateral, en particular de las exportaciones, gracias a la apertura en sectores relevantes para nuestro país. Asimismo, se potenciará el destino de las exportaciones chilenas a Centroamérica por ser 5 países enmarcados en un mismo TLC.





En suma, con este Tratado se reconoce una historia de buenas relaciones mutuas y se colocan las bases para potenciar a niveles superiores las relaciones económico-comerciales en materia de bienes, servicios en inversiones entre Chile y Nicaragua.”.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier colocó en discusión el proyecto.





El Director (s) de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería, señor Contreras, señaló que en el año 1999 se terminó el acuerdo para celebrar el Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica. Añadió que este Tratado incluye a cinco países: Honduras, Guatemala, Costa Rica, El Salvador y Nicaragua.





Explicó que la arquitectura del Tratado de Libre Comercio de Chile con Centroamérica establece reglas comunes a estos países, o sea, ofrece un marco normativo similar a todos, respetando las diferencias propias de cada relación bilateral, para lo cual se establecen Protocoles Bilaterales complementarios. Precisó que la firma del Protocolo Bilateral con Nicaragua contribuye a ratificar la voluntad política de nuestro país de profundizar las relaciones con Centroamérica.





Agregó que los sectores beneficiados por el Protocolo son principalmente los industriales: alimentos procesados, productos químicos y las bebidas, líquidos y alcoholes. Añadió que las exportaciones a Nicaragua se benefician con la eliminación arancelaria inmediata para un 66% de sus envíos; a 5 años para un 19,18%; a 10 años para un 10,78%, y a 15 años para un 2,55%. Precisó que se excluyen un 1,41% de las exportaciones de Chile a Nicaragua.


A continuación, el Honorable Senador, señor Coloma, preguntó respecto de cuáles son, específicamente, los productos que Chile importa de Nicaragua.


El señor Contreras indicó que los principales productos que se importan desde Nicaragua son: ron, azúcar y productos textiles. Destacó que el ron representa el 75% de dichas importaciones.


A su vez, el Honorable Senador, señor Letelier destacó la importancia de este Protocolo Bilateral, por cuanto Nicaragua se está transformando en una plataforma logística dentro de Centroamérica. Añadió que ello genera nuevas oportunidades de negocios para nuestros productos.


Por su parte, el Honorable Senador señor Pizarro consultó si se encuentra incluido en el Protocolo Bilateral el reconocimiento de la denominación de origen del pisco chileno.


El señor Contreras expresó que el reconocimiento de la denominación de origen del pisco está estipulado en una carta adjunta que será incorporado al Acuerdo.



Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Kuschel, Letelier, Pizarro y Tuma.

----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el Protocolo Bilateral entre la República de Chile y la República de Nicaragua al Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica y sus Anexos, suscrito en Managua el 22 de febrero de 2011.”.
----------





Acordado en sesión celebrada el día 9 de mayo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, Carlos Kuschel Silva, Jorge Pizarro Soto y Eugenio Tuma Zedán





Sala de la Comisión, a 9 de mayo de 2012.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL PROTOCOLO BILATERAL ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA DE NICARAGUA AL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE CHILE Y CENTROAMÉRICA Y SUS ANEXOS

(8037-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.


A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, además de los miembros de la Comisión, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Subsecretario (S), señor Alfonso Silva, el Director de Asuntos Jurídicos, señor Hernán Salinas, y el Jefe del Departamento América Latina de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales, DIRECON, señor Pablo Urria.

De la Secretaría General de la Presidencia: la asesora, señora Yussra Almeyda.

- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, propone discutir la iniciativa en general y en particular a la vez, proposición que hace suya vuestra Comisión de Hacienda.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Concretar la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio, logrando una mayor apertura económica entre Chile y Nicaragua.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Subsecretario (S) del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Alfonso Silva, señaló que el Acuerdo se negoció en el año 1998 y fue firmado en octubre de 1999. Agregó que desde el año 2002 han sido ratificados y se encuentran vigentes los Acuerdos con Costa Rica y El Salvador, lo mismo ocurre en el año 2008 con Honduras y con Guatemala en 2010.

Indicó que el Protocolo Bilateral ya ha sido ratificado por Nicaragua y sólo queda pendiente el trámite legislativo en nuestro país.

Observó que el comercio y la cooperación son los aspectos de vinculación que presentan mayores potencialidades en la relación con Nicaragua. Agregó que se presenta una situación favorable para las inversiones chilenas.

El Jefe del Departamento América Latina de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales, señor Pablo Urria, expresó que se firmó un Acuerdo, conocido como 5 + 1, con los países mencionados precedentemente, en que se regulaban todos los aspectos del intercambio comercial entre Chile y Centroamérica, y por medio de negociaciones bilaterales se fue estableciendo la reglamentación de la desgravación arancelaria.

Acotó que la negociación con Nicaragua se fue retrasando principalmente por el punto referido al azúcar, retomándose el proceso en el año 2008 y concluyéndolo en el año 2010. 

Manifestó que existen 150 productos que Nicaragua importa y Chile exporta donde se presenta un gran potencial de crecimiento, y añadió que dicha cifra podría crecer hasta 1.800 productos que Chile exporta al mundo.  

Observó que se trata de un Tratado global con países centroamericanos, que cuenta con más de 10 años, y no de un acuerdo específico con un país de esa región.

El Honorable Senador señor Frei consultó a qué se debe que, en el año 2008, se observara un aumento exponencial de las exportaciones de Chile.

El Jefe del Departamento América Latina, señor Urria, explicó que en el año 2008, en general, se verificó el punto máximo de volumen de exportaciones. Agregó que, entre los productos específicos, el mayor porcentaje del volumen lo representa el trigo.

El Honorable Senador señor García preguntó cuáles son los productos más relevantes que se cuentan entre las 98 exclusiones del Acuerdo.

El Jefe del Departamento América Latina, señor Urria, indicó que son las carnes bovina, de cerdo y de ave.

El Subsecretario (S) del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Alfonso Silva, manifestó que debe tomarse en cuenta que las exclusiones son objeto de revisión constantemente.

Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, García, Novoa y Pizarro.

---

FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 16 de septiembre de 2011, señala, de manera textual, lo siguiente:

“1.- El presente proyecto constituye un Protocolo Bilateral al Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica, cuya parte normativa fuera suscrita el 18 de Octubre de 1999, por Chile, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua.

2.- El mencionado Protocolo contempla desgravación arancelaria progresiva de las mercancías importadas desde Nicaragua, donde un 97,5% de los productos (equivalentes a un 99,4% de las importaciones efectivas de 2010) ingresarán libres de aranceles a Chile, desde la entrada en vigencia del acuerdo. En una segunda etapa, un 1,79% de los productos quedarán en desgravación a 5 años y, finalmente, el 0,3% a 10 años, manteniéndose un 0,4% en excepciones.

3.- El proyecto de Acuerdo reduce los ingresos fiscales asociados a arancel aduanero e IVA de Importaciones, registrados como Impuestos en el Presupuesto del Tesoro Público. En 2010, desde Nicaragua fueron importados bienes por un total de US$ 7.987 miles, de los cuales US$ 7.938 miles corresponden a productos incluidos en el Acuerdo, dato que se utiliza para la medición del impacto financiero, suponiendo un escenario sin variación en ese valor. Cabe destacar que en los últimos años desde Nicaragua sólo se han importado productos, cuya desgravación será inmediata una vez aprobado el Acuerdo.

4.- La cuantificación de los menores ingresos fiscales se realiza comparando la recaudación de arancel aduanero e IVA de ambos escenarios: con y sin el Acuerdo para los productos relevantes. Esa recaudación es el resultado de [M * (t + (1+t) * 0,19)], donde M es el valor de las importaciones en dólares desde Nicaragua y t es la tasa porcentual arancelaria. En el escenario actual t es igual a 6%. Con el Acuerdo, y la composición del valor de las importaciones efectivas de 2010, la tasa arancelaria habría sido 0%. Una situación especial es la del azúcar, producto que se importó por primera vez en los últimos años en 2010 desde Nicaragua y cuyo precio se ha supuesto permanecerá por sobre el techo del Sistema de Bandas de Precios, lo que se traduce en arancel nulo. De esta forma, el arancel promedio implícito para el conjunto de las importaciones desde Nicaragua sometidas al Acuerdo alcanzó en 2010 a 5,3%.

5.- Los menores ingresos fiscales por aranceles e IVA de Importaciones totalizan US$ 501 miles anuales, debiendo considerarse la fracción correspondiente en el caso de tener el acuerdo una Vigencia inferior al periodo anual en sus inicios.

6.- Por último, cabe destacar que el presente proyecto no implica gastos para el Fisco.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

---

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el Protocolo Bilateral entre la República de Chile y la República de Nicaragua al Tratado de Libre Comercio entre Chile y Centroamérica y sus Anexos, suscrito en Managua el 22 de febrero de 2011.”.

---

Acordado en sesión celebrada el día 15 de mayo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Jovino Novoa Vásquez y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 15 de mayo de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión

8

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA LA CONVENCIÓN QUE SUPRIME LA EXIGENCIA DE LEGALIZACIÓN DE DOCUMENTOS PÚBLICOS EXTRANJEROS (CONVENCIÓN DE LA APOSTILLA)

(8220-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 5 de marzo de 2012, con urgencia calificada de “simple”.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 3 de abril de 2012, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Fernando Schmidt; el Director de Asuntos Jurídicos de la Cancillería, señor Hernán Salinas, y el Primer Secretario, señor Luis Plaza.

- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -


Se deja constancia que la Comisión acordó remitir el proyecto a la de Hacienda, por estimar que tiene incidencia presupuestaria.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.


2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- La Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de  documentos públicos extranjeros fue adoptada en el marco de las reuniones de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado el 5 de Octubre de 1961 y entró en vigor el 24 de enero de 1965. A la fecha, son parte de la Convención 102 Estados, entre ellos: Argentina, Australia, Austria, Bélgica, Colombia, Ecuador, España, Estados Unidos de América, Finlandia, Francia, Grecia, Honduras, Hungría, Israel, Italia, Japón, México, Noruega, Nueva Zelanda, Países Bajos, Panamá, Polonia, Portugal, Perú, Reino Unido, República Checa, Rusia, Sudáfrica, Suecia, Suiza, Turquía y Venezuela.


Agrega el Ejecutivo que se constituye así en  uno de los instrumentos internacionales más universales en este ámbito, pues cada año se emiten millones de Apostillas en todo el mundo, resultando el más utilizado de los Convenios de La Haya.


Por último, indica que la adhesión de Chile a la Convención de la Apostilla, requerirá introducir adecuaciones a diferentes cuerpos legales, particularmente a los artículos 345 del Código de Procedimiento Civil y 420 del Código Orgánico de Tribunales, a los efectos de hacer coexistir las dos formas de acreditar la autenticidad de documentos públicos emanados del extranjero y consignar que no será necesaria la protocolización de los instrumentos apostillados que sirvan para otorgar escrituras públicas en Chile, como asimismo  designar las autoridades competentes para  emitir la “Apostilla”, para lo cual se enviará al Congreso Nacional, en breve, el respectivo proyecto de Ley.


3.- Instrumento Internacional.- La Convención, que consta de 15 artículos, tiene por propósito simplificar la autenticación de documentos públicos que deben ser presentados en el  extranjero, facilitando la circulación de los mismos cuando son emitidos por un Estado Parte para ser utilizados en otro Estado Parte.

La legalización se reemplaza por el otorgamiento de un certificado denominado “Apostilla”, el cual debe ser extendido en la manera y forma que prevé la Convención a petición de quien firma el documento o del portador del mismo. Se anexa a la Convención, un modelo base de Apostilla con sus respectivas especificaciones.

El certificado debe ser emitido por una autoridad competente del Estado que otorgó el documento. A tal efecto, cada Estado contratante deberá designar expresamente las autoridades que tendrán competencia para otorgarlo, lo que habrá de notificarse al depositario de la Convención al momento de ratificar o adherirse, según sea el caso.

La “Apostilla” certifica la autenticidad de la firma, la calidad en que actuó quien la suscribió y, si fuere procedente, la identidad del sello o timbre que el documento contenga. Los  requisitos copulativos para la expedición de una Apostilla son: (i) Que se trate de un documento emitido o autorizado en un Estado parte de la Convención; (ii) Que dicho documento vaya a ser utilizado en otro Estado parte de la Convención; y (iii) Que dicho documento tenga el carácter de público, de conformidad al artículo primero de la Convención. Si bien el carácter de público de un documento ha de ser determinado por la regulación interna del Estado del cual procede el documento, el artículo primero de la Convención expresa que ha de entenderse bajo ese concepto una numeración no taxativa, así también como que la Convención no es aplicable a documentos expedidos por agentes diplomáticos o consulares, ni a documentos administrativos que se refieren directamente a una operación mercantil o aduanera. 

Como se expresara anteriormente, la Convención busca eliminar el procedimiento de legalización, disponiendo que cada Estado contratante debe adoptar las medidas necesarias para evitar que sus agentes diplomáticos o consulares procedan a efectuar legalizaciones, en los casos en que la presente Convención prevea la exención de las mismas, dejando el procedimiento de legalización de documentos, como una opción residual en todos aquellos casos en que la Convención no sea aplicable.

En consecuencia, la Convención modificará la forma de acompañar los instrumentos públicos en juicio para los documentos provenientes de los Países Partes de ésta, fórmula prevista en el Nº 1 del artículo 345 del Código de Procedimiento Civil, toda vez que no se requerirá del atestado del agente diplomático o consular chileno, el cual se reemplazará por el certificado de la “Apostilla”. Dicha norma, sin embargo, continuará rigiendo para los documentos provenientes de países no Partes de la Convención.

La Convención se aplica únicamente a los documentos públicos y no ofrece un concepto de instrumento público, sino que estipula que se consideran como tales los siguientes:

a. Los documentos que emanan de una autoridad o funcionario dependiente de una jurisdicción del Estado, incluyendo los provenientes del Ministerio Público, o de un secretario o un funcionario judicial competente;

b. Los documentos administrativos;

c. Los documentos notariales;

d. Las certificaciones oficiales que hayan sido puestas sobre documentos privados, tales como menciones de registro, comprobaciones sobre la certeza de una fecha y autenticaciones de firmas.

Tal como se expresara anteriormente y según lo establece el artículo 1° de la Convención, párrafo final, este no se aplicará a los siguientes documentos:

a. A los documentos expedidos por representantes diplomáticos o consulares.

b. A los documentos administrativos relacionados directamente con operaciones comerciales o aduaneras.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier colocó en discusión el proyecto.


El Subsecretario señor Schmidt señaló que esta Convención tendrá un gran impacto en la vida de la ciudadanía, por cuanto facilitará una serie de trámites burocráticos dentro de un mundo cada día más globalizado. Agregó, que nuestro país es uno de los pocos países en el mundo que aún no es parte de esta Convención y el único país miembro de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) que no se ha sumado a la misma.


Manifestó que los documentos emitidos a nivel de Secretaría Regional Ministerial (SEREMI) serán válidos para utilizarse en otro país miembro de la Convención. Añadió que ello tendrá una fuerte incidencia en reducir la demora de ciertos trámites, especialmente en la legalización de documentos, cuyo retardo puede llegar a 8 días si se realiza desde regiones y a 5 días, si se realiza desde nuestra capital. Sin perjuicio de lo expuesto, expresó que la ratificación de esta Convención permitirá acelerar la tramitación de la documentación necesaria en el caso de las exportaciones, representando un evidente avance en esta materia.


El señor Schmidt expresó que el costo que producirá la ratificación de esta Convención lo asumirá el Ministerio de Relaciones Exteriores, con el objeto de lograr modernizar el Estado, considerando que prácticamente todos los países latinoamericanos son partes de la Convención de la Apostilla.


El Honorable Senador Tuma consultó porqué nuestro país ha demorado cincuenta años en hacerse parte de esta Convención.


El señor Schmidt respondió que la ratificación de esta Convención se intentó en varias oportunidades. Sin embargo, explicó que en su momento se estimó que se mermarían los ingresos del Estado, ya que se reducirían de aproximadamente U$ 3 millones a U$ 1,7 millones los recursos por concepto de tasa de legalización de documentos.


Por su parte, el Honorable Senador Coloma consultó si con la ratificación de esta Convención un documento chileno hace plena fe en el extranjero y viceversa. Además, inquirió sobre la situación de los idiomas y sus correspondientes traducciones.


El señor Schmidt expresó que es correcto lo señalado por el Honorable Senador Coloma, en cuanto a que con la ratificación de la Convención un documento chileno hace plena fe en el extranjero y viceversa. En lo referente al idioma, expresó que se está trabajando en el Registro Civil para que los certificados de nacimiento vengan en dos idiomas, esto es, que también vengan en inglés.


El Honorable Senador Coloma preguntó si se puede cuantificar cuántos trámites se ahorran con la ratificación de esta Convención.


El señor Schmidt respondió que, en materia de legalizaciones, los documentos más demandados en el año 2011 fueron las escrituras públicas, con 81.862 solicitudes; los certificados del Registro Civil, con 81.460 peticiones; los certificados de estudios, con 45.085 requerimientos, y los certificados de salud, con 40.337 consultas.


El Honorable Senador Letelier consultó quién produce las estampillas que se utilizarán a partir de la ratificación de esta Convención.


El señor Schmidt precisó que el responsable es el Ministerio de Relaciones Exteriores, y que estarán a disposición de los Ministerios de Salud, Educación y Relaciones Exteriores, incluso a nivel de Secretarías Regionales Ministeriales (SEREMI).


El Honorable Senador Letelier valoró que la Convención simplifique  el procedimiento de legalización de documentos y, al respecto, consultó si produce una merma en el ingreso público, pues la validación de la estampilla no sería gratuita.


El señor Schmidt expresó que no se ha hablado de cambiar el sistema de cobros, pero que, sin duda, la ratificación de esta Convención tendrá incidencia en el presupuesto.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Kuschel, Letelier, Pizarro y Tuma.

----------


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase la “Convención que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros”, adoptada el 5 de Octubre de 1961, en La Haya, Países Bajos.”.
----------





Acordado en sesión celebrada el día 10 de abril de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Jorge Pizarro Soto y Eugenio Tuma Zedán.





Sala de la Comisión, a 10 de abril 2012.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA LA CONVENCIÓN QUE SUPRIME LA EXIGENCIA DE LEGALIZACIÓN DE DOCUMENTOS PÚBLICOS EXTRANJEROS (CONVENCIÓN DE LA APOSTILLA) 

(8220-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de acuerdo de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.


A la sesión en que se analizó el presente proyecto asistieron, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Subsecretario (S), señor Alfonso Silva, y el Director de Asuntos Jurídicos, señor Hernán Salinas.





Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Yussra Almeyda.

- - -


El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado, previamente, por la Comisión de Relaciones Exteriores, que hizo presente,  por tratarse de un proyecto de artículo único, su proposición de discutirlo en general y en particular a la vez, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación. La Comisión de Hacienda hace suya esa proposición.

Se hace presente, asimismo, que en lo concerniente a los antecedentes jurídicos y de hecho del proyecto de acuerdo en informe, vuestra Comisión de Hacienda se remite a lo expresado en su informe por la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO 


Simplificar la autenticación de documentos públicos que deben ser presentados en el extranjero.

- - -

DISCUSIÓN


El Subsecretario (S) de Relaciones Exteriores, señor Alfonso Silva, expresó que el convenio que suprime la exigencia de legalizar los documentos públicos extranjeros fue suscrito en La Haya, en 1961, y entró en vigor en 1965. Incluye a 103 países miembros, de los cuales 11 son de América Latina.


La aprobación que Chile preste al efecto, supondrá una importante modernización que tendrá, en la práctica, correlato en los siguientes aspectos:


- Ahorro de costos para los usuarios.


- Descentralización del sistema de legalizaciones vigente, que ha devenido en engorroso y demoroso. Para ello, sectorialmente, las Secretarías Regionales Ministeriales de los Ministerios de Salud y Educación podrán legalizar documentos relacionados con asuntos de su competencia, sin perjuicio de la amplia facultad del Ministerio de Relaciones Exteriores para legalizar los de toda clase de materias.


- Acelerar la legalización de documentos generados por los chilenos residentes en el exterior. A ello contribuirá el hecho que el acceso a los trámites pueda hacerse por vía electrónica.  


Ante una consulta del Honorable Senador señor García, indicó que las adecuaciones legales a que dará lugar la aprobación del presente proyecto de acuerdo, tendrán una incidencia financiera que en caso alguno será cuantiosa. Y, de cualquier manera, en el largo plazo significarán un ahorro. 





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, García y Novoa.

- - -
El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 20 de abril de 2012, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

1.- La convención permite simplificar la autenticación de documentos públicos que provienen o deben ser presentados en el extranjero, facilitando la circulación de documentos públicos emitidos por un Estado Parte para ser utilizados en otro Estado Parte. Comparando el nuevo procedimiento con la actual cadena de legalizaciones, se dan cambios tanto en las gestiones de certificación que se realizan ante funcionarios extranjeros, como en la eliminación de la segunda fase de legalizaciones, realizada ante agentes diplomáticos o consulares.

2.- La adhesión a la convención, que es la acción que este IF analiza, implica, sin embargo, la presentación de modificaciones legales posteriores que permitan su implementación.

II. Efecto sobre los Gastos Fiscales de la Adhesión a la Convención.

La adhesión a la convención no representa un mayor gasto fiscal por sí misma; no obstante, sí lo generará su implementación. Dicho mayor gasto deberá tenerse en consideración cuando se presente el proyecto de ley que la implemente y que modificará, entre otros, el Código de Procedimiento Civil.”.

En consecuencia, el proyecto de acuerdo en informe no producirá desequilibrios macroeconómicos ni incidirá negativamente en la economía del país.

- - -


En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, la Comisión de Hacienda tiene el honor de propone la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase la “Convención que Suprime la Exigencia de Legalización de Documentos Públicos Extranjeros”, adoptada el 5 de Octubre de 1961, en La Haya, Países Bajos.”.
- - -




Acordado en sesión celebrada el día 15 de mayo  de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot, (Presidente), Eduardo Frei Rui-Tagle y Jovino Novoa Vásquez.





Sala de la Comisión, a 15 de mayo de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, RECAIDO EN EL PROYECTO DE LEY SOBRE FOMENTO DE LA PESCA ARTESANAL, COMISIÓN NACIONAL DE ACUICULTURA Y CONSEJOS ZONALES DE PESCA

(7947-03)

HONORABLE SENADO:

HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS:


La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en la suma, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

El Senado, en sesión de fecha 9 de mayo en curso, al momento de rechazar las modificaciones introducidas al proyecto en comento en el segundo trámite constitucional, designó como miembros de la Comisión Mixta a los Honorables Senadores que integran la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, señores Carlos Bianchi Chelech, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Antonio Horvath Kiss, Fulvio Rossi Ciocca, y Hosain Sabag Castillo.


La Cámara de Diputados, por su parte, en sesión de 10 de mayo de 2012, designó como integrantes de la misma Comisión Mixta a los Honorables Diputados señora Adriana Muñoz d’Albora y señores Gabriel Ascencio Mansilla, Patricio Melero Abaroa, Alejandro Santana Tirachini y Jorge Ulloa Aguillón. La Cámara, el 16 del mismo mes, reemplazó a los señores Santana Tirachini y Ulloa Aguillón por los Honorables Diputados señores Gaspar Rivas Sánchez y Carlos Recondo Lavanderos, respectivamente.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día de hoy, 16 de mayo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi Chelech, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes y Antonio Horvath Kiss, y los Honorables Diputados señora Adriana Muñoz d’Albora y señores Gabriel Ascencio Mansilla, Patricio Melero Abaroa, Carlos Recondo Lavanderos y Gaspar Rivas Sánchez. En la oportunidad indicada, se eligió por unanimidad como Presidente al Honorable Senador señor Antonio Horvath Kiss y de inmediato la Comisión Mixta se abocó al cumplimiento de su cometido.


A la sesión en que se consideró este asunto asistieron, además de los miembros de la Comisión, las siguientes personas: 


Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: el Ministro, señor Pablo Longueira Montes; los asesores legislativos del Gabinete del Ministro, señores Alejandro Arriagada Ríos y Julio Alonso Ducci.


De la Subsecretaría de Pesca: el Subsecretario, señor Pablo Galilea Carrillo; el Jefe de la División Jurídica, señor Felipe Palacio Rives; la abogada asesora, señora María Alicia Baltierra O’Kuinghttons, y la Jefa de la División de Desarrollo Pesquero, señora Edith Saa Collantes.


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el coordinador señor Javier Acuña Maturana. 
- - - - - - -

CONSTANCIA

Se hace presente que los numerales 1), 7), 10), 11), 12) y 13) del artículo 1° del proyecto en informe, y el Artículo segundo transitorio, sobre los cuales se produjo divergencia entre ambas Cámaras, tienen carácter de ley orgánica constitucional, ya que inciden en la organización básica de la Subsecretaría de Pesca y de algunos de los servicios del sector, lo que involucra enmendar tácitamente la Ley Orgánica Constitucional de Bases Constitucionales de la Administración del Estado.

- - - - - - - -

LAS DISCREPANCIAS

Cabe señalar que el Senado, en el tercer trámite constitucional, rechazó todas las enmiendas que introdujo la Cámara de Diputados en el segundo trámite, salvo la modificación formulada al numeral 3) del artículo 4° del proyecto, que fue aprobada. La Comisión Mixta las resolvió en conjunto, mediante las proposiciones que se consignan más adelante.

Artículo 1º

Número 1)




El numeral 1) del artículo 1° aprobado por el Senado dispone:


“1) Sustitúyese la letra e) del inciso segundo del artículo 59, por la siguiente:


“e) Tres representantes de los pescadores artesanales, que representen a los pescadores artesanales propiamente tales, a los mariscadores y a los cultivadores y algueros. Estos representantes deberán provenir de las siguientes macrozonas pesqueras del país: de la I a la IV Región; de la V a la IX Región e Islas Oceánicas, y de la XIV, la X, la XI y la XII Región. Durarán en sus cargos dos años, no podrán ser redesignados y quienes los reemplacen deberán provenir de una región distinta, dentro de la macrozona respectiva.”.”.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, rechazó la disposición. En el tercero, el Senado rechazó la supresión.

Número 7)


El texto aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional, es el siguiente:




“7) Agréganse, en el Título VI, a continuación del artículo 90 quáter, el siguiente Párrafo 3° y los artículos 90 A a 90 H que lo integran:

“Párrafo 3°

DE LA COMISIÓN NACIONAL DE ACUICULTURA


Artículo 90 A.- Créase la Comisión Nacional de Acuicultura, en adelante “la Comisión”, cuya función será asesorar al Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en la formulación y evaluación de las acciones, medidas y programas que se requieran para implementar la Política Nacional de Acuicultura.


Artículo 90 B.- La Comisión será presidida por el Subsecretario de Pesca y Acuicultura, y estará integrada además por los siguientes miembros:


a) Un representante de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.


b) Un representante del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.


c) Un representante del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


d) Un representante del Ministerio del Medio Ambiente.


e) Un representante de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante.


f) Un representante del Instituto de Fomento Pesquero.


g) Siete miembros provenientes de las asociaciones de acuicultores legalmente constituidas, designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


h) Un miembro proveniente de una asociación de prestadores de servicios de la acuicultura legalmente constituida, designado por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


Artículo 90 C.- Corresponderán a la Comisión, en especial, las siguientes tareas:


a) Dar su opinión respecto de los reglamentos a que se refieren los artículos 86 y 87 de esta ley;


b) Elaborar y proponer las medidas, planes y programas tendientes a la ejecución e implementación de la Política Nacional de Acuicultura;


c) Dar su opinión respecto de la zonificación del borde costero en relación con actividades de acuicultura;


d) Dar su opinión sobre asuntos internacionales con relevancia para el sector, y


e) Dar su opinión sobre las modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, que proponga el Presidente de la República, antes que sean presentadas al Congreso Nacional.


La Comisión podrá referirse a las demás materias que estime pertinentes y que incidan en la actividad de acuicultura, quedando facultada para solicitar los antecedentes necesarios de los organismos públicos o privados del sector, a través de su Presidente.


Artículo 90 D.- La Comisión contará con una Secretaría Ejecutiva, que estará radicada en la Subsecretaría.


Corresponderá a la Secretaría Ejecutiva coordinar las reuniones de la Comisión, levantar acta de los acuerdos adoptados, elaborar una memoria anual que resuma las actividades desarrolladas por la Comisión durante el año calendario anterior y, en general, efectuar todas aquellas tareas que sean necesarias para el cumplimiento de los fines de la Comisión establecidos en la presente ley.


Artículo 90 E.- La Comisión podrá invitar a sus sesiones a representantes de otros Ministerios y Servicios relacionados con las materias a tratar, así como a representantes del sector privado y de las organizaciones de trabajadores del sector que lo soliciten.


Artículo 90 F.- Las autoridades y directivos de los órganos de la Administración del Estado deberán prestar a la Comisión, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, toda la colaboración que ésta les solicite.


Artículo 90 G.- Corresponderá a la Subsecretaría prestar el apoyo técnico y administrativo que sea menester para el funcionamiento de la Comisión y de su Secretaría Ejecutiva.


Artículo 90 H.- La Comisión acordará las demás normas para su funcionamiento interno, el que deberá considerar al menos tres reuniones ordinarias anuales.”.”.



La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha suprimido. En el tercero, el Senado rechazó la supresión.

El Presidente de la República propuso introducir dos adiciones al artículo 90 B contenido en este numeral 7) del artículo 1° del proyecto: la primera, para elevar a tres el número de representantes de las asociaciones de prestadores de servicios de la acuicultura legalmente constituidas, a que se refiere la letra h) del citado artículo 90 B, y la segunda para agregar al mismo precepto una letra i), nueva, que integra la Comisión Nacional de Acuicultura con dos representantes de los trabajadores de centros de cultivo designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


Número 10)




El numeral 10) del artículo 1° aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional establece:


“10) Elimínase el párrafo segundo del numeral 2 del inciso segundo del artículo 146.”.




La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha rechazado. En el tercero, el Senado rechazó la supresión.
Número 11)




El numeral 11) del artículo 1° aprobado por el Senado, prescribe:


“11) Reemplázase el inciso primero del artículo 150 por el siguiente:


“Artículo 150.- Creánse ocho organismos zonales, denominados Consejos Zonales de Pesca:


a) Uno en la zona correspondiente a las Regiones XV de Arica y Parinacota, I de Tarapacá y II de Antofagasta, con sede en la comuna de Iquique;


b) Uno en la zona correspondiente a las Regiones III de Atacama y IV de Coquimbo, con sede en la comuna de Coquimbo;


c) Uno en la zona correspondiente a las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule e Islas Oceánicas, con sede en la comuna de Constitución;


d) Uno en la zona correspondiente a la Región VIII del Biobío, con sede en la comuna de Talcahuano;


e) Uno en la zona correspondiente a las Regiones IX de La Araucanía y XIV de Los Ríos, con sede en la comuna de Valdivia;


f) Uno en la zona correspondiente a la Región X de Los Lagos, con sede en la comuna de Puerto Montt;


g) Uno en la zona correspondiente a la Región XI de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, con sede en la comuna de Aysén;


h) Uno en la zona correspondiente a la Región XII de Magallanes y de la Antártica Chilena, con sede en la comuna de Punta Arenas.”.”.




La Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, ha suprimido las letras c) y d) del numeral citado. En el tercero, el Senado rechazó la supresión.

Número 12)




El texto aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional es el siguiente:


“12) Modifícase el inciso primero del artículo 152 de la siguiente manera:


a) Sustitúyese, en la letra a), la expresión “del Servicio”, la primera vez que aparece, por las palabras “de Pesca”.


b) Enmiéndase la letra g) del modo que sigue:


i) Reemplázase el párrafo primero por el siguiente:


“El número de consejeros que en cada caso se indica, en representación de las organizaciones gremiales legalmente constituidas de armadores; de pequeños armadores; de plantas procesadoras de productos pesqueros, y de acuicultores de la zona.”.


ii) Sustitúyese, en el párrafo cuarto, la frase “V, VI, VII, VIII y IX Regiones e Islas Oceánicas”, por “V, VI y VII Regiones e Islas Oceánicas”.


iii) Agréganse los siguientes párrafos quinto y sexto, nuevos, cambiando los demás su orden correlativo:


“En el Consejo Zonal de la VIII Región, uno representará a los armadores industriales de la pesca pelágica; otro a los armadores industriales de pesca demersal; otro a los pequeños armadores industriales y, un cuarto a los industriales de plantas procesadoras de productos pesqueros.


En el Consejo Zonal de la IX y XIV Regiones, uno representará a los armadores industriales de la pesca pelágica; otro a los armadores industriales de la pesca demersal; otro a los pequeños armadores industriales; otro a los industriales de plantas procesadoras de productos pesqueros, y otro a los acuicultores.”.


iv) Sustitúyese, en el párrafo quinto, que pasa a ser séptimo, la frase “XIV, X y XI Regiones”, por “X Región”.


v) Agrégase, a continuación del párrafo sexto, que pasa a ser octavo, el siguiente párrafo noveno:


“En el Consejo Zonal de la XI Región, uno representará a los armadores industriales, otro a los pequeños armadores, otro a los industriales procesadores de productos pesqueros, y otro a los acuicultores.”.”.


La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, rechazó el literal ii) de la letra b). En el tercero, el Senado rechazó la supresión.
Número 13)




El numeral 13) del artículo 1° aprobado por el Senado, prescribe lo siguiente:




“13) Agrégase, en el inciso cuarto del artículo 173, a continuación de la palabra “necesarios”, la siguiente expresión final “, y designará un Director Ejecutivo”.”.




La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo suprimió. En el tercero, el Senado rechazó la supresión.

Disposiciones transitorias

Artículo primero




El artículo primero transitorio aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional prescribe:


“Artículo primero.- Las personas que a la fecha de publicación de esta ley integren los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones V a IX e Islas Oceánicas, y los de las Regiones XIV a XI, continuarán integrando, respectivamente, los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones VIII a IX y los de las Regiones XIV y X.”.




La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, suprimió este artículo. En el tercero, el Senado rechazó la supresión.
Artículo segundo


“Artículo segundo.- Los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, de las Regiones IX de La Araucanía y XIV de Los Ríos, y el de la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, deberán constituirse dentro de un plazo máximo de seis meses contados desde la fecha de publicación de esta ley.


Mientras no se encuentren constituidos dichos Consejos Zonales con el número mínimo de miembros necesarios para reunirse de conformidad a lo dispuesto en los artículos 150 y siguientes de la Ley General de Pesca y Acuicultura, tendrán competencia en las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, el Consejo Zonal de Pesca de la VIII Región del Biobío; y en la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo tendrá competencia el Consejo Zonal de la X Región de Los Lagos.


Asimismo, mientras no se encuentre constituido el Consejo Zonal de Pesca de las Regiones IX de la Araucanía y XIV de Los Ríos con el número mínimo de miembros necesarios para reunirse de conformidad a lo dispuesto en los artículos 150 y siguientes de la Ley General de Pesca y Acuicultura, tendrán competencia en la IX Región de La Araucanía y en la XIV Región de Los Ríos, el Consejo Zonal de Pesca de la VIII Región del Biobío y el de la X Región de Los Lagos, respectivamente.”.




La Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, lo ha suprimido. En el tercero, el Senado rechazó la supresión.
- - - - - - - - 
- La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó proponeros aprobar el texto despachado por el Senado en el primer trámite constitucional, para cada una de las disposiciones materia de la controversia, más las enmiendas acordadas a instancias del Presidente de la República, relativas al artículo 90 B, que incorpora el numeral 7) del artículo 1° del proyecto, con las debidas adecuaciones de redacción.

Concurrieron al acuerdo los Honorables Senadores señores Bianchi, García-Huidobro y Horvath y los Honorables Diputados señora Muñoz y señores Ascencio, Melero, Recondo y Rivas. 

- - - - - - - -

PROPOSICIÓN DE ACUERDO


Si bien el Artículo primero transitorio no es propio de ley orgánica constitucional, no se propone a su respecto una votación separada, porque depende de la suerte que corra el número 11) del artículo 1° del proyecto, que sí es orgánico constitucional, y si éste es aprobado, con mayor razón lo sería aquél, que requiere el quórum de ley común.


En mérito de lo expuesto, la Comisión Mixta, a fin de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional con ocasión de la tramitación del proyecto en informe, propone aprobar, en una sola votación, el siguiente texto de las normas controvertidas:

Artículo 1º


“1) Sustitúyese la letra e) del inciso segundo del artículo 59, por la siguiente:


“e) Tres representantes de los pescadores artesanales, que representen a los pescadores artesanales propiamente tales, a los mariscadores y a los cultivadores y algueros. Estos representantes deberán provenir de las siguientes macrozonas pesqueras del país: de la I a la IV Región; de la V a la IX Región e Islas Oceánicas, y de la XIV, la X, la XI y la XII Región. Durarán en sus cargos dos años, no podrán ser redesignados y quienes los reemplacen deberán provenir de una región distinta, dentro de la macrozona respectiva.”.”.


“7) Agréganse, en el Título VI, a continuación del artículo 90 quáter, el siguiente Párrafo 3° y los artículos 90 A a 90 H que lo integran:

“Párrafo 3°

DE LA COMISIÓN NACIONAL DE ACUICULTURA


Artículo 90 A.- Créase la Comisión Nacional de Acuicultura, en adelante “la Comisión”, cuya función será asesorar al Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en la formulación y evaluación de las acciones, medidas y programas que se requieran para implementar la Política Nacional de Acuicultura.


Artículo 90 B.- La Comisión será presidida por el Subsecretario de Pesca y Acuicultura, y estará integrada además por los siguientes miembros:


a) Un representante de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.


b) Un representante del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.


c) Un representante del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


d) Un representante del Ministerio del Medio Ambiente.


e) Un representante de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante.


f) Un representante del Instituto de Fomento Pesquero.


g) Siete miembros provenientes de las asociaciones de acuicultores legalmente constituidas, designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


h) Tres miembros provenientes de una asociación de prestadores de servicios de la acuicultura legalmente constituida, designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


i) Dos representantes de los trabajadores de centros de cultivo designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


Artículo 90 C.- Corresponderán a la Comisión, en especial, las siguientes tareas:


a) Dar su opinión respecto de los reglamentos a que se refieren los artículos 86 y 87 de esta ley;


b) Elaborar y proponer las medidas, planes y programas tendientes a la ejecución e implementación de la Política Nacional de Acuicultura;


c) Dar su opinión respecto de la zonificación del borde costero en relación con actividades de acuicultura;


d) Dar su opinión sobre asuntos internacionales con relevancia para el sector, y


e) Dar su opinión sobre las modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, que proponga el Presidente de la República, antes que sean presentadas al Congreso Nacional.


La Comisión podrá referirse a las demás materias que estime pertinentes y que incidan en la actividad de acuicultura, quedando facultada para solicitar los antecedentes necesarios de los organismos públicos o privados del sector, a través de su Presidente.


Artículo 90 D.- La Comisión contará con una Secretaría Ejecutiva, que estará radicada en la Subsecretaría.


Corresponderá a la Secretaría Ejecutiva coordinar las reuniones de la Comisión, levantar acta de los acuerdos adoptados, elaborar una memoria anual que resuma las actividades desarrolladas por la Comisión durante el año calendario anterior y, en general, efectuar todas aquellas tareas que sean necesarias para el cumplimiento de los fines de la Comisión establecidos en la presente ley.


Artículo 90 E.- La Comisión podrá invitar a sus sesiones a representantes de otros Ministerios y Servicios relacionados con las materias a tratar, así como a representantes del sector privado y de las organizaciones de trabajadores del sector que lo soliciten.


Artículo 90 F.- Las autoridades y directivos de los órganos de la Administración del Estado deberán prestar a la Comisión, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, toda la colaboración que ésta les solicite.


Artículo 90 G.- Corresponderá a la Subsecretaría prestar el apoyo técnico y administrativo que sea menester para el funcionamiento de la Comisión y de su Secretaría Ejecutiva.


Artículo 90 H.- La Comisión acordará las demás normas para su funcionamiento interno, el que deberá considerar al menos tres reuniones ordinarias anuales.”.”.


“10) Elimínase el párrafo segundo del numeral 2 del inciso segundo del artículo 146.”.


11) Reemplázase el inciso primero del artículo 150 por el siguiente:


Artículo 150.- Creánse ocho organismos zonales, denominados Consejos Zonales de Pesca:

…………..


“c) Uno en la zona correspondiente a las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule e Islas Oceánicas, con sede en la comuna de Constitución;


d) Uno en la zona correspondiente a la Región VIII del Biobío, con sede en la comuna de Talcahuano;”.


12) Modifícase el inciso primero del artículo 152 de la siguiente manera:

………………


b) Enmiéndase la letra g) del modo que sigue:

……………..



“ii) Sustitúyese, en el párrafo cuarto, la frase “V, VI, VII, VIII y IX Regiones e Islas Oceánicas”, por “V, VI y VII Regiones e Islas Oceánicas”.”.


“13) Agrégase, en el inciso cuarto del artículo 173, a continuación de la palabra “necesarios”, la siguiente expresión final “, y designará un Director Ejecutivo”.”.

Artículos Transitorios


“Artículo primero.- Las personas que a la fecha de publicación de esta ley integren los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones V a IX e Islas Oceánicas, y los de las Regiones XIV a XI, continuarán integrando, respectivamente, los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones VIII a IX y los de las Regiones XIV y X.”.


“Artículo segundo.- Los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, de las Regiones IX de La Araucanía y XIV de Los Ríos, y el de la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, deberán constituirse dentro de un plazo máximo de seis meses contados desde la fecha de publicación de esta ley.


Mientras no se encuentren constituidos dichos Consejos Zonales con el número mínimo de miembros necesarios para reunirse de conformidad a lo dispuesto en los artículos 150 y siguientes de la Ley General de Pesca y Acuicultura, tendrán competencia en las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, el Consejo Zonal de Pesca de la VIII Región del Biobío; y en la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo tendrá competencia el Consejo Zonal de la X Región de Los Lagos.


Asimismo, mientras no se encuentre constituido el Consejo Zonal de Pesca de las Regiones IX de la Araucanía y XIV de Los Ríos con el número mínimo de miembros necesarios para reunirse de conformidad a lo dispuesto en los artículos 150 y siguientes de la Ley General de Pesca y Acuicultura, tendrán competencia en la IX Región de La Araucanía y en la XIV Región de Los Ríos, el Consejo Zonal de Pesca de la VIII Región del Biobío y el de la X Región de Los Lagos, respectivamente.”.

- - - - - - - - 

TEXTO DEL PROYECTO


Para una mejor comprensión de lo resuelto, se transcribe a continuación el texto del proyecto de ley como queda si la proposición de la Comisión Mixta se aprueba en ambas Cámaras:

“PROYECTO DE LEY:


Artículo 1°.- Modifícase la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 430, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1992, de la siguiente manera:


1) Sustitúyese la letra e) del inciso segundo del artículo 59, por la siguiente:


“e) Tres representantes de los pescadores artesanales, que representen a los pescadores artesanales propiamente tales, a los mariscadores y a los cultivadores y algueros. Estos representantes deberán provenir de las siguientes macrozonas pesqueras del país: de la I a la IV Región; de la V a la IX Región e Islas Oceánicas, y de la XIV, la X, la XI y la XII Región. Durarán en sus cargos dos años, no podrán ser redesignados y quienes los reemplacen deberán provenir de una región distinta, dentro de la macrozona respectiva.”.


2) Reemplázanse, en el artículo 60, las referencias a “El Servicio” y “el Servicio”, por otras a “La Subsecretaría” y “la Subsecretaría”, respectivamente.


3) Modifícase el artículo 61 del siguiente modo:


a) Agrégase, en el inciso primero, la siguiente oración final: “Asimismo, el mecanismo de asignación de los proyectos deberá considerar, en el caso de proyectos que compitan en una misma categoría, una mayor ponderación para aquellos que contemplen un cofinanciamiento por parte de los pescadores artesanales u organización de pescadores artesanales que los presentan.”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “al Servicio”, por la frase “a la Subsecretaría”.


4) Reemplázanse, en el artículo 62, los términos “del Servicio”, por la expresión “de la Subsecretaría”.


5) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 86, la frase “previos informes técnicos fundados de la Subsecretaría, y del Consejo Nacional de Pesca”, por la siguiente: “previo informe técnico fundado de la Subsecretaría, y previa consulta a la Comisión Nacional de Acuicultura”.


6) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 87, la frase “previos informes técnicos debidamente fundamentados de la Subsecretaría, del Consejo Nacional de Pesca y del Consejo Zonal de Pesca que corresponda”, por la siguiente: “previo informe técnico fundado de la Subsecretaría y previa consulta a la Comisión Nacional de Acuicultura y al Consejo Zonal de Pesca que corresponda”.


7) Agréganse, en el Título VI, a continuación del artículo 90 quáter, el siguiente Párrafo 3° y los artículos 90 A a 90 H que lo integran:

“Párrafo 3°

DE LA COMISIÓN NACIONAL DE ACUICULTURA


Artículo 90 A.- Créase la Comisión Nacional de Acuicultura, en adelante “la Comisión”, cuya función será asesorar al Presidente de la República, a través del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en la formulación y evaluación de las acciones, medidas y programas que se requieran para implementar la Política Nacional de Acuicultura.


Artículo 90 B.- La Comisión será presidida por el Subsecretario de Pesca y Acuicultura, y estará integrada además por los siguientes miembros:


a) Un representante de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.


b) Un representante del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.


c) Un representante del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


d) Un representante del Ministerio del Medio Ambiente.


e) Un representante de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante.


f) Un representante del Instituto de Fomento Pesquero.


g) Siete miembros provenientes de las asociaciones de acuicultores legalmente constituidas, designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


h) Tres miembros provenientes de una asociación de prestadores de servicios de la acuicultura legalmente constituida, designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


i) Dos representantes de los trabajadores de centros de cultivo designados por el Presidente de la República, a propuesta del Subsecretario de Pesca y Acuicultura.


Artículo 90 C.- Corresponderán a la Comisión, en especial, las siguientes tareas:


a) Dar su opinión respecto de los reglamentos a que se refieren los artículos 86 y 87 de esta ley;


b) Elaborar y proponer las medidas, planes y programas tendientes a la ejecución e implementación de la Política Nacional de Acuicultura;


c) Dar su opinión respecto de la zonificación del borde costero en relación con actividades de acuicultura;


d) Dar su opinión sobre asuntos internacionales con relevancia para el sector, y


e) Dar su opinión sobre las modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, que proponga el Presidente de la República, antes que sean presentadas al Congreso Nacional.


La Comisión podrá referirse a las demás materias que estime pertinentes y que incidan en la actividad de acuicultura, quedando facultada para solicitar los antecedentes necesarios de los organismos públicos o privados del sector, a través de su Presidente.


Artículo 90 D.- La Comisión contará con una Secretaría Ejecutiva, que estará radicada en la Subsecretaría.


Corresponderá a la Secretaría Ejecutiva coordinar las reuniones de la Comisión, levantar acta de los acuerdos adoptados, elaborar una memoria anual que resuma las actividades desarrolladas por la Comisión durante el año calendario anterior y, en general, efectuar todas aquellas tareas que sean necesarias para el cumplimiento de los fines de la Comisión establecidos en la presente ley.


Artículo 90 E.- La Comisión podrá invitar a sus sesiones a representantes de otros Ministerios y Servicios relacionados con las materias a tratar, así como a representantes del sector privado y de las organizaciones de trabajadores del sector que lo soliciten.


Artículo 90 F.- Las autoridades y directivos de los órganos de la Administración del Estado deberán prestar a la Comisión, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, toda la colaboración que ésta les solicite.


Artículo 90 G.- Corresponderá a la Subsecretaría prestar el apoyo técnico y administrativo que sea menester para el funcionamiento de la Comisión y de su Secretaría Ejecutiva.


Artículo 90 H.- La Comisión acordará las demás normas para su funcionamiento interno, el que deberá considerar al menos tres reuniones ordinarias anuales.”.


8) Reemplázase, en el numeral 2) del inciso primero del artículo 96, la frase “a través de concurso público de acuerdo con las normas que se establezcan en el reglamento”, por la expresión “de conformidad con las normas establecidas en la ley N° 19.886”.


9) Suprímese el párrafo segundo del numeral 12) del artículo 125.


10) Elimínase el párrafo segundo del numeral 2 del inciso segundo del artículo 146.


11) Reemplázase el inciso primero del artículo 150 por el siguiente:


“Artículo 150.- Creánse ocho organismos zonales, denominados Consejos Zonales de Pesca:


a) Uno en la zona correspondiente a las Regiones XV de Arica y Parinacota, I de Tarapacá y II de Antofagasta, con sede en la comuna de Iquique;


b) Uno en la zona correspondiente a las Regiones III de Atacama y IV de Coquimbo, con sede en la comuna de Coquimbo;


c) Uno en la zona correspondiente a las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule e Islas Oceánicas, con sede en la comuna de Constitución;


d) Uno en la zona correspondiente a la Región VIII del Biobío, con sede en la comuna de Talcahuano;


e) Uno en la zona correspondiente a las Regiones IX de La Araucanía y XIV de Los Ríos, con sede en la comuna de Valdivia;


f) Uno en la zona correspondiente a la Región X de Los Lagos, con sede en la comuna de Puerto Montt;


g) Uno en la zona correspondiente a la Región XI de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, con sede en la comuna de Aysén;


h) Uno en la zona correspondiente a la Región XII de Magallanes y de la Antártica Chilena, con sede en la comuna de Punta Arenas.”.


12) Modifícase el inciso primero del artículo 152 de la siguiente manera:


a) Sustitúyese, en la letra a), la expresión “del Servicio”, la primera vez que aparece, por las palabras “de Pesca”.


b) Enmiéndase la letra g) del modo que sigue:


i) Reemplázase el párrafo primero por el siguiente:


“El número de consejeros que en cada caso se indica, en representación de las organizaciones gremiales legalmente constituidas de armadores; de pequeños armadores; de plantas procesadoras de productos pesqueros, y de acuicultores de la zona.”.


ii) Sustitúyese, en el párrafo cuarto, la frase “V, VI, VII, VIII y IX Regiones e Islas Oceánicas”, por “V, VI y VII Regiones e Islas Oceánicas”.


iii) Agréganse los siguientes párrafos quinto y sexto, nuevos, cambiando los demás su orden correlativo:


“En el Consejo Zonal de la VIII Región, uno representará a los armadores industriales de la pesca pelágica; otro a los armadores industriales de pesca demersal; otro a los pequeños armadores industriales y, un cuarto a los industriales de plantas procesadoras de productos pesqueros.


En el Consejo Zonal de la IX y XIV Regiones, uno representará a los armadores industriales de la pesca pelágica; otro a los armadores industriales de la pesca demersal; otro a los pequeños armadores industriales; otro a los industriales de plantas procesadoras de productos pesqueros, y otro a los acuicultores.”.


iv) Sustitúyese, en el párrafo quinto, que pasa a ser séptimo, la frase “XIV, X y XI Regiones”, por “X Región”.


v) Agrégase, a continuación del párrafo sexto, que pasa a ser octavo, el siguiente párrafo noveno:


“En el Consejo Zonal de la XI Región, uno representará a los armadores industriales, otro a los pequeños armadores, otro a los industriales procesadores de productos pesqueros, y otro a los acuicultores.”.


13) Agrégase, en el inciso cuarto del artículo 173, a continuación de la palabra “necesarios”, la siguiente expresión final “, y designará un Director Ejecutivo”.


Artículo 2°.- Créanse en la planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, fijada por el decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1983, y sus adecuaciones y modificaciones posteriores, dos cargos de Director Zonal de Pesca, uno de los cuales ejercerá sus competencias en las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule y el otro ejercerá sus competencias en las Regiones IX de La Araucanía y XIV de Los Ríos, ambos grado 5° de la Escala Única de Sueldos, los que se considerarán equivalentes a Jefes de División para el solo efecto del artículo 7° de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005. 


Artículo 3°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, de 2011, que modificó la estructura orgánica del Servicio Nacional de Pesca, en los siguientes términos:


1) En su artículo primero, elimínase la frase “a cargo de un Subdirector,”, e incorpórase la siguiente oración final: “La Subdirección estará a cargo de un Subdirector Nacional de Acuicultura, grado 4º de la Escala Única de Sueldos, de Segundo Nivel Jerárquico y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.”.


2) Intercálase, a continuación del artículo primero, el siguiente artículo primero bis:


“Artículo primero bis.- Corresponderán, especialmente, al Subdirector Nacional de Acuicultura, las siguientes funciones:


a) Subrogar al Subdirector Nacional.


b) Asesorar al Director Nacional y demás órganos del Servicio en materia de acuicultura.


c) Planificar las acciones de fiscalización de cumplimiento de la normativa ambiental, de salud animal y demás aplicable a la acuicultura.


d) Supervisar y evaluar la ejecución de las acciones a que se refiere el literal precedente.


e) Coordinar a las Direcciones Regionales, Departamentos y demás unidades del Servicio que ejecutan funciones en materia de acuicultura.


f) Proponer al Director Nacional los programas sanitarios y demás normas que, conforme a la legislación aplicable a la acuicultura, corresponda dictar al Servicio.


g) Administrar el registro de personas acreditadas para elaborar los instrumentos de evaluación ambiental y sanitaria y demás que se requieran.


h) Controlar a las personas a que se refiere el literal anterior y proponer al Director Nacional las sanciones que corresponda aplicar a las mismas en los casos previstos por la normativa.


i) Presentar al Director Nacional, para que éste ejerza la facultad a que se refiere la letra a) del artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1983, propuestas de normas para la aplicación y fiscalización de las leyes y reglamentos sobre acuicultura.”.


Artículo 4°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1983, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 34, de 1931, que legisla sobre la industria pesquera y sus derivados, de la siguiente manera:


1) En el artículo 16:


a) Elimínase, en la letra c), el literal (ii).


b) Agrégase, en la letra d), el siguiente literal (iii):


“(iii) Departamento de Pesca Artesanal.”.


c) Intercálase la siguiente letra e), nueva, pasando las actuales letras e) y f) a ser f) y g), respectivamente:


“e) División de Acuicultura.”.


2) En el artículo 18:


a) Elimínase, en la letra a) del numeral 1, la frase “y de las actividades de acuicultura”.


b) Suprímese, en la letra d) del numeral 1, la expresión “y de acuicultura”.


c) Elimínase, en la letra f) del numeral 1, la frase “y de acuicultura”.


d) Agrégase, en el encabezamiento del numeral 2, a continuación de la palabra “Pesquero”, la frase “y de Acuicultura”.


e) Elimínase, en la letra f) del numeral 2, la frase “y de acuicultura”.


f) Agrégase el siguiente numeral 4:


“4. Corresponderá a la División de Acuicultura:


a) Coordinar su gestión con las demás unidades orgánicas para la formulación y ejecución de acciones comunes en aspectos sectoriales de administración de la actividad de acuicultura.


b) Proponer planes, programas y estudios de investigación en acuicultura.


c) Mantener actualizada la información de las actividades de acuicultura a nivel nacional y el catastro de resoluciones sobre concesiones y autorizaciones de acuicultura.


d) Estudiar y proponer las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura.


e) Informar técnicamente las propuestas de ordenamiento territorial que afecten al sector.


f) Evaluar y proponer medidas especiales para la sanidad y protección de las especies hidrobiológicas y del medio ambiente en relación a las actividades de acuicultura, de propagación o de repoblación.


g) Identificar las necesidades de conocimiento para optimizar el manejo de la acuicultura nacional.


h) Elaborar los informes técnicos para el otorgamiento de concesiones de acuicultura y otros relacionados con las empresas de cultivo y los que sean necesarios para fundar la normativa sectorial propuesta para ser dictada.


i) Asesorar al Subsecretario en materias de políticas y estrategias de la actividad acuícola.


j) Evaluar e informar técnicamente las solicitudes de internación de especies hidrobiológicas con fines de acuicultura, ornamentales, investigación y recreación, entre otros.


k) Evaluar el desempeño de la actividad acuícola nacional.


l) Evaluar ambientalmente proyectos acuícolas y de impacto en esta actividad.


m) Coordinar el funcionamiento y operación de las agrupaciones de concesiones.


n) Mantener relaciones permanentes con instancias de participación sectorial a nivel nacional e internacional.”.


3) Sustitúyese el numeral 3 del artículo 19, por el siguiente:


“3. Corresponderá al Departamento de Pesca Artesanal:


a) Proponer al Subsecretario las políticas tendientes a desarrollar y fomentar la actividad pesquera artesanal.


b) Coordinar con las demás Divisiones y Departamentos de esta Subsecretaría las solicitudes y requerimientos que realicen los pescadores artesanales y sus organizaciones legalmente constituidas.


c) Coordinar las relaciones institucionales con los pescadores artesanales y sus organizaciones.”.


Artículo 5°.- Sustitúyese la denominación dada por el artículo 1° del decreto ley N° 1.626, de 1976, a la “Subsecretaría de Pesca”, por “Subsecretaría de Pesca y Acuicultura”.


Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga a la Subsecretaría de Pesca, deberán entenderse efectuadas en lo sucesivo a la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura.


Artículo 6°.- Sustitúyese la denominación dada por el artículo 12 del decreto ley N° 2.442, de 1978, al “Servicio Nacional de Pesca”, por “Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura”.


Todas las menciones que el ordenamiento jurídico haga al Servicio Nacional de Pesca, deberán entenderse efectuadas en lo sucesivo al Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura.

Artículos Transitorios


Artículo primero.- Las personas que a la fecha de publicación de esta ley integren los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones V a IX e Islas Oceánicas, y los de las Regiones XIV a XI, continuarán integrando, respectivamente, los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones VIII a IX y los de las Regiones XIV y X.


Artículo segundo.- Los Consejos Zonales de Pesca de las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, de las Regiones IX de La Araucanía y XIV de Los Ríos, y el de la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, deberán constituirse dentro de un plazo máximo de seis meses contados desde la fecha de publicación de esta ley.


Mientras no se encuentren constituidos dichos Consejos Zonales con el número mínimo de miembros necesarios para reunirse de conformidad a lo dispuesto en los artículos 150 y siguientes de la Ley General de Pesca y Acuicultura, tendrán competencia en las Regiones V de Valparaíso, VI del Libertador Bernardo O’Higgins y VII del Maule, el Consejo Zonal de Pesca de la VIII Región del Biobío; y en la XI Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo tendrá competencia el Consejo Zonal de la X Región de Los Lagos.


Asimismo, mientras no se encuentre constituido el Consejo Zonal de Pesca de las Regiones IX de la Araucanía y XIV de Los Ríos con el número mínimo de miembros necesarios para reunirse de conformidad a lo dispuesto en los artículos 150 y siguientes de la Ley General de Pesca y Acuicultura, tendrán competencia en la IX Región de La Araucanía y en la XIV Región de Los Ríos, el Consejo Zonal de Pesca de la VIII Región del Biobío y el de la X Región de Los Lagos, respectivamente.”.

- - - - - - - -


Acordado en sesión realizada con fecha de hoy, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Carlos Bianchi Chelech y Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, y de los Honorables Diputados señora Adriana Muñoz d’Albora y señores Gabriel Ascencio Mansilla, Patricio Melero Abaroa, Carlos Recondo Lavanderos y Gaspar Rivas Sánchez.


Valparaíso,  a 16 de mayo de 2012.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario de la Comisión Mixta
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Ley N° 13.196





c/cargo Reemb.





Presupuesto 2011





Presupuesto 2012





EJÉRCITO





97.229.507





38.032.405





1.804.455





3.100.000





2.392.201





142.558.568





ARMADA





56.312.854





16.106.678





0





2.940.000





1.300.807





76.660.339





FACH.





21.301.111





21.865.778





0





4.150.000





2.255.230





49.572.119





CARABIN.





3.486.705





0





7.662





0





0





3.494.367





INVESTIG.





1.628.384





0





12.553





0





0





1.640.937





EMCO.





2.417.343





34.041.476





6.589.721





2.753.315





17.795.058





63.596.913





TOTALES





182.375.904





110.046.337





8.414.391





12.943.315





23.743.296





337.523.243





CANCELAR APORTE MINISTERIO DE HACIENDA





8.216.000





SALDO A FAVOR





21.565.922





TOTAL EGRESOS





367.305.165
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Exportaciones
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Exportaciones de Bienes





8,6





25,2





27,8





54,5





10,1





13,2





31%





Importaciones de Bienes





0,2





1,0





4,0





4,6





6,3





8,0





28%





Intercambio Comercial





8,8





26,2





31,8





59,1





16,4





21,2





30%





Balanza Comercial





8,5





24,2





23,8





49,9





3,9





5,3





36%
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� MANDO OPERACIONAL (OPCOM)


Autoridad entregada a un comandante para asignar misiones o tareas a los comandantes subordinados, para desplegar unidades, reasignar fuerzas y para mantener o entregar el control operacional o táctico, conforme estime pertinente el comandante. No incluye responsabilidad administrativa.





� CONTROL OPERACIONAL (OPCON)


Autoridad delegada a un comandante para dirigir fuerzas asignadas, de manera que el comandante pueda cumplir misiones o tareas específicas, las que usualmente están limitadas por función, tiempo o ubicación. No incluye autoridad para asignar el empleo separado de componentes de las unidades respectivas. Tampoco incluye, en si mismo, control administrativo o logístico.





�World Bank(2010) IDA at work ”Nicaragua: Innovative Approaches Reach the Poor in Remote Rutral Areas”, en  


 http://siteresources.worldbank.org/IDA/Resources/73153-1285271432420/IDA_AT_WORK_Nicaragua_2010.pdf


� CEPAL(2011) “Estudio económico de América Latina y el Caribe 2010-2011”, Naciones Unidas, Santiago, Chile. En http://www.eclac.cl/publicaciones/xml/1/43991/EEE-Nicaragua.pdf


� CEPAL(2011) “Estudio económico de América Latina y el Caribe 2010-2011”, Naciones Unidas, Santiago, Chile. En � HYPERLINK "http://www.eclac.cl/publicaciones/xml/1/43991/EEE-Nicaragua.pdf" �http://www.eclac.cl/publicaciones/xml/1/43991/EEE-Nicaragua.pdf�, página 4.


� Cifras de comercio internacional de TradeMap.


� Habrá creación de comercio para el país exportador cuando, producto de la desgravación arancelaria, aumente la oferta exportadora a un mercado determinado. Ello debido a la mejora de los términos de intercambio inducida por la disminución en el precio de los bienes exportados en el país de destino. 


� Se generará comercio potencial cuando una amplia variedad de productos no comercializados entre sí, pero si comerciados con el resto del mundo previo al tratado, comiencen a transarse producto de los beneficios arancelarios.


� Excluye los envíos de celulosa, cobre y resto de minería.
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